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CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION
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Presidencia del diputado
Juan de Dios Castro Lozano

ASISTENCIA

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Pido a la Secretaría haga del conocimiento de esta Presi-
dencia el resultado del cómputo de asistencia de diputados.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: 

Se informa a la Presidencia que existen registrados 301
diputados.

Por lo tanto, hay quórum, señor Presidente.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano 
(a las 11:21 horas):

Se abre la sesión. 

Proceda la Secretaría a dar lectura al orden del día.

ORDEN DEL DIA

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: 

Se va a dar lectura al orden del día.

«Primer Periodo Ordinario de Sesiones.— Primer Año.—
LIX Legislatura.

Orden del día

Martes 25 de noviembre de 2003.

Lectura del acta de la sesión anterior. 

Comparecencia del Secretario de Hacienda y Crédito Pú-
blico, Francisco Gil Díaz. 

Proposiciones de acuerdo de los órganos de gobierno 

De la Junta de Coordinación Política: 

Sobre la comparecencia en comisiones de los titulares de
las secretarías de Economía y de Medio Ambiente y Re-

cursos Naturales, en el marco de la glosa del III Informe de
Gobierno. (Votación.) 

Comunicaciones 

Oficios de la Cámara de Senadores 

Con el que remite iniciativa para que se inscriba en letras
de oro el nombre Manuel Crescencio García Rejón y Alca-
lá, en el muro de honor del Palacio Legislativo de San Lá-
zaro, presentada por el senador Orlando Paredes Lara, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. (Turno a comisión.)

Con el que remite cuatro iniciativas que reforman las leyes
de: Impuesto al Valor Agregado, Impuesto Sobre la Renta
y Código Fiscal de la Federación, presentadas las tres pri-
meras por el senador José Antonio Aguilar Bodegas y la úl-
tima por el senador Eduardo Ovando Martínez. (Turno a
comisión.)

Dos, en los que se transcriben puntos de acuerdo por los
que se solicitan mayores recursos a diversas partidas pre-
supuestales en el Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal de 2004 para el estado de Colima.
(Turno a comisión.)

Iniciativas de diputados

Cinco, por las que se abrogan las leyes de subsidios para
empresas de aviación; en favor de los Veteranos de la Re-
volución como Servidores del Estado; sobre Construcción
de Cercas en Predios no Edificados; sobre el Destino de los
Bonos del Enemigo y Para Conservar la Neutralidad del
País, a cargo del diputado Francisco Arroyo Vieyra, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. (Turno a comisión.) 

Minutas 

Proyecto de decreto, por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de las leyes de Instituciones de Crédi-
to; de Ahorro y Crédito Popular; de los Sistemas de Aho-
rro para el Retiro; Federal de Instituciones de Fianzas;
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Se-
guros; del Mercado de Valores; de Sociedades de Inversión
y General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del
Crédito. (Turno a comisión.)
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Proyecto de Ley Federal de Fomento a las Actividades Rea-
lizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil, para los
efectos del inciso e) del artículo 72 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos. (Turno a comi-
sión.)

Dictamen de primera lectura

De la Comisión de Desarrollo Social, con proyecto de Ley
General de Desarrollo Social. 

Agenda política

Sobre el Día Internacional de la No Violencia Contra las
Mujeres, a cargo de los grupos parlamentarios representa-
dos en la Cámara de Diputados.» 

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

El siguiente punto del orden del día es la lectura del acta de
la sesión anterior.

Pido a la Secretaría consulte a la Asamblea si se le dispen-
sa la lectura tomando en consideración que ha sido publi-
cada en la Gaceta Parlamentaria.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: 

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si se le dispensa la lectura al acta de la sesión anterior,
tomando en consideración que ha sido publicada en la Ga-
ceta Parlamentaria.

Las diputadas y diputados que estén por la afirmativa, sír-
vanse manifestarlo...

Las diputadas y diputados que estén por la negativa, sír-
vanse manifestarlo... La mayoría por la afirmativa, señor
Presidente. Se dispensa la lectura.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el miércoles diecinueve de no-
viembre de dos mil tres, correspondiente al Primer Periodo
de Sesiones Ordinarias del Primer Año de Ejercicio de la
Quincuagésima Novena Legislatura.

Presidencia del diputado 
Francisco Agustín Arroyo Vieyra 

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con la asistencia de tres-
cientos diez diputadas y diputados, a las diez horas con
treinta y cinco minutos del miércoles diecinueve de no-
viembre de dos mil tres, el Presidente declara abierta la se-
sión. 

La Secretaría da lectura al orden del día. 

La Asamblea dispensa la lectura del acta de la sesión ante-
rior en votación económica y de la misma manera se
aprueba. 

Tres comunicaciones del Congreso del estado de Tlaxcala,
con acuerdos por los que: 

• Solicita se abroguen las pensiones vitalicias que reciben
altos funcionarios de los Poderes de la Unión. Se turna a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. 

• Solicita se reforme el artículo segundo de la Ley Federal
Contra la Delincuencia Organizada. Se turna a la Comisión
de Justicia y Derechos Humanos. 

• Relativo a la iniciativa del Poder Ejecutivo Federal que
modifica la Ley del Impuesto al Valor Agregado y al gasto
corriente del Gobierno Federal para el ejercicio fiscal de
dos mil cuatro. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público.

Dos comunicaciones de la Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal, con acuerdos relativos a la desincorporación
del Instituto Mexicano de Cinematografía, de los Estudios
Churubusco Azteca y del Centro de Capacitación Cinema-
tográfica, y de la Agencia Mexicana de Noticias Notimex.
Se turnan a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. 

Comunicación de la Comisión Nacional de Tribunales Su-
periores de Justicia de los Estados Unidos Mexicanos, por
la que informa del cambio de su Mesa Directiva. De ente-
rado. 

Comunicación del diputado José Reyes Baeza Terrazas por
la que solicita licencia por tiempo indefinido para sepa-
rarse del cargo de diputado federal electo en la segunda
circunscripción plurinominal. La Asamblea aprueba en



votación económica el punto de acuerdo que concede la li -
cencia solicitada. 

Proposición de la Junta de Coordinación Política con
acuerdo relativo a la comparecencia del Secretario de Ha-
cienda y Crédito Público, para dar cuenta de la iniciativa de
Ley de Ingresos y del proyecto de Presupuesto de Egresos
de la Federación para el Ejercicio Fiscal de dos mil cuatro.
Se aprueba en votación económica. 

Tres oficios de la Cámara de Senadores, con puntos de
acuerdo por los que: se solicitan mayores recursos presu-
puestarios para el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-
ministrativa, y que no se reduzca el presupuesto de los pro-
gramas relacionados con mujeres y niños, para el ejercicio
fiscal de dos mil cuatro; y en relación con el impuesto de
bebidas que utilicen edulcorantes distintos del azúcar de
caña. Se turnan los dos primeros a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública y el tercero a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público. 

El diputado José Angel Córdova Villalobos, del Partido
Acción Nacional, presenta iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma la fracción primera del artículo quinto de
la Ley de los Institutos Nacionales de Salud. Se turna a la
Comisión de Salud. 

Seis dictámenes de la Comisión de Agricultura y Ganade-
ría con puntos de acuerdo: 

• Relativo a la Comisión Especial de la Caña de Azúcar; a
la revisión y discusión de las iniciativas con proyectos de
Ley de la Agroindustria de la Caña de Azúcar; y a la com-
parecencia del Secretario de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación. 

• Relativo al cumplimiento del Acuerdo Nacional para el
Campo. 

• Relativo a las acciones realizadas para combatir y erradi-
car la plaga de la langosta y el chapulín en la Huasteca Po-
tosina, en el sur de Tamaulipas y en el norte de Veracruz. 

• Para que el Fondo de Empresas Expropiadas del Sector
Azucarero, presente un informe en relación con la industria
azucarera. 

• Relativo al Programa de Apoyos Directos al Campo. 

• En relación con la utilización de beta-análogos con fines
zootécnicos.

Sin que motiven discusión, la Asamblea aprueba los pun-
tos de acuerdo respectivos en sendas votaciones económi-
cas. Comuníquense. 

Presentan proposiciones con punto de acuerdo los diputa-
dos: 

• Javier Orozco Gómez, del Partido Verde Ecologista de
México, a nombre de integrantes de la Comisión de Radio,
Televisión y Cinematografía, para que se rechace la desin-
corporación del Instituto Mexicano de Cinematografía, del
Centro de Capacitación Cinematográfica y de los Estudios
Churubusco Azteca. Se turna a la Comisión Presupuesto y
Cuenta Pública. 

• Fernando Alberto García Cuevas, del Partido Revolucio-
nario Institucional, por el que se solicita integrar al Presu-
puesto de Egresos de la Federación para los ejercicios fis-
cales de dos mil cuatro y subsecuentes, una partida especial
destinada a la Dirección General de Protección y Asuntos
Consulares de la Secretaría de Relaciones Exteriores, para
cubrir el traslado de los mexicanos fallecidos en el extran-
jero a sus comunidades de origen. Se turna a la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública. 

• Marcela Guerra Castillo, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, para solicitar el retiro de retenes y volantas que
instala la Policía Fiscal Federal en los operativos realizados
en carreteras del estado de Nuevo León. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público. 

• Jorge Baldemar Utrilla Robles, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, a fin de que en el Presupuesto de Egresos
de la Federación para el Ejercicio Fiscal de dos mil cuatro,
se consideren recursos para la ampliación del aeropuerto de
Palenque, Chiapas. Se turna a la Comisión de Presupuesto
y Cuenta Pública. 

A las once horas con cuarenta y siete minutos la Secretaría
informa del registro de cuatrocientos cuarenta y siete dipu-
tadas y diputados y ordena el cierre del sistema electrónico
de asistencia. 

• Luis Antonio Ramírez Pineda, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, para que no se desincorpore del proyecto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejerci-
cio Fiscal de dos mil cuatro, a la Comisión Nacional de las
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Zonas Aridas. Se turna a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública. 

• Raúl Pompa Victoria, del Partido Revolucionario Institu-
cional, en relación con la problemática que enfrenta el
Puerto de San Felipe, en el estado de Baja California. Se
turna a las comisiones unidas de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, de Transportes y de Turismo. 

• Ramón Galindo Noriega, del Partido Acción Nacional,
relativo a la prórroga de la concesión otorgada a la empre-
sa Promofron, Sociedad Anónima de Capital Variable,
para la construcción, explotación y conservación del puen-
te internacional Zaragoza-Ysleta. Se turna a la Comisión
de Transportes. 

• Juan José García Ochoa, del Partido de la Revolución De-
mocrática, en relación con la Octava Reunión de Ministros
de Comercio del Hemisferio para las Negociaciones del
Area de Libre Comercio de las Américas y solicita trámite
de urgente resolución. La Asamblea así considera el asun-
to en votación económica. Hablan en pro los diputados: Je-
sús Emilio Martínez Alvarez, de Convergencia; y Pedro
Vázquez González, del Partido del Trabajo. La Asamblea
considera suficientemente discutido el punto de acuerdo en
votación económica y de la misma forma lo aprueba. Co-
muníquese. 

• Alejandro Agundis Arias, del Partido Verde Ecologista de
México, en relación con las designaciones dentro del ser-
vicio exterior mexicano y con la sustitución del embajador
Adolfo Aguilar Zínser. Se turna a la Comisión de Relacio-
nes Exteriores. 

• Roberto Aquiles Aguilar Hernández, del Partido Revolu-
cionario Institucional, en relación con la restitución o pago
de tierras afectadas por la construcción de la Presa Belisa-
rio Domínguez, en el municipio de La Concordia, Chiapas.
Se turna a la Comisión de Reforma Agraria. 

• Cristina Portillo Ayala, del Partido de la Revolución De-
mocrática, para exhortar al Supremo Tribunal Militar a
que, en caso de confirmarse la culpabilidad del subtenien-
te Hernán Varela Flores en el homicidio del coronel Salva-
dor Juárez Villa, al dictar la sentencia de segunda instancia
sustituya la pena de muerte por la de prisión respectiva. Se
turna a las comisiones de Defensa Nacional y de Justicia y
Derechos Humanos. 

• Luis Antonio González Roldán, del Partido Verde Ecolo-
gista de México, para excluir al Instituto Mexicano de Tec-
nología del Agua del artículo segundo transitorio del pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
ejercicio fiscal de dos mil cuatro.

Presidencia de la diputada 
Amalia Dolores García Medina 

Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. 

• Francisco Javier Bravo Carvajal, del Partido Revolucio-
nario Institucional, para solicitar el Ejecutivo Federal de-
crete la zona conocida como Ojos de Agua del Río Talpa
de Allende, Jalisco, como área natural protegida en la cate-
goría de reserva de la biósfera. Se turna a la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Comunicación de la Junta de Coordinación Política por la
que informa del formato para la comparecencia del Secre-
tario de Hacienda y Crédito Público, a fin de dar cuenta con
la iniciativa de Ley de Ingresos y el proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de dos mil cuatro. De enterado. 

La Secretaría da lectura a la solicitud de excitativa del di-
putado Adrián Chávez Ruiz, del Partido de la Revolución
Democrática, a la Comisión de Justicia y Derechos Huma-
nos, en relación con la proposición con punto de acuerdo
para solicitar la excarcelación del líder del Frente Estatal
Pesquero de Sinaloa, Jesús María Leal Leyva, presentada
el treinta de septiembre de dos mil tres. La Presidencia
formula la excitativa que corresponde. 

En el capítulo de efemérides, comentan el nonagésimo ter-
cer aniversario del inicio de la Revolución Mexicana, los
diputados: Jesús Porfirio González Schmal, de Convergen-
cia; Joel Padilla Peña, del Partido del Trabajo; Fernando
Espino Arévalo, del Partido Verde Ecologista de México; 

Presidencia del diputado 
Francisco Agustín Arroyo Vieyra 

Iván García Solís, del Partido de la Revolución Democrá-
tica; Alberto Urcino Méndez Gálvez, del Partido Acción
Nacional; y Antonio Francisco Astiazarán Gutiérrez, del
Partido Revolucionario Institucional. 

Agotados los asuntos en cartera, la Secretaría da lectura al
orden del día de la próxima sesión e informa del registro



final de cuatrocientos cuarenta diputadas y diputados. El
Presidente clausura la sesión a las trece horas con cuarenta
y ocho minutos, citando para la que tendrá lugar el martes
veinticinco de noviembre de dos mil tres, a las once horas,
y en la que comparecerá el Secretario de Hacienda y Cré-
dito Público.» 

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Proceda la Secretaría a poner a discusión el acta.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: 

Por instrucciones de la Presidencia está a discusión el acta...
No habiendo quien haga uso de la palabra, en votación eco-
nómica se pregunta si se aprueba.

Las diputadas y diputados que estén por la afirmativa, sír-
vanse manifestarlo...

Las diputadas y diputados que estén por la negativa, sír-
vanse manifestarlo... La mayoría por la afirmativa, señor
Presidente.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Aprobada el acta.

Continúe la Secretaría.

ANALISIS III INFORME DE GOBIERNO

La Secretaria diputada Amalín Yabur Elías: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Jun-
ta de Coordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, sobre la
comparecencia en comisiones de los titulares de las secre-
tarías de Economia, y de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, en el marco de la glosa del III Informe de Gobier-
no 

La Junta de Coordinación Política de la LIX Legislatura,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-

xicanos, y para dar cumplimiento a lo señalado en el artí -
culo 7º, párrafos 4 y 5, del mismo ordenamiento, al tenor
de los siguientes: 

Considerandos 

1. Que con objeto de realizar el análisis del III Informe de
Gobierno del Ejecutivo Federal fue propuesto por la Junta
de Coordinación Política, y aprobado por el Pleno el día 18
de septiembre, el Acuerdo Parlamentario por el que se es-
tablecen las bases para el desarrollo de las comparecencias
de funcionarios del Ejecutivo Federal ante la Cámara de
Diputados. 

2. Que, en términos del acuerdo parlamentario por el que
se establecen las bases para el desarrollo de las compare-
cencias de funcionarios del Ejecutivo Federal ante la Cá-
mara de Diputados, artículo quinto, las comparecencias en
comisión de llevarán a cabo conforme a la programación
que acuerde la Junta de Coordinación Política. 

3. Que la Junta de Coordinación Política, a solicitud de las
Comisiones de Economía, y de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales, acordó la conveniencia de que los titulares
de las Secretarías de Economía, y de Medio Ambiente y
Recursos Naturales acudan a comparecer ante las comisio-
nes respectivas, con objeto de llevar a acabo el análisis del
III Informe de Gobierno del Presidente de la República, en
los temas de su competencia. 

Con base en lo antes expuesto y con fundamento en el ar-
tículo 69 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en los artículos 7º, 22, 34 y 45
de la Ley Orgánica del Congreso General, la Junta de Co-
ordinación Política de la Cámara de Diputados adopta el
siguiente: 

Acuerdo 

Primero. Con la finalidad de dar cumplimiento al artículo
7º, numeral 4, de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, se cita a comparecer al se-
cretario de Economía ante la Comisión de Economía, el 25
de noviembre de 2003, a las 17:00 horas, y al secretario de
Medio Ambiente y Recursos Naturales ante la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, el 26 de noviembre
de 2003, a las 17:00 horas. 

Segundo. Publíquese en la Gaceta Parlamentaria. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los veinti-
cuatro días del mes de noviembre de 2003.— Dip. Elba Es-
ther Gordillo Morales (rúbrica p.a.), Presidenta Coordina-
dora del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; Dip. Francisco Barrio Terrazas (rúbrica
p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional; Dip. Pablo Gómez Alvarez (rúbrica p.a.),
Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática; Dip. Jorge A. Kahwagi Macari (rú-
brica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México; Dip. Alejandro González
Yánez, Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo; Dip. Jesús Martínez Alvarez (rúbrica), Coor-
dinador del Grupo Parlamentario de Convergencia.»

Cumplida su encomienda, señor Presidente.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Continúe la Secretaría a consultar a la Asamblea si se
aprueba la proposición.

La Secretaria diputada Amalín Yabur Elías: 

En votación económica se pregunta si se aprueba la propo-
sición.

Las diputadas y diputados que estén por la afirmativa, sír-
vanse manifestarlo...

Las diputadas y diputados que estén por la negativa, sír-
vanse manifestarlo... La mayoría por la afirmativa, señor
Presidente.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Aprobada la proposición.

LEY DE INGRESOS-PRESUPUESTO DE EGRESOS

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Señoras y señores legisladores: para dar cumplimiento al
segundo párrafo de la fracción IV del artículo 74 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
comparece el Secretario de Hacienda y Crédito Público,
Francisco Gil Díaz, para dar cuenta de la iniciativa de Ley

de Ingresos y del Proyecto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal del Año 2004, así como
la exposición de los criterios generales de política econó-
mica.

Se encuentra en el salón de recepciones de esta Cámara de
Diputados el Secretario de Hacienda y Crédito Público,
Francisco Gil Díaz, se designa en comisión para recibirlo e
introducirlo a este recinto hasta el lugar asignado en la tri -
buna, a los siguientes diputados: María del Carmen Izagui-
rre Francos, Víctor Hugo Islas Fernández, Javier Castelo
Parada, Miguel Angel Toscano Velasco, Guillermo Huízar
Carranza, Cuauhtémoc Ochoa Fernández, Joel Padilla Peña
y Luis Maldonado Venegas.

Se pide que cumplan con su cometido.

(La comisión cumple su cometido.)

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Se pide a la Secretaría dar lectura al Acuerdo Parlamenta-
rio aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del
19 de noviembre y que norma el procedimiento para esta
comparecencia.

La Secretaria diputada Amalín Yabur Elías:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Jun-
ta de Coordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política sobre la com-
parecencia del titular de la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público, para dar cuenta de la iniciativa de Ley de In-
gresos y el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal 2004.

La Junta de Coordinación Política de la LIX Legislatura,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, y para dar cumplimiento a lo señalado en el ar-
tículo 74, fracción IV, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, al tenor de los siguientes 

Considerandos 

1. Que el día 6 de noviembre fueron recibidos por esta So-
beranía la iniciativa de Ley de Ingresos y el Proyecto de
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio



Fiscal 2004, enviados por el Ejecutivo Federal, mismos
que habrán de ser objeto de estudio y dictamen durante el
presente periodo de sesiones. 

2. Que, en términos de lo establecido por la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos el encargado de
despacho debe comparecer ante el Pleno para dar cuenta de
los mismos. 

Somete a consideración del Pleno el siguiente 

Acuerdo 

Primero. Con la finalidad de dar cumplimiento al artículo
74, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, se cita a comparecer al Secretario de
Hacienda y Crédito Público el día 25 de noviembre de
2003, a las 11:00 horas. 

Segundo. El formato de la comparecencia será acordado
por la Junta de Coordinación Política y publicado en su
oportunidad en la Gaceta Parlamentaria. 

Tercero. Hágase del conocimiento del Pleno de la Cámara
de Diputados. 

Cuarto. En términos del artículo 22, numeral 2, de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, solicítese a la Presidencia de la Mesa Directiva rea-
lice la comunicación correspondiente. 

Dado en el Palacio Legislativo en San Lázaro, a los 18
días del mes de noviembre del año 2003.— Diputados:
Elba Esther Gordillo Morales (rúbrica), Presidenta, coor-
dinadora del grupo parlamentario del PRI; Francisco Ba-
rrio Terrazas (rúbrica p.a.), coordinador del grupo parla-
mentario del PAN; Pablo Gómez Alvarez (rúbrica),
coordinador del grupo parlamentario del PRD; Jorge A.
Kahwagi Macari (rúbrica), coordinador del grupo parla-
mentario del PVEM; Alejandro González Yáñez (rúbrica),
coordinador del grupo parlamentario del PT; Jesús Martí-
nez Alvarez (rúbrica), coordinador del grupo parlamentario
de Convergencia.» 

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Para dar cumplimiento al punto primero numeral 1, del
acuerdo, se concede el uso de la palabra al Secretario de
Hacienda y Crédito Público, Francisco Gil Díaz, hasta por
20 minutos. 

El Secretario de Hacienda y Crédito Público, 
Francisco Gil Díaz:

Con su venia, señor Presidente: 

Señor Presidente de la LIX Legislatura; señoras y señores
legisladores:

En cumplimiento de la obligación constitucional contenida
en el artículo 74, fracción IV de nuestra Carta Magna,
comparezco por cuarta vez ante esta soberanía, a presentar
la iniciativa de Ley de Ingresos y el Proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación, correspondiente al año
2004.

En esta ocasión más allá de las cifras y conceptos de in-
greso, gasto y endeudamiento públicos, correspondientes
al año próximo que fueron presentados oportunamente
ante esta soberanía, considero de vital importancia aprove-
char para plantear ante ustedes consideraciones de media-
no y largo plazos indispensables si deseamos prever y pre-
parar el buen desempeño de la economía mexicana. 

En este contexto, si bien no existen todavía en México los
presupuestos plurianuales, es menester calcular los com-
promisos y tendencias presupuestarias. 

La dinámica prevista para el gasto público para los próxi-
mos años demandará mayores recursos impulsada por la
necesidad de cumplir con compromisos pensionarios, por
el pago de obras que habrán de concluirse durante los años
inmediatos y por la necesidad de dedicar volúmenes cre-
cientes de recursos al gasto social y a la inversión en in-
fraestructura.

Por lo que se refiere al ámbito de los impuestos, la necesi-
dad de alentar la inversión y la competencia de otros países
por atraer capitales y crear empleos productivos, hacen
obligado un replanteamiento de la estructura tributaria. 

La simplificación de ésta, también se ha convertido en un
reclamo social urgente. Esta reforma faltante es aún de ma-
yor trascendencia que las importantes modificaciones al
Impuesto Sobre la Renta, realizadas durante esta adminis-
tración. 

Han transcurrido casi tres años de esta administración, du-
rante este lapso con la colaboración de este honorable
Congreso, se llevó a cabo una profunda reforma que ha
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modernizado el sistema financiero, poniéndolo así a la van-
guardia internacional y contribuido a la creación del primer
mercado de capitales de América Latina. 

Este desarrollo financiero ha aportado ya beneficios con-
cretos en la forma de plazos largos de colocación de papel
público y privado. Una posibilidad cada vez mayor de apo-
yarse en la captación de moneda nacional y relativamente
menos en moneda extranjera y consecuentemente, avanzar
en forma gradual hacia una menor vulnerabilidad de la eco-
nomía. 

Otro rubro de gran trascendencia, han sido tasas de interés
históricamente bajas, que alivian la carga financiera de par-
ticulares y gobierno, que son un reflejo de la estabilidad
que generan la confianza y la certidumbre. 

La combinación de plazos largos e intereses bajos, alienta
la creación de un mercado hipotecario basado en tasas no-
minales fijas, pieza fundamental de una recuperación eco-
nómica apoyada en fuentes internas de estímulo a la oferta
y la demanda, que permite abstraer al acreditado de los
trastornos que se derivarían de una perturbación externa
sobre la estabilidad de variables críticas para el comporta-
miento, como son la inflación y las tasas de interés.

Ya hemos empezado a cosechar parte de los frutos de la re-
forma y del aliento que se ha derivado de la política de vi-
vienda popular; del apoyo al crédito hipotecario a la vi-
vienda y del énfasis en el gasto público a la provisión de
infraestructura. 

De agosto a la fecha, el apoyo al crédito hipotecario a la vi-
vienda y del énfasis en el gasto público a la provisión de in-
fraestructura. De agosto a la fecha, se han creado 190 mil
empleos de acuerdo al Instituto Mexicano del Seguro So-
cial, muchos de ellos en la industria de la construcción.
Sólo en octubre se registraron 105 mil empleos adicionales
y la primera quincena de noviembre aportó el aumento más
grande de puestos de trabajo del que se tiene registro para
dicha quincena.

El reinicio del crecimiento de la economía mundial, parti-
cularmente del sector industrial de nuestro vecino del nor-
te, de cuya demanda dependen tanto nuestras exportacio-
nes, también está imprimiendo un nuevo vigor a la
producción manufacturera.

Finanzas públicas sanas han sido parte de la importante
aportación de Congreso y Ejecutivo a la estabilidad. Se dice

rápido pero no es cualquier cosa mantener la estabilidad.
Conviene tener presente que la deuda se acumula no sólo
como resultado de un exceso de gasto en relación con los
ingresos; también se da un proceso que se retroalimenta
cuando el déficit del sector público rebasa niveles críticos.

Este fenómeno consiste en que la presión de un endeuda-
miento excesivo aumenta las tasas de interés y éstas a su
vez los requerimientos financieros de los periodos sucesi-
vos.

El ciclo generalmente se inicia a partir del tipo de cambio,
contamina la inflación y ésta a las tasas de interés. También
suele suceder que con suficiente información los actores en
los mercados se anticipen y que las tres variables se mue-
van simultáneamente.

Procesos de esta naturaleza han postrado a otras economías.
En México la responsabilidad compartida del Congreso y
del Ejecutivo ha evitado este fenómeno, pese a la incerti-
dumbre y las dificultades que durante los últimos años ex-
perimentó la economía internacional.

No obstante la importancia de una reforma presupuestaria
que atienda a los dos renglones, el del gasto y el ingreso,
no se han logrado las mayorías legislativas necesarias para
sacarlas adelante. También está el caso, por supuesto, de la
reforma energética. 

La inversión en electricidad y la capacidad recaudatoria
para enfrentar los ingentes compromisos de gasto contraí-
dos años atrás presentan un reto que debemos enfrentar si
deseamos evitar la acumulación de deuda pública que aca-
rrearía una insuficiencia de ingresos.

El planteamiento del Ejecutivo en esta materia se hizo lle-
gar al honorable Congreso y contiene lo que, después de un
análisis exhaustivo de diversas opciones, consideramos es
la mejor estructura que en estos momentos se le puede dar
a nuestro sistema tributario.

Esto no quiere decir que, como en otras ocasiones, no se
esté dispuesto a encontrar un terreno común entre la diver-
sidad de opiniones de los representantes populares.

Se trata de un llamado a la unidad, de una invitación a en-
contrar soluciones a problemas que ya no pueden esperar.



Algunos de los requerimientos presupuestarios del año que
se avecina pueden enfrentarse apretadamente de mantener-
se altos los precios del petróleo y mediante la realización
de activos del Gobierno, aunque este último expediente ya
está incorporado en el presupuesto y no da más de sí.

Sin embargo, los montos de gasto comprometidos de tiem-
po atrás, las necesidades que surgen de la fragilidad de las
finanzas de las entidades federativas y de los municipios,
los apoyos necesarios para abatir la pobreza de las grandes
mayorías, la sed de recursos de una infraestructura maltre-
cha y los apoyos que hacen falta para el campo trascienden
el horizonte del presupuesto del año próximo y no se pue-
den ni se deben afrontar mediante deuda pública.

El planteamiento presupuestario del Ejecutivo a este hono-
rable Congreso es responsable. Un programa austero de
gasto compatible con las posibilidades sanas de financiar-
lo o un ajuste al mismo a través de recursos adicionales
provenientes de una reforma fiscal que permita atender al-
gunas de las ingentes necesidades de nuestra población.

La reforma que se propone desde el Ejecutivo y también a
partir de iniciativas del Congreso va dibujando un conjun-
to de cambios que buscan una gran simplificación de la es-
tructura tributaria y con ello ampliar la base, mediante las
facilidades que de ahí se desprenden para un mejor cum-
plimiento.

Se intenta también una reducción de tasas impositivas para
atender la necesidad de colocar a nuestro país en un nivel
de competitividad tributaria que continúe atrayendo inver-
siones.

Conviene tener presente que pasamos por un contexto in-
ternacional en el que se reducen cada vez más las cargas
del impuesto sobre la renta y se privilegian los impuestos
al consumo.

La iniciativa del Ejecutivo Federal propone reformar el sis-
tema de impuestos indirectos con un impuesto al valor
agregado del 10% aplicable a todas las operaciones, lo que
mantendría su carga fiscal actual, ya que dicha tasa es la
promedio del impuesto.

Esta reforma produciría alrededor de 70 mil millones de
pesos, pues al simplificarse el impuesto se mejoraría signi-
ficativamente el cumplimiento de los contribuyentes.

Adicionalmente se propuso un impuesto a las ventas fina-
les del 2% para las entidades federativas. Así el incre-
mento de carga fiscal se destinaría a nivel de gobierno
que el Ejecutivo Federal desea fortalecer en una visión
federalista.

Cabe aclarar que el impuesto a las ventas finales sólo es fi -
nancieramente posible si se cumplen dos condiciones: la
reducción de la tasa general del IVA, puesto que su cober-
tura es la misma que la del nuevo impuesto y extender el
gravamen a todas las operaciones para compensar al menos
la recaudación que se pierde con la disminución de la tasa
general.

Deseo subrayar que una mejora en el cumplimiento del Im-
puesto al Valor Agregado repercute en una mejora impor-
tante en el Impuesto Sobre la Renta. De ahí la importancia
estratégica de mejorar el diseño del IVA. Mientras manten-
gamos un IVA con una cobertura inferior al 50% del con-
sumo, tendremos evasión, informalidad y una mala recau-
dación en ambos gravámenes.

Reconocemos que la evasión de impuestos es todavía con-
siderable y que el Servicio de Administración Tributaria
tiene un enorme reto. Sin embargo su éxito dependerá en
buena medida de que los tratos diferenciales y las zonas
grises que dificultan enormemente su labor e incentivan la
informalidad, sean eliminados.

No obstante lo anterior, en los dos primeros años de la ad-
ministración, la recaudación de impuestos no petroleros
se elevó en 1.2% del Producto Interno Bruto (PIB), alre-
dedor de 80 mil millones de pesos adicionales para el año
en curso.

Aun dentro de un entorno económico débil, hay que desta-
car que en el transcurso de este año el IVA ha venido cre-
ciendo poco más del 12% en términos reales respecto del
año anterior.

La propuesta de reforma enviada por el Ejecutivo aumen-
taría la recaudación por sus efectos sobre un mejor control
y por contar con una base más amplia de contribuyentes.
Se basa, de hecho, en buscar la uniformidad de tasas de
gravamen al consumo, busca recaudar más de quienes más
consumen y aprovechando mecanismos que se acordarían
con el Congreso, la iniciativa se puede complementar de
manera que la mayor carga que resulte para las personas de
menores ingresos, se compense a través de diversos cana-
les de transferencia, entre ellos, de manera destacada, el
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Programa Oportunidades, que para el año entrante habrá de
cubrir a 25 millones de mexicanos y el Crédito al Salario
que alcanza a otros 40 millones.

A través de Oportunidades, se pueden asignar recursos adi-
cionales que cubran el gasto, incrementar el resultado de
impuestos al consumo en el que incurrirían las familias cu-
biertas por el programa. 

Algo similar se puede hacer aprovechando el Crédito al Sa-
lario que beneficia directamente a la clase trabajadora.

Habrá quienes adviertan que una combinación de políticas
de impuestos y compensación no puede cubrir sin excep-
ciones a toda la población que se encuentra en los estratos
de menor ingreso, y tendrán razón, pero sin duda tiene un
gran valor contar con medios para poder hacer llegar re-
cursos a 65 millones de compatriotas que cubran el mayor
gasto que se derive de un aumento en los impuestos al con-
sumo y que las mayores contribuciones las aporten justa-
mente quienes tienen mayor capacidad de pago.

Si el Congreso promueve mecanismos de compensación
que permitirían, gracias a la reforma fiscal, recaudar del
consumo de las personas de más altos ingresos sin afectar
a la población de menor capacidad económica, se hace
compatible la reforma propuesta con las promesas de cam-
paña de muchos de ustedes.

¿No será posible, en bien por cierto de las mismas grandes
mayorías que queremos proteger, sostener que el no a al-
gunos impuestos al consumo, es tan sólo un no, únicamen-
te en la medida que se afecte el bienestar de quienes menos
tienen? Y que si esto último se evita ¿se cumple el com-
promiso de campaña? ¿Por qué una reforma que adopte
medidas de compensación sería congruente con los intere-
ses de los más pobres? En parte porque es posible impedir
que se afecte su capacidad de consumo y su bienestar; pero
también porque los mayores recursos que se obtengan se
canalizarían a pensiones, al gasto en agricultura, a salud, a
educación, a infraestructura y lo que es tan importante, a
crear una plataforma de crecimiento y creación de empleos.
Es decir, el destino de los recursos adicionales privilegiaría
precisamente a los grupos de la población más necesitados
de apoyo.

La alternativa endeudarse para gastar, no sólo se derrota
sola, porque el aumento consecuente en las tasas de interés
acaba frustrando el intento de mayor gasto, sino porque de
perderse la estabilidad obtenida a través de tantos años de

esfuerzo, se acabaría perjudicando más a quienes se quiere
proteger. 

La estabilidad y lo que parece ser el atisbo de una nueva
etapa de crecimiento plantean una encrucijada para la eco-
nomía mexicana: consolidar un equilibrio combinado con
la recuperación económica o alternativamente un creci-
miento menos vigoroso y menos equitativo. Escoger el
mejor derrotero dependerá de nuestra capacidad de unir-
nos, de encontrar propósitos comunes entre nuestras dife-
rencias. La intención sin duda es común, las diferencias
suelen estar en los medios para lograrlo.

En este esfuerzo conviene que meditemos acerca de los as-
pectos respecto de los cuales es fundamental encontrar
acuerdos para que las diferencias políticas no se centren en
posiciones contrapuestas acerca de principios que debieran
ser básicos si se desea, como es el caso, el bienestar de la
población. En la mayor parte del mundo dichos principios
son comúnmente aceptados y esto permite que los plantea-
mientos de los partidos políticos se centren en la importan-
cia relativa que debe darse, por ejemplo, a la defensa del
medio ambiente, al énfasis social del gasto público, al gra-
do de descentralización política y presupuestaria y de toma
de decisiones, entre otros.

No son motivos de controversia los medios presupuestarios
y de política en general que se utilizan para lograrlos, se
aceptan gravámenes generalizados al consumo que permi-
ten darle una base sólida a la recaudación. Eso hace prede-
cible la estabilidad y coherencia a la política económica y
permite planear. De esta manera se fomentan la inversión y
la estabilidad en beneficio de todos.

Este es el reto que tenemos como Ejecutivo y Congreso:
definir los aspectos de política económica que constituirán
una política de Estado. En este esfuerzo los medios para re-
caudar impuestos tienen particular importancia. No creo
que se vulneren promesas de campaña si quienes legislan
para estimular la creación de empleos, bienestar general y
estabilidad para la población a la que desean y deseamos
proteger promueven, a través del Presupuesto de Egresos,
medidas que compensen el mayor gasto proveniente de im-
puestos al consumo de los estratos de menor ingreso.

Por los motivos anteriores, los últimos días de este año ser-
virán para concentrar nuestra atención en como, a través de
la propuesta del Ejecutivo que es la que favorecemos o de
las que surjan de propuestas de la Cámara de Diputados o
de las deliberaciones que la mesa de Reforma Fiscal del



Senado de la República ha aportado mediante el concurso
de legisladores de ambas Cámaras y de particulares y cier-
tamente a través de la conciliación de los puntos de vista de
los diversos partidos que aquí representan al pueblo de Mé-
xico, se pueda lograr un cambio que no sólo fortalezca el
presupuesto que se ha sometido a su digna atención, sino
también a crear una base más sólida de finanzas públicas,
una que permita enfrentar los duros retos que se avecinan.

Todos queremos un México con crecimiento económico y
distribución justa del ingreso nacional, con libertades polí-
ticas y democracia plenas, con sólida cohesión social y
convivencia armónica, fundadas en la vigencia del Estado
de Derecho. Todos queremos un México con certidumbre
de bienestar, justicia y oportunidades para todos.

Construir este México es posible si somos capaces de su-
perar nuestras diferencias particulares y de convertir nues-
tra pluralidad y nuestra vida democrática en capacidad
para forjar acuerdos y oportunidad para resolver juntos los
problemas y rezagos estructurales del Estado mexicano en
un compromiso compartido para el bien del país, en donde
ninguna fuerza política pierda y todo lo gane México.

Muchas gracias.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano: 

Para dar cumplimiento a los numerales 2, 3, 4 y 5 del
Acuerdo Parlamentario, se han inscrito para hacer pregun-
tas y formular réplicas los siguientes diputados:

Jesús Martínez Alvarez, por el Partido de Convergencia;
Oscar González Yáñez, por el Partido del Trabajo; Alejan-
dro Agundis Arias, por el Partido Verde Ecologista de Mé-
xico; Diana Rosalía Bernal Ladrón de Guevara, por el Par-
tido de la Revolución Democrática; Miguel Angel Toscano
Velasco, por el Partido Acción Nacional; José Luis Flores
Hernández, por el Partido Revolucionario Institucional;
Alfonso Ramírez Cuéllar, por el Partido de la Revolución
Democrática; Juan Carlos Pérez Góngora, por el Partido
Revolucionario Institucional; José Guadalupe Osuna Mi-
llán, por el Partido Acción Nacional; y Antonio Francisco
Astiazarán Gutiérrez, por el Partido Revolucionario Insti-
tucional; más algunos otros que entrarán en la fase de ré-
plica.

Por consecuencia, se concede el uso de la palabra al dipu-
tado Jesús Martínez Alvarez, por el Partido de Conver-
gencia.

El diputado Jesús Emilio Martínez Alvarez: 

Con su permiso, señor Presidente:

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano: 

Adelante.

El diputado Jesús Emilio Martínez Alvarez: 

Señor Secretario, escuchamos su argumentación, sin duda
se refleja que hay importantes cuestiones planteadas, sin
embargo, desde luego no suscribimos varios de los argu-
mentos que usted ha dado, porque pensamos que lo más
importante primero es poder poner orden en la casa.

Señor Secretario, el paquete enviado por la Secretaría a su
cargo no es nuevamente ninguna reforma fiscal, es senci-
llamente una miscelánea que tiene como único objetivo tra-
tar de obtener los mayores ingresos a costa de afectar a dos
extremos de la población: los que siempre pagan y los que
menos tienen.

El artículo 74 de nuestra Constitución en su fracción IV, es-
tablece la facultad que tiene la Cámara de Diputados en
examinar, discutir y aprobar el Presupuesto de Ingresos y
Egresos y la vamos a ejercer. En ejercicio de esta facultad,
esta Legislatura aprobará el Presupuesto de Ingresos y de
Egresos que apruebe el pleno de la Cámara de Diputados
para el ejercicio del año 2004. Sin embargo, por los tiem-
pos siempre apretados, Convergencia propondrá, indepen-
dientemente de lo anterior, que el artículo primero transito-
rio del decreto de egresos quede de la siguiente manera:

El presente decreto entrará en vigor el 1º de enero del año
2004, para que por este único ejercicio se hagan revisiones
cuatrimestrales, de tal manera que el Ejecutivo como el Le-
gislativo evaluemos el impacto de las medidas aprobadas,
realicemos los ajustes que estimemos indispensables en su
caso, con objeto de lograr un desarrollo sostenido y equi-
dad tributaria.

Estas revisiones, señor Secretario, cuatrimestrales, permiti-
rán que vayamos alcanzando acuerdos, de manera que ya
no partamos de supuestos ni de experimentos cada vez que
se acerca la elaboración del presupuesto.
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La propuesta de Convergencia en materia de ingresos es la
siguiente. 

Por lo que se refiere al IVA:

Primero. Aceptamos el esquema del 10% del IVA para la
Federación, 2% del IVA a los estados y 1% a los munici-
pios, partiendo del principio de modernización, descentra-
lización, federalismo, pero sobre todo de rendición de
cuentas.

Segundo. Eliminar la tasa cero en IVA, excepto a la expor-
tación y el turismo, y realizar una revisión minuciosa de
productos y servicios que deban considerarse exentos, den-
tro de los cuales están entre otros: alimentos, medicinas, li -
bros, educación, etcétera. 

La tasa cero sólo provoca devoluciones constantes y en
ocasiones juicios en la interpretación de esta tasa, que han
provocado devoluciones millonarias; con su eliminación
habrá un mejor control. 

Tercero. Modificar el artículo 4º de la Ley del IVA y el co-
rrespondiente al reglamento, en el sentido de que se espe-
cifique en el precio al público el IVA correspondiente para
lograr dos efectos: generar una cultura de contribución al
beneficio común y facilitar el control de este impuesto a la
instancia fiscalizadora.

En cuanto al Impuesto Sobre la Renta:

Primero. Aceptamos el acuerdo de reducción del ISR para
quedar de la siguiente forma: 30% para personas morales,
25% para personas físicas.

Segundo. Exención a toda persona física que reciba sala-
rios mínimos, debiendo modificar la tarifa correspondien-
te, para evitar sobrecargar alguno de los estratos de la po-
blación.

Otras acciones para fortalecer las arcas públicas:

Primero. Instrumentar programas puntuales de combate a
la evasión y defraudación fiscal de comercio formal. El
Consejo Internacional de Administración Pública Tributa-
ria estima que la evasión del comercio formal equivale al
3.5% del PIB, que representa más de 300 mil millones de
pesos. 

Segundo. Especial atención merecen los juicios contencio-
sos administrativos por lo que el fisco deja de cobrar cuan-
tiosas cantidades por falta de una correcta fundamentación
y sustentación de parte del Jurídico de Hacienda. 

En el año 2002 se erogaron por concepto de devoluciones
en perjuicios del erario más de 100 mil millones de pesos,
esta es fuente de la Secretaría de Hacienda. 

Es de esperarse que para este ejercicio de 2003 tengamos
nuevamente erogaciones similares para el ejercicio iguales
al correspondiente al año 2002.

Tercero. Todos los gobiernos estatales y municipales así
como los organismos autónomos retienen impuestos a sus
trabajadores, sin embargo gran parte de ellos no los enteran
a la Secretaría de Hacienda. Estimamos, con base en los
Presupuestos de Egresos, de estos niveles de gobierno que
se dejan de percibir cerca de 45 mil millones de pesos.

Cuarto. Incorporar el comercio informal al pago de contri-
buciones instrumentando mecanismos prácticos de recau-
dación que deben de estar a cargo de los gobiernos estata-
les así como de los municipios que tengan capacidad para
ello. Esta actividad todos coinciden en que representa el 10
y 12% del PIB: de ser así, se podrán obtener recursos que
en un cálculo conservador por más de 80 mil millones de
pesos anuales solamente del comercio informal y que pa-
sarían a formar parte íntegramente de las contribuciones
estatales con una participación a los municipios.

Quinto. Ampliar el financiamiento público al 2% del PIB
en lugar del 0.3 lo que representaría 137 mil millones de
pesos adicionales destinados exclusivamente para el desa-
rrollo de infraestructura que nos prestaría el Banco de Mé-
xico a las mismas tasas de interés que producen nuestras
reservas federales.

Señor Secretario, usted sabe perfectamente bien que tene-
mos más de 50 mil millones que se ponen a subasta a tasas
ínfimas y cuyos únicos beneficiarios son los especuladores
del gran capital. Aprovechemos estas reservas para el fi-
nanciamiento de nuestro desarrollo.

Parece paradójico que sigamos buscando cómo obtener
mayores ingresos cuando solo poniendo la casa en orden
puede lograrse sin exprimir a los contribuyentes de siem-
pre.



Quiero aclarar señor Secretario que eliminando la tasa
cero, la tasa cero de los impuestos, reclasificando y pasán-
dolos a exentos, se pueden obtener recursos por más de 70
mil millones de pesos.

Nosotros consideramos definitivamente de que no es nece-
sario estar buscando nuevos impuestos, entendemos per-
fectamente bien que la uniformidad de tasas permite un
mayor control y una mayor fiscalización. 

Entendemos también el hecho de que los presupuestos plu-
rianuales o bianuales son necesarios pero hemos venido
siempre acotados trabajando, acotados por el tiempo. En
esta ocasión lo que estamos planteando es que aprobemos
el Presupuesto de Ingresos sin dañar a las clases populares,
que nos demos un tiempo de 4 meses para trabajar en las
comisiones tanto de Presupuesto y de Gasto Público como
de la propia Comisión de Hacienda. Si ustedes no quieren
entrarle a la Reforma Fiscal Integral, el Legislativo sí tiene
deseos de hacerlo, por lo tanto creo que este ajuste de tiem-
po nos va a servir a todos para llegar a acuerdos y no tomar
soluciones precipitadas. 

Por su respuesta, muchas gracias.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor diputado. 

Tiene el uso de la palabra para formular su respuesta, el
señor Secretario de Hacienda y Crédito Público. 

El Secretario de Hacienda y Crédito Público, 
Francisco Gil Díaz:

Muchas gracias.

Con su venia señor Presidente; muchas gracias diputado
Jesús Martínez Alvarez por sus comentarios y sugerencias
así como por sus cuestionamientos. 

La reforma que se ha venido dibujando tanto por propues-
tas de legisladores en impuestos sobre la renta como por la
propuesta del Ejecutivo en materia de IVA van conforman-
do una reforma integral que va mucho más allá de una mis-
celánea, porque miscelánea hay que acordarse es un térmi-
no que se usa porque se tocan diversas leyes y una reforma
integral siempre va a ser una miscelánea. No se trata de co-

brarle a los que siempre pagan porque uniformar tasas tie-
ne como consecuencia y ya lo hemos experimentado, que
mejora enormemente el cumplimiento y además, como
también lo mencioné en mi discurso, está en manos de us-
tedes si podemos trabajar juntos haciendo números a través
del Presupuesto de Egresos, llevar a cabo medidas de com-
pensación, de tal forma que se recaude de las personas que
tienen mayor capacidad de ingreso, que representan en ma-
yor porcentaje del consumo de alimentos y medicinas y se
pueda compensar o más que compensar el mayor gasto en
que incurrirían las personas de menores ingresos.

Hay alrededor de 17 millones de personas a las que se les
retienen impuestos y de ellas, alrededor del 80% reciben el
crédito al salario; de éstas, alrededor de 10 millones son fa-
milias porque descartamos los casos en que trabajan tanto
la mujer como el marido o los consolidamos; llegamos así
al número de 40 millones de personas que son susceptibles
de obtener el crédito al salario a través del cual se puede
compensar el mayor gasto; y por otro lado, sin traslapio
porque se trata de dos grupos distintos, dentro del Progra-
ma Oportunidades otros 25 millones que pueden también
ser objeto de un ajuste como el que acabo de mencionar.

Cubrir a 65 millones de compatriotas de su mayor gasto,
puede ser la fórmula que nos permita equilibrar, cobrarle a
quienes más tienen y evitar cobrarles más a los que tienen
menor capacidad económica.

Este gobierno, desde el principio empezó no sólo a infor-
mar ampliamente de los requerimientos financieros globa-
les del sector público sino también a hacerlo mensualmen-
te, tanto de los requerimientos financieros globales como
de lo que tradicionalmente se ha venido definiendo como
el balance o déficit público; no sólo se ha dado información
más oportuna, se ha dado más información y creo que es
muy oportuna la propuesta del diputado Martínez Alvarez
de estar llevando a cabo una evaluación continua del ejer-
cicio del gasto y de la eficacia del gasto, creo que es un
ejercicio no sólo el del gasto sino de ejercicio de análisis
del gasto en el que tanto el Congreso como el Ejecutivo
pueden colaborar y de esa manera lograr una muchísima
mayor eficacia.

Son interesantes, sugerentes y constructivas las propuestas
que hace el diputado en materia de impuestos, creo que se
puede lograr entre lo que propuso el Ejecutivo en materia
de IVA y lo que él plantea, una solución si así lo decide la
mayoría de la Cámara.
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Las propuestas de compartir la reforma con estados y mu-
nicipios que ha surgido de la Cámara y que también pro-
pone el Ejecutivo, van a ser posiblemente la contribución
más importante para el combate a la economía informal.
Una vez que la carga federal se disminuya a través de me-
didas como las que se proponen y se sustituya en parte, no
en su totalidad porque hay una despresurización de im-
puestos general mediante gravámenes que se canalizan a
estados y municipios, éstos van a tener una muchísima ma-
yor participación e interés en combatir la economía infor-
mal, creo que de esa manera se van a combinar los esfuer-
zos de los tres órdenes de gobierno y vamos a lograr una
muchísima mayor fiscalización y eficacia en materia re-
caudatoria. 

Estamos haciendo esfuerzos y creo que podemos mostrar-
les resultados de cómo se ha tenido un mayor éxito en los
juicios que la Secretaría tiene que litigar en defensa de los
intereses del fisco, aún así creo que el porcentaje de juicios
que ganan los contribuyentes también son una muestra de
la independencia de la autonomía de la limpieza con que
trabaja el Tribunal Fiscal y ¡que bueno, que así sea!, no
porque nos guste perder los juicios. Sí, ciertamente debe-
mos mejorar la forma en que se plantean los documentos
que expide la Secretaría para que no se pierdan los juicios
por razones puramente formales; creo que tenemos que
mejor y tener muchísimo más cuidado en ese aspecto. 

Pero también se han perdido muchos juicios que van más
allá de lo propiamente contencioso administrativo hacia el
juicio de amparo, porque ha habido jurisprudencias de la
Suprema Corte, que han dado lugar a un alud que una vez
que pierde la Secretaría de Hacienda o que pierde el Eje-
cutivo, la razón de constitucionalidad de una reforma, una
cantidad enorme de juicios que se promueven tomando en
cuenta que esa jurisprudencia se puede aprovechar por más
contribuyentes.

Estamos trabajando con municipios y gobiernos estatales
para poner al día los impuestos que tanto la Federación y
los gastos, debe canalizar hacia estos órdenes de gobierno,
como de los órdenes locales hacia la Federación. Es un tra-
bajo que se ha venido realizando durante estos últimos tres
años, porque estamos conscientes de que es necesario re-
velar los montos reales de ingreso y de enterar las cantida-
des que se deben retener.

Por lo que se refiere a endeudamiento público y a la posi-
bilidad de canalizar recursos del Banco de México, Banco
de México invierte en reservas, porque del lado de su pasi-

vo se tiene que endeudar; que el Banco de México se en-
deude para prestarle al Gobierno, sería romper su regla que
le marca la misma reforma constitucional, que a partir de
1994 crea la autonomía del banco, pero también hay que
valorar no sólo la imposibilidad de que el banco le preste
al Gobierno que traería una percepción de parte de quienes
juzgan el equilibrio de la economía mexicana bastante ne-
gativa y que se traduciría en aumentos en las tasas de inte-
rés, el papel que juegan las reservas internacionales. Las
reservas internacionales dan una imagen y no es una ima-
gen únicamente, también es una realidad de solvencia y li-
quidez.

El país tiene una cantidad importante de compromisos ad-
quiridos en deuda externa y nunca se puede prever con
exactitud, ni siquiera se puede prever aproximadamente,
qué clase de dificultades o perturbaciones en los mercados
internacionales pueden en algún momento dificultar la ca-
pacidad de revolvencia o la capacidad de pago de las obli-
gaciones externas del país. Por ese motivo, tener una caja
que tiene que tener alguna proporción con las obligaciones
externas del país, contribuye a que la imagen de solvencia
y de liquidez del país sea alta y que por lo tanto, el riesgo
país y en consecuencia las tasas internas de interés sean ba-
jas o sea que las reservas internacionales han servido para
que tengamos un nivel bajo de tasas de interés, en ese sen-
tido no sólo no cuestan, sino que nos han aportado grandes
ahorros presupuestarios.

Es un tema que tiene muchas caras y hay que tomarlas to-
das, porque es un equilibrio el que se logra a partir de la
consideración de todas las implicaciones que tienen las re-
servas internacionales y la acción crediticia del Banco de
México.

Muchas gracias, señor diputado, gracias, señor Presidente.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor Secretario.

Tiene el uso de la palabra el diputado Jesús Martínez Al-
varez, para formular su réplica.

El diputado Jesús Emilio Martínez Alvarez:

Con su permiso, señor Presidente:

En el planteamiento anterior, señor Secretario, dijimos
concretamente que la tasa cero produce 70 mil millones de



pesos, dijimos también que la uniformidad de la tasa del
10% que estamos planteando para municipios, permite ma-
yor fiscalización. Desde luego estamos en contra del IVA a
las medicinas, desde luego a los alimentos, a la educación
y todos los que estuvieron. Hay que reclasificar los artícu-
los que realmente deban estar exentos.

No podemos seguir perdiendo juicios, señor Secretario,
que tengan un costo de más de 100 mil millones de pesos,
no podemos permitir que algunos estados, prácticamente el
50%, detengan impuestos a los trabajadores que sí se los
descuentan y no los entregan a la Secretaría de Hacienda,
cifra que se calcula en más de 45 mil millones de pesos. 

Y en cuanto al Banco de México, independientemente de
las reglas yo diría lo siguiente, señor Secretario: que sea el
agente financiero, porque necesitamos crecer por lo menos
de alrededor de un endeudamiento del 2%. En todos los
países de la OCDE están teniendo tasas del 3%, porque se
les está cayendo su economía y en este país, donde hay
desempleo, donde la gente pierde su trabajo, faltan todos
los servicios, no podemos darnos el lujo de tener el 1.2 como
se ha planteado.

Por otro lado, en los juicios tiene qué ver con la adminis-
tración pública actual, señor Secretario. Tenemos más de
811 leyes, reglamentos, decretos, circulares y cada funcio-
nario es sujeto a más de 190 artículos para poder desempe-
ñar su trabajo. Para poder avanzar es necesario reducir la
excesiva regulación Administrativa Pública Federal. El
aparato ha crecido, pero con el sistema anterior, nuestro
mandato es ir al fondo, no quedarnos en la superficie y si-
guiendo un juego en el que parecemos invitados de última
hora; necesitamos metas medibles en función de resultados
tangibles, de lo contrario seguiremos diciendo que todo está
bien sólo porque se gastó lo que dijimos, sin saber cuáles
fueron los beneficios del gasto, por lo que proponemos
además estas medidas:

Primera. Debe existir un solo órgano de fiscalización para
todo el Presupuesto Federal, el cual debe ser la Auditoría
Superior de la Federación, dependiente del Poder Legisla-
tivo. Esta propuesta ya la hicimos y esperemos que camine
aquí en el Poder Legislativo. No puede el Ejecutivo estar-
se fiscalizando a sí mismo.

Segunda. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
debe de remitir trimestralmente a la Auditoría Superior de
la Federación el informe de la gestión financiera del ingre-
so y del ejercicio de presupuesto, para su evaluación.

Tercera. El Presupuesto de Egresos debe contemplar clara-
mente lo que es el sector central de lo que es el sector pa-
raestatal. Es muy difícil entender cuál es el déficit real del
sector central, no podemos estar devolviendo organismos
de naturaleza diferente, como son los organismos públicos
descentralizados; unos son de bienes y servicios como Pe-
mex y la Comisión Federal de Electricidad y otros que
nada tienen qué ver, simple y sencillamente el gasto de la
burocracia, del propio Gobierno para que pueda cumplir
con su mandato.

La Secretaría de Hacienda debe de implementar medidas
de desregulación administrativa para simplificar los trámi-
tes de los contribuyentes y también de las propias depen-
dencias y entidades. Las entidades del poder público se en-
cuentran prácticamente paralizadas, nadie se atreve a
firmar ni a autorizar simple y sencillamente porque les da
temor de firmar cualquier cosa porque pueden ser sujetos
de una sanción. Por eso los subejercicios, señor Secretario.
No es que no sepan aplicarlos, simple y sencillamente na-
die se atreve a tomar medidas cuando un funcionario está
sujeto a más de 190 disposiciones y existen para todo el
aparato cerca de 811, vuelvo a repetir, entre leyes, regla-
mentos, decretos por el estilo. 

Por eso Convergencia va a proponer otro artículo transito-
rio para que los organismos públicos descentralizados
cuenten con autonomía de gestión y autonomía financiera,
presentando los estados de flujo de efectivo por separado.
Agregamos también que los organismos públicos descen-
tralizados que tengan superávit, no en la contabilidad; en
su ejercicio en cuanto a ingresos y egresos, contarán con
estos recursos que deberán aplicarse exclusivamente a pro-
gramas de infraestructura y desarrollo tecnológico.

Señor Secretario: tenemos al alcance de nuestra propia vo-
luntad y capacidad de mejorar sustancialmente la política
económica, los mecanismos de recaudación y la estrategia
de distribución del gasto.

Trabajemos juntos en las medidas de fondo y en las co-
yunturales, pero paulatinamente vayamos construyendo
una verdadera política económica de Estado.

Muchas gracias, señor Secretario.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor diputado.
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REGISTRO DE ASISTENCIA

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Se pide a la Secretaría dar cuenta del registro electrónico
de asistencia e instruya al cierre del sistema.

La Secretaria diputada Amalín Yabur Elías:

Con su permiso, señor Presidente.

¿Falta algún diputado o diputada para registrar asistencia?

Señor Presidente, se informa que hasta el momento hay
una asistencia de 452 diputadas y diputados. Ciérrese el
sistema electrónico, por favor.

Quienes hasta el momento no han registrado su asistencia,
disponen de 30 minutos, para realizarlo por cédula.

LEY DE INGRESOS-PRESUPUESTO DE EGRESOS

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Tiene el uso de la palabra el diputado Oscar González
Yáñez, del grupo parlamentario del Partido del Trabajo,
para plantear sus cuestionamientos.

El diputado Oscar González Yáñez:

Con la venia de la Presidencia; señor Francisco Gil Díaz,
Secretario de Hacienda y Crédito Público; compañeras y
compañeros legisladores:

Primero acotar que su presencia aquí persigue dos objeti-
vos fundamentales: el primero, dar cumplimiento a la ley;
el segundo, para dar respuesta puntual sobre el caos políti -
co en que se ha metido al gabinete, al Presidente Fox e in-
cluso a otros partidos políticos en torno al paquete econó-
mico.

Ahora que existe la duda fundada de que usted es el autor
del IPI, ¿qué nos puede decir al respecto?, y ¿qué otra car-
ta nos tiene bajo la manga dentro de sus propuestas?

Por otra parte, nos llama la atención que haya sido la Cá-
mara de Diputados la que tuviera que recordarle la obliga-

ción de dar cumplimiento a la ley en su fracción IV del ar-
tículo 74 de nuestra Constitución. Eso demuestra el des-
precio que siente por instancias como ésta; usted quisiera
estar sentado en su oficina llegando a acuerdos a espaldas
del pueblo.

También nos parece contradictorio e irresponsable que pro-
ponga modificaciones a la Ley del IVA que no se reflejan
en el proyecto de Ley de Ingresos de la Federación para el
próximo año.

No es posible que exista la falta de información entre el
Presidente Fox y la Secretaría a su cargo, que públicamen-
te el Presidente haya negado dar la instrucción para que se
desincorporen algunas entidades públicas. ¿Acaso esta in-
congruencia debe atribuirse a la falta de acuerdos al inte-
rior del gabinete? Sobre estas cuestiones le solicitamos nos
dé una explicación que esté más allá de lo que se ha co-
mentado en los medios de comunicación.

Señor Secretario, ¿cómo vamos a crecer si los ejes de su
política económica están orientados a prolongar la recesión
económica?, ¿cómo vamos a crecer si ustedes privilegian
recursos para el costo financiero de la deuda y reducen el
monto de la inversión en infraestructura?, ¿cómo puede
crecer el país si hacen todo para que no crezca?, ¿cómo po-
demos tener credibilidad en las palabras del Presidente Fox
cuando afirma que la educación y por tanto la cultura, son
una prioridad nacional y se hace todo lo contrario, preten-
den aplicar el IVA a libros, periódicos y revistas, atenta
contra el Conacyt recortando su gasto en casi 1 mil millo-
nes de pesos?, ¿acaso la aplicación de la ciencia a la pro-
ducción no ha sido la base del crecimiento y desarrollo de
los países industrializados?

Borra de un plumazo al Colegio de Posgraduados de Cha-
pingo, al INIFAP, al Instituto Mexicano de Tecnología del
Agua, a la Comisión Nacional de Zonas Aridas, a Notimex,
entre otras.

¿Por qué no cumplieron con lo dispuesto en el artículo 16
de la Federación de entidades paraestatales, que señala la
obligación que tiene la Secretaría de Hacienda de consultar
la opinión de la dependencia coordinadora del sector, para
plantear la disolución, liquidación o extinción de los orga-
nismos descentralizados en cuestión? ¿Por qué desaparecer
al Centro de Capacitación Cinematográfica y al Imcine,
que han dado grandes resultados y prestigio internacional a
nuestro país?



La verdad, señor Secretario, se nos ha creado la duda de
que se está tendiendo una cortina de humo para distraer a
la opinión pública y al pueblo de México.

Señor Secretario, el panorama es desalentador; lamentable-
mente hemos sido testigos de cómo las pequeñas y media-
nas empresas se han ido hundiendo cada vez más; presen-
ciamos el desplome de la economía campesina, nuestros
hombres del campo tienen que emigrar hacia el país del
norte para resolver sus problemas de extrema pobreza; el
desempleo ha alcanzado un nivel sin precedentes durante
las últimas décadas y ustedes no están haciendo nada para
atenuar los graves estragos que causa a la población.

¿Acaso piensa seguir manteniendo paralizada a la econo-
mía y engañando al pueblo de México, que sólo con la
apertura del sector privado en el sector energético vamos a
crecer? Esto es una rotunda mentira, ¿por qué se exprime a
los contribuyentes cautivos y teme afectar a los contribu-
yentes más poderosos? ¿Por qué se busca el camino injus-
to de castigar a los pobres cobrando el IVA a alimentos y
medicinas?

No estamos de acuerdo en que un gran monto del gasto pú-
blico siga destinándose para pagar a los banqueros, al res-
cate carretero y a los Pidiregas; en cambio, a la inversión
en infraestructura en transportes y comunicaciones, se pro-
pone reducirlo en un 15% con respecto del 2003, en tanto
que a los particulares del sector energético se incrementa
su participación en casi 29%.

Señor Secretario, usted sabe que el gasto público tiene como
propósito fundamental detonar el crecimiento económico y
el empleo, asegurando por ese medio el bienestar de la
población; sin embargo, ustedes no están persiguiendo ese
propósito, con el destino que le están dando al gasto, don-
de privilegian los intereses particulares por encima de los
intereses del pueblo; para muestra, el Fobaproa-IPAB, ab-
sorberá cerca de 28 mil millones de pesos, casi el doble del
presupuesto que se le destina a la Universidad Nacional
Autónoma de México.

¿Por qué a las entidades federativas no se les incrementa el
gasto para el próximo año, sino al contrario, en términos
reales se les reduce?

Al Programa de Apoyo para el Fortalecimiento de las En-
tidades Federativas se pretende asignar 41% menos de lo
aprobado por esta soberanía en el 2003. ¿Acaso es una
trampa a los gobernadores, para recibir menos recursos y

estén de acuerdo en aplicar IVA estatal en el 2% y 1% a
municipios?

Señor Secretario, el proyecto de país que ustedes promue-
ven, promueve favorecer a los sectores más poderosos.

Por eso, esta soberanía con base en la ley, con su peso po-
lítico, con su representación popular, está obligada a cam-
biar el rumbo de los dineros para beneficio de nuestro
pueblo.

Los diputados del Partido del Trabajo estamos firmes en no
cobrar IVA en alimentos y medicinas, estamos aquí para
defender el interés público, para defender el interés de los
más desprotegidos, para defender el interés de México y de
nuestro pueblo. 

Muchas gracias.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor diputado. 

Tiene el uso de la palabra el licenciado Francisco Gil Díaz,
Secretario de Hacienda.

El Secretario de Hacienda y Crédito Público, 
Francisco Gil Díaz:

Con su venia, señor Presidente.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Adelante.

El Secretario de Hacienda y Crédito Público, 
Francisco Gil Díaz:

Muchas gracias, diputado Oscar González Yáñez, por sus
comentarios y cuestionamientos.

Quisiera empezar aclarando que estaba yo fuera de México
cuando se preparó el IPI y que la Secretaría de Hacienda no
tuvo participación en la elaboración de esa propuesta, la
cual con mucho gusto podríamos, si les interesa, comentar
en su momento.

Todos los años y tengo ya muchos en el Gobierno, el Se-
cretario de Hacienda ha comparecido ante esta Cámara de
Diputados como resultado de una invitación de la misma,
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en momento en que la Cámara me invitó en todas las oca-
siones, no sólo para cumplir con esta obligación constitu-
cional que tiene el Secretario de Hacienda, sino en las de-
más, para participar en comisiones han solicitado mi
presencia y he acudido gustoso, así como a la cantidad de
reuniones informales que muchos diputados solicitan y que
también siento que es obligación y gusto de la Secretaría de
Hacienda aceptar.

No se incorporan las reformas al IVA en el presupuesto, no
por irresponsabilidad sino por responsabilidad, ¿cómo
vamos a proponer ingresos asociados a gastos que todavía
no han sido legislados?

Por lo que se refiere a la desincorporación, me voy a per-
mitir leerles el texto del documento que se envió al Con-
greso, para no referirme a cada una de las entidades que es-
tán mencionadas en el mismo, en términos generales lo que
se dice es que: “…el Ejecutivo Federal por conducto de la
respectiva dependencia coordinadora, elaborará un diag-
nóstico de cada entidad, que contendrá un análisis de los
aspectos jurídicos para determinar el procedimiento legal a
seguir en el proceso de desincorporación y la identificación
de la opción menos costosa para llevar a cabo la desincor-
poración respectiva, debiendo remitirse dichos diagnósti-
cos a la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión a más tardar el último día hábil de febrero, ini-
ciándose los procesos correspondientes a partir del mes de
marzo.

Osea no sólo fue informada la Cámara de Diputados de las
posibles fusiones o desincorporaciones, sino que además se
le va a informar oportunamente, antes de que termine el
mes de febrero, de los análisis que se hayan efectuado por
parte del Ejecutivo y de las dependencias involucradas, así
que la Cámara va a tener una participación activa en cual-
quier decisión que se tome al respecto. 

Es un planteamiento, hay un proceso hacia delante para
evaluarlo y no es una decisión, así que están ustedes sien-
do parte integral y está siendo objeto el Poder Legislativo
del máximo respeto que se le puede otorgar por parte del
Ejecutivo antes de instrumentar cualquier medida de esta
naturaleza.

Por lo que se refiere a los gastos en distintos ramos, por
ejemplo, en materia de Ciencia y Tecnología, se está plan-
teando un incremento de 14% en términos reales compara-
do con el ejercicio del 2003. Para poder llegar a esta cifra,
con mucho gusto podemos aportarles la información que

está contenida en el presupuesto que se envió, pero que hay
que tomarla de los diversos renglones que tienen qué ver
con Ciencia y Tecnología; la cantidad de recursos que se
está aportando crece en el porcentaje que les acabo de
mencionar.

Ya les mencioné como se están empezando a recuperar las
exportaciones, el empleo, cómo va la industria de la cons-
trucción, cómo el sistema financiero está haciendo su papel
para contribuir al crecimiento de la economía. Les puedo
añadir que el papel que están tomando instituciones como
el Fovissste y el Infonavit, el Banco Nacional Hipotecario
en todo el Programa de Vivienda, que es el más ambicioso
que se ha emprendido, que tiene qué ver no sólo con la sa-
tisfacción de una necesidad social sino también con el im-
pulso a la industria de la construcción y al empleo, están
dando resultados satisfactorios.

Lo que de ninguna manera estimularía el crecimiento serían
medidas que desequilibraran el comportamiento de los
mercados financieros, al contrario, es una experiencia que
ya hemos padecido en muchas ocasiones cuando hemos
roto los equilibrios financieros, la economía no solo no ha
crecido, sino que de las caídas en la producción y en el em-
pleo y en los salarios reales, a quienes más se ha perjudi-
cado es a las personas de menores ingresos. 

Tenemos que crecer, tenemos que tomar las medidas para
crecer y en el presupuesto se privilegian dentro de los re-
cursos que tenemos, los que se destinan a las prioridades
sociales y se dejan para que junto con ustedes podamos
aportar recursos adicionales, renglones que se pueden in-
crementar como el Programa de Apoyo a Entidades Fede-
rativas, renglones de infraestructura y otros; aunque en in-
fraestructura creemos que podemos sacar adelante un
programa muy ambicioso de construcción, como de hecho
ya se inició, a través de Banobras y de un fideicomiso que
está constituido en el mismo. 

No se plantea, lo comenté en mi discurso introductorio,
afectar a las personas de menores ingresos mediante medi-
das tributarias, está en manos del Congreso impedir que se
afecte el gasto de las personas de menos ingresos, y en
cambió sí, quienes consumen más, quienes consumen la
mayor proporción de alimentos y medicinas que hoy reci-
ben el beneficio de la tasa cero, paguen una cantidad ma-
yor por impuestos y podamos dejar a las personas de me-
nores ingresos compensadas por cualquier cantidad
adicional que pudieran tener que erogar.



No se favorece a los más poderosos, al contrario, si algo
tiene el programa presupuestario, es una orientación social
marcada que privilegia educación, que privilegia salud y
que trata también de atender las necesidades del campo.

Muchas gracias, señor Presidente. 

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor Secretario.

Tiene el uso de la palabra para formular su réplica, el dipu-
tado Oscar González Yáñez. 

El diputado Oscar González Yáñez:

Con el permiso de la Presidencia:

Primero comentar, la ley dice que tiene que enviar aquí un
Presupuesto de Ingresos y de Egresos, si no nos está man-
dando los egresos porque dice que primero se lo tienen que
aprobar lo otro, es en el mismo momento, cuando tú man-
das una propuesta de ingresos, tienes que mandar eviden-
temente la propuesta de egresos; no puede venir incomple-
ta señor Secretario; no puede usted esperar primero man-
darnos ingresos, después esperar a ver qué pasa y usted a
partir de ahí programar, eso no puede ser. Porque además,
primero no es lógico y dos es ilegal; la ley dice claramen-
te: Ley de Ingresos y Ley de Egresos, artículo 74, fracción
IV de la Constitución. No es una consideración.

Ahora, usted está aquí por obligación legal, no por invita-
ción; por invitación usted puede venir muchas veces, pero
en dos ocasiones usted tiene que venir por ley: primero,
para dar cuenta de la glosa del Informe; segundo, para
cumplir con los criterios y explicaciones sobre el paquete
económico que es el caso. Porque el señor nos quería eva-
dir, si no fuera porque la Cámara le recordó que tenía que
venir, no hubiera venido y no hubiera cumplido su mandato
legal; por eso está usted aquí, no es por invitación, es por
ley. 

Usted dijo que con una tasa general del IVA al 10% se re-
caudaría 70 mil millones de pesos más; esto es incorrecto,
se recaudaría 5 mil 66 millones y el resto es por eficiencia
recaudatoria, sí, pero también el Secretario nos dice que
más del 50% del IVA no se recauda. Entonces ¿dónde
quiere sacar esa eficiencia recaudatoria? Entonces este dato
de 70 mil millones de pesos también no es verdadero. 

Usted dice que para sacar adelante la reforma se necesitan
mayorías en la Cámara. Sí, las mayorías las da el pueblo,
no la voluntad política de las fracciones; las mayorías las
da el pueblo y el presidente y usted le pidieron la mayoría
al pueblo y el pueblo no les dio la mayoría. Entonces no
venga usted aquí a pedir mayorías que el pueblo de Méxi-
co no le concedió. Los acuerdos se construyen de otra ma-
nera, no andando en lo oscurito 

Usted, señor Secretario, es el primer evasor de este país. Se
dedica a evadir en dos niveles: uno, protegiendo a los con-
tribuyentes poderosos para que no paguen impuestos y
dándoles salidas legales para que se los regresen y, por otro
lado, evadir los cuestionamientos de los diputados en sus
comparecencias. Le recuerdo que usted está bajo el forma-
to de comparecencia; usted no viene aquí a dar sus opinio-
nes, viene a contestar los cuestionamientos de los diputa-
dos, está bajo ese formato, no es un formato de mesa de
trabajo.

Por eso me atrevo a calificarlo que usted es el campeón de
la evasión en México por esas dos razones.

Usted nos dice que hizo las consultas que marca la ley
para las entidades paraestatales en su artículo 16. Pues al-
guien miente, o el Presidente de la República, que afirmó
de manera tajante que él no promovió ninguna desincorpo-
ración. Los responsables de los organismos tampoco esta-
ban enterados. El responsable de la política cultural mani-
festó su rechazo a esas medidas y otros jefes del mando.
Entonces alguien está aquí mintiendo y no se hicieron las
consultas pertinentes para proponer una desincorporación.

Afirmó usted que todos queremos en México certidumbre.
Estamos de acuerdo. El problema es que usted no genera
esa certidumbre. Los indicadores del gobierno del que us-
ted forma parte provocan caos y confusión. 

Usted, señor Secretario, es una marioneta del Fondo Mo-
netario Internacional y del Banco Mundial y por cierto
mala marioneta porque sólo ha generado desconcierto e in-
certidumbre en la población, en la clase política, en el ga-
binete y en los mercados financieros e incluso en el propio
Presidente de la República.

Usted, señor Secretario, es un servidor público y un ser-
vidor público se debe a los intereses públicos, o sea a los
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intereses del pueblo y no a los intereses mezquinos de los
depredadores de nuestro país. 

Muchas gracias.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Tiene el uso de la palabra el diputado Alejandro Agundis
Arias, del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologis-
ta de México, para formular sus planteamientos.

El diputado Alejandro Agundis Arias:

Con su venia, señor Presidente:

Sea usted bienvenido, señor Secretario, a este recinto.
Compañeras y compañeros legisladores: 

Una reforma fiscal debe cumplir con las siguientes condi-
ciones: posibilitar el crecimiento económico, distribuir el
ingreso, elevar la eficiencia recaudatoria y facilitar el cum-
plimiento de las obligaciones fiscales.

Un país sin ingresos suficientes que permitan rehabilitar y
robustecer la hacienda pública es un país imposibilitado
para enfrentar eficientemente los compromisos actuales y
futuros en términos de inversión en infraestructura, empleo
y distribución.

La reforma fiscal no debe sólo contemplar la modificación
de los ordenamientos legales en los cuales se sustenta la
captación tributaria; debe tener una visión amplia de la pro-
blemática económica, financiera y fiscal del país.

Al estudiar el paquete económico enviado por el Ejecutivo
podemos observar que no tiene una visión de largo plazo.
Tal parece que la mayor atención es prioritariamente re-
caudatoria.

El problema principal de esta propuesta es que se pretende
aplicar en un contexto en el que la economía enfrenta se-
rios problemas de crecimiento. Hay que decirlo, las refor-
mas fiscales se construyen y se enfrentan a menos obstácu-
los en un contexto de crecimiento económico simple y
sencillamente porque a lo largo del ciclo ingreso-gasto-
deuda se define quién gana y quién pierde en el proceso
económico.

La actual política fiscal ha sido ineficiente, tanto por el la-
do del ingreso como por el lado del gasto.

Por el lado de los ingresos, necesitamos una reforma que
dé coherencia al sistema impositivo, que sea progresiva y
equitativa, de tal manera que grave a la persona física o
moral de acuerdo a su capacidad para obtener ingresos, de
acumular riqueza y de acuerdo a su capacidad de compra y
el perfil de consumo.

La problemática de la estructura impositiva podría resu-
mirse en evasión fiscal. De acuerdo con una investigación
realizada por el CIDE, se calcula que la evasión, elusión,
fraudes y otro tipo de incumplimientos tributarios, repre-
sentan casi el 50% del potencial recaudatorio de México.
Esto da una idea de la magnitud del problema de la evasión
fiscal en escala nacional, además explica por qué la carga
fiscal es muy alta para el contribuyente cautivo.

Lo anterior determina que la carga fiscal de México esté
por debajo de la que tienen países en desarrollo similar y
así los ingresos dependen en gran medida del petróleo y
obviamente las fluctuaciones en el precio de este producto
repercuten en las finanzas públicas.

Está claro que las medidas propuestas por el Ejecutivo no
redundarán en una nueva hacienda pública, toda vez que
como en ocasiones anteriores, no se modifica la estructura
impositiva del país, simplemente se trata de algunos cam-
bios y adiciones de ciertos impuestos.

Es indispensable atacar primero el problema de la evasión
fiscal actuando en dos frentes:

Primero, simplificando las leyes y la administración fis-
cal, y

Segundo, tomando medidas que realmente transparenten el
gasto público.

La reforma planteada por el Ejecutivo no puede calificarse
como distributiva, ya que el Estado n promueve una distri -
bución justa del ingreso. Por el contrario, la propuesta se
fundamenta en impuestos al consumo que afectan en ma-
yor medida a las clases de bajos ingresos.

Si realmente se quiere fomentar una distribución equitativa
del ingreso, es necesario que el sistema tributario se base
en mayor medida en impuestos directos como lo es el Im-
puesto Sobre la Renta.

Por todo lo anterior, en el grupo parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, en relación con el ingreso nos



preguntamos: ¿En que medida la propuesta presentada por
el Ejecutivo implica una nueva estructura tributaria para el
país? Y si ésta realmente persigue el objetivo de mejorar la
distribución del ingreso.

Por otra parte el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la
Federación enviado por el Ejecutivo contempla una reduc-
ción en el gasto programable del Gobierno Federal de 3.1%
en términos reales, esto como consecuencia de una dismi-
nución en el ingreso esperado para el próximo año y un au-
mento en el gasto no programable de 5.1% debido princi-
palmente al costo financiero de la deuda.

Lo anterior se traduce en menores recursos para los pro-
gramas y proyectos de las dependencias federales. Por ello
nuestra propuesta tiene dos vertientes: 

La primera es hacer una revisión minuciosa para que los
programas sociales y de combate a la pobreza, no se vean
afectados, y

La segunda, es buscar posibles ahorros en áreas no estraté-
gicas y modificaciones en el destino del gasto.

Asimismo estamos a favor de incrementar el gasto federa-
lizado a través de los diferentes fondos que para ellos exis-
ten.

Estamos en contra de reducir los recursos del Programa de
Aportaciones para el Fortalecimiento de las Entidades Fe-
derativas, transferencia relevante en nuestro sistema fiscal
por la manera como se incluye año tras año. Dentro del
cuerpo de provisiones contenidas en el Presupuesto Fede-
ral y el uso estratégico que representa para las entidades fe-
derativas.

En materia de gasto, nos preocupa de manera especial la
disminución de recursos propuesta para las funciones, pro-
tección y conservación del medio ambiente en más del 17%
y en desarrollo agropecuario y forestal en 9% en términos
reales.

¿No cree que con estas cifras el Gobierno Federal muestra
una vez más su desdén por el medio ambiente?

El gasto propuesto en educación no es suficiente para lo-
grar alcanzar la meta del 8% del PIB en el 2006 como lo
marca la Ley General de Educación.

En materia de salud, se propone una asignación de 3 mil
800 millones de pesos para garantizar atención a las fami-
lias que se incorporen al Seguro Popular.

Creemos necesario que la Secretaría de Salud explique a
detalle el destino de estos recursos y el impacto en las fi -
nanzas públicas que tendrá dicho seguro.

En materia de inversión debemos revisar la manera en que
será financiada, ya que la inversión presupuestal disminu-
ye 14.4% mientras que la inversión financiada aumenta
28.8% vía Pidiregas, los cuales son contabilizados como
deuda pública pero sí impactan recursos futuros. 

Por otro lado, se propone la desincorporación de 16 enti-
dades paraestatales como una manera de ahorrar. Sin em-
bargo, el ahorro sería de apenas 4 mil millones de pesos,
cantidad que no resuelve de fondo el problema de la esca-
sez de recursos. ¿Acaso el Gobierno Federal no considera
que estas entidades son muy importantes en la generación
de recursos para la asistencia pública o para la investiga-
ción y desarrollo de tecnología para el manejo sustentable
del agua?

En el Partido Verde Ecologista de México estamos a favor
de un manejo responsable de la deuda pública para contri -
buir a mantener un marco de estabilidad económica y para
promover el desarrollo de los mercados financieros nacio-
nales. Sin embargo, el gasto público debe verse también
como promotor de la inversión y del crecimiento económi-
co. Por ello nos preguntamos: ¿por qué el Ejecutivo propo-
ne disminuir el déficit público de 0.5 a 0.3 como propor-
ción del PIB, sobre todo si consideramos la escasez de
recursos para el próximo año.

Proponemos también contabilizar como deuda pública los
Pidiregas y el fideicomiso de infraestructura, ya que así
tendríamos un indicador más preciso sobre la deuda real
del gobierno.

Por su respuesta, señor Secretario, muchas gracias.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor diputado.

Tiene el uso de la palabra el Secretario de Hacienda y Cré-
dito Público.
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El Secretario de Hacienda y Crédito Público, 
Francisco Gil Díaz: 

Con su venia, señor Presidente:

Muchas gracias diputado Alejandro Agundis, por sus co-
mentarios y cuestionamientos.

Los planteamientos del diputado tienen nuevamente qué
ver con lo que es un aspecto central del presupuesto del año
entrante y es que la materialización de compromisos ad-
quiridos en años anteriores, por ejemplo, y él hizo mención
al final de este concepto, la obligación de pagar Pidiregas,
obras ya de mano que se concluyen y que se tiene que li -
quidar, por ejemplo el crecimiento en el pago de las pen-
siones sólo por pensiones tenemos que pagar alrededor de
13 mil millones de pesos adicionales el año entrante, adi-
cionales a los que ya digamos de acuerdo a gasto inercial
en los años anteriores se venían cubriendo y otros concep-
tos, hace necesario tener disponibilidades adicionales o en-
deudarse más.

Y aquí hay otro planteamiento central: ¿por qué en lugar de
bajar el déficit de 0.5 del producto a 0.3 del producto no lo
dejamos en 0.5 ó incluso de acuerdo a otros planteamien-
tos pudiera utilizarse un endeudamiento mayor?

La razón es que la deuda del gobierno no es baja. Y lo plan-
tea también el diputado al final cuando menciona que sería
conveniente, y desde un punto de vista informativo lo he-
mos venido haciendo, incorporar como conceptos de deu-
da algunos que no se han incorporado, porque de hecho lo
sean o no formalmente son deudas del Gobierno Federal
que el Gobierno Federal ha venido honrando a lo largo de
los años. Si tomamos en cuenta todos los compromisos fi-
nancieros del Gobierno Federal estamos arriba de 40% del
Producto Interno Bruto, en alrededor de 45% del Producto
Interno Bruto. Un porcentaje que es superior al 90% del ta-
maño de nuestro sector financiero.

¿Qué sucedería si aumentamos el endeudamiento para fi-
nanciar gasto? Pues que vamos a presionar tasas de interés
y vamos a frustrar el intento de lograr un mayor gasto. No
vamos a lograr gastar más, vamos a acabar gastando menos
y vamos a acabar perjudicando estos equilibrios tan precia-
dos y tan importantes. Y estoy de acuerdo con la interven-
ción anterior, la estabilidad no se debe a mi, se debe a las
buenas políticas que el Presidente ha propuesto y que uste-
des han apoyado, y esas son las buenas políticas que tene-
mos que continuar.

El crecimiento lo vamos a lograr si invertimos más en in-
fraestructura, coincido con todas las participaciones que
han insistido en eso; para lograrlo necesitamos más recur-
sos.

No tiene visión de largo plazo el presupuesto. Yo diría que
en la medida en que tanto el Congreso está planteando a
través de algunas iniciativas reformas en renta y que se
simplifica también el Impuesto al Valor Agregado, se tiene
un cambio de largo plazo y un avance hacia una reforma
fiscal integral que no sólo tiene que ver con las disposicio-
nes tributarias del Gobierno Federal, sino también con las
de los estados; este sí es un cambio importante en la es-
tructura. 

Sí es redistributiva, porque se pueden tomar medidas para
hacerla incluso más redistributiva, la recaudación, insisto,
se obtendría de las personas de mayor capacidad económi-
ca y se puede compensar a las personas de menor capaci-
dad. 

Las razones para que el gasto financiero aumente son que
vamos a tener menor recuperación de activos y que se ven-
cen programas de reestructuración de diversos fideicomi-
sos, principalmente Udis de vivienda; esas son las razones,
son también consecuencias derivadas de políticas que se
instrumentaron en años anteriores, anteriores incluso al ini-
cio de este gobierno.

En inversión se prevé que la inversión física se mantenga
constante, tomando en cuenta la inversión presupuestaria y
la inversión financiada. La pregunta del diputado es muy
pertinente: ¿Cómo se va a financiar esta inversión que se
hace a través de Pidiregas? Ya lo hemos venido haciendo,
hemos venido incluso adelantando los financiamientos. Ya
algunas empresas públicas, aprovechando el desarrollo del
mercado de capitales al que hice alusión en mi discurso ini-
cial, han emitido cantidades importantes en papel en el
mercado financiero, justamente para financiar estas in-
versiones y parte provendrá también de recursos del ex-
tranjero.

Hasta ahora sigue siendo favorable la percepción de los
mercados financieros internacionales acerca de la capaci-
dad de pago de nuestro país y eso permite que esas inver-
siones se puedan ir financiando en la forma que acabo de
mencionar. 

No quisiéramos, dadas las restricciones presupuestarias,
reducir el Programa de Apoyo a las Entidades Federativas.



No quisiéramos que se perjudiquen inversiones y apoyos al
medio ambiente. No quisiéramos que se tuviese que res-
tringir el gasto en educación. De manera que por eso se ha-
ce tan importante poder llevar a cabo la reforma tributaria
que ha sido objeto de tantos comentarios y que ha plantea-
do el Ejecutivo.

Ciertamente que la mayor simplificación en las disposicio-
nes tributarias contribuirá a mejorar la recaudación, a au-
mentar el número de contribuyentes y a que el peso del pago
de las contribuciones descanse menos en los que siempre
han sido contribuyentes cautivos.

Para eso ha habido diversas modificaciones tanto el año an-
terior como otras que se plantean en esta ocasión. En el ré-
gimen de pequeños contribuyentes, por ejemplo, en el ré-
gimen simplificado, que ahora es de flujo de efectivo; en el
régimen intermedio para las personas físicas; en el régimen
general, donde se eliminó el ajuste semestral que equivalía
prácticamente a una declaración anual adicional a la mitad
del año; en cambiar el IVA a base efectivo, recuerdan uste-
des que antes de empezar este gobierno el IVA se tenía que
pagar sobre base devengado; se propuso y ustedes aproba-
ron que el IVA se pagara sobre base efectivo. ¿Qué tras-
cendencia tiene eso? Pues que beneficia a la pequeña y me-
diana empresa, porque la empresa grande era la que retrasa
generalmente sus compras por su poder de adquisición, el
pago, y en cambio la pequeña, que en ese momento tenía
un crédito a su favor, a través de su sistema de devengado
estaba obligada a pagar el impuesto no obstante no dispo-
ner todavía del efectivo correspondiente al pago del servi-
cio o bien que había entregado, con este cambio que pro-
puso el Ejecutivo y que ustedes aprobaron, se beneficia a la
pequeña y mediana empresa justamente que ahora si no ha
recibido el efectivo, no tiene la obligación de pagar y la
grande si no ha pagado, no tiene la posibilidad de acreditar
el IVA y con eso también existe un incentivo para que la
grande pague antes y realmente pague al contado para que
pueda acreditar el IVA. 

También se eliminó la obligación de efectuar el ajuste a los
pagos provisionales del IVA y la presentación de la decla-
ración anual, se han utilizado los medios electrónicos para
simplificar y hacer más eficiente y menos costoso el cum-
plimiento de las obligaciones y la propuesta de Código Fis-
cal que en este momento está en el Senado, que está desde
el año pasado, que esperamos estamos en pláticas con los
miembros de la Comisión de Hacienda del Senado para que
pueda salir en este periodo legislativo, contiene muchas
medidas adicionales de simplificación que estamos seguros

va a mejorar enormemente y a simplificar el cumplimiento
de las obligaciones fiscales.

Muchas gracias, señor Presidente.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor Secretario. 

Tiene el uso de la palabra el diputado Manuel Velasco
Coello, para formular réplica.

El diputado Manuel Velasco Coello:

Con la venia de la Presidencia; compañeras y compañeros
diputados; señor Secretario: 

El grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, considera que en materia económica las estrate-
gias seguidas por el Gobierno requieren de un replantea-
miento que involucre las condiciones reales por las cuales
atraviesa nuestro país.

Sólo así se podrán alcanzar las metas que permitan el ver-
dadero desarrollo de los mexicanos, creemos que es un
grave error del actual Gobierno justificar su incapacidad
con el desempeño económico de otros países, tener que es-
perar a que la economía estadounidense recupere el creci-
miento para que nuestra economía pueda crecer, también es
un argumento pobre e insostenible. 

Esta estrategia equivocada nos ha mantenido en el estanca-
miento y el cumplimiento de las metas propuestas, en los
criterios de política económica para el próximo año depen-
derán también de factores externos.

Si observamos los ingresos del Gobierno Federal, están
creciendo casi un 16%, sin embargo cuando entramos a de-
talle, los ingresos tributarios apenas crecieron un 1.5%, son
los ingresos no tributarios, particularmente del petróleo,
los que nos dieron el crecimiento, ya que estos ingresos no
tributarios crecieron al 68%.

La recaudación tributaria no es un fin en sí misma, el obje-
tivo es dotar al Estado de recursos necesarios para cumplir
con sus funciones y las limitaciones que presenta México
en materia de ingresos no permite que la inversión pública
incremente la productividad de la inversión privada.
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No se da una mayor creación de empleos e incremento en
salarios reales y más grave aún, la fuerza de trabajo no pue-
de acceder a mejores salarios, atenuando así la desigualdad
en el ingreso.

México es uno de los países en donde la recaudación como
porcentaje del PIB se ha mantenido muy por debajo de pa-
íses desarrollados.

Por lo que corresponde al ISR, la recaudación en México
es del 5% del PIB, contra poco menos del 14% en prome-
dio de las organizaciones para la cooperación y el desarro-
llo económico.

En el caso del IVA las cifras fueron 3.5% y 6.9% del PIB
respectivamente. Agrupaciones empresariales como acadé-
micas han coincidido con la necesidad de una reforma in-
tegral, simplificación administrativa, sencillez en el cálcu-
lo de impuestos, revisión de regímenes especiales y de
exenciones.

El tema lleva más de tres décadas debatiéndose, en esencia,
hay dos razones elementales: una, es como mencionamos
que el Gobierno tiene una excesiva dependencia fiscal res-
pecto a los recursos petroleros y la otra razón, es el sinnú-
mero de rezagos que caracterizan al país en materia de in-
fraestructura física y social, así como en seguridad pública
y educación, aunado a exigencias financieras producto del
Fobaproa, los Pidiregas, pensiones y rescates carreteros.

Importante es subrayar que habría que definir si la pobla-
ción mexicana considera que satisfacer una necesidad pú-
blica es el rescate de la quiebra de los bancos a compañías
constructoras de carreteras, a compañías de aviación, entre
otras.

Finalmente queremos decirle, señor Secretario, que los dipu-
tados del Partido Verde Ecologista de México entendemos
nuestra responsabilidad de coadyuvar en las reformas que
impulsen la actividad económica del país. Sin duda, el desa-
rrollo económico representa la posibilidad de brindar a los
mexicanos la oportunidad de elevar de manera sostenida
sus niveles de vida. 

Ningún país puede darse el lujo de no crecer, como ningún
país puede desatender la necesaria equidad en la distribu-
ción de la riqueza y el ingreso.

Es cuanto.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano: 

Gracias, señor diputado. 

Tiene el uso de la palabra, en esta segunda fase de la com-
parecencia, la diputada Diana Bernal Ladrón de Guevara,
del grupo parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, hasta por cinco minutos.

La diputada Diana Rosalía Bernal Ladrón de Guevara: 

Honorables miembros del Congreso de la Unión:

Señor Secretario de Hacienda, licenciado Francisco Gil
Díaz.

Bienvenido a este recinto parlamentario que hoy se en-
cuentra enfrascado en el esfuerzo por lograr los acuerdos
necesarios, a fin de alcanzar la tan mencionada reforma
fiscal señalada por el Gobierno Federal al que usted perte-
nece, como una condición importante tal vez hasta indis-
pensable para el desarrollo de este país.

La propia Secretaría de Hacienda que usted encabeza reco-
noce que el nivel de la recaudación en México es desastro-
so en términos comparativos a nivel internacional; las fi-
nanzas públicas no son sanas y el Ejecutivo una vez más
acude al Legislativo pidiéndole mayores cargas tributarias
para los ciudadanos; años de política fiscal en los que usted
por cierto ha tenido un papel protagónico, primero como
subsecretario de ingresos y ahora como titular de Hacien-
da, no han servido para elevar los niveles de recaudación.

El llamado terrorismo fiscal cuya maquiavélica implemen-
tación se adjudicó a usted, sólo ha funcionado al parecer
para acogotar a unos cuantos contribuyentes o para que los
tribunales federales multiplicaran tesis y criterios censu-
rando las facultades de esa Secretaría.

La pretendida mejoría recaudatoria ha sido una promesa di-
ferida.

En la mayoría de los países del mundo existen, igual que en
México, dos impuestos: el impuesto sobre la renta y el im-
puesto al valor agregado, pero hasta la fecha, la Secretaría
de Hacienda no ha podido enviar una que logre la simplifi-
cación y eficacia regulatoria definitiva de estas leyes y per-
siste como mal endémico la baja recaudación, por eso se
propone hoy a esta nueva Legislatura que incremente las
cargas fiscales, fácil y simplista solución en un país cuya



gran mayoría de habitantes ha sido depauperado por las po-
líticas públicas del mismo Estado que hoy nos pide un ma-
yor sacrificio fiscal para los ciudadanos.

El PRD sostiene que no se puede cargar ni al Congreso de
la Unión ni al pueblo mexicano con el fracaso que repre-
senta la recaudación tributaria en este país cuando esa Se-
cretaría ha sido incompetente para combatir la evolución
fiscal prohijándola con políticas discrecionales y capricho-
sas.

Ahora se nos dice que la salvación del país está en la ho-
mologación del IVA, que desaparezcan exenciones y tasa
cero y que la deteriorada economía de las familias pobres
y de nivel medio afronte el impuesto en productos y servi-
cios básicos, alimentos, medicinas, colegiaturas, servicios
médicos, transporte, libros y revistas, al fin que en México,
se nos dice, sólo se lee “El Libro Vaquero”, pobre y queri-
da nación con un gobierno demandante, un gobierno que
no ha sabido sancionar a los grandes evasores, un gobierno
que permite la introducción indiscriminada de mercancías
de contrabando, que es incapaz para establecer políticas
que generen fuentes de empleo y que tres años después de
haber iniciado su mandato constitucional pretende vender-
nos la solución mágica para mejorar la recaudación, gravar
la enfermedad, la alimentación, necesidad elemental del
ser humano y la necesidad anímica de los pueblos a la edu-
cación y a la cultura.

Señor Secretario, su esquema para homologar la tasa del
IVA y mejorar la recaudación, tal vez sea teóricamente im-
pecable, pero pretende usted que sea aprobado por una le-
gislatura cuya gran mayoría de integrantes nos ganamos el
honroso cargo de representantes populares, precisamente
por el voto de una población que dijo expresamente “no” a
la política tributaria que hoy se pretenda que aprobemos.

Por si fuera poco, el Gobierno Federal ha enviado iniciati -
vas de leyes fiscales y presupuesto contradictorias, que ha
desplegado políticas confusas. Nos envía usted, una ley de
ingresos en la que nos dicen que no está incluida la Refor-
ma Fiscal, así se dan cifras bajas para los ingresos del Es-
tado y bajo esta bandera se pretende que se haga la refor-
ma. Pero, ¿por qué no se envió también un proyecto de Ley
de Ingresos, en la que aparecieran por lo menos proyecta-
dos los efectos económicos y recaudatorios de la reforma
que hoy se pretende vender?

Sorpresivamente el PRI, presenta en una sesión de la Co-
misión de Hacienda una propuesta que ya se había venido

consensuando entre los diversos sectores; se presentó la
misma mediante un simple escrito y al parecer ha sido ava-
lada por funcionarios de Hacienda. En vista de ello le pre-
guntamos concretamente, señor Secretario.

¿Qué medidas está tomando para combatir la evasión fis-
cal? ¿Cómo se pretende lograr una reforma que según ci-
fras arroja pérdidas en recaudación, cuando lo que se re-
quiere es fortalecer las finanzas públicas? ¿Por qué se
pretende legitimar esa recaudación, incrementando el im-
puesto al gasto en perjuicio de quienes menos tienen y ab-
dicando en cambio de la facultad de imponer tarifas dife-
renciadas y progresivas en ISR? ¿Por qué, pese a las mesas
de trabajo instaladas con el Senado y legisladores de esta
Cámara, no presentó el Ejecutivo Federal una sola iniciati-
va en materia de Impuesto Sobre la Renta? Y finalmente,
¿Qué clase de Presupuesto de Egresos debemos considerar,
sobre qué montos, si en conjunto las reformas que están so-
bre la mesa no son recaudatorias, no incrementan, sino dis-
minuyen los recursos públicos o le vamos a apostar todo al
bonito y virtual concepto de “eficiencia recaudatoria adi-
cional”?

Escuchamos con atención sus respuestas. 

Muchas gracias.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señora diputada. 

Tiene el uso de la palabra el Secretario de Hacienda y Cré-
dito Público.

El Secretario de Hacienda y Crédito Público, 
Francisco Gil Díaz: 

Con su venia, señor Presidente: 

Muchas gracias, diputada Diana Bernal por sus comenta-
rios y cuestionamientos.

Lo dijo usted muy bien y también se ha mencionado por
otros diputados. Lo que se está planteando y lo afirme en
mi discurso inaugural de exposición de motivos de la pro-
puesta, por sí sola la reforma que proponemos tiene un
efecto muy pequeño en la recaudación y cumple justamen-
te con lo que muchos de ustedes reclaman, con toda razón,
y es que se amplié la base y se logre recaudar con mayor
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eficiencia. Por eso, afirmamos que la recaudación va a au-
mentar y por eso, ese aumento en la recaudación se puede
utilizar para modificar el presupuesto.

Es un compromiso que tomamos en la Secretaría de Ha-
cienda que estamos convencidos podemos sacar adelante y
creo que es un compromiso que surge de un planteamiento
que cumple con mucho de lo que ustedes exigen que se lleve
a cabo, que no se aumente la carga sobre los contribuyen-
tes, sino que se distribuya mejor y que se logre una mayor
eficiencia recaudatoria.

Lo vimos ya, un fenómeno como el que nosotros, estamos
convencidos podemos lograr nuevamente, cuando se redu-
jo la tasa del Impuesto al Valor Agregado del 15% al 10%.
La recaudación del IVA no cayó en una tercera parte, cayó
en mucho menos de una tercera parte, ¿por qué?, porque se
mejoró el cumplimiento; lo vimos también en la respuesta
del Impuesto sobre la Renta que en paralelo del mejor cum-
plimiento del Impuesto al Valor Agregado, tuvo un incre-
mento en el año que se redujo la tasa del Impuesto al Valor
Agregado, que sólo se explica por la reducción del mismo.

En esa experiencia y otras y en las medidas administrativas
que se vienen tomando, que este año se han traducido en un
incremento muy fuerte en términos reales que ya mencio-
né en la recaudación del valor agregado y en medidas de
simplificación adicionales que estamos proponiendo, se
basa nuestra estimación de mayor ingreso y no sólo eso,
sino que parte de la reducción del 15% al 10%, se preten-
de compartir con los estados y los municipios, lo cual tam-
bién contribuiría a la eficiencia recaudatoria como los pro-
pios gobernadores y presidentes municipales han venido
afirmando y estoy convencido de que tienen razón y así sería.

Se puede no cobrar de la deteriorada economía de las per-
sonas de menores ingresos. Si ustedes aprueban una refor-
ma de esta naturaleza, también pueden aprobar cantidades
que vayan hacia esas familias de menores ingresos y que
les permitan que las pequeñas cantidades que, sin embargo,
son una proporción importante, más importante de su in-
greso que de las de altos ingresos, sean compensadas.

Sí se ha sancionado a los grandes evasores. Por primera
vez no sé si en la historia de nuestro país, pero sí en la que
yo recuerdo y no sólo fui subsecretario de Ingresos, en otra
ocasión también fui director de política de ingresos, hace
ya bastantes más años, más de los que la joven diputada se
acuerda, y en esa ocasión y a lo largo de los años he tenido
un conocimiento de la realidad tributaria en nuestro país.

Que yo recuerde no se había, como en ésta, auditado a las
personas de mayores ingresos. Pero no sólo importa eso,
importan las medidas generales y para eso contamos con
reformas que el propio Congreso autorizó y que empezarán
a surtir efectos el año próximo. 

Cuáles son estas reformas: el Congreso, a partir de una pro-
puesta del propio Ejecutivo, aprobó que se tengan que de-
clarar todos los ingresos y que además las instituciones fi-
nancieras le aporten a la Secretaría de Hacienda la
información sobre los saldos y los rendimientos de las in-
versiones financieras. Eso se traduce en una posibilidad de
fiscalización hacia las personas de mayores ingresos, con
la que no se contaba, ¿por qué?, porque la forma ostensible
de vivir no se compadece sin la necesidad de acumular to-
dos los ingresos, necesariamente con una declaración de
todos los ingresos, cuando no se tiene la obligación de de-
clararlos.

En el momento que se tiene la obligación de declarar todos
los ingresos ya se puede comparar una forma de vivir con
la declaración que están haciendo los contribuyentes y se
puede tener una muchísima mayor eficacia en la progra-
mación de las revisiones, ¿y de las revisiones a quién?,
pues justamente a las personas de mayor capacidad econó-
mica.

Ya estamos recibiendo la información de los bancos en la
computadora, ya la estamos concentrando, ya la estamos
clasificando y el año entrante la vamos a comparar con las
declaraciones que las personas estamos obligadas a hacer,
para que se pueda hacer esa compulsa entre lo que las ins-
tituciones financieras nos informan y lo que las personas
nos declaran, y en caso de diferencias proceder de acuerdo
a las facultades que tiene la Secretaría de Hacienda.

Esa es una de las medidas que estamos tomando para com-
batir la evasión. Las revisiones y la vigilancia del cumpli-
miento de obligaciones que han permitido este aumento tan
importante en la recaudación debida es otra. Si la recauda-
ción de renta muestra debilidad es debido a que algunas de
las reformas que se habían aprobado con anterioridad han
sido declaradas inconstitucionales y eso ha mermado la re-
caudación del Impuesto Sobre la Renta, y por eso también
necesitamos que se tomen en cuenta las deficiencias jurídi-
cas de algunas de las reformas, para llevar a cabo cambios
en la estructura tributaria.

La Cámara de Diputados es la Cámara de origen de las re-
formas tributarias, no el Senado. En las mesas del Senado



participamos con mucho gusto respondiendo a la invita-
ción que nos hicieron los senadores, junto con diputados
que participaron ahí junto con representantes de la socie-
dad civil, pero las propuestas de reforma las hacemos en la
Cámara de origen, como sucedió.

El presupuesto que se presenta es un presupuesto, lo repi-
to, que no puede tomar en cuenta una reforma que no se ha
hecho, sería irresponsable, sería incluso enviar una señal
inconveniente, programar gastos sin contar con los ingre-
sos para financiarlos.

También en materia de economía informal y contrabando
se han tomado medidas de gran importancia, les voy a
mencionar algunos de los resultados:

En 2002 se llevaron a cabo 6 mil procedimientos adminis-
trativos en materia aduanera, consistentes en fiscalización
en el reconocimiento aduanero, visitas domiciliarias y ve-
rificación de mercancía en transporte. Ya este número fue
muy superior al del 2001.

Bueno, pues ya en los primeros cinco meses del 2003 se
han llevado a cabo 2 mil 850 procedimientos administrati-
vo, un 36% más que en el mismo lapso del año anterior.
¿Qué resultados se obtuvieron durante este año de esos
procedimientos administrativos?

En el 2002 se embargó mercancía por valor de 1 mil mi-
llones de pesos; en los primeros cinco meses de este año se
ha embargado más en un 11% que el año anterior. En 2002
se ejecutaron 227 órdenes de embargo referentes a domici-
lio y proveedores inexistentes, facturas falsas o inexactas y
su evaluación; en enero-mayo las órdenes de embargo por
estos conceptos suman 81 con un valor de 40 millones de
pesos. Se está incrementando el esfuerzo de verificación y
comprobación.

En 2002 se embargaron 1 mil 63 vehículos, el número de
vehículos está aumentando en porcentaje este año respecto
al año anterior, vehículos que no deberían de circular por
no cumplir con las disposiciones legales.

Estamos llevando a cabo también una automatización cre-
ciente de las aduanas para despersonalizar cada vez más el
despacho, depender menos de los criterios o de la arbitra-
riedad del personal para hacer cada vez más mecánico el
despacho, para hacer lo menos susceptible de corrupción y
para mejorar la eficacia y el control, parte de eso lo esta-

mos viendo ya en la recaudación del Impuesto al Valor
Agregado que les acabo de mencionar.

Muchas gracias, señor Presidente.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor Secretario.

Tiene el uso de la palabra la diputada Diana Bernal Ladrón
de Guevara, para formular su réplica.

La diputada Diana Bernal Ladrón de Guevara: 

Gracias, señor Presidente:

Señor Secretario: ante todo una aclaración muy pertinente:
yo jamás dije que el Senado fuera la Cámara de origen, si-
no que Hacienda estuvo trabajando en estas mesas con le-
gisladores tanto de la Cámara de Diputados como de la Cá-
mara de Senadores y de ahí surgieron propuestas importan-
tes que después recogió el Partido Revolucionario Institu-
cional, y me extraña, nos extraña que no haya sido Hacien-
da la que presentara la propuesta de reforma en Impuesto
Sobre la Renta.

Por otro lado, usted mismo nos habla que con la reforma
fiscal habrá nuevos ingresos, hay estimación de ingresos,
entonces necesitamos forzosamente un proyecto, un pro-
yecto de presupuesto donde estén considerados todos estos
efectos.

Por otro lado, señor Secretario, usted nos habla de lo que
se ha hecho para combatir la evasión fiscal; sin embargo no
creo que no le podamos apostar todo el esfuerzo para am-
pliar la base de contribuyentes a la reducción de tasas y a
nuevos medios de control fiscal; nos habla de estadísticas
y de cifras, no creo que sean demasiado alentadoras porque
seguimos enfrentándonos, como la propia Hacienda lo se-
ñala, a finanzas públicas bajas y a un muy exiguo padrón
de contribuyentes.

Señor Secretario de Hacienda: es convicción del Partido de
la Revolución Democrática y así lo ha demostrado palma-
riamente su gobierno en el Distrito Federal, que la eficien-
cia recaudatoria de un gobierno no se puede cifrar pura y
simplemente en la imposición de nuevas cargas fiscales
para los gobernados y menos cuando estas cargas preten-
den imponerse en los sectores neurálgicos, en la parte más
sensible de nuestra sociedad.
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El Gobierno Federal no puede trasplantar fría y despiada-
damente a México sistemas que han funcionado en nacio-
nes con desarrollo y condiciones sociales muy diversas, su-
periores a la nuestra. Hacienda debe reconocer que la
principal causa del bajo nivel de ingresos fiscales en nues-
tro país, se encuentra en su ineficacia administrativa, en su
fracaso para incrementar la recaudación.

En breve nuestro partido presentará una iniciativa para fo-
mentar y fortalecer el establecimiento de una cultura con-
tributiva entre los ciudadanos, con base en la incorporación
espontánea de nuevos contribuyentes mediante una políti-
ca general de transparencia, estímulo y regularización don-
de se reconozcan los derechos del contribuyente común y
corriente, no solamente del favorecido por la política ha-
cendaria y que esos derechos se traduzcan por fin en la
asunción efectiva por parte del Estado de su obligación de
prestar los servicios públicos y sociales que México nece-
sita.

La política del garrote, para combatir la evasión fiscal di-
señada por ustedes, ha sido palpablemente un fracaso.

Demos la gran convocatoria a los mexicanos y mexicanas
para incorporarse al desarrollo de México, mediante la am-
pliación del padrón de contribuyentes y no mediante la in-
troducción indiscriminada de cargas fiscales espurias, que
sólo incidirán en perjuicio de la depauperada economía de
nuestras familias más necesitadas.

La experiencia internacional a la que usted parece atender,
indica precisamente como tendencia la de los derechos de
los contribuyentes y la política de acuerdos previos en au-
ditorías, como medio más eficaz para incrementar la re-
caudación.

Señor Secretario, su deber cívico e histórico es ayudar a
México en esta tarea; su deber es darse cuenta de que tra-
baja usted para un país con características especiales, que
no admite esquemas fiscales ajenos a la dura realidad de
nuestra gente; su deber y el deber del gobierno al que re-
presenta, es convocar a la nación para que contribuya a los
gastos del estado en condiciones proporcionales y de equi-
dad, como es el mandato de nuestra Carta Magna.

Para esta convocatoria es indispensable ganarse la autori-
dad moral ante el pueblo de México, dejando atrás políti-
cas hacendarias caprichosas, que parecen siempre perjudi-
car a los mismos y conservar en la impunidad y el

privilegio a los contribuyentes y sectores distinguidos por
un sistema injusto.

No queramos ponerle al pueblo mexicano la impronta per-
manente de evasores irredimibles; no queramos endilgarle
cargas fiscales ajenas; haga usted su trabajo basado en el
civismo de los mexicanos y mexicanas y en la legitimidad
de una correcta, equitativa e indiscriminada política fiscal.

Desaparezcamos los privilegios y privilegiemos la justicia
tributaria, convoquemos al pueblo, en lugar de sólo satu-
rarlo con disposiciones impopulares.

En este esfuerzo, contará usted y el gobierno al cual repre-
senta, con la participación decidida del Partido de la Revo-
lución Democrática. 

Gracias, señor Presidente.

Presidencia del diputado
Francisco Agustín Arroyo Vieyra

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo 
Vieyra:

Tiene la palabra hasta por cinco minutos, para formular su
pregunta, el diputado Miguel Angel Toscano Velasco, del
Partido Acción Nacional.

El diputado Miguel Angel Toscano Velasco: 

Con su venia, señor Presidente; Secretario Francisco Gil
Díaz, a nombre del grupo parlamentario del PAN, sea us-
ted bienvenido a este Congreso y por aceptar la invitación.

Como todos sabemos, nuestro país requiere hoy de recur-
sos fiscales que permitan realizar inversiones en infraes-
tructura, incrementar el gasto social para áreas prioritarias
y así sentar las bases para el crecimiento y desarrollo eco-
nómicos.

Sin embargo, los montos de ingresos y gasto público deben
estar perfectamente empatados, de forma que no generen
presiones adicionales en las finanzas públicas, por lo que
se ha propuesto un déficit de .3% del PIB para el 2004 y
una reforma hacendaria integral, que le otorgara recursos
adicionales a la Federación.

Secretario, le hago algunos planteamientos concretos: en
primer lugar, para el compañero del PT; explíquele por



favor, que primero va la A y después la B, los presupues-
tos son eso exactamente, presupuestos y es obligación
constitucional también el aprobarlos por esta Cámara, no le
eche la culpa, diputado, a su ineptitud, a sus pocos conoci-
mientos y a su poca capacidad propositiva, el no acuerdo
de sus pocos diputados con otros grupos parlamentarios.

Explíquele, Secretario, también para qué sirve el Fondo
Monetario Internacional y las veces en que México ha ne-
cesitado de su apoyo.

En caso de que no se apruebe una tasa generalizada del
IVA del 10%, ¿se ha pensado obtener ingresos adicionales
por concepto de otros rubros diferentes a la reforma fiscal?

¿Podría explicarnos con más detalle las desventajas de te-
ner bienes exentos y tasa cero? ¿Podría decirnos cuántos
amparos ha perdido la Secretaría de Hacienda por tener di-
ferentes tasas de IVA y a cuánto ascienden dichos montos?
¿Nos podría señalar qué otros países han logrado una re-
forma fiscal exitosa? ¿Nos podría decir cuánto recaudamos
de IVA e ISR como proporción del PIB y cómo estamos
con respecto de la OCDE y otros países de América La-
tina?

En caso de que se aprobara el proyecto de ley presentada
por el Ejecutivo en materia de impuestos ambientales, ¿a
cuánto ascendería la recaudación del Gobierno Federal por
dichos impuestos?

Señor Secretario, señoras y señores diputados: en el grupo
parlamentario del PAN hacemos votos por hacer un com-
promiso compartido para el crecimiento y la generación de
empleos. 

Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo 
Vieyra:

Tiene la palabra el Secretario Francisco Gil Díaz hasta por
10 minutos, para formular su respuesta.

El Secretario de Hacienda y Crédito Público, 
Francisco Gil Díaz:

Muchas gracias señor Presidente; muchas gracias diputado
Miguel Angel Toscano, por sus preguntas y cuestiona-
mientos: 

Creo que ya abundé en varias ocasiones sobre la dificultad
o imposibilidad de programar un gasto si no se tienen los
ingresos, es muy oportuna la sugerencia de hacer algún co-
mentario del papel del Fondo Monetario Internacional,
como cualquier banco, y éste es un banco internacional del
que somos accionistas, de hecho somos accionistas funda-
dores, acudimos al fondo cuando tenemos problemas de
balanza de pagos, y el fondo como cualquier banquero
presta, con reglas que le permitan recuperar sus préstamos,
eso es todo, y cuando no estamos endeudados con el fon-
do, cuando no tenemos algún programa con el fondo como
es el caso, pues no tenemos que tener ninguna considera-
ción del tipo que muchas veces se entiende pudiera estar
detrás de nuestra membresía en el fondo.

La responsabilidad del manejo de las finanzas públicas y
de la economía en general, es una responsabilidad del go-
bierno, entendido integralmente entre los distintos órdenes
de gobierno y no de los organismos financieros internacio-
nales.

Si no se aprueba la tasa del 10% hay otros recursos, ya los
incluimos en el presupuesto, tenemos algunos y son por
cantidades muy importantes todavía de ingresos no recu-
rrentes, que tenemos que suplir en los años venideros, por-
que ahora si ya se nos acabó la gasolina proveniente de ese
renglón.

Efectivamente hemos tenido amparos, amparos que se sus-
citaron desde el gobierno anterior, que ya habíamos tam-
bién experimentado cuando existía el impuesto sobre in-
gresos mercantiles que tenía exenciones en los productos
no elaborados, no procesados en productos alimenticios,
aunque en general el impuesto sobre ingresos mercantiles
gravaba medicinas y gravaba alimentos.

Después el IVA cuando nace sigue gravando alimentos y
medicinas, por cierto con una tasa de 10%, pero todas esas
fronteras difíciles de dibujar entre lo que es un procesado y
no procesado y lo que es un alimento y no alimento, ha pro-
vocado que se pierdan amparos por cantidades muy impor-
tantes, que van mermando progresivamente la recaudación
del IVA:

Pese a eso hemos logrado con mayor eficiencia, con mejor
cumplimiento, por mayor cobertura un incremento en la re-
caudación del IVA, pero si es importante eliminar lo que
son las fallas estructurales que impiden tener una cobertu-
ra que no sea susceptible del tipo de controversias jurídicas
que hemos venido experimentando.
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Son muchos los amparos, pero sobre todo son cuantiosos,
algunos de ellos, y han representado esas cantidades que
han mermado, por ejemplo, en el 2001 por cantidades su-
periores a los 10 mil millones de pesos en devoluciones re-
sultado de amparos perdidos.

La referencia a otros países creo que es importante, sobre
todo atendiendo a aquellos países que tienen un ingreso por
persona inferior al nuestro, algunos marcadamente inferior
al nuestro, Chile con un gobierno social demócrata tiene ta-
sas de 18% del IVA uniformes, una extraordinaria política
social que se ve a través del gasto. 

Hace un par de años le tocó a China ser el anfitrión del
grupo de países de la Cuenca del Pacífico, tuve la oportu-
nidad por ser el país que invitaría este año a los de la mis-
ma Cuenca del Pacífico, tuvimos una reunión en Morelia,
muy exitosa por cierto, me tocó estar al lado del Secretario
de Hacienda chino en muchas de las reuniones de trabajo y
aproveché para conversar con él acerca de la estructura tri -
butaria en China. Le pregunté cuál era la tasa del Impues-
to al Consumo en China. Me dijo bueno, aquí tenemos un
Impuesto al Valor Agregado con una tasa de 18%. 

Le dije bueno y qué me puede usted decir de la forma como
gravan ustedes alimentos y medicinas, porque México está
teniendo que dar devoluciones continuamente en las tasas
ceros y el tener exentos hace que la administración del im-
puesto sea sumamente compleja proclive a la elusión y
evasión tributaria. Y me dijo: no, ahí sí tenemos muchos
problemas políticos, me dijo, ahí lo más que hemos podido
hacer es gravar alimentos y medicinas con una tasa unifor-
me de 13%, con un ingreso por persona muy inferior al
nuestro. 

Y ¿qué está haciendo China en materia de infraestructura,
en materia de servicios públicos? no todos lo conocemos,
son un modelo de política de desarrollo, que no tiene por
cierto nada que ver con un tipo de cambio subvaluado sino
con mucho esfuerzo, mucho trabajo y mucha organización.
Y lo mismo podríamos ver en muchos otros países si exa-
minamos sus estructuras tributarias. 

El Presidente de Colombia con una tasa con un nivel de in-
greso por persona bastante inferior al mexicano, acaba de
proponer una tasa uniforme de 8% para el Impuesto al Va -
lor Agregado en Colombia. Brasil que tiene un ingreso por
persona también sensiblemente inferior al nuestro, tiene
impuestos al consumo mucho más elevados. 

El Presidente Lula no está proponiendo eliminarlos, al con-
trario, está proponiendo determinados grados de generali-
zación. Y por no haber previsto los gobiernos anteriores
oportunamente el problema pensionario de Brasil, está te-
niendo que llevar a cabo con una gran responsabilidad por
cierto, reformas en esa materia, así que ahí hay todo un mo-
saico de experiencias internacionales de las cuales nos po-
demos alimentar. 

¿Cuánto recaudamos por los diferentes impuestos? Creo
que aquí también las comparaciones internacionales son
pertinentes. Se hizo referencia a un estudio del CIDE, bas-
tante bueno por cierto, lo leí recientemente, me hicieron el
favor de dármelo los dirigentes del Conacyt compañía de
los participantes en el estudio, los dirigentes del Conacyt
fueron los que propiciaron que se llevara a cabo este estu-
dio que creo, si a ustedes les interesa, sería muy informati-
vo no sólo de nuestra estructura fiscal sino también de al-
gunos aspectos comparativos. 

Señala lo siguiente: en impuestos sobre la renta de las em-
presas si vemos la importancia relativa del Impuesto sobre
la Renta de las empresas; si vemos recaudación sobre el
Producto Interno Bruto; si analizamos ese cociente y lo
comparamos internacionalmente, tenemos uno de los más
altos del mundo; si vemos la recaudación de impuestos es-
peciales, estamos arriba de la media de los países emer-
gentes; si vemos la recaudación de personas físicas y ajus-
tamos por el ingreso per cápita, estamos en la media. 

En donde estamos muy abajo es en el Impuesto al Valor
Agregado y ¿por qué estamos muy abajo? porque hay una
clara relación de eficiencia recaudatoria entre pluralidad de
tasas e ineficiencia, mientras mayor pluralidad de tasas ma-
yor ineficiencia recaudatoria, mayor evasión, menor cum-
plimiento.

Respecto a los impuestos ambientales, hay algunas pro-
puestas, estoy seguro que habrá otras del Partido Verde
Ecologista, simpatizamos con gravámenes que ayuden a
limpiar el ambiente. 

Aprovecho para mencionarles la vocación ecologista del
gobierno del Presidente Fox que desde un principio en su
campaña fue planteada. Durante este gobierno en tres años
se han instalado 107 plantas potabilizadoras, cuatro veces
más que las que se instalaron en los primeros tres años del
Gobierno anterior, el número de plantas de tratamiento de
aguas residuales se incrementó en 38% respecto al 2000; el
volumen de agua residual tratada se incrementó en 26%



respecto al 2000; la superficie alimentada con sistemas de
riego eficientes aumentó en 46% en estos tres años.

Ahora se está cobrando por el agua, algo muy importante.
En tres años los municipios han pagado más del doble de
lo que habían pagado en los seis años anteriores y está en
marcha el programa más ambicioso de la historia de plan-
taciones forestales comerciales que con mayores recursos
presupuestarios ciertamente podríamos apoyar con mayor
intensidad. 

Muchas gracias, señor Presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo 
Vieyra:

Para su réplica dispone el diputado Miguel Angel Toscano
Velasco, de hasta cinco minutos.

El diputado Miguel Angel Toscano Velasco:

Gracias, señor Presidente. En el grupo parlamentario del
PAN haremos lo políticamente responsable, lo que genera
un mayor crecimiento y más empleo:

Somos convencidos de que para que esto suceda se necesi-
ta una reforma fiscal integral. Reconocemos en usted, señor
Secretario, el esfuerzo por proponer siempre lo que al país
le conviene.

Diputados: en este barco estamos todos juntos y somos co-
rresponsables, junto con el gobierno, de la pobreza de allá
afuera, de la indignante inseguridad, de la falta de recursos
a los gobiernos y municipios para hacer frente a las de-
mandas de la gente.

Se ha demostrado que es mejor distribuir la riqueza por la
vía del gasto que por la vía del ingreso.

Esperamos que esta Cámara entienda que en el pedir está
el dar, que para dar hay que recaudar más y esto sin lugar
a dudas hará que México crezca más y más rápido. 

Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo 
Vieyra:

Tiene la palabra, hasta por cinco minutos para formular su
pregunta, el diputado José Luis Flores Hernández, del gru-
po parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

El diputado José Luis Flores Hernández:

Señor Presidente; con su permiso compañeras y compañe-
ros diputado; señor Secretario: 

Hemos escuchado con mucho interés sus comentarios,
apreciamos sus buenas intenciones aunque lamentamos
que en los últimos tres años no se ha materializado el cam-
bio que el país requiere y, lo que es peor, ni siquiera ha po-
dido mantenerse el impulso del crecimiento económico he-
redado de la pasada administración.

El año entrante será crucial, marcará el inicio del segundo
trienio de la gestión federal, la población asumirá como ex-
pectativa un mejor desempeño de la economía, verá una
oportunidad para que quienes participamos en las decisio-
nes públicas cumplamos con el país y para mejorar sus
condiciones de vida.

La sociedad exige que actuemos con responsabilidad. Bajo
esta expectativa los diputados del PRI observamos con preo-
cupación el marco de referencia macroeconómico para el
año 2004.

Permítanme explicarme. Al día de hoy no tenemos un es-
quema recaudatorio eficiente y simple. La capacidad re-
caudatoria y administrativa de las entidades federativas no
se utiliza a plenitud. Con frecuencia encontramos renglo-
nes de subejercicio del gasto federal.

Tenemos uno de los más altos índices de desempleo en la
historia del país y no tenemos una perspectiva de recupera-
ción del crecimiento económico. En suma, el gobierno del
Presidente Fox ha desperdiciado ya tres años por su inca-
pacidad para lograr acuerdos efectivos que se traduzcan en
propuestas y para negociarlas con su contraparte en el Le-
gislativo.

Dar inicio al cuarto año de la gestión federal sin esa piedra
de toque que permitas satisfacer las expectativas de la po-
blación es un comienzo riesgoso tanto para el país como
para el propio Gobierno Federal. 
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Es fácil poner en blanco y negro, como señaló hace unos
días el Presidente Fox, una propuesta presupuestal y una
ley de ingresos. Difícil es que esa propuesta logre apegar-
se a objetivos sociales, traducirse en crecimiento. En este
punto radica una de nuestras principales diferencias con
respecto a la propuesta presentada por el Gobierno Federal.

Deseamos que la pobreza se abata, que el país progrese,
que los mexicanos recuperen la esperanza perdida. Quere-
mos, sobre todo, que se recupere el crecimiento económi-
co y la generación de empleos. A nadie le conviene que el
país continúe deteriorándose.

Pero ese país que todos queremos, no va a materializarse
con el proyecto de Presupuesto y la Ley de Ingresos que el
Ejecutivo ha enviado a esta legislatura en días pasados. 

Queremos un estado promotor, no un estado contraccionis-
ta; queremos que el gobierno cuente con los recursos que
le permitan un gasto razonable, pero que ello se logre so-
bre todo, a partir de mayor eficiencia recaudatoria.

El reducido gasto que está contenido en su propuesta de
presupuesto para el año próximo, acota el potencial de cre-
cimiento del país.

En fin, señor Secretario. Sin desestimar el difícil entorno
internacional, la Secretaría a su cargo es responsable ante
la nación de políticas económicas que han paralizado al país
durante los últimos tres años, que han cancelado cientos de
miles de plazas de trabajo y que han mantenido en la po-
breza a más de la mitad de la población.

Por ello permítame preguntarle: ¿Cómo piensan lograr un
crecimiento de 3.1% con el paquete económico que nos
han presentado, sobre todo si en el presente año el creci-
miento será apenas superior al 1%? ¿Cómo pretenden cre-
cer a esa tasa si el proyecto de presupuesto presenta recor-
tes, sobre todo en los sectores multiplicadores del empleo
como: las carreteras, la vivienda y el gasto en el campo?
¿Cómo pueden plantearse una disminución del déficit fis-
cal del .6 al .3, lo que tiene un efecto contraccionista sobre
la economía que está estancada y lo que se requiere es que
se le impulse? 

Ya sabemos que hay contingencias, pero esta propuesta de
reducir el déficit va a contrapelo de lo que están haciendo
la mayoría de las economías.

En otro tema, ¿qué opina usted de la tesis que se escucha
en muchos lados, de que si los bancos hicieran frente a los
compromisos de adeudos del IPAB-Fobaproa, no se reque-
riría acudir a más tributación. ¿Qué se va a hacer para for-
talecer a la banca de desarrollo y en general al sistema fi -
nanciero?

En suma, señor Secretario: estamos ante un escenario don-
de difícilmente va a aprobarse o no va a aprobarse el gra-
var con 10% a alimentos y medicinas. Explíquenos ¿qué
nos puede proponer para que los ingresos del gobierno
sean suficientes sin afectar a los grupos de menores ingre-
sos?

Y por último y perdón que me tome unos segundos, señor
Secretario ¿nos puede decir en qué consiste esta propuesta
que el Secretario Santiago Creel anunció hace un par de
horas que podrían presentar para salvar los obstáculos?

Por sus comentarios, muchas gracias, señor Secretario.

Presidencia del diputado 
Juan de Dios Castro Lozano

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor diputado. 

Tiene el uso de la palabra el Secretario de Hacienda y Cré-
dito Público.

El Secretario de Hacienda y Crédito Público, 
Francisco Gil Díaz: 

Muchas gracias, señor Presidente, con su venia; muchas
gracias, diputado José Luis Flores por sus preguntas:

Para bien o para mal, yo creo que para bien, la economía
mexicana desde 1985 se empezó a abrir al comercio inter-
nacional. No fue el Tratado de Libre Comercio, aunque el
Tratado de Libre Comercio le dio un impulso adicional.

La apertura que se dio en 85 y que se completó en 1988
empezó a generar un crecimiento importantísimo de las ex-
portaciones mexicanas. Se da una inflexión adicional en el
crecimiento de las importaciones a partir de 1995 como
consecuencia de la celebración del Tratado de Libre Co-
mercio con Canadá y Estados Unidos. Eso ha hecho que el



comercio exterior de México sea un porcentaje muy im-
portante de la economía. Ha integrado al sector manufac-
turero industrial de México con el sector manufacturero in-
dustrial de Estados Unidos y estamos en un ciclo, por
primera vez, no en una crisis, en un ciclo de la economía
mexicana con el ciclo de la economía norteamericana. Fí-
jense ustedes como están las cifras, además de la parte pu-
ramente estadística que nos dice que pasamos de una co-
rrelación entre la producción industrial mexicana y la de
Estados Unidos del 50% ya muy alta en 1994, al 99% el día
de hoy. Y esto es justamente lo que reflejan las estadísticas.

¿Qué pasa con la producción manufacturera en Estados
Unidos? Que hay 0.5% ciento en el primer trimestre de
2001 y ya viene desacelerándose en el último trimestre del
año 2000. Que hay 3.3 en el segundo trimestre, 4.5% en el
tercer trimestre, 5.2%. A pesar de eso la nuestra no empie-
za a caer sino hasta el tercer trimestre de 2001 todavía se
sostuvo. Sigue cayendo en el primer trimestre de 2002. En
el segundo de 2002 tiene una pequeña recuperación en el
tercero, cuarto y primer trimestre del 2003. Y justamente
en esos trimestres la economía mexicana en la producción
industrial también tiene una recuperación. Pero vuelve a
caer, vuelve a caer en el segundo y tercer trimestre de 2003.

Acaban de reportar que la economía de Estados Unidos en
el tercer trimestre, de acuerdo al ajuste de las estimaciones
que se hizo el crecimiento de la misma, en lugar del 7.2
creció más de 8%, y sin embargo, la producción industrial,
de la cual estamos nosotros dependiendo para nuestras ex-
portaciones, cayó en 0.3%. No obstante eso nuestro PIB
viene creciendo, pero claro viene sufriendo la producción
manufacturera.

¿Y por qué viene creciendo nuestro PIB?, aunque a tasas
muy bajas, ojalá fueran muchísimo más altas, yo coincido
con eso con el diputado Flores. Pues viene creciendo por-
que gracias a que se han tomado todas las políticas com-
pensatorias que hemos podido tomar, dentro de las posibi-
lidades prudentes que las finanzas públicas nos permiten,
se ha logrado compensar parte de esa fuerte caída en la
producción manufacturera.

Y como mencioné en mi discurso, de acuerdo a las esta-
dísticas del Seguro Social, ya estamos viendo una recupe-
ración muy importante en el empleo, que tiene que ser un
reflejo si las empresas están contratando volúmenes tan
grandes de gente, también de incrementos en la demanda y
de incrementos en la producción.

Que no se ha logrado el cambio. Yo creo que se han logra-
do cambios muy importantes. Acaba de producir la Presi-
dencia un documento, los invito a verlo en la página de In-
ternet de Presidencia, en la que se listan una cantidad
importantísima de avances que se han logrado gracias a los
diversos programas que ha instrumentado el Ejecutivo a
través de las distintas secretarías, gracias a las instruccio-
nes que él mismo nos ha indicado.

Que no pudimos mantener el crecimiento del sexenio ante-
rior. Es cierto, el crecimiento del sexenio anterior fue el re-
sultado, en parte, de ese crecimiento tan fuerte que se ob-
servó en la producción manufacturera industrial de Estados
Unidos y yo diría que en lugar de calificar lo que ha suce-
dido como un fracaso; ¡al contrario, se ha tenido un gran
éxito en lograr compensar parcialmente el fuerte jalón ha-
cia abajo que hemos experimentado!

Si nos ponemos a observar las experiencias de crecimiento
sostenido y rápido que se han observado en muchas econo-
mías, les puedo dar una lista muy larga, las mejores han sido
en los países no en los que han tenido pequeños déficit fis-
cales, sino los que han podido lograr superávit fiscales. 

¿Cuál fue el periodo más largo en la historia de Estados
Unidos de crecimiento en su Producto Interno Bruto? El
periodo que el Presidente Clinton produjo consistentemen-
te un superávit fiscal tras otro.

¿Cuál fue el periodo de mayor crecimiento de la economía
canadiense, cuando el que va a ser próximamente primer
ministro de la misma, entonces Secretario de Hacienda, el
señor Paul Martín, logró también consecutivamente supe-
rávits fiscales?

¿Cuál es la economía europea que está creciendo más? La
que tiene el mejor manejo de finanzas públicas, que es la
española.

¿Cuáles son las que han emprendido reformas para corre-
gir sus finanzas y que han tenido mayores dificultades de
crecimiento? Aquellas que no han podido corregir sus fi-
nanzas públicas y que están incurriendo en problemas de
endeudamiento.

Lo que se nos olvida muchas veces cuando decimos: “en-
déudate para gastar”, es que no pensamos en a quién esta-
mos recurriendo para pedirle prestado. Le estamos pidien-
do prestado a los particulares, les estamos quitando poder
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de compra, poder de consumo y poder de inversión. Si co-
locamos deuda le estamos quitando capacidad de compra a
alguien, no estamos generando riqueza. Por eso es muy im-
portante ir reduciendo el déficit fiscal, ir saneando la deu-
da, ir siendo cada vez más estables, porque además eso se
nos da en ventajas que se manifiestan en tasas de interés
bajas. Hemos logrado un 0.8% del PIB adicional de gasto,
gracias a que hemos experimentado tasas menores a las que
se han presupuestado los años anteriores. Y ¿por qué he-
mos logrado tasas menores y hemos logrado ese margen de
gasto? Pues justamente por un manejo responsable de las
finanzas públicas. 

Eso es lo que se quiere con el paquete, con el programa
presupuestario del año entrante, tener un crecimiento ele-
vado, pero ciertamente faltan recursos y eso es lo que está
el Ejecutivo señalando al enviar una propuesta de reforma
fiscal. Llevemos a cabo una reforma fiscal, para poder lan-
zar los programas que le hacen falta a nuestro país en ca-
rreteras, en vivienda en el campo.

En vivienda, sin embargo, los recursos como ustedes saben
se han manejado extrapresupuestariamente, han provenido
del ahorro de los trabajadores en Fovissste, han provenido
del ahorro de los trabajadores en Infonavit, han provenido
del ahorro de la población a través de las Sofoles, que han
obtenido créditos del Banco Nacional Hipotecario y han
obtenido créditos también o financiamientos a través de la
colocación de certificados bursátiles.

Se nos olvida muchas veces que la deuda que tenemos
como resultado del rescate de los ahorradores, no de los
banqueros, de los ahorradores, es una deuda que en su ma-
yor parte corresponde a bancos que ya no existen. La deu-
da correspondiente a los bancos que siguen operando es
apenas superior a los 200 mil millones de pesos y de esa
deuda la mitad, un poco más de 100 mil millones de pesos,
estamos hablando de alrededor de 214 mil millones de pe-
sos de deuda, de ésa, alrededor de 107 mil millones de pe-
sos existe ya en disponibilidades de los propios bancos que
se pueden aprovechar y que se van a aprovechar dentro del
IPAB.

Por lo tanto la deuda de los bancos existentes no es supe-
rior neta a unos 107-110 mil millones de pesos, o sea que
no estamos hablando de intereses sobre esa deuda que pu-
dieran dar un margen de gasto elevado. Pero además el que
esa deuda se pague o no se pague depende de nuestro mar-
co jurídico y el marco jurídico es fundamental que lo res-
petemos.

Todo lo que se pueda hacer para recuperar cantidades den-
tro de nuestro marco jurídico, tengan ustedes la seguridad
que lo estamos haciendo. Como Presidente de la junta de
gobierno del IPAB promovimos las famosas auditorías
GEL, fue iniciativa del propio IPAB y estamos frente a los
litigios de los bancos tratando de lograr un acuerdo para
que se desistan de esos litigios y podamos llevar a cabo las
auditorías de gestión, de existencia y de legalidad que per-
mitan fuera de esta controversia jurídica, determinar si
existen cantidades que se le deban de integrar al Instituto
de Protección al Ahorro Bancario.

Muchas gracias, señor Presidente. 

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor Secretario.

Tiene el uso de la palabra el diputado Abel Echeverría Pi-
neda, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, para formular réplica.

El diputado Abel Echeverría Pineda:

Con su venia, señor Presidente; señor Secretario: 

Nos queda claro, señor Secretario, que sus respuestas poco
convincentes son una muestra de la falta de percepción so-
bre las condiciones reales del país, toda vez que los resul-
tados económicos deben reflejarse no sólo en cifras e indi-
cadores, sino sentirse directamente en el bolsillo de los
mexicanos, en la mesa y las viviendas de las familias po-
bres, en las condiciones de los trabajadores del campo y de
la ciudad y de nuestros indígenas, en los proyectos de los
empresarios de todos los tamaños, en las expectativas de
los jóvenes, los niños, las mujeres y los adultos mayores.

Desde el inicio de la presente administración, la economía
no ha crecido, las oportunidades no se han creado, los em-
pleos se han perdido y el bienestar de los mexicanos se ha
deteriorado. No hay una propuesta integral de reforma a las
finanzas públicas que requiere el país para salir del estan-
camiento y la incertidumbre. 

Aquella promesa de un crecimiento económico por arriba
del 7% anual contrasta con la realidad actual de apenas un
promedio de 0.85% en lo que lleva la presente administra-
ción.



El mercado interno tampoco se ha fortalecido, sino que ha
ocurrido lo contrario, el desempleo ha crecido a una tasa
del 3.5% en lo que va del año y el comercio informal y la
migración dan cuenta de ello. 

Esta es la realidad, señor Secretario, que sin duda alguna
duele y avergüenza. En este sentido, señor Secretario, re-
chazamos de manera enérgica la tesis donde se pretende
crear una falta disyuntiva entre la disciplina fiscal y el for-
talecimiento del gasto público y la estabilidad macroeco-
nómica.

Y lo que más nos importa es el cumplimiento de los obje-
tivos sociales del Estado, los priístas creemos que existe
una ausencia clara de principios y lo más preocupante de
imaginación en el gabinete al no utilizar de forma vigoro-
sa y decidida todas las herramientas y mecanismos a dis-
posición de la política económica, a fin de revertir los in-
dicadores de nulo crecimiento económico.

Por el contrario, señor Secretario, vemos la pertinencia de
impulsar un nuevo pacto con los diferentes agentes econó-
micos, entre los empresarios, los trabajadores del campo y
la ciudad, el Gobierno, las universidades públicas y priva-
das que permitan promover el crecimiento del empleo y las
oportunidades de inversión manteniendo la estabilidad del
país y una agenda social agresiva.

Es urgente una política económica del Estado para comba-
tir la pobreza y la marginación con fórmulas apegadas a las
necesidades del país y no importar del extranjero modelos
fuera de todo contexto y circunstancia, una política eficaz
que permita sacar de la pobreza y pobreza extrema a 57 mi-
llones de mexicanos.

La fracción parlamentaria del PRI asume su compromiso
constitucional de evaluar la gestión gubernamental, de ser
un actor crítico y propositivo para lograr los consensos ne-
cesarios a favor de una reforma integral.

Sin embargo, señor Secretario, escúchelo bien, no acepta-
mos que el Gobierno Federal se refugie en condicionar el
desarrollo económico del país en lo que resuelva este Con-
greso, simplemente para justificar su falta de capacidad y
visión. Y tampoco admitimos que se responsabilice al PRI
de la volatilidad en los mercados financieros, no, señor Se-
cretario, los priístas no somos responsables de los signos
de estabilidad económica, la responsabilidad, insisto, es de
un gobierno que ha sido incapaz de inspirar confianza en
los inversionistas. Los diputados de mi partido exigimos

que el Gobierno Federal reoriente de forma inmediata la
política económica que no ha servido más que para acre-
centar las diferencias sociales. Se lo exigimos de frente a la
nación, se lo exigimos con la voz de millones de mexica-
nos que reclaman atención a sus demandas y donde sus
preguntas siguen quedando sin respuestas. ¿Hasta cuándo
señor Secretario se abocará usted de manera responsable a
la tarea que esta representación popular le ha encomen-
dado? 

Es cuanto, señor Presidente.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor diputado. 

Tiene el uso de la palabra el señor diputado Alfonso Ramí-
rez Cuéllar, del grupo parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática.

El diputado Alfonso Ramírez Cuéllar: 

Señor Secretario.

Creo que el año pasado usted andaba en este mismo es-
fuerzo y el señor diputado Francisco Barrio, poco discreto,
informó de una reunión de gabinete donde decía que él iba
por lingotes de oro, a encarcelar a los que habían robado a
Pemex y que no iba a cambiar esos lingotes por los bilim-
biques de la reforma fiscal que usted estaba promoviendo.

El día de hoy, el Secretario de Gobernación dice que el Go-
bierno y el PAN están dispuestos a presentar una nueva
propuesta de reforma fiscal. 

Si usted sabe contar, señor Secretario, se dará cuenta que la
mayoría de los diputados y diputadas han rechazado la pro-
puesta de reformas a la Ley del Impuesto al Valor Agrega-
do que presentó el Ejecutivo. Es una propuesta rechazada
ya, totalmente muerta. Señor Secretario, ¿va a presentar
una nueva propuesta? ¿O por un lado la va a presentar el
Secretario de Gobernación, tal y como lo expresó el día de
hoy, y usted va a seguir sosteniendo la misma propuesta
que de manera invariable ha sido rechazada por diversas le-
gislaturas?

La propuesta de reforma fiscal presentada por el Ejecutivo
ha fracasado de hecho, porque el Gobierno no supo corres-
ponder. Ve a los contribuyentes como si fueran súbditos,
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subordinados a un poder que tiene la necesidad y la ansie-
dad también de elevar su recaudación; no los trata como
ciudadanos, porque para que la población pueda responder
al establecimiento de nuevos gravámenes, el ejemplo pri-
mero lo tiene que poner el Ejecutivo.

¿Cómo convencer a un ciudadano de que aporte más al fis-
co federal si el Presidente de la República se ha convertido
en cómplice para no esclarecer las profundas irregularida-
des del rescate bancario? ¿Cómo convencer a un ciudada-
no de que aporte más, si no hubo castigo a los que robaron
las finanzas de Petróleos de México?

¿Cómo convencer a un ciudadano más si cuando estaba el
diputado Barrios al frente de la Secretaría de la Función
Pública, no sólo no agarró tiburones, ni siquiera agarró
charales? 

¿Cómo convencerlos? No hay correspondencia del Ejecu-
tivo, porque ha habido impericia, un total desorden y ese
desorden lo han trasladado a un partido político, porque no
hay seriedad, no hay unanimidad, no hay don de mando en
el Ejecutivo que tenemos.

Nosotros hemos insistido en una propuesta: la fiscaliza-
ción. 

La semana pasada, autoridades del Servicio de Adminis-
tración Tributaria se reunieron con los senadores de la Re-
pública y les expresaron que había aproximadamente 266
mil millones de pesos de créditos morosos que no podían
cobrar… 

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Señor diputado, le ruego concluir.

El diputado Alfonso Ramírez Cuéllar: 

…Con el 10% de eso podemos sacar recursos adicionales.
¿Por qué no se cobra eso? ¿Por qué no se hace un esfuerzo
mayor? Esa es la pregunta que le queremos hacer.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Tiene el uso de la palabra el Secretario de Hacienda y Cré-
dito Público.

El Secretario de Hacienda y Crédito Público,
Francisco Gil Díaz: 

Muchas gracias, señor Presidente.

Gracias diputado Alfonso Ramírez Cuéllar por sus pregun-
tas y cuestionamientos.

Que yo sepa señor diputado no se ha llevado a votación la
propuesta del Ejecutivo, pero quizá usted refleje correcta-
mente lo que sería el sentir de la mayoría, si se llevara a vo-
tación.

Por eso, los invite a que consideren, qué medidas de com-
pensación para las personas de menores ingresos, porque lo
que se quiere es cobrarle a los de mayor capacidad econó-
mica, se pueden instrumentar para sacar adelante una re-
forma de esa naturaleza.

Sin embargo, y aprovecho, porque se juntan dos preguntas
y omití yo, involuntariamente, darle respuesta a una simi-
lar anterior, trato lo que comentó el Secretario de Goberna-
ción a partir de la nota de prensa que se me entregó. Se
dice en esta nota de prensa que el Gobierno Federal y el
Partido Acción Nacional están dispuestos a presentar una
nueva iniciativa, ¿por qué?, porque si no hay la mayoría
para sacar adelante la reforma que propone el Presidente,
se dice, si con ello se da paso al dinamismo legislativo que
permita concretar ese cambio que México necesita, afirma
el Secretario de Gobernación.

En una entrevista agrega: “que los mexicanos no merecen
que las discusiones en ese sentido entorpezcan los merca-
dos y generen un proceso de inestabilidad financiera que
perjudique al país en su economía y bienestar”. Luego dice
que “el Gobierno no desea la división interna de los parti-
dos, porque la discusión al interior de las fuerzas políticas
puede resultar en una parálisis legislativa”, por lo tanto,
dice: “si las discusiones de orden político y se genera una
división interna entre los partidos, el Gobierno Federal y el
Partido Acción Nacional están dispuestos a presentar una
nueva reforma, si de esta manera se pueden salvar los obs-
táculos que la discusión anterior ha provocado”. Bueno,
creo que esta nota de prensa responde cumplidamente las
preguntas que se han hecho sobre este particular. 

Hemos hecho todos los esfuerzos jurídicos para que no
obstante la debilidad de la legislación anterior y no obs-
tante algunos descuidos en la persecución de estas irregu-
laridades, por lo menos en algunos casos por la vía fiscal,



podamos cobrarle y sancionar a quienes cometieron irregu-
laridades en la operación de rescate de los ahorradores. Les
aseguro que hemos emprendido esfuerzos cuidadosos, in-
tensos, de visitas continuas a los juzgados, de convenci-
miento, incluso de visitas cuando los asuntos han llegado a
la Suprema Corte, para plantearle a los señores ministros
cuáles son las interpretaciones jurídicas que sentimos nos-
otros, pueden apoyar que se recuperen algunas cantidades,
como les digo, aunque sea por la vía fiscal y es to ha re-
cibido el apoyo total del señor Presidente de la República.

En materia de cobranza, les voy a dar la cifra al mes de oc-
tubre, es un poco superior a la que menciona el diputado
Ramírez Cuéllar, es de 320 mil millones de pesos; de esos
320 mil millones, 123 mil millones están controvertidos,
tenemos que seguir los procesos judiciales para encontrar-
los, 90 mil millones son de contribuyentes no localizados,
si el contribuyente quebró, dejó de existir, la empresa no
aparece, si dieron un domicilio falso, materialmente es im-
posible cobrarles y hay 43 mil millones de créditos en com-
probación. El 78% de estos créditos tienen una antigüedad
mayor a tres años, 206 mil millones de pesos.

Tenemos únicamente para 26 mil 400 juicios, 413 aboga-
dos, quiere decir que cada abogado nuestro tiene que aten-
der 64 juicios. En un despacho, un abogado particular que
está peleando el mismo juicio del otro lado, no atiende más
de 15 juicios y además, aunque critican los sueldos dentro
del Gobierno Federal, ganan varias veces más que nuestros
abogados. Por cierto, nuestros abogados conforme los va-
mos capacitando, somos casi una escuela, al poco tiempo,
cuando están capacitados se los llevan los despachos. De
manera que ésta es la situación de los créditos.

Ojalá fuera tan fácil recaudar 26 mil millones de pesos adi-
cionales a los que ya se vienen recaudando por recupera-
ción de créditos, ojalá pudiéramos evitar reformas fiscales
y pudiéramos, a través exclusivamente de recuperación de
cartera, financiar el gasto público. Les aseguro que estamos
haciendo el mayor de los esfuerzos para organizar nuestros
departamentos jurídicos, para tener acciones limpias para
recuperar los créditos y que estamos dentro de nuestras
fuerzas, dentro de los recursos de que disponemos, hacien-
do el máximo esfuerzo posible.

Muchas gracias, señor Presidente.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor Secretario.

Tiene el uso de la palabra para formular su réplica, el di-
putado Alfonso Ramírez Cuéllar.

El diputado Alfonso Ramírez Cuéllar: 

Señor Secretario: es difícil que la iniciativa que presentó el
Ejecutivo se vote aquí, porque el Partido Acción Nacional
no tiene mayoría en la Comisión de Hacienda, entonces no
es posible que se traiga al pleno, desde la propia Comisión
se va a desechar. Lo que yo quiero entender con sus pala-
bras y con las palabras del Secretario de Gobernación, es
de que va a haber una nueva propuesta, que estamos en es-
tos momentos en un punto cero, que ustedes, en un afán de
responsabilidad, van a hacer una nueva iniciativa. ¿Cuándo
la va a presentar, señor Secretario, esa nueva propuesta?

Y quiero yo también proponerle que modifiquemos el es-
quema, porque no solamente fracasó la iniciativa presenta-
da por el Ejecutivo; también fracasó un esquema de nego-
ciación. El hecho de haber secuestrado el intercambio de
opiniones, la negociación política entre un grupo pequeño
de legisladores y los representantes del Gobierno, generó
mucha inquietud al interior de los propios partidos políti -
cos.

Ojalá y sea pronto que nos presente la propuesta, porque
los mercados están muy nerviosos, como usted mismo se-
ñala, pero, ¿por qué no la discutimos todas las fracciones?,
establecemos una mesa de diálogo formal, rompemos ese
secuestro de la interlocución entre los partidarios de la Se-
cretaría de Hacienda y los representantes del Gobierno y
establezcamos un diálogo de cara absolutamente a todos
los contribuyentes del país.

Llegamos a este punto muerto; no hay propuesta. El Eje-
cutivo va a presentar otra, ¿cuál es la otra? Esa es la gran
pregunta, si la que ustedes mandaron fracasó, no tiene los
votos para ganar, ¿cuándo presenta la otra, señor Secreta-
rio? Yo creo que debe ser hoy o mañana cuando menos,
porque las fechas están ya muy cercanas y requerimos ac-
tuar con certeza, darle certidumbre, como ustedes dicen, a
los inversionistas y poder tener un presupuesto que nos
permita resolver las grandes necesidades sociales.

Hay muchas cosas que yo le quería decir: estamos con una
macroeconomía del estancamiento y es la microeconomía
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de la ruina y de la pobreza, eso es su esquema, señor Se-
cretario; ustedes tenían la esperanza de que el próximo año
hubiera un crecimiento superior al 3%, si había la reforma
fiscal que ustedes querían, la inversión privada iba a crecer
y también el consumo de los particulares; si había la refor-
ma energética esto iba a detonar también la confianza y si
había la reforma al sistema de pensiones, se iba a garanti-
zar mucha mayor seguridad.

El problema es que los condicionamientos para que crecie-
ra la inversión privada, como ustedes los esperan, parece
ser que no van a salir, nadie quiere vender la industria eléc-
trica y tampoco la industria energética; nadie quiere vulne-
rar más las conquistas de los trabajadores y muy pocos
aceptan seguir castigando a los contribuyentes de menores
ingresos, es decir, los preceptos fundamentales en los que
ustedes basan las proyecciones de crecimiento, más aún
cuando la economía de Estados Unidos, sobre todo las ma-
nufacturas, no tienen el dinamismo que se espera y por lo
tanto la industria textil, la de automóviles repercutirá tam-
bién negativamente hacia nosotros...

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Le ruego concluir...

El diputado Alfonso Ramírez Cuéllar:

...Y quiero concluir, señor Presidente, con una cosa, per-
mítame tantito, no se pongan nerviosos.

El único acuerdo que ha firmado el Gobierno es el Acuer-
do por el Campo, lo presumen mucho y vea con qué nos
responde, señor Secretario...

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Señor diputado, le ruego concluir, por favor...

El diputado Alfonso Ramírez Cuéllar:

Con una caída del presupuesto hacia la producción agrope-
cuaria, así honra la palabra el Ejecutivo, la palabra empe-
ñada frente a gobernadores y en el patio de Palacio Nacio-
nal; ésos son los acuerdos por los que el Ejecutivo pierde
absolutamente la confianza de sus decisiones y pierde el
respaldo de la mayoría de la población.

Muchísimas gracias.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Tiene el uso de la palabra el diputado Juan Carlos Pérez
Góngora, del grupo parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional.

El diputado Juan Carlos Pérez Góngora:

Con el permiso de la Presidencia; Señor Secretario; com-
pañeros legisladores:

Hago uso de la tribuna para establecer con claridad la pos-
tura del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, en torno a la reforma hacendaria que necesi-
tamos todos los mexicanos.

Iniciaré diciéndole que nuestra fracción no acepta de nin-
guna manera, la propuesta enviada por el Ejecutivo, toda
vez que continua privilegiando la estrategia de incrementar
los ingresos con cargo a los más desprotegidos, como es el
caso de gravar con IVA alimentos y medicinas.

¿Cómo haremos para explicar a un padre de familia que
con gran dificultad lograr reunir unos cuantos pesos para
comer, que ahora deberá pagar un impuesto por sus ali-
mentos?

¿Cómo haremos para explicar a una madre que con su hijo
enfermo acude a comprar medicinas que ahora serán más
caras por este impuesto?

La visión que tiene el Ejecutivo no es la correcta, eliminar
regímenes preferenciales, exenciones u excepciones no es
la solución, todos los países lo tienen; ustedes nos compa-
ran con países que recaudan el 20% o el 30% del Producto
Interno Bruto; aun eliminando todo esto no llegaríamos a
esta recaudación; reitero, el camino propuesto no es el co-
rrecto, ¿qué opina usted de esto, señor Secretario?

Los diputados del PRI lo sabemos muy bien, por esa razón
estamos trabajando en el análisis de todas las alternativas,
para encontrar aquellas que beneficien a México, sin per-
judicar a los mexicanos.

Sabemos que eso sí es posible, si se usa el talento, la crea-
tividad y el compromiso social, que como legisladores de-
bemos tener.

Un ejemplo de que sí es posible encontrar nuevas alterna-
tivas es la propuesta de incorporar la economía informal a



la base tributaria, lo cual permitiría captar más de 57 mil
millones de pesos adicionales y paralelamente brindar apo-
yo de seguridad social a quienes la ejercen. Ese es sólo un
ejemplo.

Por eso, señor Secretario, exigimos creatividad, sensibili-
dad y propuestas congruentes con la realidad que vive el
país.

Los diputados de mi partido estamos trabajando para in-
corporar a la reforma hacendaria propuestas, con profunda
vocación federalista, que permitan orientar mayores recur-
sos y atribuciones a los estados y municipios.

No debemos olvidar que una de las razones de la evasión
es que el Gobierno Federal ni recauda ni deja recaudar; se-
gún cifras proporcionadas por ustedes mismos, existe una
evasión de más del 58%, lo cual demuestra que el imponer
nuevos impuestos no es la única solución.

Nuestras propuestas son también promotoras del desarro-
llo, ya que nos queda muy claro que la base productiva ge-
nera el crecimiento de México y hoy, más que nunca, ne-
cesita ser apoyada y no estrangulada.

En ese sentido, nos pronunciamos por la disminución del
Impuesto Sobre la Renta a un 30% y que esto incentivará
el cumplimiento tributario y no sacrificará a quienes in-
vierten recursos, trabajos y esfuerzos, por producir un bien
o servicio que todos necesitamos.

Para el análisis y las propuestas de los diputados de mi
fracción parlamentaria, hemos tomado en cuenta este cla-
mor ya generalizado en nuestro país, que habla de que los
mexicanos no podemos amarrarnos más el cinturón. Por lo
tanto, somos de la idea de que antes de crear más impues-
tos, deben ustedes ampliar la base tributaria y ser más efi-
cientes en el cobro de los que ya existen.

Adicionalmente, para que una reforma hacendaria dé re-
sultado se requiere de medidas paralelas, como lo es una
profunda simplificación, que permita que el contribuyente
pueda cumplir; hoy como todos sabemos, los excesivos trá-
mites y la complejidad de muchos de ellos siguen fomen-
tando la evasión.

Otra medida indispensable es el fortalecimiento de la cer-
teza jurídica con que opera en México; si deseamos ser una
alternativa atractiva para la inversión mexicana y extranje-
ra, es preciso que nos mostremos ante el mundo como un

país en el que se respetan las leyes y éstas se aplican por
igual para todos.

Mucho se ha dicho que el análisis de esta reforma hacen-
daria ha dividido a nuestro grupo parlamentario; estamos
en un debate abierto, como sucede en los partidos que ma-
nejan la democracia y respeto a la pluralidad de pensa-
miento, el resultado será seguramente una propuesta inclu-
yente y benéfica para todos.

Sin embargo, es muy importante aclararlo, la reforma que
buscamos es de largo plazo, no se agota.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Señor diputado, le ruego terminar.

El diputado Juan Carlos Pérez Góngora:

Termino.

No se agota con la revisión de aquí a diciembre, queremos
un proyecto de más de 20 años.

Señor Secretario, en nombre de la fracción parlamentaria
del PRI, le invito a que se incorpore a la revisión y análisis
de propuestas que sean de verdadero beneficio para nues-
tro país, a que trabaje realmente y de manera incluyente
junto con nosotros y con los diputados de todos los parti -
dos aquí representados, por una reforma hacendaria con
rostro humano y de profundo sentido social.

Ese es el compromiso con nuestra patria, con nuestra gen-
te y con nuestra historia. 

Muchas gracias.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor diputado. 

Tiene el uso de la palabra el Secretario de Hacienda.

El Secretario de Hacienda y Crédito Público, 
Francisco Gil Díaz:

Muchas gracias, señor Presidente. Muchas gracias, diputa-
do Juan Carlos Pérez Góngora, por sus comentarios y cues-
tionamientos:
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Nos podemos comparar con países que recaudan menos del
20%, podemos hacer todo tipo de comparaciones, pero
creo que una conclusión que es muy sólida, es que inde-
pendientemente del país con el que nos comparemos, por
ejemplo, América Latina, con países que invariablemente
tienen ingresos por persona inferiores al nuestro, recaudan
más como proporción del producto y recaudan más porque
tienen mejores diseños de los impuestos indirectos.

Incorporar la economía informal, es parte de los resultados
de la propuesta que estamos haciendo, creo que debe ser
parte del resultado de cualquier propuesta, en todo ca so
los contribuyentes, los llamados pequeños contribuyentes,
los repeco, los del régimen de pequeños contribuyentes ya
están en manos de los estados.

Hubo un reclamo que el Gobierno Federal atendió, y así se
propuso al Congreso y así se aprobó, de muchos años de
parte de los gobiernos estatales y de esa vocación federa-
lista del Presidente Fox se sometió al Congreso esta pro-
puesta, que consiste en que ahora los repeco están admi-
nistrados por los gobiernos estatales.

Así que una buena parte de la tarea del combate a la eco-
nomía informal, le corresponde a los dos órdenes de go-
bierno.

La vocación federalista del gobierno se refrenda con la pro-
puesta que se hizo, el año pasado se propuso que se pudie-
ra gravar con un 2% la venta al consumidor final, no ha ha-
bido un solo gobierno estatal que promueva una reforma de
esta naturaleza, por eso en esta ocasión se propone bajar la
tasa general, porque se entiende que arriba del 15% era di-
fícil que los gobiernos estatales quisieran gravar con un 2%
adicional, bajar la tasa de 15% al 10% y que sin necesidad
de pasar por las dificultades de trámite legislativo y de cos-
to político de legislar una tasa de 2%, el Congreso aproba-
ra esa tasa, para que todos los gobiernos estatales y el Go-
bierno del Distrito Federal, pudieran recibir la recaudación
de ese impuesto.

Qué bueno que propone el Partido Revolucionario Institu-
cional la reducción de la tasa del Impuesto Sobre la Renta,
esa propuesta es bienvenida, creo que la debemos ver den-
tro del contexto de todas las medidas, para asegurarnos que
esa menor tasa sea consistente con un aumento en la base
y que además de propiciar mayor cumplimiento, cosa que
seguramente se logrará, no sea suficiente el mayor cumpli-
miento para comenzar la pérdida en recaudación de la me-
nor tasa y, por lo tanto, la llevemos a cabo, tomando en

cuenta otras disposiciones, que tienen que ver en parte con
el reclamo de ampliar la base tributaria como bien se dijo.

Medidas que tengan que ver con la simplificación, las es-
tamos llevando a cabo, ya mencioné algunas, voy a men-
cionar otra que se origina también en un esfuerzo del Eje-
cutivo a través de un programa que ha venido manejando
la Secretaría de Economía y en el que hemos colaborado
los demás, y que ha dado ya resultados importantes.

Se crea en marzo de 2002 el Sistema de Apertura Rápida
de Empresas, es bien sabido el calvario por el que tienen
que pasar contribuyentes, pequeños y medianos, cuando
quieren abrir una empresa, a veces tardan más de un año.

El Registro Federal de Trámites y Servicios como resulta-
do de este esfuerzo queda integrado en mayo de este año,
obviamente que no depende únicamente del Gobierno Fe-
deral que esto se pueda hacer, se necesita la colaboración
de los municipios y de los gobiernos estatales. 

Bueno, esta combinación de esfuerzos se traduce ya en re-
sultados en un gobierno perredista, en un gobierno panista
y en un gobierno priista. En Puebla, de 58 días, no era tan
malo, considerando lo que pasaba en otros lugares, se pasa
antes del Sistema de Apertura Rápido de Empresas, a sólo
dos días para abrir una empresa; en Los Cabos, de 35 días
a un día; en Aguascalientes, de 29 días a un día. Esta es una
forma de promover crecimiento económico porque el es-
trangulamiento a las iniciativas detiene el crecimiento eco-
nómico y vean ustedes si no en esos estados cómo ha veni-
do creciendo más la inversión y el empleo, que en otros
estados que no han hecho el mismo esfuerzo, en otros es-
tados y otras ciudades. Pero sí se necesita la colaboración
de los tres órdenes de gobierno y de los distintos partidos
que tienen esas responsabilidades administrativas. 

Fortalecer la certeza jurídica creo que no puede haber na-
die que esté en contra de eso, colaboraremos con mucho
gusto en la elaboración de propuestas en ese sentido. 

Y que bueno que se esté pensando en propuestas que unan
a los grupos parlamentarios, esa fue la preocupación del
Secretario Creel, sin necesidad de una nueva propuesta se
logra esa unidad qué bueno, yo creo que lo que nos hace
falta es que estemos unidos no sólo cada partido dentro del
partido, sino también los mexicanos para sacar adelante las
reformas que tanto nos hacen falta. 

Gracias, señor Presidente. 



Presidencia de la diputada 
Amalia Dolores García Medina

La Presidenta diputada Amalia Dolores García Medina:

Gracias. 

Tiene el uso de la palabra hasta por cinco minutos el dipu-
tado José Porfirio Alarcón Hernández, del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

El diputado José Porfirio Alarcón Hernández:

Ciudadano doctor Francisco Gil Díaz, Secretario de Ha-
cienda y Crédito Público; compañeras y compañeros legis-
ladores: 

Señor Secretario: esta comparecencia está llegando a su fin
y parece, me parece que es muy importante que podamos
hacer alguna recapitulación. A mí ciertamente me toca la
réplica, pero me parece que es fundamental, la Nación nos
está viendo; aquí están los testigos que son los periodistas,
aquí estamos participando y ciertamente parece, al menos
a mí me parece como si esto fuera un diálogo de sordos. 

Yo creo de manera fundamental frente a la conciencia del
país, frente a esta propia Cámara de Diputados compuesta
como lo determinó la nación el 6 de julio, por diversos par-
tidos políticos. Por eso señor Secretario, quiero expresarle
que los diputados del PRI, particularmente los del sector
campesino, coincidimos en la necesidad de aumentar la re-
caudación con base en una distribución justa de las cargas
tributarias que obliguen a pagar más a quienes más tienen.
Esto lo hemos repetido todos los días y en todas las tribu-
nas y no lo hemos podido concretar. Yo estoy seguro, estoy
cierto que todas las fracciones parlamentarias la Cámara de
Diputados al final del periodo de sesiones, respetando la
norma, por primera vez seguramente, así lo exige la na-
ción, vamos a dar una oferta, una ley de ingresos y un pre-
supuesto de egresos como lo exigen las circunstancias.

Por eso, repito, es el momento de recapitulación. A esta
hora es importante, ante estos nuevos acontecimientos y
anuncios de una probable o de una posibilidad de presenta-
ción de otra iniciativa. Desde luego se dictaminará la que
ya está, pero la ley no impide que pueda presentarse otra
iniciativa que pueda hacer que esta nación verdaderamente
pueda llegar a un estadio, a una etapa en la que ya no ten-
gamos que estar sufriendo, particularmente las clases más

pobres, no sólo por el 2004 sino tal vez por el resto del si-
glo.

Por eso, señor Secretario, los diputados del PRI, particu-
larmente los del sector campesino, le proponemos impulsar
una auténtica reforma integral a las finanzas públicas que
construya un sistema tributario más sencillo y eficiente,
equitativo y justo, que fortalezca la lucha contra la evasión
fiscal, que promueva el federalismo y que impulse un sis-
tema presupuestario con mayor eficiencia en el gasto pú-
blico y una rendición de cuentas más eficiente en el ejerci-
cio del gasto.

Ojalá y las propuestas no vayan al cesto de la basura; que
esto no sea un diálogo de sordos. Muchas gracias.

La Presidenta diputada Amalia Dolores García Medina:

Gracias, señor diputado.

Tiene el uso de la palabra el señor diputado don José Gua-
dalupe Osuna Millán, del grupo parlamentario del Partido
Acción Nacional.

El diputado José Guadalupe Osuna Millán:

Con el permiso de la Presidencia; señor Secretario Francis-
co Gil Díaz, sea usted bienvenido.

Anteriormente el diputado Ramírez Cuéllar hablaba de
desorden y de falta de respeto a la ley. Calificó al Gobier-
no y al grupo parlamentario de Acción Nacional. Pero to-
dos recordamos aquella incursión a esta Cámara a caballo,
violando el recinto, lo que no pudo hacer a la fuerza.

No es con insultos y diatribas, señor diputado, como se so-
lucionan los problemas del país, no es con la irrupción a ca-
ballo en este recinto como se construye el futuro del país.
Qué fácil es denostar en vez de trabajar. Una oposición res-
ponsable sabe trabajar. Congruencia, señores diputados.

El grupo parlamentario de Acción Nacional reconoce el
marco de austeridad económica que prevalece en el país y
que se acentúa en las finanzas públicas. Por ello estamos de
acuerdo en el escenario propuesto de finanzas públicas,
aunque existen algunos rubros del gasto que quisiéramos
comentar debido a la preocupación que nos causa.

El Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006 establece clara-
mente en su política de gasto la necesidad de mantener la
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inversión del sector público como detonador del creci-
miento económico y la generación de empleos.

Sin embargo, apreciamos que en el proyecto de Presupues-
to de Egresos para 2004 se prevé una disminución en el
gasto de capital de 19.9% con respecto al cierre previsto
para este año, caída que contrasta con el crecimiento pre-
sentado entre 2001 y 2003.

Asimismo el Ejecutivo nos propone que la inversión física
presupuestaria presente una contracción más acentuada
respecto al gasto de capital total, misma que será del
14.4%.

Este escenario contrasta con el crecimiento real promedio
de 6.4% entre el 2001 y el 2003, que presentó la inversión
física total.

Señor Secretario: ya hemos iniciado la segunda mitad de la
actual administración y no percibimos el cumplimiento del
Plan Nacional de Desarrollo en lo referente al impulso de
la inversión pública como detonador del crecimiento eco-
nómico y la generación de empleos. ¿Cuáles son las causas
por las que el Gobierno Federal no está dando prioridad al
impulso en la inversión pública? En ese mismo sentido
llama la atención el reconocimiento que hace el Ejecutivo
Federal sobre la magnitud del problema de la escasa gene-
ración de empleos en los últimos años y propone alternati-
vas para impulsar la recuperación del empleo formal seña-
lando una reasignación del gasto público.

Le solicitamos específicamente: ¿cuáles son los proyectos
productivos que se propone el Ejecutivo para abatir el pro-
blema del desempleo? Y ¿cuál es la meta de empleos for-
males que se pretenden crear con esos proyectos?

En contraste, el gasto corriente presentará una disminución
de apenas 0.2% en términos reales, respecto al cierre pre-
visto de este año. Sobre este respecto, se menciona que se
pretenden crear más de 19 mil plazas. Por lo tanto las y los
diputados de Acción Nacional, le solicitamos nos informe
si está justificada la creación de nuevas plazas y si esta ac-
ción no contraviene los objetivos plasmados en los Crite-
rios Generales de Política Económica para el 2004.

Estas son las preocupaciones centrales de nuestro partido,
en materia presupuestaria.

Sin embargo, es importante aprovechar este espacio para
preguntarle puntualmente tres aspectos específicos que son
prioritarios para Acción Nacional:

Primero. Sobre los Pidiregas, sabemos que crecerán 28%
en términos reales. ¿Cuál será el impacto en la deuda pú-
blica para el próximo ejercicio fiscal?

Segundo. Hemos recibido muchas preguntas referentes a...

La Presidenta diputada Amalia Dolores García Medina:

Le ruego concluir, señor diputado. 

El diputado José Guadalupe Osuna Millán: 

...Concluyo, señora Presidenta.

¿Dónde se pretende reubicar al INIFAP? Le pedimos una
respuesta puntual. Estamos seguros que la idea no es eli-
minar los esfuerzos en investigación.

Y finalmente, se menciona como una de las estrategias de
política social la creación del Seguro Popular en Salud.
¿Podría explicarnos a detalle la justificación de este pro-
yecto y cuál es su alcance?

Muchas gracias.

Presidencia del diputado 
Juan de Dios Castro Lozano

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor diputado.

Tiene el uso de la palabra el Secretario de Hacienda y Cré-
dito Público.

El Secretario de Hacienda y Crédito Público, 
Francisco Gil Díaz:

Muchas gracias, señor Presidente, gracias, señor diputado
José Guadalupe Osuna Millán, por sus comentarios y cues-
tionamientos.

La inversión se mantiene en términos reales como cuando
se toma en cuenta la inversión en los Pidiregas. Pero no
obstante que la inversión en infraestructura baja en el pre-
supuesto, algo que por cierto se puede corregir mediante



ingresos adicionales, como les comenté, a través de recur-
sos del fideicomiso para la construcción de infraestructura,
el Fideicomiso Finfra en el Banco Nacional de Obras y
Servicios Públicos, se va a más que compensar esta caída
en la inversión. De manera que esa parte creo que va a que-
dar cubierta satisfactoriamente. Y por eso vamos en curso
en el cumplimiento del Plan Nacional de Desarrollo por lo
que se refiere a inversión pública, no obstante las penurias
presupuestarias. Y son estos proyectos, más los que están
relacionados con vivienda que son, como lo mencioné, ex-
trapresupuestarios los que están orientados de manera im-
portante a la creación de empleos.

Es cierto que a pesar de un esfuerzo importante baja poco
el gasto corriente en la forma en que tradicionalmente se
mide, porque se considera gasto corriente, por ejemplo, el
gasto en educación, en los sueldos que se paga a los maes-
tros. Se considera gasto corriente el gasto en médicos y en-
fermeras que tiene qué ver con la atención a la salud. Y las
plazas que se están proponiendo tienen qué ver justamente
con esos programas sociales, que más que gasto corriente
se trata de inversión en capital humano.

Las 13 mil 334 plazas, de las cuales 10 mil son para maes-
tros de preescolar y secundarias federalizados; 1 mil 800
para seguridad en la Secretaría de Seguridad Pública, parte
de las cuales se necesitan en los Centros de Readaptación
Social, los Ceresos; 350 a la Secretaría de Salud; 298 al
Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación; 201 pa-
ra los egresados de las escuelas navales de la Secretaría de
Marina; y únicamente 687 para las secretarías de Agricul-
tura, Trabajo, Energía, Consejería Jurídica, de Medio Am-
biente y Economía. ¡En Hacienda vamos a seguir disminu-
yendo el número de plazas!

El Sistema de Protección Social en Salud pasa de ser un
programa piloto a ser un programa formal que busca una
atención universal en materia de salud. Para este ejercicio
se consideran 3 mil 800 millones de pesos que cubrirán las
cuotas y aportaciones a cargo del Gobierno para afiliar a 1
millón 600 mil familias. Tiene una cantidad enorme de im-
plicaciones y de elementos que sería muy prolijo que les le-
yera, pero estoy seguro que en comisiones, si invitan uste-
des al secretario Julio Frenk, podrá hacer una explicación
puntual más abundante y más completa de la que yo puedo
hacer en este momento.

Los Pidiregas crecen mucho por la necesidad de seguir apo-
yando a la inversión de Pemex y de la Comisión Federal de
Electricidad, en parte, en buena parte tiene qué ver con en-

deudamiento pero de los particulares que contratan esta deu-
da que, como saben ustedes, se trata de programas, de pro-
yectos, llave en mano. Sin embargo, es una responsabilidad
que a fin de cuentas recae sobre las finanzas públicas y por
eso venimos publicando los requerimientos financieros glo-
bales del sector público, para que esos requerimientos finan-
cieros globales que son muchísimo más amplios de lo que
tradicionalmente se viene definiendo como déficit no pre-
sione demasiado los mercados financieros.

Esto también da respuesta a muchos de los comentarios
que se han hecho acerca de que es muy bajo el déficit del
Gobierno. Los requerimientos financieros del Gobierno
son muy amplios, superiores al 3% del producto y una bue-
na parte de ellos se debe, precisamente, a estos programas
de inversión que aunque están fuera de libros los hemos
transparentado y los programamos para tener la tranquili-
dad de que no vamos a presionar excesivamente los mer-
cados.

¿Dónde reubicar el Inifap? A pesar de su solicitud no le
puedo dar una respuesta puntual, pero sí le puedo decir que
será objeto del análisis que conjuntamente llevemos a cabo
entre la Secretaría de Hacienda, obviamente la Secretaría
de Agricultura y la propia Cámara de Diputados.

Muchas gracias, señor Presidente. 

Muchas gracias por las preguntas otra vez.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Tiene el uso de la palabra el diputado José Guadalupe Osu-
na Millán, para formular su réplica.

El diputado José Guadalupe Osuna Millán:

Con el permiso de la Presidencia; señor Secretario Gil Díaz: 

Agradecemos las respuestas a las preguntas formuladas.

El grupo parlamentario de Acción Nacional quiere dejar
muy claro este pronunciamiento. El Ejecutivo ya entregó
en tiempo y forma la propuesta de reforma y el PAN sos-
tiene que es la mejor propuesta para apoyar el crecimiento
económico y el combate a la pobreza en México.

El grupo parlamentario del PAN apoya la propuesta del
Presidente. El Gobierno de México debe dar respuestas a
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los grandes retos que tienen los mexicanos, en un escena-
rio de globalización, regionalización y crisis, a fin de que
se pueda generar un crecimiento sostenido y en un marco
de desarrollo equilibrado se alcancen niveles aceptables de
bienestar para toda la sociedad.

El Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, establece cla-
ramente en su política de gasto la necesidad de mantener la
inversión del sector público como detonador del creci-
miento económico y la generación de empleos. 

Acción Nacional ha definido en su plataforma legislativa,
que el motor permanente del desarrollo humano sustenta-
ble tiene que ser el empleo, porque es el medio fundamen-
tal para la realización del ser humano y la satisfacción de
sus necesidades. Pero ¿cómo vamos a generar más emple-
os si el gasto de inversión disminuye en el Presupuesto de
Egresos 2004?

Por ello es necesario el requerimiento de un mayor nivel de
gasto público, pero no en gasto corriente, sino en gasto de
inversión. Para eso, el grupo parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional se pronuncia por la construcción de una re-
forma fiscal que promueva el crecimiento económico y la
generación de empleos, que aumente los ingresos fiscales
del Gobierno, que contribuya a la disminución de la eva-
sión fiscal y simplifique el esquema tributario, que reco-
nozca también, señor Secretario, las diferencias regionales
en nuestro país para fomentar la competitividad con nues-
tros socios comerciales de América del Norte.

Para que una reforma sea estructural, es necesario abordar
los dos impuestos que forman la columna vertebral del sis-
tema fiscal mexicano: IVA e ISR, ambos en su conjunto
deben ser reformados cumpliendo con los objetivos ante-
riormente enunciados, además deben ser abordados desde
una perspectiva integral y de largo plazo.

Nos queda claro que para privilegiar el gasto público en la
inversión, como detonador del crecimiento económico y
generador de empleos, es necesario un esfuerzo del gobier-
no en reducir su gasto corriente y trasladar los ahorros a la
inversión pública.

Señor Secretario: la planeación estatal y las finanzas públi-
cas son indispensables, pero no sustituyen la función social

y personal de las regiones, ejercidas dentro de la solidari-
dad humana, la exigencia del bien común y las circunstan-
cias concretas de la economía. 

Compañeras diputadas y diputados, termino recordando las
palabras de Carlos Castillo Peraza: “El bien común es una
concatenación de fines, los del individuo y los de la socie-
dad se eslabonan, el uno conlleva al otro y no hay que sa-
crificar ninguno, sino ubicar a cada uno en su sitio”.

Señor Secretario; señoras diputadas y diputados: ¡Salve-
mos a la política, salvemos a la economía, salvemos con la
argumentación de las propias convicciones como espacio
público de opinión recta, defendida con el argumento pro-
bable que trata de construir bienes públicos y ésa es nues-
tra tarea en el Congreso!

Muchas gracias. 

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor diputado.

Tiene el uso de la palabra el diputado Antonio Francisco
Astiazarán Gutiérrez, del grupo parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional...

En virtud de que no se encuentra el diputado Antonio Fran-
cisco Astiazarán Gutíérrez, la Presidencia agradece la pre-
sencia del Secretario de Hacienda y Crédito Público, Fran-
cisco Gil Díaz, en una comparecencia que da cumplimiento
a la fracción IV del artículo 74 de la Constitución General
de la República.

Se ruega a la comisión encargada de acompañar al Secre-
tario de Hacienda y Crédito Público, Francisco Gil Díaz, lo
haga cuando decida abandonar el recinto.

(La comisión cumple con su cometido.)

Se ruega a los diputados permanecer en sus lugares, a fin
de continuar y agotar los asuntos en cartera. 

Continúe la Secretaría con los asuntos en cartera.



MANUEL CRESCENCIO GARCIA 
REJON Y ALCALA

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre 
Maldonado:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presen-
tes.

Me permito comunicar a ustedes que, en sesión celebrada
en esta fecha, el senador Orlando Paredes Lara, del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentó iniciativa con proyecto de decreto para inscribir
en letras de oro el nombre de “Manuel Crescencio García
Rejón y Alcalá” en el Muro de Honor del Palacio Legisla-
tivo de San Lázaro. 

La Presidencia dispuso que dicha iniciativa se turnara a la
Cámara de Diputados, misma que se anexa. 

Atentamente.

México, DF, a 18 de noviembre de 2003.— Sen. Carlos
Chaurand Arzate (rúbrica), Vicepresidente.»

«Iniciativa con proyecto de decreto, que presenta el sena-
dor Orlando A. Paredes Lara para que se inscriba en letras
de oro el nombre de “Manuel Crescencio García Rejón y
Alcalá” en el Muro de Honor del Palacio Legislativo de
San Lázaro. 

El suscrito, Orlando A. Paredes Lara, senador de la Repú-
blica por el estado de Yucatán e integrante del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción
II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta ante
esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto que so-
licita inscribir con letras de oro, en el Muro de Honor del
Palacio Legislativo de San Lázaro el nombre de Manuel
Crescencio García Rejón. 

Antecedentes 

La tradición de exaltar el valor de los personajes que han
dejado huella en la historia de dignidad de la patria o se han

significado por su valor civil o convicción social, tiene lar-
ga data en nuestro Congreso Nacional. Los orígenes se re-
montan al 19 de julio de 1825, cuando el Soberano Con-
greso Mexicano decretó la Declaración en Honor de los
Primeros Héroes Libertadores de la Nación, y los que los
siguieron. 

El texto inicial del decreto de referencia inicia señalando:
“El Soberano Congreso mexicano, que jamás ha visto con
indiferencia los sacrificios que los buenos patriotas han
prestado a la nación en todas épocas para sostener su inde-
pendencia y libertad, ha tenido a bien decretar...” 

Así es, de estos orígenes surge la decisión que ha tenido el
Congreso, o una de sus Cámaras, de perpetuar en Letras de
Oro en el Muro de Honor del Recinto Parlamentario, los
nombres, conceptos o momentos históricos, de personali-
dades de la vida nacional que merecen conocerse y honrar-
se en la posteridad. 

Exposición de Motivos 

Don Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá, distingui-
do jurista, político, periodista, diplomático y parlamentario
yucateco, que ha dejado en la historia de nuestra nación
una profunda huella en nuestras instituciones. 

El Poder Legislativo debe compelerse al reconocimiento
de su labor en aras de nuestro engrandecimiento, realizada
con fe, con infatigable constancia y con generosidad. 

Manuel Crescencio Rejón debe ser considerado a la par
con Valentín Gómez Farías, como uno de los más impor-
tantes precursores del movimiento de reforma liberal, du-
rante el siglo XIX. Su labor como legislador fue invaria-
blemente progresista con un pensamiento de avanzada. 

Rejón fue un permanente impulsor de reformas políticas
encaminadas a la realización de la democracia, tal como el
establecimiento de la votación directa para la elección de
miembros del Congreso y de autoridades del Ejecutivo. En
este sentido y también por su defensa de la autonomía de
los poderes Legislativo y Judicial, su actuación tiene un ca-
rácter de vigencia y modernidad. 

Polemista apasionado, siempre en pie de lucha, Rejón fue
un periodista político de primer orden, su trabajo fue cons-
tante en la redacción de diversos periódicos liberales de su
época, la exposición de sus ideas y su combate a tiranos y
opresores le valieron persecuciones y cárcel. Para Rejón, la
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libertad de expresión no era un simple principio abstracto,
sino una manera de vivir. 

Federalista de convicciones firmes, Rejón merece estar al
nivel de Miguel Ramos Arizpe, llamado el “Padre del Fe-
deralismo” en la historia política de México. En todas las
facetas de su vida pública, Rejón fue congruente con su vi-
sión de un México federal, republicano, democrático y con
una verdadera perspectiva de la división de poderes. 

Patriota intachable de un espíritu nacionalista sin concesio-
nes, Rejón defendió la integridad de México frente a la
agresión y la voracidad extranjera. Como ministro, como
periodista y como legislador, nunca transigió con quienes
aceptaron la mutilación del territorio patrio para enajenar-
lo a los Estados Unidos. 

Ilustre jurista, el prócer yucateco alcanzó su logro más per-
durable como creador en nuestro país del Juicio de Ampa-
ro, cuyas líneas generales estableció desde 1840, y su evo-
lución e institución es hoy un monumento de la legislación
mexicana. 

Figura jurídica que en la actualidad, constituye la última
instancia impugnativa de la mayor parte de los procedi-
mientos judiciales, administrativos y aún de carácter legis-
lativo, por lo que tutela todo el orden jurídico nacional con-
tra las violaciones realizadas por cualquier autoridad,
siempre que esas infracciones se traduzcan en una afecta-
ción actual, personal y directa a los derechos de una perso-
na jurídica, sea individual o colectiva. 

Esta institución jurídica cabe decir, para mayor gloria de su
creador, que ha sido adoptada por los sistemas jurídicos de
casi todos los países del mundo, como la aportación más
avanzada del derecho positivo mexicano. 

Por muchas razones, entonces, se justifica reconocerle a
don Manuel Crescencio Rejón los títulos de prócer nacio-
nal, campeón de la libertad de expresión, defensor de la pa-
tria, precursor del liberalismo, jurista eminente y heroico
luchador por el federalismo mexicano. 

Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá nació en la Ca-
pitanía General de Yucatán en un pequeño poblado llama-
do Bolonchénticul, el año de 1799, un 23 de agosto; en la
actualidad lleva el nombre de Bolonchén de Rejón. 

Los padres de Manuel Crescencio fueron don Manuel Gar-
cía Rejón y doña Bernarda de Alcalá, el primero vallisole-
tano y la segunda, de ascendencia canaria. 

Su nombre completo era Manuel Crescencio García Rejón
y Alcalá, pero en la historia se le conoce sencillamente
como Manuel Crescencio Rejón. 

Sus estudios los realizó en Mérida donde ya joven ingresó
en el famoso seminario conciliar de San Ildefonso. Rejón
se graduó en 1819. 

Por ese entonces, en medio del asfixiante ambiente colo-
nial, conservador en lo político y oscurantista en lo inte-
lectual, existía en Mérida un oasis luminoso y progresista
que se daba en el grupo de los sanjuanistas, verdaderos
precursores de la Independencia, en Yucatán, grupo dirigi-
do por el ilustre presbítero Vicente María Velázquez. 

La lucha por la Independencia culminó en la Nueva Espa-
ña con el triunfo del Plan de Iguala, por lo que en conse-
cuencia se proclamó también la independencia de Yucatán
respecto al imperio español el 15 de septiembre de 1821 y
se aprueba la anexión de la provincia a la naciente nación
mexicana. 

Este es el punto de partida para que Rejón iniciara su agi-
tada y brillante carrera en la vida pública nacional, ya que
fue designado diputado para participar en el Congreso
Constituyente que se efectuaría en la Ciudad de México en
marzo de 1822. 

Las actitudes, ideas e iniciativas que encabeza o en las que
participa Rejón, son notables. Propone que sea abolida en
México la pena de muerte, por ser contraria a la humani-
dad. Además, que fueran abolidas las mitas, mandamien-
tos, repartimientos y servicios personales a que estaban su-
jetos los indígenas y en relación con Yucatán, cuyos
asuntos nunca olvidó como diputado o senador, pide que se
concediese la fundación de una universidad en la ciudad de
Mérida. 

En mayo de 1822, el joven diputado yucateco ataca y cri -
tica fuertemente a Agustín de Iturbide cuando se hace
proclamar emperador; por lo que al disolver Iturbide el



Congreso, Rejón se encuentra entre los diputados que van
a dar a la cárcel. 

Cuando Iturbide renuncia y marcha al destierro, vuelve a
plantearse en el Congreso la cuestión de una nueva Cons-
titución. En ella participa don Manuel Crescencio Rejón y
no solamente redacta artículos y los defiende en la tribuna,
sino que aporta Rejón las bases para la independencia del
Poder Judicial, así como la ampliación de las atribuciones
de la Corte Suprema de Justicia. 

Fue activista dentro de las logias masónicas y escribe en
diversos periódicos. Perseguido, despojado de sus dietas,
Rejón atraviesa una situación que llega a lo angustioso en
lo económico durante los años de 1835 a 1840. Sufre ade-
más la muerte de su pequeño hijo Manuel, de cuatro años. 

Sin embargo, jamás claudica ni cede en su combatividad
política y en julio de 1840 participó en una conjura contra
el gobierno bustamantista cuyo objetivo era restaurar la
Constitución de 1824. 

Participa Rejón en la Constitución yucateca de 1841. Este
documento es verdaderamente precursor en México de no-
tables avances jurídicos y políticos. 

En materia de garantías individuales, éstas se generalizan
para beneficiar no solamente a los yucatecos, sino a todo
habitante del Estado nacional o extranjero; establece la
elección directa de diputados, senadores y de gobernador,
con lo que fortalece su sentido democrático y popular. 

Fortalece también la autonomía del Poder Judicial, al que
se le otorga la facultad de conceder el amparo, el estableci-
miento del juicio de amparo. 

Considero un acto de justicia el que a los 204 años del na-
cimiento de este héroe epónimo de la ciencia jurídica, pue-
da tener el privilegio de que su nombre esté inscrito en los
muros de la Cámara de Diputados, como están los de otros
grandes héroes. 

La trilogía del amparo está en función de Manuel Crescen-
cio García Rejón y Alcalá como el creador de la idea; de
don Mariano Otero, ilustre jalisciense y extraordinario ju-
rista, como el forjador del juicio de amparo, y de otro ex-
celentísimo jalisciense, don Ignacio Luis Vallarta, como el
que lo llevó a su máxima exponencia. 

Si los nombres de Otero y de Vallarta están en los muros de
la H. Cámara de Diputados, considero de justicia que jun-
to a ellos esté el nombre del creador de la institución del
amparo, don Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá. 

Lo mejor que podemos hacer las generaciones presentes y
futuras, es enaltecer los valores de los grandes hombres
que ha tenido esta nación. 

Hoy, a la distancia, vemos que lo que hemos construido los
mexicanos, lo hemos logrado por nuestro apego a la ley, lo
hemos realizado en etapas sucesivas, sin atropellar la historia. 

Ante ello, sólo quisiera parafrasear a nuestro personaje:
Yucatán, sus instituciones y su sociedad saben guardar gra-
titud y lealtad a las instituciones republicanas. Yucatán tra-
baja y supera y se supera sin perder su conciencia históri -
ca, su arraigada convicción revolucionaria y su estricto
apego a la legalidad. 

Manuel Crescencio Rejón y Alcalá constituye un paradig-
ma de lealtad a sus ideas y la entrega a las causas de Mé-
xico. Federalista radical, brillante jurista, patriota a toda
prueba, honesto a carta cabal, el nombre de Manuel Cres-
cencio Rejón merece estar con letras de oro entre los más
altos próceres de la patria. 

En virtud de lo expuesto y en ejercicio de la facultad que
me confieren los artículos 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 55 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a la consideración de esta Ho-
norable Soberanía, la Iniciativa con Proyecto de Decreto
por el que se Inscribe con Letras de Oro el Nombre de Ma-
nuel Crescencio García Rejón y Alcalá, en el Muro de Ho-
nor del Palacio Legislativo de San Lázaro. 

Decreto 

Unico. “Inscríbase con letras de oro en el Muro de Honor
del Palacio Legislativo de San Lázaro el nombre del ilustre
jurista Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá”. 

Salón de Sesiones del Senado de la República, a 18 de no-
viembre de 2003.— Senadores: Orlando A. Paredes Lara,
Antonio García Torres, Víctor Manuel Méndez Lanz, Sadot
Sánchez Carreño, Humberto Roque Villanueva, Manuel
Bartlett Díaz, Emilio Gamboa Patrón, David Jiménez Gon-
zález, Eric Rubio Barthell, Dulce María Sauri Riancho,
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Omar Raymundo Gómez Flores, Héctor Michel Camarena
(rúbricas).»

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Túrnese a la Comisión de Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias.

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO-
IMPUESTO SOBRE LA RENTA

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre 
Maldonado:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presen-
tes.

Me permito comunicar a ustedes que, en sesión celebrada
en esta fecha, el senador José Antonio Aguilar Bodegas,
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, presentó las siguientes iniciativas: 

• Con proyecto de decreto, que reforma los artículos 29 y
176 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y 9 de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado; 

• Con proyecto de decreto, que reforma el artículo 114 de
la Ley del Impuesto Sobre la Renta; y 

• Con proyecto de decreto, que adiciona y reforma los ar-
tículos 2° y 2°-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado;
y 32, fracción II, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

La Presidencia dispuso que dichas iniciativas se turnaran a
la Cámara de Diputados, mismas que se anexan. 

Atentamente.

México, DF, a 19 de noviembre de 2003.— Sen. Carlos
Chaurand Arzate (rúbrica), Vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LIX Legislatura.

Iniciativa con proyecto de decreto, que reforma los artícu-
los 29, inciso IX, y 176, fracción VII, de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta y el artículo 9 de la Ley del Impues-
to al Valor Agregado. 

El que suscribe, senador José Antonio Aguilar Bodegas, en
la Quincuagésima Novena Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, perteneciente a la fracción parlamenta-
ria del Partido Revolucionario Institucional, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, y 73, fracciones
XVII y XXX, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presenta a la consideración de esta so-
beranía la iniciativa con proyecto de decreto para modifi-
car los artículos 29, inciso IX, y 176, fracción VII, de la
Ley del Impuesto Sobre la Renta y el artículo 9 de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado. 

Exposición de Motivos 

Uno de los factores que ha sido determinante para el pro-
greso de la humanidad es la educación. Los países que ac-
tualmente tienen el dominio tecnológico lo han consegui-
do, en parte, gracias al fuerte apoyo que han dado a sus
investigadores, y a su elevado nivel de educación; y gracias
a que dedican gran parte de sus recursos económicos al
desarrollo del sector educativo, lo que, finalmente, les pro-
duce grandes beneficios. La inversión por parte del Go-
bierno Federal mexicano en este renglón es de 4.9% del
PIB y de 23% del Presupuesto de Egresos, mientras que en
Francia las cifras correspondientes son de 6.1% del PIB y
sólo 11% del Presupuesto de Egresos. Estados Unidos ero-
ga en educación el 4.8% del PIB y el 8.4% del Presupues-
to de Egresos. 

En nuestro país debemos procurar el fortalecimiento de la
hacienda pública y lograr la obtención de recursos sufi-
cientes que permitan defender la Educación Publica e in-
cluso mejorar las condiciones de ejercicio profesional del
Magisterio. 

La importancia de la educación en la sociedad actual es
clara, ya que, en el siglo XXI, las habilidades de la fuerza
de trabajo adquiridas en la educación se van a convertir en
el arma más importante para poder sobresalir en el fuerte
ambiente competitivo que se generará en todos los medios.
La competencia entre empresas dependerá de cuál es la que
tiene el personal más capacitado y con mayores habilida-
des; así como la mejor tecnología. 



En México esta tendencia se está manifestando en: 

Un incremento del gasto educativo; 

Una mayor participación en la educación privada; y 

Un incremento en los programas paralelos de educación no
escolarizada, tales como educación continúa para ejecuti-
vos, capacitación dentro de la empresa, etcétera.

No existe presupuesto federal -y menos estatal- para poder
alfabetizar a tanta gente; faltan maestros y escuelas, y
cuando se tienen aquéllos y se construyen éstas, se requie-
ren más para poder atender a los niños que están en edad
de recibir instrucción escolar. 

A lo anterior tenemos que adicionar que las comunidades
rurales se encuentran sumamente dispersas, en muchas de
ellas no se habla el idioma español, y carecen de infraes-
tructura, medios de comunicación, etcétera. 

La población indígena crece a una velocidad mayor que la
construcción de escuelas y que la preparación de maestros;
de manera que nunca se va a terminar el círculo vicioso, se
busca coadyuvar a las presiones en que se ve sometido el
espacio de las escuelas públicas y por tanto también a fa-
vor de las jornadas laborales de los trabajadores de la edu-
cación para procurar una educación más directa de los edu-
candos en cuanto sea posible reducir el número de ellos
que es atendido por cada maestro, sobre todo en zonas de
pobreza y marginación. 

Muchos niños mexicanos -al igual que hoy sus padres- no
serán autosuficientes y requerirán del subsidio guberna-
mental para su existencia. Si este subsidio no fluye, enton-
ces satisfarán sus necesidades por medios ilícitos como el
abigeato, el secuestro, la invasión de predios, la toma de
ranchos, si los hubiere para ese entonces. 

En pocas palabras: volverá a presentarse un escenario muy
parecido al de 1994. Según las estadísticas, Chiapas es el
estado de la República con más rezago educativo del país;
la educación promedio de los chiapanecos apenas alcanza
el tercer grado de primaria y ocupan el primer lugar en
analfabetismo. 

La efectividad educativa mexicana, a nivel nacional, consi-
derando los índices de continuidad, reprobación y abando-
no, refleja que de cada 100,000 alumnos que ingresan a pri-
mero de primaria sólo 71% de ellos logra concluir el nivel

primario; de este porcentaje, sólo 81% ingresa en secunda-
ria. 

A nivel secundaria, 79% de los alumnos inscritos en primer
grado termina este nivel; de este porcentaje, 57% ingresa
en bachillerato y 15% en profesional medio. 

A nivel medio superior, en bachillerato de tres años, 61%
de los alumnos inscritos en primer grado termina este ni-
vel, mientras que el bachillerato de dos años lo termina
58%. 

A nivel profesional medio, 44% de los alumnos termina. 

A nivel superior, 63% de los alumnos egresados de bachi-
llerato se inscribe en universidad. De este grupo, 45% de
los alumnos termina y se titula. 

Resultado de lo anterior, de los jóvenes mexicanos, sólo 7
de 100 alumnos (7.39%) terminan el proceso educativo con
un título de profesionista o técnico medio. 

Por todo lo anterior, someto a la consideración de esta ho-
norable soberanía la siguiente 

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los ar-
tículos 29, inciso IX, y 176, fracción VII, de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta, y el artículo 9 de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado.

Primero. Se modifica el inciso IX del artículo 29 de la Ley
del Impuesto Sobre la Renta, para quedar como sigue: 

Artículo 29. Los contribuyentes podrán efectuar las de-
ducciones siguientes: 

XII. Los pagos de colegiatura hechos por el contribuyente
a las instituciones educativas que cuenten con reconoci-
miento de validez oficial de estudios expedidos por la SEP
de acuerdo con la Ley Federal de Educación, así como los
gastos de útiles escolares, de uniformes y de transportación
escolar, por los estudios de quienes el contribuyente consi-
dere erogue desde el nivel de estudios primarios, así como
los apoyos que de manera directa preste a instituciones de
educación pública o a educandos que en ellas realicen su
formación. 

La deducción en las zonas geográficas correspondientes a
los estados de Chiapas, Oaxaca, Michoacán y Guerrero será
el equivalente al monto anterior por un factor de 3.0. 
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Cuando por las adquisiciones realizadas en los términos de
la fracción II o por los gastos a que se refiere... de esta ley.

Segundo. Se modifica la fracción VII del artículo 176 de la
Ley del Impuesto Sobre la Renta, para quedar como sigue: 

Artículo 176. Las personas físicas residentes en el país que
obtengan ingresos de los señalados en este título, para cal-
cular su impuesto anual, podrán hacer, además de las de-
ducciones autorizadas en cada capítulo, las siguientes de-
ducciones personales: 

VII. Los pagos de colegiatura hechos por el contribuyente
a las instituciones educativas que cuenten con reconoci-
miento de validez oficial de estudios expedidos por la SEP
de acuerdo con la Ley Federal de Educación, así como los
gastos de útiles escolares, de uniformes y de transportación
escolar, por los estudios de los dependientes económicos
del contribuyente desde el nivel de estudios primarios, así
como los apoyos que de manera directa preste a institucio-
nes de educación pública o a educandos que en ellas reali-
cen su formación. 

La deducción en las zonas geográficas correspondientes a
los estados de Chiapas, Oaxaca, Michoacán y Guerrero se-
rá el equivalente al monto anterior por un factor de 3.0. 

Para determinar... al Distrito Federal. 

Para que procedan las deducciones a que se refieren las
fracciones I y II que anteceden, se deberá comprobar, me-
diante documentación que reúna requisitos fiscales, que las
cantidades correspondientes fueron efectivamente pagadas
en el año de calendario de que se trate a instituciones o per-
sonas residentes en el país. Si el contribuyente recupera
parte de dichas cantidades, únicamente deducirá la diferen-
cia no recuperada. 

Los requisitos de las deducciones establecidas en el Capí-
tulo X de este título no son aplicables a las deducciones
personales a que se refiere este artículo.

Tercero. Se modifica el artículo 9 de la Ley del Impuesto
al Valor Agregado, para quedar como sigue: 

Artículo 9. No se pagará el impuesto en la enajenación de
los siguientes bienes: 

III) Libros, útiles, uniformes escolares, transportación es-
colar, periódicos, revistas, así como el derecho autor para
usar o explotar su obra.

Transitorio 

Unico. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Salón de Sesiones del Senado de la República, en la Ciu-
dad de México, DF, a los dieciocho días del mes de no-
viembre del año dos mil tres.— Sen. José Antonio Aguilar
Bodegas (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LIX Legislatura.

Iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el artículo
114 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

El que suscribe, senador José Antonio Aguilar Bodegas, en
la Quincuagésima Novena Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, perteneciente a la fracción parlamenta-
ria del Partido Revolucionario Institucional, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, y 73, fracciones
XVII y XXX, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del Reglamento para
el Gobierno interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presenta a la consideración de esta so-
beranía la iniciativa con proyecto de decreto para modifi-
car el artículo 114 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

Exposición de Motivos 

En la actualidad existe una gran complejidad para calcular
el Impuesto Sobre la Renta, debido a que se utilizan tres ta-
blas, la del impuesto, la del subsidio y la del crédito al sa-
lario. 

Se propone una sola, que reduzca el número de tramos, ex-
tendiendo escalones lo más posible para desalentar el tra-
bajo adicional de las personas y facilitar su cálculo, prote-
ger a los contribuyentes de menores ingresos sin perder su
progresividad. 

El subsidio fiscal que señala el artículo 114 de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta y que aparece en 1991, se otorga
a personas físicas. 
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Este subsidio se aplica contra el Impuesto Sobre la Renta
que resulta a cargo de cada contribuyente. 

Del análisis de las disposiciones relacionadas con el subsi-
dio se concluye que la aplicación de la tarifa puede ser
compleja: pero no tanto como lo es investigar los elemen-
tos que sirven en el cálculo de la proporción, para determi-
nar el subsidio acreditable y no acreditable. 

Cuando surgió el crédito al salario en octubre de 1993 se
dijo que era un beneficio económico que el gobierno fede-
ral otorgaba a los trabajadores, y los patrones lo desconta-
ban a 100% de las contribuciones federales a su cargo. 

Por eso, será más sencillo elaborar una sola tarifa del Im-
puesto Sobre la Renta para aplicarse directamente a la re-
muneración gravada del trabajador, en vez de aplicar las
tres que hoy se utilizan, lo anterior genera complicación
administrativa y por ende inseguridad jurídica. 

Hoy día se suma al resto de los costos de nómina que los
empleadores deben absorber (Seguro Social, Infonavit, Im-
puesto Estatal sobre Nominas, etcétera). Esto ha llegado a
desmotivar la contratación de nuevos trabajadores en las
empresas, frenando los incrementos salariales y contribu-
yendo en forma indirecta, al desarrollo de la economía in-
formal. 

Con esto se busca realizar una verdadera simplificación ad-
ministrativa, y de justicia fiscal, y evitar carga administra-
tiva a los empleadores. 

Por lo anterior, someto a la consideración de esta honora-
ble soberanía la siguiente 

Iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el ar-
tículo 114 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta 

Unico. Se modifican los párrafos primero y segundo del ar-
tículo 114 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, para que-
dar como sigue: 

Artículo 114. Quienes hagan pagos por los conceptos a
que se refiere este capítulo están obligados a efectuar re-
tenciones y enteros mensuales que tendrán el carácter de
pagos provisionales a cuenta del impuesto anual. No se
efectuará retención a las personas que en el mes únicamen-
te perciban cuatro salarios mínimos generales correspon-
dientes al área geográfica del contribuyente. 

La retención se calculará aplicando a la totalidad de los in-
gresos obtenidos en un mes de calendario, la siguiente: 

... 

Transitorio 

Unico. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Salón de Sesiones del H. Senado de la República, en la
Ciudad de México, Distrito Federal, a los diecinueve días
del mes de noviembre del año dos mil tres.— Sen. José An-
tonio Aguilar Bodegas (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LIX Legislatura.

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona y reforma
los artículos 2° y 2°-C de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado y reforma el artículo 32, fracción II de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta.

El que suscribe senador José Antonio Aguilar Bodegas, en
la Quincuagésima Novena Legislatura del Honorable Con-
greso de la Unión, perteneciente a la fracción parlamenta-
ria del PRI, con fundamento en los artículos 71, fracción II;
y 73, fracciones XVII y XXX, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, presento a la consi-
deración de esta soberanía la iniciativa con proyecto de de-
creto para reformar los artículos 2º y 2º-C de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado y 32, fracción II, de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta. 

Exposición de Motivos 

Debido al contexto económico que prevalece en el país y la
alta tasa de economía informal que muestran las estadísti-
cas, además de considerar que en el sur del estado de Chia-
pas la actividad económica es la agrícola y pesquera, las
cuales están gravadas al 0% según el artículo 2º-A de la
Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

Es importante señalar que uno de los objetivos del Gobier-
no de la República, es la rehabilitación de Puerto Madero,
Chiapas, para que sea detonante en la economía de la re-
gión, por lo cual tanto los gobiernos federal y estatal, han

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 25 de noviembre de 200357



realizado importantes inversiones en el puerto a partir de
2001, por su parte la iniciativa privada no ha realizado las
inversiones previstas para el completo desarrollo del puer-
to, por lo que se busca ofrecer mejores situaciones fiscales. 

Se propone a esta soberanía, establecer una certeza jurídi-
ca al contribuyente para que sea contemplado dentro de la
franja fronteriza todo el municipio de Tapachula con sus
localidades y así tributen con la tasa de 10% en relación al
Impuesto al Valor Agregado. Este planteamiento se pre-
senta como una medida que busca establecer mecanismos
de tributación claros y sencillos que den confianza a los
sectores de contribuyentes irregulares, motivando su incor-
poración a la economía formal y así generar mejores alter-
nativas de inversión en esta región del país, trayendo con-
sigo más y mejores empleos, apoyo en la economía de sus
habitantes e incremento en la recaudación de impuestos al
aumentar la base de contribuyentes. 

Por otra parte, desde hace aproximadamente 10 años el
agro mexicano y en especial la actividad agropecuaria del
estado chiapaneco, ha sufrido un grave retroceso en su cre-
cimiento y desarrollo, esto debido a diferentes causas, tales
como la falta de recursos económicos y apoyo tecnológico
por parte de los tres niveles de gobierno, así como también
la competencia desleal con productores de otros estados e
inclusive de otros países, la falta de garantía de los precios
de los productos cosechados y en especial las barreras fis-
cales en materia del Impuesto Sobre la Renta y del Im-
puesto al Valor Agregado aplicadas al sector agropecuario,
llámese agricultores, ganaderos, silvicultores, etcétera. 

La reforma que se plantea al artículo 2º-C de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado, va enfocado a apoyar de mane-
ra contundente al sector agropecuario, toda vez que los
contribuyentes dedicados a las actividades agrícolas, silví-
colas o pesqueras a partir del 1 de enero del 2000 perdie-
ron el derecho a poder recuperar el saldo a favor del Im-
puesto al Valor Agregado que generan por sus operaciones
fiscales, toda vez que se les impuso un límite de ingresos,
es decir, si el contribuyente que se dedica a dichas activi-
dades no rebasa el límite de ingresos que se establece en la
Ley del Impuesto al Valor Agregado, generado en el perio-
do, algo que por derecho propio le corresponde. 

En caso de no aprobarse esta iniciativa se provocará que se
agrave aun más su situación económica, así también que
los productos que estos enajenan se encarezcan por la acu-
mulación del Impuesto al Valor Agregado acreditable al

costo de ventas y por ende se frene el desarrollo del sector
agropecuario mexicano. 

Por todo lo anterior, someto a la consideración de esta ho-
norable soberanía la siguiente 

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona y refor-
ma los artículos 2º y 2º-C de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado y reforma el artículo 32, fracción II, de la
Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

Primero.- Se adiciona el artículo 2º de la Ley del Impues-
to al Valor Agregado para quedar como sigue: 

Artículo 2º.- El impuesto se calculará aplicando la tasa del
10% a los valores que señala esta ley, cuando los actos o
actividades por los que se deba pagar el impuesto, se reali -
cen por residentes en la región fronteriza, y siempre que la
entrega material de los bienes o la prestación de servicios
se lleve a cabo en la citada región fronteriza. 

Tratándose de importación, se aplicará la tasa del 10%
siempre que los bienes y servicios sean enajenados o pres-
tados en la mencionada región fronteriza. 

Tratándose de la enajenación de inmuebles en la región
fronteriza, el Impuesto al Valor Agregado se calculará apli-
cando al valor que señala esta ley, la tasa del 15%. 

Para los efectos de esta Ley, se considera como región
fronteriza, además de la franja fronteriza de 20 kilómetros
paralela a las líneas divisorias internacionales del norte y
sur del país, todo el territorio de los Estados de Baja Cali-
fornia, Baja California Sur y Quintana Roo, los municipios
de Caborca y de Cananea, Sonora, así como la región par-
cial del Estado de Sonora comprendida en los siguientes lí-
mites: al norte, la línea divisoria internacional desde el cau-
ce del Río Colorado hasta el punto situado en esa línea a 10
kilómetros al oeste del municipio Plutarco Elías Calles; de
ese punto, una línea recta hasta llegar a la costa, a un pun-
to situado a 10 kilómetros, al este de Puerto Peñasco; de ahí
siguiendo el cauce de ese río, hacia el norte hasta encontrar
la línea divisoria internacional; al sur con el municipio de
Tapachula. 

El municipio de Tapachula comprende a la localidad de
Barra de Cahoacán y Escollera Oriente. 

Segundo.- Se reforma el artículo 2º-C de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado, para quedar como sigue: 
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Artículo 2º-C.- Las personas físicas con actividades em-
presariales que únicamente enajenen bienes o presten ser-
vicio al público en general, no estarán obligadas al pago
del impuesto por dichas actividades, siempre que en el año
de calendario anterior hayan obtenido ingresos que no ex-
cedan de $1´521,100.00 por dichas actividades. La canti-
dad a que se refiere este párrafo se actualizará anualmente,
en el mes de enero, en los términos del artículo 17-A del
Código Fiscal de la Federación. 

Asimismo, estarán sujetas a lo previsto en este artículo las
personas físicas que se dediquen a actividades agrícolas,
silvícola o pesqueras siempre y cuando la totalidad de sus
actos o actividades las realicen con el público en general. 

Las personas a que se refiere este artículo estarán obligadas
a recae y conservar la documentación comprobatoria de las
adquisiciones que efectúen, en los casos en que lo estén de
conformidad con lo dispuesto en la Ley del Impuesto So-
bre la Renta. 

Tercero.- Se reforma el artículo 32 fracción II de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta para quedar como sigue: 

Artículo 32.- Para los efectos de este Título, no serán de-
ducibles: 

II.- Los gastos e inversiones, en la proporción que repre-
senten los Ingresos exentos respecto del total de Ingresos
del contribuyente.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será aplicable única y
exclusivamente tratándose de la determinación del Im-
puesto Sobre la Renta. Los gastos que se realicen en rela-
ción con las inversiones que nos sean deducibles conforme
a este Capítulo. En el caso de automóviles y aviones, se po-
drán deducir en la proporción que represente el monto ori-
ginal de la inversión deducible a que se refiere el artículo
42 de esta Ley, respecto del valor de adquisición de los
mismos. 

Transitorio 

Unico.- El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Salón de Sesiones del H. Senado de la República, en la
Ciudad de México, Distrito Federal, a los diecinueve días

del mes de noviembre del año dos mil tres.— Sen. José An-
tonio Aguilar Bodegas (rúbrica).»

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Túrnense a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre 
Maldonado:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presen-
tes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, el senador Eduardo Ovando Martínez, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, presentó iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona el artículo 23 del Código Fiscal de la Fede-
ración.

La Presidencia dispuso que dicha iniciativa se turnara a la
Cámara de Diputados, misma que se anexa.

Atentamente.

México, DF, a 19 de noviembre de 2003.— Sen. Carlos
Chaurand Arzate, Vicepresidente, (rúbrica).»

«C. Secretarios de la Mesa Directiva de la H. Cámara de
Senadores.— Presente.

El que suscribe, Eduardo Ovando Martínez, senador por el
estado de Quintana Roo, en uso de la facultad que le con-
fieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, y
60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta ante
esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona el artículo 23 del Código Fiscal de la Fede-
ración, conforme a la siguiente 
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Exposición de Motivos 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece la obligación de contribuir para los gastos públi-
cos, así de la Federación, como del Distrito Federal o del
estado y municipio donde residamos. 

Esta obligación fiscal-constitucional es el vínculo jurídico
en virtud del cual, el Estado exige al contribuyente el cum-
plimiento de una prestación pecuniaria y sólo de manera
excepcional en especie. 

Existen diversas formas de extinguir esta obligación, des-
tacan la prescripción, la compensación, la confusión, la re-
nuncia del acreedor, la consignación, la devolución, la ca-
ducidad, la cancelación, entre otras. 

El tema central de esta modificación del artículo 23 del Có-
digo Fiscal de la Federación radica en el problema que ata-
ñe a millones de contribuyentes que se ven afectados por el
procedimiento de la compensación de oficio llevado a cabo
por la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, afectando
directamente su patrimonio. 

Respecto a la compensación, nuestro sistema jurídico tri-
butario prevé dos formas como consecuencia de extinguir
la obligación tributaria. Estas son, para contribuyentes
obligados a pagar mediante declaraciones y los que dicta-
minan sus estados financieros; y la compensación de ofi-
cio. Cada una tiene sus reglas de procedencia reguladas por
el artículo 23 del Código Fiscal de Federación. 

Los contribuyentes obligados a pagar mediante declaraciones
pueden compensar un saldo a favor, siempre y cuando así lo
determine el ciudadano y derive de la misma contribución; en
caso de que no derive de ésta, podrán compensarlo si obser-
van los requisitos que la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico en reglas de carácter general les exijan. 

En la compensación de oficio que extingue el crédito fis-
cal, sólo se requiere que las cantidades a que tengan dere-
cho los contribuyentes por parte de las autoridades fiscales
hayan quedado firmes, independientemente del concepto
por el cual se hayan generado. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público procede a la
compensación, haciendo caso omiso de las solicitudes que
los contribuyentes presentan mediante las cuales, piden la
devolución en apego a lo dispuesto por el artículo 22 del
Código Fiscal de la Federación. 

Por tanto, considero necesario reformar el artículo 23 del
Código Fiscal de la Federación, parar limitar el actuar de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y beneficiar a
millones de contribuyentes al asegurarles el derecho de de-
cidir sobre el objeto o finalidad de este recurso resultante
del saldo a favor, y con ello, impedir que se sigan violando
los principios de legalidad y de seguridad jurídica conteni-
dos en los artículos 14 y 16 de nuestra Constitución. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito pro-
poner a esta honorable asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto 

Unico. Se reforma y adiciona el párrafo quinto del artículo
23 del Código Fiscal de la Federación, para quedar como
sigue: 

Artículo 23. 

... 

... 

... 

... 

Las autoridades fiscales podrán compensar de oficio las
cantidades a que los contribuyentes tengan derecho de re-
cibir de las autoridades fiscales por cualquier concepto, en
los términos de lo dispuesto en el artículo 22, contra las
cantidades que los contribuyentes estén obligados a pagar
por adeudos propios o por retenciones a terceros cuando
éstos hayan quedado firmes por cualquier causa. En este
caso se notificará personalmente al contribuyente la reso-
lución que determine la compensación. La compensación
de oficio no es procedente en los casos en que el contribu-
yente solicite la devolución del saldo a favor. 

... 

Transitorio

Unico. El presente decreto entrará en vigor el día 1º de ene-
ro de 2004. 
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Salón de Sesiones de la H. Cámara de Senadores, a los 19
días del mes de noviembre de 2003.— Sen. Eduardo Ovan-
do Martínez (rúbrica).»

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Túrnense a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

PRESUPUESTO DE EGRESOS

La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre 
Maldonado:

Se da cuenta de dos oficios más.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

CC. Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito hacer de su conocimiento que, en sesión ordi-
naria celebrada en esta fecha, se aprobó dictamen de la Co-
misión de Agricultura y Ganadería, con el siguiente 

Punto de Acuerdo 

“PRIMERO. Es procedente la Proposición con Punto de
Acuerdo presentada por el Senador Héctor Michel Cama-
rena de la Fracción Parlamentaria del Partido Revoluciona-
rio Institucional, en relación con el respaldo al Proyecto de
Protección y Desarrollo Integral del Cocotero, en el estado
de Colima, como parte del Proyecto Nacional. 

SEGUNDO. Muy respetuosamente se solicita a la Mesa
Directiva y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca de la Honorable Cámara de Diputados, que en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 2004
se asignen recursos por 45 millones de pesos al Proyecto de
Protección y Desarrollo Integral del Cocotero de Colima
como parte del Proyecto Nacional.”

Atentamente.

México, DF, a 18 de noviembre de 2003.— Sen. Carlos
Chaurand Arzate (rúbrica), Vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presen-
tes.

Me permito hacer de su conocimiento que, en sesión ordi-
naria celebrada en esta fecha, se aprobó el siguiente 

Punto de Acuerdo 

“Primero. El Senado de la República exhorta respetuosa-
mente a la Mesa Directiva y a la Comisión de Presupuesto
y Cuenta Pública de la honorable Cámara de Diputados pa-
ra que en el Presupuesto de Egresos de la Federación, en su
ejercicio 2004, se asignen recursos por 60 millones 500 mil
pesos al Plan Maestro de la Citricultura en el estado de Co-
lima como parte del Proyecto Nacional. 

Segundo. Con la finalidad de dar transparencia al correcto
ejercicio y destino de los recursos, se determina la integra-
ción de un fideicomiso conformado por representantes de
los gobiernos federal y estatal como fideicomitentes, y el
Consejo Estatal de Limón como fideicomisario.” 

Atentamente.

México, DF, a 18 de noviembre de 2003.— Sen. Carlos
Chaurand Arzate (rúbrica), Vicepresidente.»

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Túrnense a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica.

ABROGACION DE LEYES

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Tiene el uso de la palabra el señor diputado don Francisco
Arroyo Vieyra, del grupo parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, para presentar iniciativas.

El diputado Francisco Agustín Arroyo Vieyra: 

Muchas gracias señor Presidente, don Juan de Dios Castro;
compañeras y compañeros legisladores:
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En el horizonte del trabajo parlamentario, a todos nos que-
da muy claro que los legisladores dedican una parte muy
importante de su tiempo a hacer la ley, a reformarla y a
adecuarla para que ésta cumpla con su función social.

En la actualidad, el sistema normativo mexicano consta de
227 ordenamientos.

A saber: 214 leyes; ocho códigos; dos estatutos, el del Dis-
trito Federal y el de Las Islas Marías; un reglamento cual,
el que rige internamente al Poder Legislativo que tiene
base en un artículo de la Constitución; una ordenanza, la de
la Armada de México; y un presupuesto, el que tiene una
vigencia anual y muere y nace cada año con el trabajo de
estos meses de esta Cámara de Diputados por ser facultad
unicamaral.

Es por ello, que consciente de que lo deseable sería tener
una menor cantidad de leyes, que éstas fueran más fáciles
y más entendibles y que el complejo normativo no se vol-
viese como desgraciadamente se ha vuelto, en una selva
inexpugnable en donde hasta los peritos más expertos se
pierden es que tratamos de hacer un pequeño ejercicio de
abrogación. ¿De cuáles leyes? De cinco, que por el paso
del tiempo han dejado de tener vigencia pero que pululan
por nuestro universo jurídico y que en el marco del derecho
positivo tienen un espacio y tienen un lugar. 

Estamos proponiendo y le ruego a la Presidencia haga los
turnos que considere prudente, la abrogación entre otras, de
cinco leyes que tienen que ver con los subsidios para em-
presas de aviación, una ley de 1932 que considera entre
otras cosas un subsidio a la gasolina, un combustible que
ya no requieren las aeronaves modernas. Otra más, para
conservar la neutralidad del país: la Ley para la Construc-
ción de Cercas en Predios no Edificados; la Ley a Favor de
los Veteranos de la Revolución como Servidores del Esta-
do; y la Ley sobre el Destino de los Bonos del Enemigo.

Estamos pues proponiendo la abrogación de cinco cuerpos
normativos que habrá de adecuar de alguna manera nuestro
complejo de leyes en México, porque este tipo de instru-
mentos si bien son positivos, ya no tienen vigencia alguna.

Las iniciativas han sido publicadas en la Gaceta Parla-
mentaria, por lo que sólo le ruego a la Presidencia de la
Mesa sea tan bondadoso, maestro Juan de Dios Castro, de
ordenar su inserción en el Diario de los Debates. 

Muchas gracias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— LIX
Legislatura.

El suscrito, diputado federal a la LIX Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso General, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, en ejercicio de la facultad que me otorga la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 55, 56, 62 y 63 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a la consideración de esta Ho-
norable Asamblea la Iniciativa con Proyecto de Decreto
por la que se abroga la Ley de Subsidios para Empresas de
Aviación, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La abrogación, a decir de Joaquín Escriche en su Diccio-
nario Razonado de Legislación y Jurisprudencia, es la anu-
lación o revocación de lo que por ley o privilegio se halla-
ba establecido. La abrogación de la ley se diferencia de la
derogación, en que aquella consiste en la abolición o anu-
lación total de la ley, y esta en la abolición o anulación de
solo una parte de ella: abrogatur legi cum prorsus tollitur,
derogatur legicum pars detrahitur. 

La abrogación es expresa o tácita; es expresa, cuando una
nueva ley revoca formalmente a la antigua; es tácita cuan-
do la nueva ley contiene disposiciones contrarias a la ante-
rior sin decir que la revoca, o cuando los motivos de una
nueva ley han cesado enteramente, o en fin, cuando se ha
establecido una costumbre contraria a la ley, o cuando esta
ha caído en desuso. 

La Ley de Subsidios para Empresas de Aviación tiene una
historia legislativa sui géneris. En el Diario de los Debates
de la Cámara de Diputados de fecha 16 de junio de 1932,
se encuentra la exposición de motivos del Presidente Pas-
cual Ortiz Rubio por la que fundamenta la solicitud para
que esta Cámara le otorgare facultades extraordinarias en
materia de egresos. En ningún momento se hace mención a
la Ley de referencia. El entonces Secretario de la Cámara,
Diputado Bátiz, declaró aprobados los proyectos de Decre-
to enviados por el Ejecutivo de la Unión y notificando su
pase al propio Ejecutivo y al Senado para sus efectos cons-
titucionales. A la luz de lo anterior, el proyecto presiden-
cial fue aprobado con dispensa de todos los trámites y sin
que mediara debate alguno. 
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El Diario Oficial de fecha 30 de junio de 1932, publicó el
Decreto expedido por la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, por el cual se concedían facultades extraordinarias
al Jefe del Ejecutivo en materia de egresos. El propio Dia-
rio Oficial de fecha 31 de junio de 1932, publica en el ru-
bro de la Secretaría de Comunicaciones y Obras Públicas,
la expedición de la Ley de Subsidios para Empresas de
Aviación, promulgada por el Presidente Abelardo L. Ro-
dríguez. 

En un análisis somero de esta Ley, podemos aducir que los
modernos jets ya no utilizan gasolina, por tanto, el com-
bustible que regula esta Ley no se administra más a las ae-
ronaves. Asimismo, el cuerpo normativo de la Ley de Sub-
sidios para Empresas de Aviación refiere que la Secretaría
de Comunicaciones y Obras Públicas anualmente estable-
cerá una partida de su presupuesto, misma que se destina-
rá para cubrir los subsidios correspondientes para cada año
fiscal, lo anterior es materialmente imposible ya que, la Se-
cretaría de Comunicaciones y Transportes no prevé en su
presupuesto ninguna partida para este tipo de subsidios. 

De igual forma, se establece que las empresas aéreas pre-
sentarán en los primeros diez días de cada mes, ante el de-
partamento de Impuestos Especiales de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, una cantidad de la gasolina
consumida en el mes anterior y que, junto con esta mani-
festación, remitirán las facturas de compra de gasolina ex-
pedidas por los proveedores, en las que se haya causado el
impuesto del timbre. 

La Ley de referencia contempla la prohibición de hacer
fuera de las refinerías mezclas de gasolina y benzol. En esa
época, a la gasolina empleada en los automóviles se le aña-
día plomo como antidetonante. 

Por lo que se refiere a las penalidades por falta de presen-
tación de las manifestaciones exigidas, es irrisorio pensar
que multas de 50 hasta 1,000 pesos pueden mermar las fi -
nanzas de cualquier compañía de aviación. 

Desafortunadamente, esta Ley nunca tuvo reforma alguna
que la actualizara con los tiempos modernos pero, ante to-
do, con los avances tecnológicos en materia de química pe-
trolera, ingeniería aeronáutica ni en materia económica. 

Si bien es cierto que hubo una Iniciativa de ratificación por
parte del titular del Ejecutivo Federal, tal y como lo publi-
có el Diario de los Debates de la Cámara de Diputados del
23 de diciembre de 1932, ésta se consideró de urgente y ob-

via resolución y fue votada y aprobada por la mayoría toda
vez que las facultades extraordinarias conferidas al Presi-
dente de la República afectaba varios ejercicios fiscales. 

Cabe hacer notar que una democracia que se precie de ser-
lo deberá contar con un sistema jurídico cuyas leyes se
apliquen en el tiempo y no sólo en la historia. Las demo-
cracias modernas tienden a depurar sus sistemas legislati-
vos a través de menos leyes, con aplicación heterónoma. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta Soberanía la siguiente Iniciativa con Proyecto de De-
creto por la que se abroga la Ley de Subsidios para Em-
presas de Aviación: 

Artículo único: Se abroga la Ley de Subsidios para Em-
presas de Aviación. 

Transitorios 

Artículo Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo.- Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente Decreto. 

Dado en el Palacio Legislativo en San Lázaro el día 25 de
noviembre de 2003.— Dip. Francisco Arroyo Vieyra (rú-
brica).»

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Por lo que se refiere a la Ley de Subsidios para Empre-
sas de Aviación, túrnese a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— LIX
Legislatura.

El suscrito, diputado federal a la LIX Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso General, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, en ejercicio de la facultad que me otorga la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 55, 56, 62 y 63 del Reglamento
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para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de esta
Honorable Asamblea la Iniciativa con Proyecto de Decreto
por la que se abroga la Ley en favor de los Veteranos de la
Revolución como Servidores del Estado, al tenor de la si-
guiente 

Exposición de Motivos 

La abrogación, a decir de Joaquín Escriche en su Diccio-
nario Razonado de Legislación y Jurisprudencia, es la anu-
lación o revocación de lo que por ley o privilegio se halla-
ba establecido. La abrogación de la ley se diferencia de la
derogación, en que aquella consiste en la abolición o anu-
lación total de la ley, y esta en la abolición o anulación de
solo una parte de ella: abrogatur legi cum prorsus tollitur,
derogatur legicum pars detrahitur. 

La abrogación es expresa o tácita; es expresa, cuando una
nueva ley revoca formalmente a la antigua; es tácita cuan-
do la nueva ley contiene disposiciones contrarias a la ante-
rior sin decir que la revoca, o cuando los motivos de una
nueva ley han cesado enteramente, o en fin, cuando se ha
establecido una costumbre contraria a la ley, o cuando esta
ha caído en desuso. 

La Ley en favor de los Veteranos de la Revolución como
Servidores del Estado tiene su propia historia legislativa;
fue publicada por Decreto del Presidente Miguel Alemán
en el Diario Oficial el 7 de enero de 1950 y reformada el
19 de enero de 1967 para aumentar en 50% el cómputo de
años de servicio, actualizar la autoridad correspondiente,
así como las referencias a la Ley en materia de retiro. 

No obstante, la Ley del Instituto de Seguridad Social para
las Fuerzas Armadas establece que los militares que se in-
corporaron a la Revolución durante el periodo de 1910 a
1913, que no hubieren militado en las filas de la usurpación
de 1913 a 1914, podrán continuar en activo, e integrarán el
Cuadro de Honor de las Fuerzas Armadas Mexicanas. Cro-
nológicamente es casi imposible que los Veteranos de la
revolución sobrevivan por lo que, esta Ley debe abrogarse. 

Cabe hacer notar que una democracia que se precie de ser-
lo deberá contar con un sistema jurídico cuyas leyes se
apliquen en el tiempo y no sólo en la historia. Las demo-
cracias modernas tienden a depurar sus sistemas legislati-
vos a través de menos leyes, con aplicación heterónoma. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta Soberanía la siguiente Iniciativa con Proyecto de De-
creto por la que se abroga la Ley en favor de los Veteranos
de la Revolución como Servidores del Estado: 

Artículo único: Se abroga la Ley en favor de los Vetera-
nos de la Revolución como Servidores del Estado. 

Transitorios 

Artículo Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo.- Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente Decreto. 

Dado en el Palacio Legislativo en San Lázaro el día 25 de
noviembre de 2003.— Dip. Francisco Arroyo Vieyra (rú-
brica).»

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Por lo que se refiere a la Ley a favor de los Veteranos de
la Revolución como Servidores del Estado, túrnese a la
Comisión de Defensa Nacional.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— LIX
Legislatura.

El suscrito, diputado federal a la LIX Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso General, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, en ejercicio de la facultad que me otorga la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 55, 56, 62 y 63 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de esta
Honorable Asamblea la Iniciativa con Proyecto de Decreto
por la que se abroga la Ley sobre Construcción de Cercas
en Predios no Edificados, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La abrogación, a decir de Joaquín Escriche en su Diccio-
nario Razonado de Legislación y Jurisprudencia, es la anu-
lación o revocación de lo que por ley o privilegio se halla-
ba establecido. La abrogación de la ley se diferencia de la
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derogación, en que aquella consiste en la abolición o anu-
lación total de la ley, y esta en la abolición o anulación de
solo una parte de ella: abrogatur legi cum prorsus tollitur,
derogatur legicum pars detrahitur. 

La abrogación es expresa o tácita; es expresa, cuando una
nueva ley revoca formalmente a la antigua; es tácita cuan-
do la nueva ley contiene disposiciones contrarias a la ante-
rior sin decir que la revoca, o cuando los motivos de una
nueva ley han cesado enteramente, o en fin, cuando se ha
establecido una costumbre contraria a la ley, o cuando esta
ha caído en desuso. 

La Ley sobre Construcción de Cercas en Predios no Edifi-
cados tiene su propia historia legislativa; fue publicada en
el Diario Oficial del 30 de diciembre de 1953 y reformada,
15 años después mediante Decreto publicado el 31 de di-
ciembre de 1968 con la finalidad de actualizar a 90 pesos,
las tarifas establecidas por la Ley original que establecía
pago de derechos de 50 pesos por metro lineal de las cer-
cas construidas. 

Cabe hacer notar que una democracia que se precie de ser-
lo deberá contar con un sistema jurídico cuyas leyes se
apliquen en el tiempo y no sólo en la historia. Las demo-
cracias modernas tienden a depurar sus sistemas legislati-
vos a través de menos leyes, con aplicación heterónoma. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta Soberanía la siguiente Iniciativa con Proyecto de De-
creto por la que se abroga la Ley sobre Construcción de
Cercas en Predios no Edificados: 

Artículo único: Se abroga la Ley sobre Construcción de
Cercas en Predios no Edificados. 

Transitorios 

Artículo Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo.- Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente Decreto. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro el día 25 de
noviembre de 2003.— Dip. Francisco Arroyo Vieyra (rú-
brica).»

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Por lo que se refiere a la Ley sobre Construcción de
Cercas en Predios no Edificados, túrnese a la Comisión
de Desarrollo Social.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— LIX
Legislatura.

El suscrito, diputado federal a la LIX Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso General, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, en ejercicio de la facultad que me otorga la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 55, 56, 62 y 63 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de esta
Honorable Asamblea la Iniciativa con Proyecto de Decreto
por la que se abroga la Ley sobre el Destino de los Bonos
del Enemigo, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La abrogación, a decir de Joaquín Escriche en su Diccio-
nario Razonado de Legislación y Jurisprudencia, es la anu-
lación o revocación de lo que por ley o privilegio se halla-
ba establecido. La abrogación de la ley se diferencia de la
derogación, en que aquella consiste en la abolición o anu-
lación total de la ley, y esta en la abolición o anulación de
solo una parte de ella: abrogatur legi cum prorsus tollitur,
derogatur legicum pars detrahitur. 

La abrogación es expresa o tácita; es expresa, cuando una
nueva ley revoca formalmente a la antigua; es tácita cuan-
do la nueva ley contiene disposiciones contrarias a la ante-
rior sin decir que la revoca, o cuando los motivos de una
nueva ley han cesado enteramente, o en fin, cuando se ha
establecido una costumbre contraria a la ley, o cuando esta
ha caído en desuso. 

La Ley sobre el Destino de los Bonos del Enemigo debe
considerarse como una abrogación tácita en virtud de que
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los motivos que la crearon han cesado enteramente, pues,
esta Ley servía como punto final sobre los bienes de países
considerados como enemigos de México. 

Al no existir enemigo alguno y haber dispuesto de sus
bienes conforme a la Ley y los Tratados Internacionales, la
Ley sobre Destino de los Bonos del Enemigo dejó de estar
vigente por razones de objetivos y tiempo. 

Cabe hacer notar que una democracia que se precie de ser-
lo deberá contar con un sistema jurídico cuyas leyes se
apliquen en el tiempo y no sólo en la historia. Las demo-
cracias modernas tienden a depurar sus sistemas legislati-
vos a través de menos leyes, con aplicación heterónoma. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta Soberanía la siguiente Iniciativa con Proyecto de De-
creto por la que se abroga la Ley sobre el Destino de los
Bonos del Enemigo: 

Artículo único: Se abroga la Ley sobre el Destino de los
Bonos del Enemigo. 

Transitorios 

Artículo Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo.- Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente Decreto. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro el día 25 de
noviembre de 2003.— Dip. Francisco Arroyo Vieyra (rú-
brica).»

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Por lo que se refiere a la Ley sobre el Destino de los Bo-
nos del Enemigo, túrnese a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— LIX
Legislatura.

El suscrito, diputado federal a la LIX Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso General, inte-

grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, en ejercicio de la facultad que me otorga la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 55, 56, 62 y 63 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de esta
Honorable Asamblea la Iniciativa con Proyecto de Decreto
por la que se abroga la Ley para Conservar la Neutralidad
del País, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La abrogación, a decir de Joaquín Escriche en su Diccio-
nario Razonado de Legislación y Jurisprudencia, es la anu-
lación o revocación de lo que por ley o privilegio se halla-
ba establecido. La abrogación de la ley se diferencia de la
derogación, en que aquella consiste en la abolición o anu-
lación total de la ley, y esta en la abolición o anulación de
solo una parte de ella: abrogatur legi cum prorsus tollitur,
derogatur legicum pars detrahitur. 

La abrogación es expresa o tácita; es expresa, cuando una
nueva ley revoca formalmente a la antigua; es tácita cuan-
do la nueva ley contiene disposiciones contrarias a la ante-
rior sin decir que la revoca, o cuando los motivos de una
nueva ley han cesado enteramente, o en fin, cuando se ha
establecido una costumbre contraria a la ley, o cuando esta
ha caído en desuso. 

La Ley para Conservar la Neutralidad del País tiene su pro-
pia historia legislativa. El Presidente Lázaro Cárdenas en-
vió el 18 de septiembre de 1939 a la Cámara de Diputados
una Iniciativa de Ley considerando que el estado de guerra
que prevalecía entre algunas naciones europeas obligaba a
México a dictar medidas legislativas que tendieran a man-
tener la observancia y conservación de la neutralidad del
país. De igual forma, la neutralidad era considerada como
“una situación jurídica del Estado que lo constriñe a deter-
minar reglas de carácter jurídico, de acuerdo con las prác-
ticas del Derecho Internacional y con las conveniencias de
la seguridad internas”. Esta Iniciativa con Proyecto de Ley
para Conservar la Neutralidad del País, recibió dispensa de
todos los trámites y por considerarlo de urgente y obvia re-
solución, fue votada por unanimidad y pasada al Senado
para sus efectos legales. La misma, fue publicada en el
Diario Oficial del 10 de noviembre de 1939. 

Cabe hacer notar que una democracia que se precie de ser-
lo deberá contar con un sistema jurídico cuyas leyes se
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apliquen en el tiempo y no sólo en la historia. Las demo-
cracias modernas tienden a depurar sus sistemas legislati-
vos a través de menos leyes, con aplicación heterónoma. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta Soberanía la siguiente Iniciativa con Proyecto de De-
creto por la que se abroga Ley para Conservar la Neutrali -
dad del País: 

Artículo Único: Se abroga la Ley para Conservar la Neu-
tralidad del País. 

Transitorios 

Artículo Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo.- Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente Decreto. 

Dado en el Palacio Legislativo en San Lázaro el día 25 de
noviembre de 2003.— Dip. Francisco Arroyo Vieyra (rú-
brica).»

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor diputado. 

Insértese el documento íntegro en el Diario de los Deba-
tes.

Publíquese en la Gaceta Parlamentaria para el caso que
no haya sido publicado.

Por lo que se refiere a la Ley para Conservar la Neu-
tralidad del País, túrnese a la Comisión de Defensa Na-
cional.

Señor diputado, ¿con qué objeto? 

Por favor, sonido en la curul del señor diputado don Pedro
Avila Nevárez.

El diputado Pedro Avila Nevárez (desde su curul):

Para pedir, señor Presidente, con todo respeto, que no se
derogue la Ley de los Veteranos de la Revolución, la ley
donde se les declara servidores públicos, ya que quedan to-

davía muchos hombres que entregaron su vida al servicio
de México en los campos de batalla; quedan en Chihuahua;
quedan en La Laguna; quedan en Zacatecas; quedan en
Aguascalientes; quedan en Durango y si se deroga esa ley,
esos hombres que entregaron su vida al lado de Villa, de
Zapata, de Obregón, quedarán desprotegidos totalmente.

Le pido a usted, señor Presidente, que esa ley no se dero-
gue, porque sería una bofetada a quienes entregaron su vi-
da al servicio de la patria y de la Revolución.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Señor diputado, seguramente de su intervención tomará de-
bida nota la comisión correspondiente para ser considerada
en el momento oportuno. 

Continué la Secretaría.

INFORMACION Y DOCUMENTACION 
FINANCIERA

El Secretario diputado Marcos Morales Torres:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México DF.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presen-
tes.

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes el expediente que contiene minuta proyecto
de decreto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley de Instituciones de Crédito; de la Ley
de Ahorro y Crédito Popular; de la Ley de los Sistemas de
Ahorro para el Retiro; de la Ley Federal de Instituciones de
Fianzas; de la Ley General de Instituciones y Sociedades
Mutualistas de Seguros; de la Ley del Mercado de Valores;
de la Ley de Sociedades de Inversión, y de la Ley General
de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito. 

México, DF, a 18 de noviembre de 2003.— Sen. Carlos
Chaurand Arzate (rúbrica), Vicepresidente.»
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«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México DF.

MINUTA PROYECTO DE DECRETO 
POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE

INSTITUCIONES DE CRÉDITO; DE LA LEY DE
AHORRO Y CRÉDITO POPULAR; DE LA LEY DE
LOS SISTEMAS DE AHORRO PARA EL RETIRO;
DE LA LEY FEDERAL DE INSTITUCIONES DE

FIANZAS; DE LA LEY GENERAL DE
INSTITUCIONES Y SOCIEDADES 

MUTUALISTAS DE SEGUROS; DE LA LEY DEL
MERCADO DE VALORES; DE LA LEY DE 
SOCIEDADES DE INVERSIÓN, Y DE LA 

LEY GENERAL DE ORGANIZACIONES Y 
ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO. 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se REFORMA el artículo 115,
párrafos tercero al sexto, y se ADICIONA dicho artículo
115 con los párrafos séptimo al duodécimo de la Ley de
Instituciones de Crédito, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 115.- ......... 

................... 

Las instituciones de crédito y sociedades financieras de ob-
jeto limitado, en términos de las disposiciones de carácter
general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, escuchando la previa opinión de la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores, estarán obligadas, en adición a
cumplir con las demás obligaciones que les resulten apli-
cables, a: 

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y de-
tectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favore-
cer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier es-
pecie para la comisión del delito previsto en el artículo 139
del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los
supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código, y 

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
por conducto de la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus
clientes y usuarios, relativos a la fracción anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que realicen los miem-
bros del consejo de administración, directivos, funciona-
rios, empleados y apoderados, que pudiesen ubicarse en el
supuesto previsto en la fracción I de este artículo o que, en
su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada apli-
cación de las disposiciones señaladas. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo,
de conformidad con las disposiciones de carácter general
previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán toman-
do en consideración, cuando menos, las modalidades que al
efecto estén referidas en dichas disposiciones; las caracte-
rísticas que deban reunir los actos, operaciones y servicios
a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo
en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza, los instru-
mentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y bancarias que se observen en las
plazas donde se efectúen; así como la periodicidad y los
sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la in-
formación. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en
las citadas reglas generales emitirá los lineamientos sobre
el procedimiento y criterios que las instituciones de crédi-
to y sociedades financieras de objeto limitado deberán ob-
servar respecto de: 

a. el adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios,
para lo cual aquellas deberán considerar los antecedentes,
condiciones específicas, actividad económica o profesional
y las plazas en que operen; 

b. la información y documentación que dichas instituciones
y sociedades deban recabar para la apertura de cuentas o
celebración de contratos relativos a las operaciones y ser-
vicios que ellas presten y que acredite plenamente la iden-
tidad de sus clientes; 

c. la forma en que las mismas instituciones y sociedades
deberán resguardar y garantizar la seguridad de la informa-
ción y documentación relativas a la identificación de sus
clientes y usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de
aquellos actos, operaciones y servicios reportados confor-
me al presente artículo; y 

d. los términos para proporcionar capacitación al interior
de las instituciones y sociedades sobre la materia objeto de
este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se
refiere el presente artículo, señalarán los términos para su
debido cumplimiento.
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Las instituciones de crédito y sociedades financieras de ob-
jeto limitado deberán conservar, por al menos diez años, la
información y documentación a que se refiere el inciso c)
del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en éste
u otros ordenamientos aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facul-
tada para requerir y recabar, por conducto de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, a las instituciones de cré-
dito y sociedades financieras de objeto limitado, quienes
estarán obligadas a entregar información y documentación
relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se
refiere este artículo. La Secretaría de Hacienda y Crédito
Público estará facultada para obtener información adicio-
nal de otras fuentes con el mismo fin y a proporcionar in-
formación a las autoridades competentes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este
artículo no implicará trasgresión alguna a lo establecido en
los artículos 117 y 118 de esta Ley. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este
artículo deberán ser observadas por las instituciones de cré-
dito y sociedades financieras de objeto limitado, así como
por los miembros del consejo de administración, directi-
vos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos,
por lo cual, tanto las entidades como las personas mencio-
nadas serán responsables del estricto cumplimiento de las
obligaciones que mediante dichas disposiciones se esta-
blezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este ar-
tículo será sancionada por la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores conforme al procedimiento previsto en el ar-
tículo 110 de la presente Ley, con multa de hasta 100,000
días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito
Federal. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, tanto a las
instituciones de crédito y sociedades financieras de objeto
limitado, así como a los miembros del consejo de adminis-
tración, directivos, funcionarios, empleados y apoderados
respectivos, y a las personas físicas y morales que, en ra-
zón de sus actos, ocasionen o intervengan para que dichas
entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten
responsables de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, atendiendo a las
circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo
previsto en el artículo 25 de esta Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, las instituciones de crédito y sociedades financie-
ras de objeto limitado, sus miembros del consejo de admi-
nistración, directivos, funcionarios, empleados y apodera-
dos, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y
demás documentación e información a que se refiere este
artículo, a personas o autoridades distintas a las facultadas
expresamente en los ordenamientos relativos para requerir,
recibir o conservar tal documentación e información. La
violación a estas obligaciones será sancionada en los tér-
minos de las leyes correspondientes. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se REFORMA el artículo 124,
y el artículo 130 fracciones XIV, segundo párrafo, y XV,
segundo párrafo, y se ADICIONA el artículo 130 con una
fracción XVI de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, para
quedar como sigue: 

ARTÍCULO 124.- Las Cooperativas y Sociedades Finan-
cieras Populares, en términos de las disposiciones de ca-
rácter general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público, escuchando la previa opinión de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, estarán obligadas, en adi-
ción a cumplir con las demás obligaciones que les resulten
aplicables, a: 

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y de-
tectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favore-
cer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier es-
pecie para la comisión del delito previsto en el artículo 139
del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los
supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código, y 

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
por conducto de la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus
Socios y Clientes, relativos a la fracción anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en
el supuesto previsto en la fracción I de este artículo o que,
en su caso pudiese contravenir o vulnerar la adecuada apli-
cación de las disposiciones señaladas en la misma, que rea-
lice o en el que intervenga algún miembro del consejo de
administración, administrador, comisario, directivo, fun-
cionario, empleado, apoderado o algún miembro del Co-
mité de Supervisión. 
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Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo,
de conformidad con las disposiciones de carácter general
previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán toman-
do en consideración, cuando menos, las modalidades que al
efecto estén referidas en dichas disposiciones; las caracte-
rísticas que deban reunir los actos, operaciones y servicios
a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo
en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza, los instru-
mentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y financieras que se observen en las
plazas donde se efectúen; así como la periodicidad y los
sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la in-
formación. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en
las citadas reglas generales emitirá los lineamientos sobre
el procedimiento y criterios que las Cooperativas y Socie-
dades Financieras Populares deberán observar respecto de: 

a. el adecuado conocimiento de sus Socios y Clientes, para
lo cual aquellas deberán considerar los antecedentes, con-
diciones específicas, actividad económica o profesional y
las plazas en que operen; 

b. la información y documentación que dichas Cooperati-
vas y Sociedades deban recabar para la apertura de cuentas
o celebración de contratos relativos a las operaciones y ser-
vicios que ellas presten y que acredite plenamente la iden-
tidad de sus Socios y Clientes; 

c. la forma en que las mismas Cooperativas y Sociedades
deberán resguardar y garantizar la seguridad de la informa-
ción y documentación relativas a la identificación de sus
Socios y Clientes o quienes lo hayan sido, así como la de
aquellos actos, operaciones y servicios reportados confor-
me al presente artículo; y 

d. los términos para proporcionar capacitación al interior
de las Cooperativas y Sociedades Financieras Populares
sobre la materia objeto de este artículo. Las disposiciones
de carácter general a que se refiere el presente artículo, se-
ñalarán los términos para su debido cumplimiento.

Las Cooperativas y Sociedades Financieras Populares de-
berán conservar, por al menos diez años, la información y
documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo an-
terior, sin perjuicio de lo establecido en éste u otros orde-
namientos aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facul-
tada para requerir y recabar, por conducto de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, información y documen-
tación relacionada con los actos, operaciones y servicios a
que se refiere la fracción II de este artículo. Las Coopera-
tivas y Sociedades Financieras Populares estarán obligadas
a proporcionar dicha información y documentación. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este
artículo no implicará trasgresión alguna a lo establecido en
el artículo 34 de esta Ley. 

Las reglas y los lineamientos que de ellas deriven a que se
refiere este artículo deberán ser observadas por las Coope-
rativas y Sociedades Financieras Populares, así como por
los miembros del consejo de administración, administrado-
res, comisarios, directivos, funcionarios, empleados y apo-
derados respectivos, así como por los miembros del Comi-
té de Supervisión, por lo cual, tanto las Cooperativas y
Sociedades como las personas mencionadas serán respon-
sables del estricto cumplimiento de las obligaciones que
mediante dichas disposiciones se establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este ar-
tículo será sancionada por la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores conforme al procedimiento previsto en el ar-
tículo 126 de la presente Ley, con la multa establecida por
el artículo 130 fracción XVI de esta Ley. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las Coo-
perativas y Sociedades Financieras Populares, como a los
miembros del consejo de administración, administradores,
miembros del Comité de Supervisión, comisarios, directi-
vos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, así
como a las personas físicas y morales que, en razón de sus
actos, hayan ocasionado o intervenido para que dichas en-
tidades financieras incurran en la irregularidad o resulten
responsables de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, atendiendo a las
circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo
previsto en el artículo 122 de esta Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, las Cooperativas y Sociedades Financieras Popu-
lares, los miembros de sus consejos de administración, ad-
ministradores, comisarios, directivos, funcionarios, em-
pleados y apoderados, así como los miembros del Comité
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de Supervisión, deberán abstenerse de dar noticia de los re-
portes y demás documentación e información a que se re-
fiere este artículo, a personas o autoridades distintas a las
facultadas expresamente en los ordenamientos relativos
para requerir, recibir o conservar tal documentación e in-
formación. La violación a estas obligaciones será sancio-
nada en los términos de las leyes correspondientes. 

ARTÍCULO 130.- ......... 

I. a XIII. ...... 

XIV. ........ 

Igual sanción se impondrá a la Federación o Confederación
que por cualquier medio impida que el contralor normativo
realice sus funciones de conformidad a lo previsto en esta
Ley. 

XV. ...... 

Igual sanción se impondrá a las Entidades que no cumplan
con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 105, esta-
bleciendo de forma clara y visible en sus sucursales, ofici-
nas, en su publicidad y en toda la documentación que utili -
cen para instrumentar sus operaciones, que no contarán con
la protección de dicho Fondo, hasta en tanto no hayan rea-
lizado las aportaciones al mismo durante el plazo a que se
refiere dicho párrafo, y 

XVI. De 1,000 a 5,000 días de salario a la Entidad que in-
cumpla con las disposiciones de carácter general a que se
refiere el artículo 124 de esta Ley.

ARTÍCULO TERCERO.- Se ADICIONAN los artículos
100, con una fracción XXVII, pasando la actual fracción
XXVII a ser fracción XXVIII, y el artículo 108 bis de la
Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, para quedar
como sigue: 

ARTÍCULO 100. ..... 

I. a XXVI. ..... 

XXVII. Multa de dos mil a veinte mil días de salario a la
administradora que incumpla con las disposiciones de ca-
rácter general a que se refiere el artículo 108 bis de esta
Ley; 

XXVIII. Las infracciones a cualesquiera de las normas de
esta ley, de las leyes de seguridad social, así como las dis-
posiciones que de ellas emanen en relación con los siste-
mas de ahorro para el retiro y que no tengan sanción espe-
cialmente señalada en este artículo serán sancionadas con
multa de un mil a veinte mil días de salario.

ARTÍCULO 108 BIS.- Las administradoras, en términos
de las disposiciones de carácter general que emita la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la pre-
via opinión de la Comisión, estarán obligadas, en adición a
cumplir con las demás obligaciones que les resulten apli-
cables, a: 

I. I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y
detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favo-
recer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier es-
pecie para la comisión del delito previsto en el artículo 139
del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los
supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código, y 

II. II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, por conducto de la Comisión, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus
clientes y usuarios, relativos a la fracción anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en
el supuesto previsto en la fracción I de este artículo o que,
en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada
aplicación de las disposiciones señaladas en la misma, que
realice o en la que intervengan algún miembro del consejo
de administración, administrador, directivo, funcionario,
empleado o apoderado. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo,
de conformidad con las disposiciones de carácter general
previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán toman-
do en consideración, cuando menos, las modalidades que al
efecto estén referidas en dichas disposiciones; las caracte-
rísticas que deban reunir los actos, operaciones y servicios
a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo
en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza, los instru-
mentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y financieras que se observen en las
plazas donde se efectúen; así como la periodicidad y los
sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la in-
formación. 
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Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en
las citadas reglas generales emitirá los lineamientos sobre
el procedimiento y criterios que las administradoras debe-
rán observar respecto de: 

a. el adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios,
para lo cual aquellas deberán considerar los antecedentes,
condiciones específicas, actividad económica o profesional
y las plazas en que operen; 

b. la información y documentación que dichas administra-
doras deban recabar para la apertura de cuentas o celebra-
ción de contratos relativos a las operaciones y servicios que
ellas presten y que acredite plenamente la identidad de sus
clientes; 

c. la forma en que las mismas administradoras deberán res-
guardar y garantizar la seguridad de la información y do-
cumentación relativas a la identificación de sus clientes y
usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de aquellos
actos, operaciones y servicios reportados conforme al pre-
sente artículo; y 

d. los términos para proporcionar capacitación al interior
de las administradoras sobre la materia objeto de este ar-
tículo. Las disposiciones de carácter general a que se refie-
re el presente artículo, señalarán los términos para su debi-
do cumplimiento.

Las administradoras deberán conservar, por al menos diez
años, la información y documentación a que se refiere el
inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo estableci-
do en éste u otros ordenamientos aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facul-
tada para requerir y recabar, por conducto de la Comisión,
información y documentación relacionada con los actos,
operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de
este artículo. Las administradoras estarán obligadas a pro-
porcionar dicha información y documentación La Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para ob-
tener información adicional de otras personas con el mismo
fin y a proporcionar información a las autoridades compe-
tentes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este
artículo no implicará trasgresión alguna a la obligación de
confidencialidad legal. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este
artículo deberán ser observadas por las administradoras, así
como por los miembros del consejo de administración, ad-
ministradores, directivos, funcionarios, empleados y apo-
derados, por lo cual, tanto las entidades como las personas
mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento
de las obligaciones que mediante dichas disposiciones se
establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este ar-
tículo será sancionada por la Comisión, conforme al proce-
dimiento previsto en el artículo 99 de la presente Ley, con
la multa establecida por el artículo 100, fracción XXVII, de
esta Ley. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, tanto a las
administradoras, como a sus miembros del consejo de ad-
ministración, administradores, directivos, funcionarios,
empleados y apoderados respectivos, así como a las perso-
nas físicas y morales que, en razón de sus actos, hayan oca-
sionado o intervenido para que dichas entidades financie-
ras incurran en la irregularidad o resulten responsables de
la misma. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión, aten-
diendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder
conforme a lo previsto en el artículo 52 de esta Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y de la Comisión, las administradoras, sus
miembros del consejo de administración, administradores,
directivos, funcionarios, empleados y apoderados, deberán
abstenerse de dar noticia de los reportes y demás docu-
mentación e información a que se refiere este artículo, a
personas o autoridades distintas a las facultadas expresa-
mente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir
o conservar tal documentación e información. La violación
a estas obligaciones será sancionada en los términos de las
leyes correspondientes. 

ARTÍCULO CUARTO.- Se REFORMA el artículo 91 de
la Ley de Sociedades de Inversión, para quedar como si-
gue: 

ARTÍCULO 91.- Las sociedades operadoras de socieda-
des de inversión, distribuidoras de acciones de sociedades
de inversión y, en su caso, las sociedades de inversión, en
términos de las disposiciones de carácter general que emi-
ta la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando
la previa opinión de la Comisión, estarán obligadas, en adi-
ción a cumplir con las demás obligaciones que les resulten
aplicables, a: 
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I. I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y
detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favo-
recer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier es-
pecie para la comisión del delito previsto en el artículo 139
del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los
supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código, y 

II. II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, por conducto de la Comisión, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus
clientes y usuarios, relativos a la fracción anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en
el supuesto previsto en la fracción I de este artículo o que,
en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada
aplicación de las disposiciones señaladas en la misma, que
realice o en el que intervenga algún miembro del consejo
de administración, administrador, directivo, funcionario,
empleado o apoderado. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo,
de conformidad con las disposiciones de carácter general
previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán toman-
do en consideración, cuando menos, las modalidades que al
efecto estén referidas en dichas disposiciones; las caracte-
rísticas que deban reunir los actos, operaciones y servicios
a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo
en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza, los instru-
mentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y bursátiles que se observen en las
plazas donde se efectúen; así como la periodicidad y los
sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la in-
formación. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en
las citadas reglas generales emitirá los lineamientos sobre
el procedimiento y criterios que las sociedades operadoras
de sociedades de inversión, distribuidoras de acciones de
sociedades de inversión y, en su caso, las sociedades de in-
versión, deberán observar respecto de: 

a. el adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios,
para lo cual aquellas deberán considerar los antecedentes,
condiciones específicas, actividad económica o profesional
y las plazas en que operen; 

b. la información y documentación que dichas sociedades
y distribuidoras deban recabar para la apertura de cuentas
o celebración de contratos relativos a las operaciones y ser-

vicios que ellas presten y que acredite plenamente la iden-
tidad de sus clientes; 

c. la forma en que las mismas instituciones y sociedades y
distribuidoras deberán resguardar y garantizar la seguridad
de la información y documentación relativas a la identifi-
cación de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido,
así como la de aquellos actos, operaciones y servicios re-
portados conforme al presente artículo; y 

d. los términos para proporcionar capacitación al interior
de las sociedades y distribuidoras sobre la materia objeto
de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que
se refiere el presente artículo, señalarán los términos para
su debido cumplimiento.

Las sociedades operadoras de sociedades de inversión, dis-
tribuidoras de acciones de sociedades de inversión y, en su
caso, las sociedades de inversión, deberán conservar, por al
menos diez años, la información y documentación a que se
refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo
establecido en éste u otros ordenamientos aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facul-
tada para requerir y recabar, por conducto de la Comisión,
información y documentación relacionada con los actos,
operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de
este artículo. Las sociedades operadoras de sociedades de
inversión, distribuidoras de acciones de sociedades de in-
versión y, en su caso, las sociedades de inversión, estarán
obligadas a proporcionar dicha información y documenta-
ción relacionada con los actos, operaciones y servicios a
que se refiere este artículo. La Secretaría de Hacienda y
Crédito Público estará facultada para obtener información
adicional de otras fuentes con el mismo fin y a proporcio-
nar información a las autoridades competentes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este
artículo no implicará trasgresión alguna a lo establecido en
el artículo 55 de esta Ley. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este
artículo deberán ser observadas por las sociedades opera-
doras de sociedades de inversión, distribuidoras de accio-
nes de sociedades de inversión y, en su caso, las sociedades
de inversión, así como por los miembros del consejo de ad-
ministración, administradores, directivos, funcionarios,
empleados y apoderados respectivos, por lo cual, tanto las
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entidades como las personas mencionadas serán responsa-
bles del estricto cumplimiento de las obligaciones que me-
diante dichas disposiciones se establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este ar-
tículo será sancionada por la Comisión conforme al proce-
dimiento previsto en el artículo 84 de la presente Ley, con
multa de hasta 100,000 días de salario mínimo general dia-
rio vigente en el Distrito Federal. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, tanto a las
sociedades operadoras de sociedades de inversión, distri-
buidoras de acciones de sociedades de inversión y, en su
caso, las sociedades de inversión, como a los miembros del
consejo de administración, administradores, directivos,
funcionarios, empleados y apoderados respectivos, así
como a las personas físicas y morales que, en razón de sus
actos, ocasionen o intervengan para que dichas entidades
financieras incurran en la irregularidad o resulten respon-
sables de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, la Comi-
sión, atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá
proceder conforme a lo previsto en el artículo 80 de esta
Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y de la Comisión, las sociedades operado-
ras de sociedades de inversión, distribuidoras de acciones
de sociedades de inversión y, en su caso, las sociedades de
inversión, sus miembros del consejo de administración, ad-
ministradores, directivos, funcionarios, empleados y apo-
derados, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y
demás documentación e información a que se refiere este
artículo, a personas o autoridades distintas a las facultadas
expresamente en los ordenamientos relativos para requerir,
recibir o conservar tal documentación e información. La
violación a estas obligaciones será sancionada en los tér-
minos de las leyes correspondientes. 

ARTÍCULO QUINTO.- Se REFORMA el artículo 52 bis
4 de la Ley del Mercado de Valores, para quedar como si-
gue: 

ARTÍCULO 52 BIS 4.- Las casas de bolsa y especialistas
bursátiles, en términos de las disposiciones de carácter ge-
neral que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, escuchando la previa opinión de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, estarán obligadas, en adición a
cumplir con las demás obligaciones que les resulten apli-
cables, a: 

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y de-
tectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favore-
cer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier es-
pecie para la comisión del delito previsto en el artículo 139
del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los
supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código, y 

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
por conducto de la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus
clientes y usuarios, relativos a la fracción anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en
el supuesto previsto en la fracción I de este artículo o que,
en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada
aplicación de las disposiciones señaladas en la misma, que
realice o en el que intervenga algún miembro del consejo
de administración, administrador, directivo, funcionario,
empleado o apoderado. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo,
de conformidad con las disposiciones de carácter general
previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán toman-
do en consideración, cuando menos, las modalidades que al
efecto estén referidas en dichas disposiciones; las caracte-
rísticas que deban reunir los actos, operaciones y servicios
a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo
en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza, los instru-
mentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y bursátiles que se observen en las
plazas donde se efectúen; así como la periodicidad y los
sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la in-
formación. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en
las citadas reglas generales emitirá los lineamientos sobre
el procedimiento y criterios que las casas de bolsa y espe-
cialistas bursátiles, deberán observar respecto de: 

a. el adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios,
para lo cual aquellas deberán considerar los antecedentes,
condiciones específicas, actividad económica o profesional
y las plazas en que operen; 

b. la información y documentación que dichas casas de
bolsa y especialistas bursátiles, deban recabar para la aper-
tura de cuentas o celebración de contratos relativos a las
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operaciones y servicios que ellas presten y que acredite
plenamente la identidad de sus clientes; 

c. la forma en que las mismas casas de bolsa y especialis-
tas bursátiles, deberán resguardar y garantizar la seguridad
de la información y documentación relativas a la identifi-
cación de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido,
así como la de aquellos actos, operaciones y servicios re-
portados conforme al presente artículo; y 

d. los términos para proporcionar capacitación al interior
de las casas de bolsa y especialistas bursátiles, sobre la ma-
teria objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter
general a que se refiere el presente artículo, señalarán los
términos para su debido cumplimiento.

Las casas de bolsa y especialistas bursátiles, deberán con-
servar, por al menos diez años, la información y documen-
tación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin
perjuicio de lo establecido en éste u otros ordenamientos
aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facul-
tada para requerir y recabar, por conducto de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, información y documen-
tación relacionada con los actos, operaciones y servicios a
que se refiere la fracción II de este artículo. Las casas de
bolsa y especialistas bursátiles estarán obligados a propor-
cionar dicha información y documentación. La Secretaría
de Hacienda y Crédito Público estará facultada para obte-
ner información adicional de otras fuentes con el mismo fin
y a proporcionar información a las autoridades competen-
tes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este ar-
tículo no implicará trasgresión alguna a lo establecido en el
artículo 25 de esta Ley. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este
artículo deberán ser observadas por las casas de bolsa y es-
pecialistas bursátiles, así como por los miembros del con-
sejo de administración, administradores, directivos, funcio-
narios, empleados y apoderados respectivos, por lo cual,
tanto las entidades como las personas mencionadas serán
responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones
que mediante dichas disposiciones se establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este artícu-
lo será sancionada por la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores conforme al procedimiento previsto en el artículo

50 bis de la presente Ley, con multa de hasta 100,000 días
de salario mínimo general diario vigente en el Distrito
Federal. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas a las casas
de bolsa y especialistas bursátiles, como a los miembros
del consejo de administración, administradores, directivos,
funcionarios, empleados y apoderados y personas físicas y
morales, que en razón de sus actos, hayan ocasionado o in-
tervenido para que dichas entidades financieras incurran en
la irregularidad o resulten responsables de la misma. Sin
perjuicio de lo anterior, la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores, atendiendo a las circunstancias de cada caso,
podrá proceder conforme a lo previsto en el artículo 42 de
esta Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, las casas de bolsa y especialistas bursátiles, sus
miembros del consejo de administración, administradores,
directivos, funcionarios, empleados y apoderados, deberán
abstenerse de dar noticia de los reportes y demás docu-
mentación e información a que se refiere este artículo, a
personas o autoridades distintas a las facultadas expresa-
mente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir
o conservar tal documentación e información. La violación
a estas obligaciones será sancionada en los términos de las
leyes correspondientes. 

ARTÍCULO SEXTO.- Se REFORMA el artículo 112, pá-
rrafos tercero al sexto, y se ADICIONA dicho artículo 112
con los párrafos séptimo al duodécimo de la Ley Federal de
Instituciones de Fianzas, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 112.- ........ 

............ 

Las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, en tér-
minos de las disposiciones de carácter general que emita la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la
previa opinión de la Comisión Nacional de Seguros y Fian-
zas, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás
obligaciones que les resulten aplicables, a: 

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y de-
tectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favore-
cer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier es-
pecie para la comisión del delito previsto en el artículo 139
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del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los
supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código, y 

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
por conducto de la Comisión Nacional de Seguros y Fian-
zas, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus
clientes y usuarios, relativos a la fracción anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiera ubicarse en
el supuesto previsto en la fracción I de este artículo o que,
en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada
aplicación de las disposiciones señaladas en la misma, que
realice o en el que intervenga algún miembro del consejo
de administración, directivos, funcionarios, empleados,
factores y apoderados. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo,
de conformidad con las disposiciones de carácter general
previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán toman-
do en consideración, cuando menos, las modalidades que al
efecto estén referidas en dichas disposiciones; las caracte-
rísticas que deban reunir los actos, operaciones y servicios
a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo
en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza, los instru-
mentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y financieras que se observen en las
plazas donde se efectúen; así como la periodicidad y los
sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la in-
formación. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en
las citadas reglas generales emitirá los lineamientos sobre
el procedimiento y criterios que las instituciones de fianzas
y los agentes de fianzas, deberán observar respecto de: 

a. el adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios,
para lo cual aquellas deberán considerar los antecedentes,
condiciones específicas, actividad económica o profesional
y las plazas en que operen; 

b. la información y documentación que dichas instituciones
de fianzas y los agentes de fianzas, deban recabar para la
apertura de cuentas o celebración de contratos relativos a
las operaciones y servicios que ellas presten y que acredite
plenamente la identidad de sus clientes; 

c. la forma en que las mismas instituciones de fianzas y los
agentes de fianzas, deberán resguardar y garantizar la se-

guridad de la información y documentación relativas a la
identificación de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan
sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios
reportados conforme al presente artículo; y 

d. los términos para proporcionar capacitación al interior
de las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, so-
bre la materia objeto de este artículo. Las disposiciones de
carácter general a que se refiere el presente artículo, seña-
larán los términos para su debido cumplimiento.

Las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, debe-
rán conservar, por al menos diez años, la información y do-
cumentación a que se refiere el inciso c) del párrafo ante-
rior, sin perjuicio de lo establecido en éste u otros
ordenamientos aplicables. La Secretaría de Hacienda y
Crédito Público estará facultada para requerir y recabar,
por conducto de la Comisión Nacional de Seguros y Fian-
zas, información y documentación relacionada con los ac-
tos, operaciones y servicios a que se refiere la fracción II
de este artículo. Las instituciones de fianzas y los agentes
de fianzas, quienes estarán obligados a proporcionar dicha
información y documentación. La Secretaría de Hacienda y
Crédito Público estará facultada para obtener información
adicional de otras fuentes con el mismo fin y a proporcio-
nar información a las autoridades competentes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este ar-
tículo no implicará trasgresión alguna a la obligación de
confidencialidad legal, ni constituirá violación a las res-
tricciones sobre revelación de información establecidas por
vía contractual, ni a lo establecido por el artículo 126 de
esta Ley, ni a lo dispuesto en materia del secreto propio de
las operaciones a que se refiere el artículo 46 fracción XV,
en relación con los artículos 117 y 118 de la Ley de Insti-
tuciones de Crédito. Las disposiciones de carácter general
a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las
instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, así como
por los miembros del consejo de administración, adminis-
tradores, directivos, funcionarios, empleados, factores y
apoderados respectivos, por lo cual, tanto las entidades
como las personas mencionadas serán responsables del es-
tricto cumplimiento de las obligaciones que mediante di-
chas disposiciones se establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este ar-
tículo será sancionada por la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores conforme al procedimiento previsto en el ar-
tículo 110 de la presente Ley, con multa de hasta 100,000
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días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito
Federal. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las insti-
tuciones de fianzas y los agentes de fianzas, como a sus
miembros del consejo de administración, administradores,
directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados
respectivos, así como a las personas físicas y morales que,
en razón de sus actos, hayan ocasionados o intervenido
para que dichas entidades financieras incurran en la irregu-
laridad o resulten responsables de la misma. Sin perjuicio
de lo anterior, la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas,
atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proce-
der conforme a lo previsto en los artículos 82 y 87 de esta
Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y de la Comisión Nacional de Seguros y
Fianzas, las instituciones de fianzas y los agentes de fian-
zas, sus miembros del consejo de administración, adminis-
tradores, directivos, funcionarios, empleados, factores y
apoderados, deberán abstenerse de dar noticia de los repor-
tes y demás documentación e información a que se refiere
este artículo, a personas o autoridades distintas a las facul-
tadas expresamente en los ordenamientos relativos para re-
querir, recibir o conservar tal documentación e informa-
ción. La violación a estas obligaciones será sancionada en
los términos de las leyes correspondientes. 

ARTÍCULO SÉPTIMO.- Se REFORMA el artículo 140,
párrafos tercero al sexto, y se ADICIONA dicho artículo
140 con los párrafos séptimo al duodécimo de la Ley Ge-
neral de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Segu-
ros, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 140.- ......... 

............ 

Las instituciones y sociedades mutualistas de seguros y los
agentes de seguros, en términos de las disposiciones de ca-
rácter general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público, escuchando la previa opinión de la Comisión
Nacional de Seguros y Fianzas, estarán obligadas, en adi-
ción a cumplir con las demás obligaciones que les resulten
aplicables, a: 

I. I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y
detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favo-
recer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier es-

pecie para la comisión del delito previsto en el artículo 139
del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los
supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código, y 

II. II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, por conducto de la Comisión Nacional de Seguros y
Fianzas, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus
clientes y usuarios, relativos a la fracción anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiesen ubicarse
en el supuesto previsto en la fracción I de este artículo o
que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecua-
da aplicación de las disposiciones señaladas en la misma,
que realice o en el que intervenga algún miembro del con-
sejo de administración, directivos, funcionarios, empleados
y apoderados, 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo,
de conformidad con las disposiciones de carácter general
previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán toman-
do en consideración, cuando menos, las modalidades que al
efecto estén referidas en dichas disposiciones; las caracte-
rísticas que deban reunir los actos, operaciones y servicios
a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo
en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza, los instru-
mentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y financieras que se observen en las
plazas donde se efectúen; así como la periodicidad y los
sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la in-
formación. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en
las citadas reglas generales emitirá los lineamientos sobre
el procedimiento y criterios que las instituciones y socie-
dades mutualistas de seguros y los agentes de seguros de-
berán observar respecto de: 

a. el adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios,
para lo cual aquellas deberán considerar los antecedentes,
condiciones específicas, actividad económica o profesional
y las plazas en que operen; 

b. la información y documentación que dichas institucio-
nes, sociedades y agentes deban recabar para la apertura de
cuentas o celebración de contratos relativos a las operacio-
nes y servicios que ellas presten y que acredite plenamen-
te la identidad de sus clientes; 
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c. la forma en que las mismas instituciones, sociedades y
agentes deberán resguardar y garantizar la seguridad de la
información y documentación relativas a la identificación
de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido, así como
la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados
conforme al presente artículo; y 

d. los términos para proporcionar capacitación al interior
de las instituciones y sociedades mutualistas de seguros y
agentes de seguros sobre la materia objeto de este artículo.
Las disposiciones de carácter general a que se refiere el
presente artículo, señalarán los términos para su debido
cumplimiento.

Las instituciones y sociedades mutualistas de seguros y los
agentes de seguros deberán conservar, por al menos diez
años, la información y documentación a que se refiere el
inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo estableci-
do en éste u otros ordenamientos aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facul-
tada para requerir y recabar, por conducto de la Comisión
Nacional de Seguros y Fianzas, información y documenta-
ción relacionada con los actos, operaciones y servicios a
que se refiere la fracción II de este artículo. Las institucio-
nes y sociedades mutualistas de seguros y los agentes de
seguros, estarán obligados a proporcionar dicha informa-
ción y documentación. La Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público estará facultada para obtener información adi-
cional de otras fuentes con el mismo fin y a proporcionar
información a las autoridades competentes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este ar-
tículo no implicará trasgresión alguna a la obligación de
confidencialidad legal, ni constituirá violación a las res-
tricciones sobre revelación de información establecidas por
vía contractual, ni a lo establecido por el artículo 126 de
esta Ley, ni a lo dispuesto en materia del secreto propio de
las operaciones a que se refiere el artículo 46 fracción XV,
en relación con los artículos 117 y 118 de la Ley de Insti-
tuciones de Crédito. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este
artículo deberán ser observadas por las instituciones y
sociedades mutualistas de seguros y los agentes de segu-
ros, así como por los miembros del consejo de administra-
ción, administradores, directivos, funcionarios, empleados,
factores y apoderados respectivos, por lo cual, tanto las ins-
tituciones y sociedades como las personas mencionadas se-

rán responsables del estricto cumplimiento de las obliga-
ciones que mediante dichas disposiciones se establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este ar-
tículo será sancionada por la Comisión Nacional de Segu-
ros y Fianzas conforme al procedimiento previsto en el ar-
tículo 138 de la presente Ley, con multa de hasta 100,000
días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito
Federal. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las insti-
tuciones y sociedades mutualistas de seguros y los agentes
de seguros, así como a sus miembros del consejo de admi-
nistración, administradores, directivos, funcionarios, em-
pleados, factores y apoderados y personas físicas y mora-
les, que en razón de sus actos, hayan ocasionado o
intervenido para que dichas entidades financieras incurran
en la irregularidad o resulten responsables de la misma. Sin
perjuicio de lo anterior, la Comisión Nacional de Seguros
y Fianzas, atendiendo a las circunstancias de cada caso, po-
drá proceder conforme a lo previsto en los artículos 23 y 31
de esta Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y de la Comisión Nacional de Seguros y
Fianzas, las instituciones y sociedades mutualistas de se-
guros y los agentes de seguros, sus miembros del consejo
de administración, administradores, directivos, funciona-
rios, empleados, factores y apoderados, deberán abstenerse
de dar noticia de los reportes y demás documentación e in-
formación a que se refiere este artículo, a personas o auto-
ridades distintas a las facultadas expresamente en los orde-
namientos relativos para requerir, recibir o conservar tal
documentación e información. La violación a estas obliga-
ciones será sancionada en los términos de las leyes corres-
pondientes. 

ARTÍCULO OCTAVO.- Se REFORMA el artículo 95,
párrafos cuarto al séptimo, se ADICIONA dicho artículo
95 con los párrafos octavo al décimo tercero, y el artículo
95 bis de la Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 95.- .......... 

.......... 

............ 
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Las organizaciones auxiliares del crédito y casas de cam-
bio, en términos de las disposiciones de carácter general
que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, es-
cuchando la previa opinión de la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores, estarán obligadas, en adición a cumplir
con las demás obligaciones que les resulten aplicables, a: 

I. I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y
detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favo-
recer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier es-
pecie para la comisión del delito previsto en el artículo 139
del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los
supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código, y 

II. II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, por conducto de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, reportes sobre: 

a. a) Los actos, operaciones y servicios que realicen con
sus clientes y usuarios, relativos a la fracción anterior, y 

b. b) Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse
en el supuesto previsto en la fracción I de este artículo o
que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecua-
da aplicación de las disposiciones señaladas en la misma,
que realice o en el que intervenga algún miembro del con-
sejo de administración, administradores, directivos, funcio-
narios, empleados y apoderados. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo,
de conformidad con las disposiciones de carácter general
previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán toman-
do en consideración, cuando menos, las modalidades que al
efecto estén referidas en dichas disposiciones; las caracte-
rísticas que deban reunir los actos, operaciones y servicios
a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo
en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza, los instru-
mentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales y financieras que se observen en las
plazas donde se efectúen; así como la periodicidad y los
sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la in-
formación. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en
las citadas reglas generales emitirá los lineamientos sobre
el procedimiento y criterios que las organizaciones auxilia-
res del crédito y casas de cambio deberán observar respec-
to de: 

a. el adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para
lo cual aquellas deberán considerar los antecedentes, con-
diciones específicas, actividad económica o profesional y
las plazas en que operen; 

b. la información y documentación que dichas organiza-
ciones auxiliares del crédito y casas de cambio deban reca-
bar para la apertura de cuentas o celebración de contratos
relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y
que acredite plenamente la identidad de sus clientes; 

c. la forma en que las mismas organizaciones auxiliares del
crédito y casas de cambio deberán resguardar y garantizar
la seguridad de la información y documentación relativas a
la identificación de sus clientes y usuarios o quienes lo ha-
yan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y ser-
vicios reportados conforme al presente artículo; y 

d. los términos para proporcionar capacitación al interior
de las organizaciones auxiliares del crédito y casas de
cambio sobre la materia objeto de este artículo. Las dis-
posiciones de carácter general a que se refiere el presente
artículo, señalarán los términos para su debido cumpli-
miento.

Las organizaciones auxiliares del crédito y casas de cam-
bio deberán conservar, por al menos diez años, la informa-
ción y documentación a que se refiere el inciso c) del pá-
rrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en éste u otros
ordenamientos aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facul-
tada para requerir y recabar, por conducto de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, información y documen-
tación relacionada con los actos, operaciones y servicios a
que se refiere la fracción II de este artículo. Las organiza-
ciones auxiliares del crédito y casas de cambio, quienes es-
tarán obligadas a proporcionar dicha información y docu-
mentación. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
estará facultada para obtener información adicional de
otras fuentes con el mismo fin y a proporcionar informa-
ción a las autoridades competentes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este
artículo no implicará trasgresión alguna a la obligación de
confidencialidad legal, ni constituirá violación a las res-
tricciones sobre revelación de información establecidas por
vía contractual. 
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Las disposiciones de carácter general a que se refiere este
artículo deberán ser observadas por las organizaciones au-
xiliares del crédito y casas de cambio, así como por los
miembros del consejo de administración, administradores,
directivos, funcionarios, empleados y apoderados respecti-
vos, por lo cual, tanto las entidades como las personas
mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento
de las obligaciones que mediante dichas disposiciones se
establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este artícu-
lo será sancionada por la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores conforme al procedimiento previsto en el artículo
88 de la presente Ley, con multa de hasta 100,000 días
de salario mínimo general diario vigente en el Distrito Fe-
deral. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las orga-
nizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio, así a
sus miembros del consejo de administración, administra-
dores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados
respectivos, así como a las personas físicas y morales que,
en razón de sus actos, hayan ocasionado o intervenido
para que dichas entidades financieras incurran en la irregu-
laridad o resulten responsables de la misma. Sin perjuicio
de lo anterior, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proce-
der conforme a lo previsto en el artículo 74 de esta Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, las organizaciones auxiliares del crédito y casas de
cambio, sus miembros del consejo de administración, ad-
ministradores, directivos, funcionarios, empleados y apo-
derados, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y
demás documentación e información a que se refiere este
artículo, a personas o autoridades distintas a las facultadas
expresamente en los ordenamientos relativos para requerir,
recibir o conservar tal documentación e información. La
violación a estas obligaciones será sancionada en los tér-
minos de las leyes correspondientes. 

ARTÍCULO 95 BIS.- Las personas que realicen las acti-
vidades a que se refiere el artículo 81-A y los transmisores
de dinero, en términos de las disposiciones de carácter ge-
neral que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, escuchando la previa opinión del Servicio de Adminis-
tración Tributaria, estarán obligadas, en adición a cumplir
con las demás obligaciones que les resulten aplicables, a: 

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y de-
tectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favore-
cer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier es-
pecie para la comisión del delito previsto en el artículo 139
del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los
supuestos del artículo 400 Bis del mismo Código, y 

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
por conducto del Servicio de Administración Tributaria, re-
portes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus
clientes y usuarios, relativos a la fracción anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiesen ubicarse
en el supuesto previsto en la fracción I de este artículo o
que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecua-
da aplicación de las disposiciones señaladas en la misma,
que realice o en el que intervenga algún miembro del con-
sejo de administración, administrador, directivo, funciona-
rio, empleados, factor y apoderado. 

Para efectos de lo previsto por este artículo, se entenderá
por transmisor de dinero, a la persona que, de manera ha-
bitual y a cambio del pago de una contraprestación, comi-
sión, beneficio o ganancia, recibe en el territorio nacional
derechos o recursos en moneda nacional o divisas, directa-
mente en sus oficinas, o por cable, facsímil, servicios de
mensajería, medios electrónicos o transferencia electrónica
de fondos, para que de acuerdo a las instrucciones del re-
misor, los transfiera al extranjero, a otro lugar dentro del te-
rritorio nacional o para entregarlos en el lugar en el que los
recibe, al beneficiario designado. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo,
de conformidad con las disposiciones de carácter general
previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán toman-
do en consideración, cuando menos, las modalidades que al
efecto estén referidas en dichas disposiciones; las caracte-
rísticas que deban reunir los actos, operaciones y servicios
a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo
en cuenta sus montos, frecuencia y naturaleza, los instru-
mentos monetarios y financieros con que se realicen, y las
prácticas comerciales que se observen en las plazas donde
se efectúen; así como la periodicidad y los sistemas a tra-
vés de los cuales habrá de transmitirse la información. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en
las citadas reglas generales emitirá los lineamientos sobre
el procedimiento y criterios que las personas que realicen
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las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los trans-
misores de dinero deberán observar respecto de: 

a. el adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para
lo cual aquellas deberán considerar los antecedentes, con-
diciones específicas, actividad económica o profesional y
las plazas en que operen; 

b. la información y documentación que dichas personas
que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-
A y los transmisores de dinero deban recabar para la aper-
tura de cuentas o celebración de contratos relativos a las
operaciones y servicios que ellas presten y que acredite
plenamente la identidad de sus clientes; 

c. la forma en que las mismas personas que realicen las ac-
tividades a que se refiere el artículo 81-A y los transmiso-
res de dinero deberán resguardar y garantizar la seguridad
de la información y documentación relativas a la identifi-
cación de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido,
así como la de aquellos actos, operaciones y servicios re-
portados conforme al presente artículo; y 

d. los términos para proporcionar capacitación al interior
de las personas que realicen las actividades a que se refie-
re el artículo 81-A y los transmisores de dinero sobre la
materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carác-
ter general a que se refiere el presente artículo, señalarán
los términos para su debido cumplimiento.

Las personas que realicen las actividades a que se refiere el
artículo 81-A y los transmisores de dinero deberán conser-
var, por al menos diez años, la información y documenta-
ción a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin
perjuicio de lo establecido en éste u otros ordenamientos
aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facul-
tada para requerir y recabar, por conducto del Servicio de
Administración Tributaria, información y documentación
relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se
refiere la fracción II de este artículo. Las personas que rea-
licen las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los
transmisores de dinero, quienes estarán obligadas a pro-
porcionar dicha información y documentación. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este ar-
tículo no implicará trasgresión alguna a la obligación de
confidencialidad legal, ni constituirá violación a las res-

tricciones sobre revelación de información establecidas por
vía contractual. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este
artículo deberán ser observadas por las personas que reali-
cen las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los
transmisores de dinero, así como por los miembros del
consejo de administración, administradores, directivos,
funcionarios, empleados, factores y apoderados respecti-
vos, por lo cual, tanto las entidades como las personas
mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento
de las obligaciones que mediante dichas disposiciones se
establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este ar-
tículo será sancionada por el Servicio de Administración
Tributaria, con multa de hasta 100,000 días de salario mí-
nimo general diario vigente en el Distrito Federal, en tér-
minos de su Ley. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las perso-
nas que realicen las actividades a que se refiere el artículo
81-A y los transmisores de dinero, así como a sus miem-
bros del consejo de administración, administradores, direc-
tivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados res-
pectivos, así como a las personas físicas y morales que, en
razón de sus actos, hayan ocasionado o intervenido para
que dichas entidades financieras incurran en la irregulari-
dad o resulten responsables de la misma. 

El Servicio de Administración Tributaria tendrá la facultad
de supervisar, vigilar e inspeccionar el cumplimiento y ob-
servancia de lo dispuesto por este artículo, así como por las
disposiciones de carácter general que emita la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público en términos del mismo. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y el Servicio de Administración Tributaria,
las personas que realicen las actividades a que se refiere el
artículo 81-A y los transmisores de dinero, sus miembros
del consejo de administración, administradores, directivos,
funcionarios, empleados, factores y apoderados, deberán
abstenerse de dar noticia de los reportes y demás docu-
mentación e información a que se refiere este artículo, a
personas o autoridades distintas a las facultadas expresa-
mente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir
o conservar tal documentación e información. La violación
a estas obligaciones será sancionada en los términos de las
leyes correspondientes. 
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TRANSITORIOS 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Salón de Sesiones de la Honorable Cámara de Senadores.-
México, DF, a 18 de noviembre de 2003.— Sen. Carlos
Chaurand Arzate (rúbrica), Vicepresidente; Sen. Rafael
Melgoza Radillo (rúbrica), Secretario.

Se remite a la honorable Cámara de Diputados, para los
efectos constitucionales.— Lic. Arturo Garita, Secretario
General de Servicios Parlamentarios.»

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY FEDERAL DE FOMENTO A LAS 
ACTIVIDADES REALIZADAS POR 

ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL

El Secretario diputado Marcos Morales Torres:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México DF.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presen-
tes.

Me permito devolver a ustedes el expediente que contiene
minuta proyecto de Ley Federal de Fomento a las Activi-
dades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil,
para los efectos de lo dispuesto en el inciso e) del artículo
72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos. 

Atentamente.

México, DF, a 18 de noviembre de 2003.— Sen. Carlos
Chaurand Arzate (rúbrica), Vicepresidente.» 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México DF.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se expide la Ley Federal de
Fomento a las Actividades Realizadas por Organizaciones
de la Sociedad Civil, para quedar como sigue: 

LEY FEDERAL DE FOMENTO A LAS 
ACTIVIDADES REALIZADAS POR 

ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL 

CAPÍTULO PRIMERO 

Disposiciones Generales 

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés
social y tiene por objeto: 

I. Fomentar las actividades que realizan las organizaciones
de la sociedad civil señaladas en el artículo 5 de esta ley; 

II. Establecer las facultades de las autoridades que la apli-
carán y los órganos que coadyuvarán en ello; 

III. Determinar las bases sobre las cuales la Administración
Pública Federal fomentará las actividades a que se refiere
la fracción I de este artículo; 

IV. Establecer los derechos y las obligaciones de las orga-
nizaciones de la sociedad civil que cumplan con los requi-
sitos que esta Ley establece para ser objeto de fomento de
sus actividades, y 

V. Favorecer la coordinación entre las dependencias y en-
tidades del gobierno federal y las organizaciones de la so-
ciedad civil beneficiarias, en lo relativo a las actividades
que señala el artículo 5 de la misma.

Artículo 2. Para efectos de esta ley, se entenderá por: 

a) Autobeneficio: bien, utilidad o provecho que obtengan
los miembros de una organización de la sociedad o sus fa-
miliares hasta cuarto grado civil, mediante la utilización de
los apoyos y estímulos públicos que le hayan sido otorga-
dos para el cumplimiento de los fines de la organización; 

b) Beneficio mutuo: bien, utilidad o provecho provenientes
de apoyos y estímulos públicos que reciban, de manera
conjunta, los miembros de una o varias organización y los
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funcionarios públicos responsables y que deriven de la
existencia o actividad de la misma; 

c) Comisión: la Comisión de Fomento a las Actividades de
las Organizaciones de la Sociedad Civil; 

d) Consejo: el Consejo Técnico Consultivo; 

e) Dependencias: unidades de la Administración Pública
Federal Centralizada; 

f) Entidades: los organismos, empresas y fideicomisos de
la Administración Pública Federal Paraestatal; 

g) Organizaciones: las personas morales a que se refiere el
artículo 3 de esta ley; 

h) Redes: agrupaciones de organizaciones que se apoyan
entre sí, prestan servicios de apoyo a otras para el cumpli-
miento de su objeto social y fomentan la creación y aso-
ciación de organizaciones; y 

i) Registro: el Registro Federal de Organizaciones en el
que se inscriban las organizaciones de la sociedad civil que
sean objeto de fomento.

Artículo 3. Podrán acogerse y disfrutar de los apoyos y es-
tímulos que establece esta ley, todas las agrupaciones u or-
ganizaciones mexicanas que, estando legalmente constitui-
das, realicen alguna o algunas de las actividades a que se
refiere el artículo 5 de la presente ley y no persigan fines
de lucro ni de proselitismo partidista, político-electoral o
religioso, sin menoscabo de las obligaciones señaladas en
otras disposiciones legales. 

Artículo 4. Las organizaciones de la sociedad civil que
constituyan los capítulos nacionales de organizaciones in-
ternacionales que cumplan con lo establecido en el artícu-
lo 3, podrán gozar de los derechos que la misma establece,
siempre que sus órganos de administración y representa-
ción estén integrados mayoritariamente por ciudadanos
mexicanos. Para efectos de lo dispuesto en este artículo, las
organizaciones internacionales deberán inscribirse en el
Registro y señalar domicilio en el territorio nacional. 

Las organizaciones de la sociedad civil constituidas con-
forme a las leyes extranjeras, previo cumplimiento de las
disposiciones correspondientes del Código Civil Federal,
que realicen una o más de las actividades cuyo fomento tie-
ne por objeto esta ley, gozarán de los derechos que derivan

de la inscripción en el Registro, con exclusión de los que se
establecen en las fracciones II a VIII y XI del artículo 6 y
del 25, reservados a las organizaciones constituidas con-
forme a las leyes mexicanas. 

Capítulo Segundo 

De las Organizaciones de la Sociedad Civil 

Artículo 5. Para efectos de esta ley, las actividades de las
organizaciones de la sociedad civil objeto de fomento son
las siguientes: 

I. Asistencia social, conforme a lo establecido en la Ley
Sobre el Sistema Nacional de Asistencia Social y en la Ley
General de Salud; 

II. Apoyo a la alimentación popular; 

III. Cívicas, enfocadas a promover la participación ciuda-
dana en asuntos de interés público; 

IV. Asistencia jurídica; 

V. Apoyo para el desarrollo de los pueblos y comunidades
indígenas; 

VI. Promoción de la equidad de género; 

VII. Aportación de servicios para la atención a grupos so-
ciales con capacidades diferentes; 

VIII. Cooperación para el desarrollo comunitario; 

IX. Apoyo en la defensa y promoción de los derechos hu-
manos; 

X. Promoción del deporte; 

XI. Promoción y aportación de servicios para la atención
de la salud y cuestiones sanitarias; 

XII. Apoyo en el aprovechamiento de los recursos natura-
les, la protección del ambiente, la flora y la fauna, la pre-
servación y restauración del equilibrio ecológico, así como
la promoción del desarrollo sustentable a nivel regional y
comunitario, de las zonas urbanas y rurales; 

XIII. Promoción y fomento educativo, cultural, artístico,
científico y tecnológico; 
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XIV. Fomento de acciones para mejorar la economía popu-
lar; 

XV. Participación en acciones de protección civil; 

XVI. Prestación de servicios de apoyo a la creación y for-
talecimiento de organizaciones que realicen actividades
objeto de fomento por esta ley, y 

XVII. Las que determinen otras leyes.

Artículo 6. Para los efectos de esta ley, las organizaciones
de la sociedad civil tienen los siguientes derechos: 

I. Inscribirse en el Registro; 

II. Participar, conforme a la Ley de Planeación y demás
disposiciones jurídicas aplicables, como instancias de par-
ticipación y consulta; 

III. Integrarse a los órganos de participación y consulta ins-
taurados por la Administración Pública Federal, en las
áreas vinculadas con las actividades a que se refiere el ar-
tículo 5 de esta ley, y que establezcan o deban operar las
dependencias o entidades; 

IV. Participar en los mecanismos de contraloría social que
establezcan u operen dependencia y entidades, de confor-
midad con la normatividad jurídica y administrativa apli-
cable; 

V. Acceder a los apoyos y estímulos públicos que para fo-
mento de las actividades previstas en el artículo 5 de esta
ley, establezcan las disposiciones jurídicas y administrati-
vas aplicables; 

VI. Gozar de los incentivos fiscales y demás apoyos eco-
nómicos y administrativos, que permitan las disposiciones
jurídicas en la materia; 

VII. Recibir donativos y aportaciones, en términos de las
disposiciones fiscales y demás ordenamientos aplicables; 

VIII. Coadyuvar con las autoridades competentes, en los
términos de los convenios que al efecto se celebren, en la
prestación de servicios públicos relacionados con las acti-
vidades previstas en el artículo 5 de esta ley; 

IX. Acceder a los beneficios para las organizaciones que se
deriven de los convenios o tratados internacionales y que

estén relacionados con las actividades y finalidades previs-
tas en esta ley, en los términos de dichos instrumentos; 

X. Recibir asesoría, capacitación y colaboración por parte
de dependencias y entidades para el mejor cumplimiento
de su objeto y actividades, en el marco de los programas
que al efecto formulen dichas dependencias y entidades; 

XI. Participar, en los términos que establezcan las disposi-
ciones jurídicas aplicables, en la planeación, ejecución y
seguimiento de las políticas, programas, proyectos y pro-
cesos que realicen las dependencias y entidades, en rela-
ción con las actividades a que se refiere el artículo 5 de
esta ley, y 

XII. Ser respetadas en la toma de las decisiones relaciona-
das con sus asuntos internos.

Artículo 7. Para acceder a los apoyos y estímulos que otor-
gue la Administración Pública Federal, dirigidos al fomen-
to de las actividades que esta ley establece, las organiza-
ciones de la sociedad civil tienen, además de las previstas
en otras disposiciones jurídicas aplicables, las siguientes
obligaciones: 

I. Estar inscritas en el Registro; 

II. Haber constituido en forma legal, sus órganos de direc-
ción y de representación; 

III. Contar con un sistema de contabilidad de acuerdo con
las normas y principios de contabilidad generalmente acep-
tados; 

IV. Proporcionar la información que les sea requerida por
autoridad competente sobre sus fines, estatutos, programas,
actividades, beneficiarios, fuentes de financiamiento na-
cionales o extranjeras o de ambas, patrimonio, operación
administrativa y financiera, y uso de los apoyos y estímu-
los públicos que reciban; 

V. Informar anualmente a la Comisión sobre las actividades
realizadas y el cumplimiento de sus propósitos, así como el
balance de su situación financiera, contable y patrimonial,
que reflejen en forma clara su situación y, especialmente,
el uso y resultados derivados de los apoyos y estímulos pú-
blicos otorgados con fines de fomento, para mantener ac-
tualizado el Sistema de Información y garantizar así la
transparencia de sus actividades; 
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VI. Notificar al Registro de las modificaciones a su acta
constitutiva, así como los cambios en sus órganos de go-
bierno, dirección y representación en un plazo no mayor a
cuarenta y cinco días hábiles contados a partir de la modi-
ficación respectiva; 

VII. Inscribir en el Registro la denominación de las Redes
de las que forme parte, así como cuando deje de pertenecer
a las mismas; 

VIII. En caso de disolución, transmitir los bienes que haya
adquirido con apoyos y estímulos públicos, a otra u otras
organizaciones que realicen actividades objeto de fomento
y que estén inscritas en el Registro. 

La organización que se disuelva tendrá la facultad de ele-
gir a quien transmitirá dichos bienes; 

IX. Realizar las acciones necesarias para el cumplimiento
de su objeto social; 

X. Promover la profesionalización y capacitación de sus
integrantes; 

XI. No realizar actividades de proselitismo partidista o
electoral; 

XII. No realizar proselitismo o propaganda con fines reli-
giosos, y 

XIII. Actuar con criterios de imparcialidad y no discrimi-
nación en la determinación de beneficiarios.

Artículo 8. Las organizaciones de la sociedad civil no po-
drán recibir los apoyos y estímulos públicos previstos en
esta ley cuando incurran en alguno de los siguientes su-
puestos: 

I. Exista entre sus directivos y los servidores públicos, en-
cargados de otorgar o autorizar los apoyos y estímulos pú-
blicos, relaciones de interés o nexos de parentesco por con-
sanguinidad o afinidad hasta en cuarto grado, o sean
cónyuges; y 

II. Contraten, con recursos públicos, a personas con nexos
de parentesco con los directivos de la organización, ya sea
por consanguinidad o afinidad hasta en cuarto grado.

Artículo 9. Las organizaciones de la sociedad civil que con
los fines de fomento que esta ley establece, reciban apoyos

y estímulos públicos, deberán sujetarse a las disposiciones
jurídicas y administrativas aplicables en la materia. 

Las organizaciones que obtengan recursos económicos de
terceros o del extranjero, deberán llevar a cabo las opera-
ciones correspondientes conforme a las disposiciones fis-
cales vigentes en el territorio nacional o, cuando así proce-
da, con base en los tratados y acuerdos internacionales de
los que el país sea parte. 

Capítulo Tercero 

De las Autoridades y las Acciones de Fomento 

Artículo 10. El Ejecutivo Federal constituirá la Comisión
de Fomento de las Actividades de las Organizaciones de la
Sociedad Civil para facilitar la coordinación en el diseño,
ejecución, seguimiento y evaluación de las acciones y me-
didas para el fomento de las actividades establecidas en el
artículo 5 de esta ley. 

La Comisión se conformará por un representante, con ran-
go de subsecretario u homólogo, al menos, de cada una de
las siguientes dependencias: 

I. Secretaría de Desarrollo Social; 

II. Secretaría de Gobernación; 

III. Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y 

IV. Secretaría de Relaciones Exteriores.

Las demás dependencias o entidades de la Administración
Pública Federal participarán a invitación de la Comisión,
cuando se traten asuntos de su competencia. 

La Secretaría Técnica estará a cargo de la dependencia que
determine el titular del Poder Ejecutivo Federal, entre las
secretarías señaladas en las fracciones I y II de este artículo. 

Artículo 11. Para el cumplimiento de su encargo, la Comi-
sión tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Definir las políticas públicas para el fomento de las acti-
vidades de las organizaciones de la sociedad civil; 

II. Realizar la evaluación de las políticas y acciones de fo-
mento de las actividades que señala la presente ley; 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 25 de noviembre de 200385



III. Promover el diálogo continuo entre los sectores públi-
co, social y privado para mejorar las políticas públicas re-
lacionadas con las actividades señaladas en el artículo 5 de
esta ley; 

IV. Conocer de las infracciones e imponer sanciones co-
rrespondientes a las organizaciones de la sociedad civil,
conforme a lo dispuesto en el capítulo IV de esta ley; 

V. Expedir su reglamento interno, y 

VI. Las demás que le señale la ley.

Artículo 12. La Secretaría de Desarrollo Social será la en-
cargada de coordinar a las dependencias y entidades para la
realización de las actividades de fomento a que se refiere la
presente ley, sin perjuicio de las atribuciones que las demás
leyes otorguen a otras autoridades. 

Artículo 13. Las dependencias y las entidades podrán fo-
mentar las actividades de las organizaciones de la sociedad
civil establecidas en el artículo 5 de esta ley, mediante al-
guna o varias de las siguientes acciones: 

I. Otorgamiento de apoyos y estímulos para los fines de fo-
mento que correspondan, conforme a lo previsto por esta
ley y las demás disposiciones legales y administrativas
aplicables; 

II. Promoción de la participación de las organizaciones en
los órganos, instrumentos y mecanismos de consulta que
establezca la normatividad correspondiente, para la planea-
ción, ejecución y seguimiento de políticas públicas; 

III. Establecimiento de medidas, instrumentos de informa-
ción, incentivos y apoyos en favor de las organizaciones,
conforme a su asignación presupuestal; 

IV. Concertación y coordinación con organizaciones para
impulsar sus actividades, de entre las previstas en el ar-
tículo 5 de esta ley; 

V. Diseño y ejecución de instrumentos y mecanismos que
contribuyan a que las organizaciones accedan al ejercicio
pleno de sus derechos y cumplan con las obligaciones que
esta ley establece; 

VI. Realización de estudios e investigaciones que permitan
apoyar a las organizaciones en el desarrollo de sus activi-
dades; 

VII. Celebración de convenios de coordinación entre ám-
bitos de gobierno, a efecto de que éstos contribuyan al fo-
mento de las actividades objeto de esta ley, y 

VIII. Otorgamiento de los incentivos fiscales previstos en
las leyes de la materia.

Artículo 14. La Comisión, en coordinación con las depen-
dencias y entidades de la administración pública federal,
deberá elaborar y publicar un Informe Anual de las accio-
nes de fomento y de los apoyos y estímulos otorgados a fa-
vor de organizaciones de la sociedad civil que se acojan a
esta ley. 

El informe respectivo, consolidado por la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, se incluirá como un apartado es-
pecífico del Informe Anual que rinde el Ejecutivo al Con-
greso de la Unión y de la Cuenta Pública, con base en las
leyes de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, de
Transparencia y Acceso a la Información, de Fiscalización
Superior de la Federación y demás leyes aplicables. 

Capítulo Cuarto 

Del Registro Federal de las Organizaciones 
de la Sociedad Civil y del Sistema de Información 

Artículo 15. Se crea el Registro Federal de Organizaciones
de la Sociedad Civil, que estará a cargo de la Secretaría
Técnica de la Comisión, y se auxiliará por un Consejo Téc-
nico Consultivo. 

Artículo 16. El Registro tendrá las funciones siguientes: 

I. Inscribir a las organizaciones que soliciten el registro,
siempre que cumplan con los requisitos que establece esta
ley; 

II. Otorgar a las organizaciones inscritas la constancia de
registro; 

III. Establecer un Sistema de Información que identifique,
de acuerdo con lo establecido en el artículo 5 de esta ley,
las actividades que las organizaciones de la sociedad civil
realicen, así como de los de las a los que se refiere el ar-
tículo 18, con el objeto de garantizar que las dependencias
y entidades cuenten con los elementos necesarios para dar
cumplimiento a la misma; 
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IV. Ofrecer a las dependencias, entidades y a la ciudadanía
en general, elementos de información que les ayuden a ve-
rificar el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere
esta ley por parte de las organizaciones y, en su caso, soli-
citar a la Comisión la imposición de las sanciones corres-
pondientes; 

V. Mantener actualizada la información relativa a las orga-
nizaciones a que se refiere esta ley; 

VI. Conservar constancias del proceso de registro respecto
de aquellos casos en los que la inscripción de alguna orga-
nización haya sido objeto de rechazo, suspensión o cance-
lación, en los términos de esta ley; 

VII. Permitir, conforme a las disposiciones legales vigen-
tes, el acceso a la información que el Registro tenga; 

VIII. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones que le
correspondan y que estén establecidas en la presente ley; 

IX. Hacer del conocimiento de la autoridad competente, la
existencia de actos o hechos que puedan ser constitutivos
de delito; 

X. Llevar el registro de las sanciones que imponga la Co-
misión a las organizaciones de la sociedad civil, y 

XI. Los demás que establezca el Reglamento de esta ley y
otras disposiciones legales.

Artículo 17. Los módulos para el trámite de inscripción
deberán ser operados únicamente por el Registro. 

Artículo 18. Para ser inscritas en el Registro, las organiza-
ciones deberán cumplir con los siguientes requisitos: 

I. Presentar una solicitud de registro; 

II. Exhibir su acta constitutiva en la que conste que tienen
por objeto social, realizar alguna de las actividades consi-
deradas objeto de fomento, conforme a lo dispuesto por el
artículo 5 de esta ley; 

III. Prever en su acta constitutiva o en sus estatutos vigen-
tes, que destinarán los apoyos y estímulos públicos que re-
ciban, al cumplimiento de su objeto social; 

IV. Estipular en su acta constitutiva o en sus estatutos, que
no distribuirán entre sus asociados remanentes de los apo-

yos y estímulos públicos que reciban y que en caso de di-
solución, transmitirán los bienes obtenidos con dichos apo-
yos y estímulos, a otra u otras organizaciones cuya inscrip-
ción en el Registro se encuentre vigente, de acuerdo con lo
previsto en la fracción VIII del artículo 7 de esta ley; 

V. Señalar su domicilio legal, 

VI. Informar al Registro la denominación de las Redes de
las que formen parte, así como cuando deje de pertenecer a
las mismas, 

VII. Presentar copia simple del testimonio notarial que
acredite la personalidad y ciudadanía de su representante
legal.

Artículo 19. El Registro deberá negar la inscripción a las
organizaciones que quisieran acogerse a esta ley sólo cuando: 

I. No acredite que su objeto social consiste en realizar al-
guna de las actividades señaladas en el artículo 5 de esta
ley; 

II. Exista evidencia de que no realiza cuando menos algu-
na actividad listada en el artículo 5 de la presente ley; 

III. La documentación exhibida presente alguna irregulari-
dad, y 

IV. Exista constancia de que haya cometido infracciones
graves o reiteradas a esta ley u otras disposiciones jurídicas
en el desarrollo de sus actividades.

Artículo 20. El Registro resolverá sobre la procedencia de
la inscripción en un plazo no mayor a treinta días hábiles
contados a partir de que reciba la solicitud. 

En caso de que existan insuficiencias en la información que
consta en la solicitud, deberá abstenerse de inscribir a la or-
ganización y le notificará dicha circunstancia otorgándole
un plazo de treinta días hábiles para que las subsane. Ven-
cido el plazo, si no lo hiciere, se desechará la solicitud. 

Artículo 21. La administración y el funcionamiento del
Registro se organizarán conforme al Reglamento interno
que expida la Comisión. 

Artículo 22. El Sistema de Información del Registro fun-
cionará mediante una base de datos distribuida y comparti-
da entre las dependencias y entidades de la Administración
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Pública Federal, relacionadas con las actividades señaladas
en el artículo 5. 

Artículo 23. En el Registro se concentrará toda la infor-
mación que forme parte o se derive del trámite y gestión
respecto de la inscripción de las organizaciones en el mis-
mo. Dicha información incluirá todas las acciones de fo-
mento que las dependencias o entidades emprendan con re-
lación a las organizaciones registradas. 

Artículo 24. Todas las dependencias y entidades, así como
las organizaciones inscritas, tendrán acceso a la informa-
ción existente en el Registro, con el fin de estar enteradas
del estado que guardan los procedimientos del mismo. 

Aquellas personas que deseen allegarse de información es-
tablecida en el Registro, deberán seguir el procedimiento a
que se refiere el Capítulo III del Título Segundo de la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental. 

Artículo 25. Las dependencias y entidades que otorguen
apoyos y estímulos a las organizaciones con inscripción vi-
gente en el Registro, deberán incluir en el Sistema de In-
formación del Registro lo relativo al tipo, monto y asigna-
ción de los mismos. 

Capítulo Quinto 

Del Consejo Técnico Consultivo 

Artículo 26. El Consejo es un órgano de asesoría y con-
sulta, de carácter honorífico, que tendrá por objeto propo-
ner, opinar y emitir recomendaciones respecto de la admi-
nistración, dirección y operación del Registro, así como
concurrir anualmente con la Comisión para realizar una
evaluación conjunta de las políticas y acciones de fomento. 

Artículo 27. El Consejo estará integrado de la siguiente
forma: 

I. Un servidor público que designe la Comisión, quien lo
presidirá; 

II. Nueve representantes de organizaciones, cuya presencia
en el Consejo será por tres años, renovándose por tercios
cada año. La Comisión emitirá la convocatoria para elegir
a los representantes de las organizaciones inscritas en el
Registro, en la cual deberán señalarse los requisitos de ele-

gibilidad, atendiendo a criterios de representatividad, anti-
güedad, membresía y desempeño de las organizaciones; 

III. Cuatro representantes de los sectores académico, pro-
fesional, científico y cultural; la Comisión emitirá las bases
para la selección de estos representantes; 

IV. Dos representantes del Poder Legislativo Federal, uno
por cada Cámara, cuyo desempeño legislativo sea afín a la
materia que regula esta ley, y 

V. Un Secretario Ejecutivo, designado por el Consejo a
propuesta del Presidente del mismo.

Artículo 28. El Consejo sesionará ordinariamente en pleno
por lo menos dos veces al año, y extraordinariamente,
cuando sea convocado por su Presidente o por un tercio de
los miembros del Consejo. La Secretaría Técnica proveerá
de lo necesario a todos los integrantes del Consejo para
apoyar su participación en las reuniones del mismo. 

Artículo 29. Para el cumplimiento de su objeto, el Conse-
jo tendrá las funciones siguientes: 

I. Analizar las políticas del Estado mexicano relacionadas
con el fomento a las actividades señaladas en el artículo 5
de esta ley, así como formular opiniones y propuestas so-
bre su aplicación y orientación; 

II. Impulsar la participación ciudadana y de las organiza-
ciones en el seguimiento, operación y evaluación de las po-
líticas del Estado mexicano señaladas en la anterior frac-
ción; 

III. Integrar las comisiones y grupos de trabajo que sean
necesarios para el ejercicio de sus funciones; 

IV. Sugerir la adopción de medidas administrativas y ope-
rativas que permitan el cumplimiento de sus objetivos y el
desarrollo eficiente de sus funciones; 

V. Coadyuvar en la aplicación de la presente ley; 

VI. Emitir recomendaciones para la determinación de in-
fracciones y su correspondiente sanción, en los términos de
esta ley. Las recomendaciones carecen de carácter vincula-
torio, y 

VII. Expedir el Manual de Operación conforme al cual re-
gulará su organización y funcionamiento.
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Capítulo Sexto 

De las Infracciones, Sanciones y Medios 
de Impugnación 

Artículo 30. Constituyen infracciones a la presente ley, por
parte de los sujetos a que la misma se refiere y que se aco-
jan a ella: 

I. Realizar actividades de autobeneficio o de beneficio mu-
tuo; 

II. Distribuir remanentes financieros o materiales prove-
nientes de los apoyos o estímulos públicos entre sus inte-
grantes; 

III. Aplicar los apoyos y estímulos públicos federales que
reciban a fines distintos para los que fueron autorizados; 

IV. Una vez recibidos los apoyos y estímulos públicos, de-
jar de realizar la actividad o actividades previstas en el ar-
tículo 5 de esta ley; 

V. Realizar cualquier tipo de actividad que pudiera generar
resultados que impliquen proselitismo político, a favor o en
contra, de algún partido o candidato a cargo de elección po-
pular; 

VI. Llevar a cabo proselitismo de índole religioso; 

VII. Realizar actividades ajenas a su objeto social; 

VIII. No destinar sus bienes, recursos, intereses y produc-
tos a los fines y actividades para los que fueron constitui-
das; 

IX. Abstenerse de entregar los informes que les solicite la
dependencia o entidad competente que les haya otorgado o
autorizado el uso de apoyos y estímulos públicos federales; 

X. No mantener a disposición de las autoridades compe-
tentes, y del público en general, la información de las acti-
vidades que realicen con la aplicación de los apoyos y es-
tímulos públicos que hubiesen utilizado; 

XI. Omitir información o incluir datos falsos en los infor-
mes; 

XII. No informar al Registro dentro del plazo de cuarenta
y cinco días hábiles, contados a partir de la decisión res-

pectiva, sobre cualquier modificación a su acta constitutiva
o estatutos, o sobre cualquier cambio relevante en la infor-
mación proporcionada al solicitar su inscripción en el mis-
mo, y 

XIII. No cumplir con cualquier otra obligación que le co-
rresponda en los términos de la presente ley.

Artículo 31. Cuando una organización de la sociedad civil
con registro vigente cometa alguna de las infracciones a
que hace referencia el artículo anterior, la Comisión, a tra-
vés de la Secretaría Técnica, impondrá a la organización,
según sea el caso, las siguientes sanciones: 

I. Apercibimiento: en el caso de que la organización haya
incurrido por primera vez en alguna de las conductas que
constituyen infracciones conforme a lo dispuesto por el ar-
tículo anterior, se le apercibirá para que, en un plazo no
mayor a treinta días hábiles, contados a partir de la notifi-
cación respectiva, subsane la irregularidad; 

II. Multa: en caso de no cumplir con el apercibimiento en
el término a que se refiere la fracción anterior o en los ca-
sos de incumplimiento de los supuestos a que se refieren
las infracciones VII, VIII, IX, X, XI, XII y XIII del artícu-
lo 30 de esta ley; se multará hasta por el equivalente a tres-
cientos días de salario mínimo general vigente en el Distri -
to Federal; 

III. Suspensión: por un año de su inscripción en el Regis-
tro, contado a partir de la notificación, en el caso de reinci-
dencia con respecto a la violación de una obligación esta-
blecida por esta ley, que hubiere dado origen ya a una
multa a la organización, y 

IV. Cancelación definitiva de su inscripción en el Registro:
en el caso de infracción reiterada o causa grave. Se consi-
dera infracción reiterada el que una misma organización
que hubiese sido previamente suspendida, se hiciera acree-
dora a una nueva suspensión, sin importar cuales hayan
sido las disposiciones de esta ley cuya observancia hubie-
re violado. Se considera como causa grave incurrir en cual-
quiera de los supuestos a que se refieren las fracciones I, II,
III, IV, V y VI del artículo 30 de la presente ley.

Las sanciones a que se refiere este artículo, se aplicarán sin
perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y admi-
nistrativas a que haya lugar, conforme a las disposiciones
jurídicas aplicables. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 25 de noviembre de 200389



En caso de que una organización sea sancionada con sus-
pensión o cancelación definitiva de la inscripción, la Co-
misión, por conducto de la Secretaría Técnica, deberá dar
aviso, dentro de los quince días hábiles posteriores a la no-
tificación de la sanción, a la autoridad fiscal correspon-
diente, a efecto de que ésta conozca y resuelva de acuerdo
con la normatividad vigente, respecto de los beneficios fis-
cales que se hubiesen otorgado en el marco de esta ley. 

Artículo 32. En contra de las resoluciones que se dicten
conforme a esta ley, su Reglamento y demás disposiciones
aplicables, procederán los medios de impugnación estable-
cidos en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

Transitorios 

Primero. La presente ley entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. La Comisión a que hace referencia el artículo 10
deberá quedar conformada dentro de los 30 días hábiles si-
guientes a que entre en vigor esta ley 

Tercero.- El Ejecutivo Federal deberá expedir el regla-
mento de esta ley, en un plazo de 60 días hábiles contados
a partir de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Cuarto.- Para efectos de la inscripción de las organizacio-
nes a que se refiere el Capítulo Cuarto de esta ley, el Re-
gistro deberá conformarse e iniciar su operación dentro de
los 120 días hábiles siguientes a la fecha de entrada en vi-
gor de esta Ley. 

Quinto. La integración e instalación del Consejo deberá
llevarse a cabo por la Comisión, dentro de los 180 días há-
biles siguientes a la fecha de entrada en vigor de este orde-
namiento. 

Sexto. Por primera y única ocasión, para la instalación e in-
tegración del Consejo a que se refiere el artículo 26, los
consejeros representantes de las organizaciones serán invi-
tados mediante un procedimiento de insaculación, en tres
grupos de tres personas cada uno, que llevará a cabo la Co-
misión a que se refiere el artículo 9 de esta ley, de entre las
propuestas que hagan las propias organizaciones. 

También por única ocasión, el primer grupo durará en su
encargo un año, el segundo grupo dos años y el tercer gru-

po tres años, para que después sea renovado un tercio cada
año por un periodo de tres de duración. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Devuélvase a la Cámara de
Diputados para los efectos del artículo 72, inciso e) de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Salón de Sesiones de la Honorable Cámara de Senado-
res.— México, DF, a 18 de noviembre de 2003.— Sen.
Carlos Chaurand Arzate (rúbrica), Vicepresidente; Sen.
Rafael Melgoza Radillo (rúbrica), Secretario.

Se remite a la honorable Cámara de Diputados, para los
efectos de lo dispuesto por el inciso e) del artículo 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.—
Lic. Arturo Garita, Secretario General de Servicios Parla-
mentarios.»

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Túrnese a la Comisión de Participación Ciudadana.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

El siguiente punto del orden del día es la primera lectura al
dictamen con proyecto de Ley General de Desarrollo So-
cial, publicado en la Gaceta Parlamentaria del 21 de no-
viembre. 

El Secretario diputado Marcos Morales Torres:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LIX Legislatura.— Comisión de
Desarrollo Social.

HONORABLE ASAMBLEA: 

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, el
30 de abril pasado le fue turnada a esta Comisión, para su
análisis y dictamen, la Minuta Proyecto de Decreto que
crea la Ley General de Desarrollo Social. 
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En consecuencia y de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, y 56, 60, 65, 87,
88, 89 y 93 del Reglamento para el Gobierno Interior del
mismo, la Comisión de Desarrollo Social somete a la con-
sideración de esta honorable asamblea el dictamen corres-
pondiente a la mencionada minuta, para cuyo efecto se to-
maron en consideración los siguientes 

ANTECEDENTES 

Primero.- En sesión celebrada el 30 de abril de 2003, la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados turnó a esta Co-
misión la Minuta Proyecto de Decreto que crea la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social. 

Segundo.- En la LVII Legislatura del Congreso de la Unión
la Diputada Clara Marina Brugada Molina, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática pre-
sentó una Iniciativa con Proyecto de Ley General de Desa-
rrollo Social. 

Tercero.- A esta Comisión le fueron turnados, en la LVIII
Legislatura del Congreso de la Unión, para su análisis y
dictamen las siguientes iniciativas: 

a). Iniciativa con Proyecto de Ley de Desarrollo Social,
presentada el 14 de diciembre de 2001 por el Diputado Es-
teban Daniel Martínez Enríquez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

b). Iniciativa con Proyecto de Ley de Desarrollo Social
presentada el 26 de marzo de 2002 por el Diputado Fran-
cisco J. Cantú Torres, del Partido Acción Nacional. 

c). Iniciativa con Proyecto de Ley General de Desarrollo
Social, presentada por el Diputado Narciso Alberto Ama-
dor Leal, del Partido Revolucionario Institucional, el 16 de
abril de 2002.

CONSIDERACIONES 

El Proyecto de Ley, objeto del presente dictamen, sintetiza
la voluntad de los legisladores de los diversos grupos par-
lamentarios con la finalidad que nuestro país cuente con un
marco jurídico que reconozca y atienda, de manera inte-
gral, el desarrollo social. 

Los partidos políticos y sus grupos parlamentarios han di-
mensionado la relevancia que significa contar con políticas

públicas que, con eficiencia y eficacia, ayuden a subsanar
y superar las desigualdades sociales que padecen muchos
mexicanos. Evidencia de ello son las diferentes iniciativas
que sobre la materia se presentaron tanto en esta Cámara
como en la Colegisladora. 

Es coincidencia de los integrantes de la Comisión que este
Proyecto de Ley constituye un avance significativo para
cumplir con la necesidad de instituir, desde un marco jurí-
dico, las medidas que permitan fincar bases sólidas que
aseguren el acceso de las mexicanas y los mexicanos al
desarrollo sin que medie motivo alguno para cualquier tipo
de discriminación. 

Asimismo coinciden en la necesidad de establecer una ley
marco del desarrollo social que articule, en forma coheren-
te, las políticas públicas y que, a su vez, permita la concu-
rrencia de los tres niveles de gobierno en la planeación, di-
seño y ejecución de las acciones así como la participación
de los sectores público, social y privado. 

Igualmente comparten la visión de que la ley que se funda-
menta refleja los avances democráticos de la sociedad me-
xicana. 

Como toda ley, la que se somete a consideración de esta
Asamblea, tiene sus bases en nuestra Carta Magna, tanto
por lo que corresponde a las disposiciones establecidas en
los artículos 25 y 26, relativos a la garantía que el desarro-
llo nacional sea integral y que, a través del fomento al cre-
cimiento económico, al empleo, al equitativo reparto del
ingreso y la riqueza, se permita el ejercicio de la libertad y
la dignidad de los individuos y grupos sociales para estar
en concordancia con el sistema de planeación democrática
del desarrollo nacional organizado por el Estado, que con-
templa la participación de los diversos sectores sociales,
recogiendo e incorporando sus aspiraciones y demandas.
También lo es en cuanto retoma las diversas iniciativas pre-
sentadas por legisladores de las distintas fracciones parla-
mentarias en las legislaturas anteriores tal como se señala
en los Antecedentes del presente dictamen. 

El Proyecto de Ley objeto del presente dictamen consta de
85 artículos distribuidos en cinco títulos, además de seis
transitorios. 

La Comisión que dictamina considera relevante señalar
que, si bien en nuestro país la referencia a los derechos so-
ciales ha sido reiterada, es la primera ocasión que, en un or-
denamiento jurídico, se enuncian de manera explícita. 
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Destaca que los principios a los que se sujetarán los dere-
chos sociales son: la libertad, la justicia distributiva, la so-
lidaridad, la integralidad, la participación social, la susten-
tabilidad, el respeto a la diversidad, la libre determinación
y autonomía de los pueblos indígenas y sus comunidades,
y el de transparencia. 

Dispone que en la planeación del desarrollo se deberá in-
corporar la Política Nacional de Desarrollo Social y deter-
mina que la planeación deberá concretarse a través de los
programas municipales; los planes y programas estatales;
el Programa Nacional de Desarrollo Social y los programas
institucionales y regionales de organizaciones que se reali-
cen con participación de recursos públicos, así como de los
programas especiales. Determina que serán los municipios
los principales ejecutores de los programas, recursos y ac-
ciones federales para el desarrollo social. 

Se puntualizan los lineamientos y criterios del financia-
miento de la política social. De tal manera que los progra-
mas, fondos y recursos destinados al desarrollo social se
consideran prioritarios y de interés público; no podrán ser
inferiores, en términos reales, a los destinados en el año
fiscal anterior e incrementarse, por lo menos, en la misma
proporción del Producto Interno Bruto. En este mismo as-
pecto faculta al Gobierno Federal para establecer y admi-
nistrar un fondo de contingencia social ante fenómenos
económicos y presupuestales imprevistos, cuyo monto y
reglas mínimas estarán contempladas en el Presupuesto de
Egresos de la Federación. 

La existencia de grupos sociales y regiones en donde las
desigualdades son más profundas y las condiciones de po-
breza y marginación son amplias y complejas, hacen indis-
pensable concentrar las energías y los recursos de las insti-
tuciones públicas y de la sociedad para que esos mexicanos
alcancen, en el menor tiempo posible, por lo menos, los
promedios nacionales de bienestar, motiva la inclusión de
un capítulo relativo a las zonas de atención prioritaria. En
la Ley se establece que, anualmente, el Ejecutivo Federal
revisará dichas zonas teniendo como base los estudios de
medición de la pobreza que formule el Consejo Nacional
de Evaluación de la Política de Desarrollo Social. 

Un aspecto fundamental del progreso social del país lo
constituye el desarrollo productivo del sector social ante lo
cual se añaden normas jurídicas sobre el particular. 

Con la finalidad de transparentar aspectos medulares como
la definición y la medición de la pobreza, se constituye el

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarro-
llo Social que dictará los lineamientos y criterios para ello
y realizará los estudios correspondientes, con una periodi-
cidad mínima de dos años en cada entidad federativa y con
información desagregada a nivel municipal cada cinco
años, con el apoyo del Instituto Nacional de Estadística,
Geografía e Informática, para lo cual se harán las previsio-
nes presupuestales necesarias. 

Se crea el Sistema Nacional para el Desarrollo Social que
será una garantía para la concurrencia, colaboración, coor-
dinación y concertación entre los niveles de gobierno y los
sectores social y privado. Dicho sistema tiene por objeto
integrar la participación de los sectores público, social y
privado en el cumplimiento de los objetivos, estrategias y
prioridades de la Política Nacional de Desarrollo Social;
establecer la colaboración entre las dependencias y entida-
des federales; promover la concurrencia, vinculación y
congruencia de los programas, acciones e inversiones de
los gobiernos de las entidades federativas y de los munici-
pios, con los objetivos, estrategias y prioridades de dicha
política, así como fomentar la participación de las organi-
zaciones y, en general, de los sectores social y privado en
el desarrollo social; coordinar las acciones orientadas a la
consecución de los objetivos, estrategias y prioridades de
la política nacional de desarrollo social e, impulsar la des-
concentración y descentralización de los recursos y accio-
nes para el desarrollo social. 

En cuanto a las competencias se señala que el Sistema es
coordinado por la Secretaría de Desarrollo Social. Dentro
del Sistema, la Secretaría coordinará la correspondencia
entre el Programa Nacional de Desarrollo Social, los pro-
gramas sectoriales y aquellos que formulen las entidades
federativas. 

Con el fin de consolidar la integralidad y el federalismo
sobre bases de coordinación, colaboración y concertación
de estrategias y programas en la materia objeto de la ley
que se dictamina, se constituye la Comisión Nacional de
Desarrollo Social, en cuya integración se contemplan los
tres niveles de gobierno. 

Igualmente se crea la Comisión Intersecretarial como el
instrumento de coordinación de las acciones del Ejecutivo
Federal para garantizar la integralidad en el diseño y eje-
cución de la Política Nacional de Desarrollo Social. Estará
integrada por los titulares de las secretarías de Desarrollo
Social, quien la presidirá; Gobernación; Hacienda y Crédi-
to Público; Educación Pública; Salud; Medio Ambiente y
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Recursos Naturales; Energía; Economía; Agricultura, Ga-
nadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; Comuni-
caciones y Transportes; la Función Pública; Trabajo y Pre-
visión Social; Reforma Agraria y la de Turismo. 

El Proyecto de Ley que se propone aprobar contempla la
formación de un Consejo Consultivo de la Secretaría en el
que se refleje la participación ciudadana y la pluralidad de
la sociedad. Algunas de las atribuciones de este Consejo
son emitir opiniones y formular propuestas sobre la aplica-
ción y orientación de la Política Nacional de Desarrollo So-
cial e impulsar la participación ciudadana y de las organi-
zaciones en el seguimiento, operación y evaluación de la
política sectorial. 

Reconoce la importancia de involucrar a la sociedad más
allá de su incorporación en un órgano consultivo como el
anteriormente señalado, al contemplar capítulos dedicados
a la participación ciudadana, la denuncia popular y la con-
traloría social. En cuanto a la participación ciudadana se
responsabiliza al Gobierno Federal, a los gobiernos de las
entidades federativas y a los municipios el garantizar a la
sociedad su participación de manera activa y corresponsa-
ble en la planeación, ejecución, evaluación y supervisión
de la política social; la denuncia popular faculta a presen-
tar en forma individual o colectiva la denuncia respectiva
ante cualquier hecho, acto u omisión lesiva en el ejercicio
de los derechos establecidos en la presente Ley y, en cuan-
to a la contraloría social, se faculta a los beneficiarios, de
manera organizada, a ser ellos quienes verifiquen el cum-
plimiento de las metas y la correcta aplicación de los re-
cursos asignados a los distintos programas. 

La evaluación de la política social tiene gran relevancia
para el cumplimiento efectivo de sus objetivos, por ello, la
Ley que proponemos se apruebe establece la creación del
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarro-
llo Social como un organismo público descentralizado, con
personalidad jurídica, patrimonio propio, autonomía técni-
ca y de gestión de conformidad con la Ley Federal de En-
tidades Paraestatales, integrado por el titular de la Secreta-
ría de Desarrollo Social, seis académicos que hayan sido o
sean miembros del Sistema Nacional de Investigadores y
un director general nombrado por el Ejecutivo Federal, cuyo
objetivo es normar y coordinar la evaluación de las políti-
cas y programas de desarrollo social, que ejecuten las de-
pendencias públicas así como establecer los lineamientos y
criterios para la definición, identificación y medición de la
pobreza, garantizando la transparencia, objetividad y rigor
técnico en dicha actividad. 

Dicha evaluación la podrá realizar el Consejo antes men-
cionado por sí mismo o a través de uno o varios organis-
mos independientes del ejecutor del programa y sus objeti-
vos serán revisar el cumplimiento del objetivo social de los
programas, metas y acciones de la política de desarrollo so-
cial. 

En las disposiciones transitorias se establece que el titular
del Poder Ejecutivo Federal expedirá el reglamento respec-
tivo en un plazo no mayor de 90 días naturales; que los ór-
ganos emanados de la Ley, como son el Consejo Nacional
de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, la Comi-
sión Nacional, la Comisión Intersecretarial y el Consejo
Consultivo deberán quedar instalados en un plazo de 180
días naturales y mandata a esta Comisión y a la Comisión
de Hacienda y Crédito Público a revisar la distribución de
los fondos relativos al desarrollo social contenidos en el ca-
pítulo V de la Ley de Coordinación Fiscal, en un plazo no
mayor a 90 días y, en su caso, recomendar las modificacio-
nes que se consideren pertinentes. 

Cabe señalar que esta Comisión introdujo varias modifica-
ciones a la Minuta enviada por el Senado, mismas que, a
continuación, se describen. 

En el artículo 49, fracción I, en la que se precisó en su re-
dacción los titulares de que secretarías formarían parte de
la Comisión Nacional de Desarrollo Social así como en su
fracción II facultando la participación de otros titulares de
dependencias de los gobiernos, federal y estatales, en reu-
niones específicas del Consejo. 

En el artículo 51 se definió que el titular de la Secretaría
tiene, entre sus facultades, la designación del subsecretario
que fungirá como Secretario Técnico de la Comisión Inter-
secretarial de Desarrollo Social. 

El artículo 78, relativo a las evaluaciones, comprendía dos
etapas para realizar las mismas, siendo modificado para
que ésta sea anual y multianual solo en los casos que así se
determine. 

La fracción II del artículo 82, se introdujo una precisión
con la finalidad que los investigadores que conformen el
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarro-
llo Social sean o hayan sido miembros del Sistema Nacio-
nal de Investigadores. 

En el artículo 83 se introdujeron las siguientes precisiones
tanto en su redacción como en su contenido. En primer lugar,
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se contempla que pueden ser reelectos tres de los investi-
gadores académicos que formen parte de este Consejo y, en
segundo lugar, que serán designados por la Comisión Na-
cional de Desarrollo Social a través de una convocatoria
pública cuya responsabilidad será del Secretario Ejecutivo
del Consejo Nacional de Evaluación. 

La Ley que dictaminamos de forma aprobatoria y somete-
mos a su consideración, establece las bases para la cons-
trucción de una política social de Estado necesaria para el
desarrollo de las potencialidades de los individuos y las co-
munidades así como para superar las desigualdades. 

Por las razones anteriormente expuestas, la Comisión de
Desarrollo Social, somete a la consideración de esta Hono-
rable Asamblea el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO UNICO. Se crea la Ley General de Desarro-
llo Social. 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL 

TÍTULO PRIMERO 

DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 

Capítulo I 

Del Objeto 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés
social y de observancia general en todo el territorio nacio-
nal, y tiene por objeto: 

I. Garantizar el pleno ejercicio de los derechos sociales
consagrados en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, asegurando el acceso de toda la pobla-
ción al desarrollo social; 

II. Señalar las obligaciones del Gobierno, establecer las
instituciones responsables del desarrollo social y definir
los principios y lineamientos generales a los que debe su-
jetarse la Política Nacional de Desarrollo Social; 

III. Establecer un Sistema Nacional de Desarrollo Social en
el que participen los gobiernos municipales, de las entida-
des federativas y el federal; 

IV. Determinar la competencia de los gobiernos municipa-
les, de las entidades federativas y del Gobierno Federal en
materia de desarrollo social, así como las bases para la con-
certación de acciones con los sectores social y privado; 

V. Fomentar el sector social de la economía; 

VI. Regular y garantizar la prestación de los bienes y ser-
vicios contenidos en los programas sociales; 

VII. Determinar las bases y fomentar la participación so-
cial y privada en la materia; 

VIII. Establecer mecanismos de evaluación y seguimiento
de los programas y acciones de la Política Nacional de
Desarrollo Social, y 

IX. Promover el establecimiento de instrumentos de acce-
so a la justicia, a través de la denuncia popular, en materia
de desarrollo social.

Artículo 2. Queda prohibida cualquier práctica discrimina-
toria en la prestación de los bienes y servicios contenidos
en los programas para el desarrollo social. 

Artículo 3. La Política de Desarrollo Social se sujetará a
los siguientes principios: 

I. Libertad: Capacidad de las personas para elegir los me-
dios para su desarrollo personal así como para participar en
el desarrollo social; 

II. Justicia distributiva: Garantiza que toda persona reciba
de manera equitativa los beneficios del desarrollo confor-
me a sus méritos, sus necesidades, sus posibilidades y las
de las demás personas; 

III. Solidaridad: Colaboración entre personas, grupos so-
ciales y órdenes de gobierno, de manera corresponsable
para el mejoramiento de la calidad de vida de la sociedad; 

IV. Integralidad: Articulación y complementariedad de
programas y acciones que conjunten los diferentes benefi-
cios sociales, en el marco de la Política Nacional de Desa-
rrollo Social; 

V. Participación social: Derecho de las personas y organi-
zaciones a intervenir e integrarse, individual o colectiva-
mente en la formulación, ejecución y evaluación de las po-
líticas, programas y acciones del desarrollo social; 
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VI. Sustentabilidad: Preservación del equilibrio ecológico,
protección del ambiente y aprovechamiento de recursos
naturales, para mejorar la calidad de vida y la productivi-
dad de las personas, sin comprometer la satisfacción de las
necesidades de las generaciones futuras; 

VII. Respeto a la diversidad: Reconocimiento en términos
de origen étnico, género, edad, capacidades diferentes,
condición social, condiciones de salud, religión, las opi-
niones, preferencias, estado civil o cualquier otra, para su-
perar toda condición de discriminación y promover un
desarrollo con equidad y respeto a las diferencias; 

VIII. Libre determinación y autonomía de los pueblos in-
dígenas y sus comunidades: Reconocimiento en el marco
constitucional a las formas internas de convivencia y de or-
ganización; ámbito de aplicación de sus propios sistemas
normativos; elección de sus autoridades o representantes;
medios para preservar y enriquecer sus lenguas y cultura;
medios para conservar y mejorar su hábitat; acceso prefe-
rente a sus recursos naturales; elección de representantes
ante los ayuntamientos y acceso pleno a la jurisdicción del
Estado, y 

IX. Transparencia: La información relativa al desarrollo
social es pública en los términos de las leyes en la materia.
Las autoridades del país garantizarán que la información
gubernamental sea objetiva, oportuna, sistemática y veraz.

Artículo 4. La aplicación de la presente Ley corresponde
al Ejecutivo Federal por conducto de sus dependencias y
organismos, a los poderes ejecutivos de las entidades fede-
rativas y a los municipios en el ámbito de sus respectivas
competencias; así como las que les competen, de acuerdo a
sus atribuciones, al Poder Legislativo. 

Artículo 5. Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

I. Beneficiarios: Aquellas personas que forman parte de la
población atendida por los programas de desarrollo social
que cumplen los requisitos de la normatividad correspon-
diente; 

II. Consejo Consultivo: Consejo Consultivo de Desarrollo
Social; 

III. Consejo Nacional de Evaluación: Consejo Nacional de
Evaluación de la Política de Desarrollo Social; 

IV. Comisión Intersecretarial: Comisión Intersecretarial de
Desarrollo Social; 

V. Comisión Nacional: Comisión Nacional de Desarrollo
Social; 

VI. Grupos sociales en situación de vulnerabilidad: Aque-
llos núcleos de población y personas que por diferentes
factores o la combinación de ellos, enfrentan situaciones de
riesgo o discriminación que les impiden alcanzar mejores
niveles de vida y, por lo tanto, requieren de la atención e in-
versión del Gobierno para lograr su bienestar; 

VII. Secretaría: Secretaría de Desarrollo Social del Gobier-
no Federal; 

VIII. Sistema Nacional: Sistema Nacional de Desarrollo
Social; 

IX. Organizaciones: Agrupaciones civiles y sociales, legal-
mente constituidas, en las que participan personas o grupos
sociales con el propósito de realizar actividades relaciona-
das con el desarrollo social, y 

X. Padrón: Relación oficial de beneficiarios que incluye a
las personas atendidas por los programas federales de Desa-
rrollo Social cuyo perfil socioeconómico se establece en la
normatividad correspondiente.

TÍTULO SEGUNDO 

DE LOS DERECHOS Y LAS 
OBLIGACIONES DE LOS SUJETOS

DEL DESARROLLO SOCIAL 

Capítulo Único 

Artículo 6. Son derechos para el desarrollo social la edu-
cación, la salud, la alimentación, la vivienda, el disfrute de
un medio ambiente sano, el trabajo y la seguridad social y
los relativos a la no discriminación en los términos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 7. Toda persona tiene derecho a participar y a be-
neficiarse de los programas de desarrollo social, de acuer-
do con los principios rectores de la Política de Desarrollo
Social, en los términos que establezca la normatividad de
cada programa. 
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Artículo 8. Toda persona o grupo social en situación de
vulnerabilidad tiene derecho a recibir acciones y apoyos
tendientes a disminuir su desventaja. 

Artículo 9. Los municipios, los gobiernos de las entidades
federativas y el poder Ejecutivo Federal, en sus respectivos
ámbitos, formularán y aplicarán políticas compensatorias y
asistenciales, así como oportunidades de desarrollo pro-
ductivo e ingreso en beneficio de las personas, familias y
grupos sociales en situación de vulnerabilidad, destinando
los recursos presupuestales necesarios y estableciendo me-
tas cuantificables. 

Artículo 10. Los beneficiarios de los programas de desa-
rrollo social tienen los siguientes derechos y obligaciones: 

I. Recibir un trato respetuoso, oportuno y con calidad; 

II. Acceder a la información necesaria de dichos progra-
mas, sus reglas de operación, recursos y cobertura; 

III. Tener la reserva y privacidad de la información perso-
nal; 

IV. Presentar denuncias y quejas ante las instancias corres-
pondientes por el incumplimiento de esta Ley; 

V. Recibir los servicios y prestaciones de los programas
conforme a sus reglas de operación, salvo que les sean sus-
pendidos por resolución administrativa o judicial debida-
mente fundada y motivada; 

VI. Presentar su solicitud de inclusión en el padrón; 

VII. Participar de manera corresponsable en los programas
de desarrollo social; 

VIII. Proporcionar la información socioeconómica que les
sea requerida por las autoridades, en los términos que esta-
blezca la normatividad correspondiente, y 

IX. Cumplir la normatividad de los programas de desarro-
llo social.

TÍTULO TERCERO 

DE LA POLÍTICA NACIONAL
DE DESARROLLO SOCIAL 

Capítulo I 

De los Objetivos 

Artículo 11. La Política Nacional de Desarrollo Social tie-
ne los siguientes objetivos: 

I. Propiciar las condiciones que aseguren el disfrute de los
derechos sociales, individuales o colectivos, garantizando
el acceso a los programas de desarrollo social y la igualdad
de oportunidades, así como la superación de la discrimina-
ción y la exclusión social; 

II. Promover un desarrollo económico con sentido social
que propicie y conserve el empleo, eleve el nivel de ingre-
so y mejore su distribución; 

III. Fortalecer el desarrollo regional equilibrado, y 

IV. Garantizar formas de participación social en la formu-
lación, ejecución, instrumentación, evaluación y control de
los programas de desarrollo social. 

Capítulo II 

De la Planeación y la Programación 

Artículo 12. En la planeación del desarrollo se deberá in-
corporar la Política Nacional de Desarrollo Social de con-
formidad con esta Ley y las demás disposiciones en la ma-
teria. 

Artículo 13. La planeación del desarrollo social incluirá
los programas municipales; planes y programas estatales;
programas institucionales, regionales y especiales; el Pro-
grama Nacional de Desarrollo Social; y el Plan Nacional de
Desarrollo. 

Artículo 14. La Política Nacional de Desarrollo Social
debe incluir, cuando menos, las siguientes vertientes: 

I. Superación de la pobreza a través de la educación, la sa-
lud, la alimentación, la generación de empleo e ingreso, au-
toempleo y capacitación; 
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II. Seguridad social y programas asistenciales; 

III. Desarrollo Regional; 

IV. Infraestructura social básica, y 

V. Fomento del sector social de la economía.

Artículo 15. La Elaboración del Programa Nacional de
Desarrollo Social estará a cargo del Ejecutivo Federal en
los términos y condiciones de la Ley de Planeación. 

Artículo 16. Los municipios, los gobiernos de las entida-
des federativas y el Gobierno Federal harán del conoci-
miento público cada año sus programas operativos de desa-
rrollo social, a través de los medios más accesibles a la
población, en un plazo máximo de 90 días a partir de la
aprobación de sus presupuestos de egresos anuales respec-
tivos. 

Artículo 17. Los municipios serán los principales ejecuto-
res de los programas, recursos y acciones federales de desa-
rrollo social, de acuerdo a las reglas de operación que para
el efecto emita el Ejecutivo Federal, excepto en los casos
expresamente asignados, legal o administrativamente, a
una dependencia, entidad u organismo federal, estatal o del
Distrito Federal. 

Capítulo III 

Del Financiamiento y el Gasto 

Artículo 18. Los programas, fondos y recursos destinados
al desarrollo social son prioritarios y de interés público, por
lo cual serán objeto de seguimiento y evaluación de acuer-
do con esta Ley; y no podrán sufrir disminuciones en sus
montos presupuestales, excepto en los casos y términos
que establezca la Cámara de Diputados al aprobar el Pre-
supuesto de Egresos de la Federación. 

Artículo 19. Son prioritarios y de interés público: 

I. Los programas de educación obligatoria; 

II. Las campañas de prevención y control de enfermedades
transmisibles y los programas de atención médica; 

III. Los programas dirigidos a las personas en condiciones
de pobreza, marginación o en situación de vulnerabilidad; 

IV. Los programas dirigidos a zonas de atención prioritaria; 

V. Los programas y acciones públicas para asegurar la ali-
mentación y nutrición materno-infantil; 

VI. Los programas de abasto social de productos básicos; 

VII. Los programas de vivienda; 

VIII. Los programas y fondos públicos destinados a la ge-
neración y conservación del empleo, a las actividades pro-
ductivas sociales y a las empresas del sector social de la
economía, y 

IX. Los programas y obras de infraestructura para agua po-
table, drenaje, electrificación, caminos y otras vías de co-
municación, saneamiento ambiental y equipamiento ur-
bano.

Artículo 20. El presupuesto federal destinado al gasto so-
cial no podrá ser inferior, en términos reales, al del año fis-
cal anterior. Este gasto se deberá incrementar cuando me-
nos en la misma proporción en que se prevea el
crecimiento del Producto Interno Bruto en los Criterios Ge-
nerales de Política Económica y en congruencia con la dis-
ponibilidad de recursos a partir de los ingresos que autori-
ce el Congreso al Gobierno Federal. 

Artículo 21. La distribución de los fondos de aportaciones
federales y de los ramos generales relativos a los progra-
mas sociales de educación, salud, alimentación, infraes-
tructura social y generación de empleos productivos y me-
joramiento del ingreso se hará con criterios de equidad y
transparencia, conforme a la normatividad aplicable. 

Artículo 22. En el Presupuesto Anual de Egresos de la Fe-
deración, se establecerán las partidas presupuestales espe-
cíficas para los programas de desarrollo social y no podrán
destinarse a fines distintos. 

Artículo 23. La distribución del gasto social con el que se
financiará el desarrollo social, se sujetará a los siguientes
criterios: 

I. El gasto social per cápita no será menor en términos rea-
les al asignado el año inmediato anterior; 

II. Estará orientado a la promoción de un desarrollo regio-
nal equilibrado; 
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III. Se basará en indicadores y lineamientos generales de
eficacia y de cantidad y calidad en la prestación de los ser-
vicios sociales, y 

IV. En el caso de los presupuestos federales descentraliza-
dos, las entidades federativas y municipios acordarán con
la Administración Pública Federal el destino y los criterios
del gasto, a través de los convenios de coordinación.

Artículo 24. Los recursos presupuestales federales asigna-
dos a los programas de desarrollo social podrán ser com-
plementados con recursos provenientes de los gobiernos
estatales y municipales, así como con aportaciones de or-
ganismos internacionales y de los sectores social y pri-
vado. 

Artículo 25. El Ejecutivo Federal podrá establecer y admi-
nistrar un Fondo de Contingencia Social como respuesta a
fenómenos económicos y presupuestales imprevistos. En el
Presupuesto de Egresos de la Federación se determinará el
monto y las reglas mínimas a las que quedará sujeta su dis-
tribución y aplicación, incluyendo las previsiones corres-
pondientes para garantizar que los recursos del fondo sean
utilizados en el ejercicio fiscal. 

Artículo 26. El Gobierno Federal deberá elaborar y publi-
car en el Diario Oficial de la Federación las reglas de ope-
ración de los programas de desarrollo social incluidos en el
Presupuesto de Egresos de la Federación, así como la me-
todología, normatividad, calendarización y las asignacio-
nes correspondientes a las entidades federativas. Por su
parte, los gobiernos de las entidades federativas publicarán
en sus respectivos periódicos oficiales, la distribución a los
municipios de los recursos federales. 

Artículo 27. Con el propósito de asegurar la equidad y efi-
cacia de los programas de desarrollo social, el Gobierno
Federal, por conducto de la Secretaría y los gobiernos de
las entidades federativas y de los municipios, en el ámbito
de sus respectivas competencias, integrarán el Padrón. 

Artículo 28. La publicidad y la información relativa a los
programas de desarrollo social deberán identificarse con el
Escudo Nacional en los términos que establece la ley co-
rrespondiente e incluir la siguiente leyenda: “Este progra-
ma es público, ajeno a cualquier partido político. Queda
prohibido el uso para fines distintos al desarrollo social”. 

Capítulo IV 

De las Zonas de Atención Prioritaria 

Artículo 29. Se consideran zonas de atención prioritaria
las áreas o regiones, sean de carácter predominantemente
rural o urbano, cuya población registra índices de pobreza,
marginación indicativos de la existencia de marcadas insu-
ficiencias y rezagos en el ejercicio de los derechos para el
desarrollo social establecidos en esta Ley. Su determina-
ción se orientará por los criterios de resultados que para el
efecto defina el Consejo Nacional de Evaluación de la Po-
lítica de Desarrollo Social que esta Ley señala y deberá, en
todo tiempo, promover la eficacia cuantitativa y cualitativa
de los ejecutores de la Política Social. 

Artículo 30. El Ejecutivo Federal revisará anualmente las
zonas de atención prioritaria, teniendo como referente las
evaluaciones de resultados de los estudios de medición de
la pobreza, que emita el Consejo Nacional de Evaluación
de la Política de Desarrollo Social e informará a la Cáma-
ra de Diputados sobre su modificación para los efectos de
asignaciones del Presupuesto de Egresos de la Federación.
La Cámara de Diputados, al aprobar el Presupuesto, hará la
Declaratoria de Zonas de Atención Prioritaria, la cual de-
berá publicarse en el Diario Oficial de la Federación, jun-
to con el Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción. 

Artículo 31. La Declaratoria tendrá los efectos siguientes: 

I. Asignar recursos para elevar los índices de bienestar de
la población en los rubros deficitarios; 

II. Establecer estímulos fiscales para promover actividades
productivas generadoras de empleo; 

III. Generar programas de apoyo, financiamiento y diversi-
ficación a las actividades productivas regionales, y 

IV. Desarrollar obras de infraestructura social necesarias
para asegurar el disfrute y ejercicio de los derechos para el
desarrollo social.

Artículo 32. Los municipios, los gobiernos de las entida-
des federativas y el Gobierno Federal podrán convenir ac-
ciones y destinarán recursos para la ejecución de progra-
mas especiales en estas zonas. 
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Capítulo V 

Del Fomento del Sector Social de la Economía 

Artículo 33. Los municipios, los gobiernos de las entida-
des federativas y el Gobierno Federal fomentarán las acti-
vidades productivas para promover la generación de em-
pleos e ingresos de personas, familias, grupos y
organizaciones productivas. 

Artículo 34. Los municipios, los gobiernos de las entida-
des federativas y el Gobierno Federal estimularán la orga-
nización de personas, familias y grupos sociales, destinan-
do recursos públicos para promover proyectos productivos;
identificar oportunidades de inversión, y brindar capacita-
ción, asistencia técnica y asesoría para la organización y el
diseño de proyectos y apoyo legal para la realización de es-
tas actividades. 

Artículo 35. El Gobierno Federal y los gobiernos de las
entidades federativas podrán aportar recursos como capital
de riesgo para dar viabilidad a las empresas sociales y des-
tinar recursos para apoyar a personas, familias y organiza-
ciones sociales cuyo objeto sea el financiamiento de pro-
yectos de desarrollo social. 

Capítulo VI 

De la Definición y Medición de la Pobreza 

Artículo 36. Los lineamientos y criterios que establezca el
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarro-
llo Social para la definición, identificación y medición de
la pobreza son de aplicación obligatoria para las entidades
y dependencias públicas que participen en la ejecución de
los programas de desarrollo social, y deberá utilizar la in-
formación que genere el Instituto Nacional de Estadística,
Geografía e Informática, independientemente de otros da-
tos que se estime conveniente, al menos sobre los siguien-
tes indicadores: 

I. Ingreso corriente per cápita; 

II. Rezago educativo promedio en el hogar; 

III. Acceso a los servicios de salud; 

IV. Acceso a la seguridad social; 

V. Calidad y espacios de la vivienda; 

VI. Acceso a los servicios básicos en la vivienda; 

VII. Acceso a la alimentación, y 

VIII. Grado de cohesión social.

Artículo 37. Los estudios del Consejo Nacional de Evalua-
ción de la Política de Desarrollo Social deberán hacerse con
una periodicidad mínima de cada dos años para cada entidad
federativa y con información desagregada a nivel municipal
cada cinco años, para lo cual deberán hacerse las previsiones
presupuestarias correspondientes en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación, para que el Instituto Nacional de Esta-
dística, Geografía e Informática pueda llevar a cabo los cen-
sos, conteos y encuestas correspondientes. 

TÍTULO CUARTO 

DEL SISTEMA NACIONAL DE 
DESARROLLO 

SOCIAL 

Capítulo I 

Del Objeto e Integración 

Artículo 38. El Sistema Nacional es un mecanismo per-
manente de concurrencia, colaboración, coordinación y
concertación de los gobiernos; federal, los de las entidades
federativas y los municipales, así como los sectores social
y privado, que tiene por objeto: 

I. Integrar la participación de los sectores público, social y
privado en el cumplimiento de los objetivos, estrategias y
prioridades de la Política Nacional de Desarrollo Social; 

II. Establecer la colaboración entre las dependencias y en-
tidades federales en la formulación, ejecución e instrumen-
tación de programas, acciones e inversiones en materia de
desarrollo social; 

III. Promover la concurrencia, vinculación y congruencia
de los programas, acciones e inversiones de los gobiernos
de las entidades federativas y de los municipios, con los
objetivos, estrategias y prioridades de la Política Nacional
de Desarrollo Social; 

IV. Fomentar la participación de las personas, familias y
organizaciones y, en general, de los sectores social y priva-
do en el desarrollo social; 
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V. Coordinar las acciones orientadas a la consecución de
los objetivos, estrategias y prioridades de la Política Na-
cional de Desarrollo Social, e 

VI. Impulsar la desconcentración y descentralización de
los recursos y acciones para el desarrollo social, la rendi-
ción de cuentas y el fortalecimiento del pacto federal. 

Capítulo II 

De las Competencias 

Artículo 39. La coordinación del Sistema Nacional com-
pete a la Secretaría, con la concurrencia de las dependen-
cias, entidades y organismos federales, de los gobiernos
municipales y de las entidades federativas, así como de las
organizaciones. La Secretaría diseñará y ejecutará las polí-
ticas generales de desarrollo social. Al efecto, coordinará y
promoverá la celebración de convenios y acuerdos de desa-
rrollo social. 

La Secretaría coordinará la correspondencia entre el Pro-
grama Nacional de Desarrollo Social, los programas secto-
riales y los de las entidades federativas, promoviendo que
la planeación sea congruente, objetiva y participativa. 

Artículo 40. En el ámbito de sus atribuciones y en con-
gruencia con las disposiciones de esta Ley las legislaturas
de los estados, la Asamblea Legislativa del Distrito Fede-
ral y los municipios emitirán normas en materia de des-
arrollo social, tomando en cuenta sus particularidades. 

Artículo 41. Los gobiernos de las entidades federativas
instituirán un sistema de planeación del desarrollo social;
formularán, aprobarán y aplicarán los programas de desa-
rrollo social respectivos, en los términos de la Ley de Pla-
neación y de esta Ley, y, de manera coordinada con el Go-
bierno Federal, vigilarán que los recursos públicos
aprobados se ejerzan con honradez, oportunidad, transpa-
rencia y equidad. 

Artículo 42. Los municipios formularán, aprobarán y apli-
carán sus propios programas de desarrollo social, los cua-
les deberán estar en concordancia con los de las entidades
federativas y el del Gobierno Federal. 

Artículo 43. Corresponde al Gobierno Federal, por con-
ducto de la Secretaría, las siguientes atribuciones: 

I. Proyectar y coordinar la planeación nacional y regional
del desarrollo social con la participación que, de acuerdo
con la Constitución y demás leyes aplicables, corresponda
a los gobiernos de las entidades federativas y los munici-
pales; 

II. Formular el Programa Nacional de Desarrollo Social y
los otros programas en la materia que le señale el Ejecuti-
vo Federal, en coordinación con las dependencias y entida-
des de la Administración Pública Federal relacionadas con
la materia, de conformidad con lo establecido en la Ley de
Planeación; 

III. Determinar anualmente las zonas de atención priorita-
ria y proponer a la Cámara de Diputados la declaratoria co-
rrespondiente; 

IV. Diseñar y coordinar los programas y apoyos federales
en las Zonas de Atención Prioritaria; 

V. Promover la celebración de convenios con dependencias
del Ejecutivo Federal, entidades federativas, municipios y
organizaciones civiles y privadas, para la instrumentación
de los programas relacionados con el desarrollo social; 

VI. Diseñar los criterios de ejecución anual del Programa
en el ámbito de su competencia; 

VII. Promover y fomentar la participación de la sociedad,
en la elaboración, ejecución y evaluación de las Políticas
Públicas de Desarrollo Social;

VIII. Promover y apoyar instrumentos de financiamiento
en materia de desarrollo social; 

IX. Realizar evaluaciones de la Política Nacional de Desa-
rrollo Social e informar a la sociedad sobre las acciones en
torno al desarrollo social; 

X. Promover, con la intervención de los gobiernos de los
estados respectivos, la participación de los municipios
en el diseño y ejecución de los programas de desarrollo
social, y 

XI. Las demás que le señale esta Ley, su reglamento y otras
disposiciones aplicables.

Artículo 44. Corresponde a los gobiernos de las entidades
federativas en el ámbito de su competencia, las siguientes
atribuciones: 
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I. Formular y ejecutar el programa estatal de desarrollo so-
cial; 

II. Convenir acciones y programas sociales con el Gobier-
no Federal; 

III. Convenir acciones y programas sociales con los go-
biernos de sus municipios; 

IV. Concertar acciones con organizaciones en materia de
desarrollo social; 

V. Fomentar la organización y participación ciudadana en
los programas de desarrollo social; 

VI. Ejercer los fondos y recursos federales descentraliza-
dos o convenidos en materia social, en los términos de las
leyes respectivas; así como informar a la Secretaría sobre
el avance y resultados generados con los mismos; 

VII. Informar a la sociedad sobre las acciones en torno al
desarrollo social, y 

VIII. Las demás que le señala la Ley, su reglamento y de-
más disposiciones aplicables.

Artículo 45. Corresponde a los ayuntamientos, en el ámbi-
to de su competencia, las siguientes atribuciones: 

I. Formular y ejecutar el programa municipal de desarrollo
social; 

II. Coordinar, con el gobierno de su entidad, la ejecución
de los programas de desarrollo social; 

III. Coordinar acciones con municipios de su propia enti-
dad, en materia de desarrollo social; 

IV. Coordinar acciones de desarrollo social con municipios
de otras entidades federativas, con la aprobación de las le-
gislaturas correspondientes; 

V. Ejercer los fondos y recursos federales descentralizados
o convenidos en materia social en los términos de las leyes
respectivas; así como informar a la Secretaría, a través de
los gobiernos estatales, sobre el avance y resultados de esas
acciones; 

VI. Concertar acciones con los sectores social y privado en
materia de desarrollo social; 

VII. Establecer mecanismos para incluir la participación
social organizada en los programas y acciones de desarro-
llo social; 

VIII. Informar a la sociedad sobre las acciones en torno al
desarrollo social, y 

IX. Las demás que le señala la Ley, su reglamento y demás
disposiciones aplicables.

Artículo 46. En caso de duda sobre la interpretación de las
disposiciones de esta Ley para efectos administrativos, se
estará a lo que resuelva el Ejecutivo Federal, por conducto
de la Secretaría. 

Capítulo III 

De la Comisión Nacional de Desarrollo Social 

Artículo 47. La Comisión Nacional es un instrumento de
coordinación de los programas, acciones e inversiones que
para el cumplimiento de los objetivos, estrategias y priori-
dades de la Política Nacional de Desarrollo Social lleven a
cabo, en el ámbito de sus competencias, las dependencias
y entidades federales, ya sea de manera directa o en con-
currencia con gobiernos de las entidades federativas y de
los municipios o en concertación con los sectores social y
privado. 

Artículo 48. La Comisión Nacional tiene por objeto con-
solidar la integralidad y el federalismo sobre bases de co-
ordinación, colaboración y concertación de estrategias y
programas de desarrollo social. 

Artículo 49. La Comisión Nacional será presidida por el ti-
tular de la Secretaría y además estará integrada por: 

I. Los titulares de las secretarías de Educación Pública; Sa-
lud; Trabajo y Previsión Social; Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; así como Medio
Ambiente y Recursos Naturales; además de los titulares de
los organismos sectorizados a la Secretaría. Podrán ser in-
vitados a participar en reuniones específicas, los titulares
de otras dependencias y entidades de la Administración Pú-
blica Federal; 

II. El titular de la dependencia responsable del desarrollo
social en cada gobierno de las entidades federativas. Po-
drán ser invitados a participar en reuniones específicas, los
titulares de otras dependencias de dichos gobiernos; 
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III. Un representante de cada una de las asociaciones na-
cionales de autoridades municipales, legalmente reconoci-
das, y 

IV. Los presidentes de las comisiones de desarrollo social
de las cámaras de diputados y senadores.

Artículo 50. La Comisión Nacional estará facultada para
atender la solicitud de colaboración de los sectores social y
privado cuando se traten asuntos de su interés o competen-
cia, y sus funciones son las siguientes: 

I. Proponer Políticas Públicas de Desarrollo Social bajo los
criterios de integralidad y transversalidad; 

II. Proponer criterios para la planeación y ejecución de las
políticas y programas de desarrollo social en los ámbitos
regional, estatal y municipal; 

III. Proponer programas estatales y regionales, así como
acciones e inversiones en el marco del Plan Nacional de
Desarrollo, el Programa Nacional de Desarrollo Social y
las políticas públicas a que se refiere la fracción anterior; 

IV. Proponer mecanismos de financiamiento y distribución
de recursos federales para el desarrollo social de las enti-
dades federativas; 

V. Opinar sobre los presupuestos de las dependencias y en-
tidades de la Administración Pública Federal involucradas
en los programas de desarrollo social; 

VI. Analizar y proponer esquemas alternativos de financia-
miento para los programas de desarrollo social y de supe-
ración de la pobreza; 

VII. Promover el intercambio de experiencias en materia
de desarrollo social y de superación de la pobreza; 

VIII. Revisar el marco normativo del desarrollo social y, en
su caso, proponer y promover modificaciones ante las ins-
tancias competentes; 

IX. Aprobar la propuesta de reglas que deban regir la par-
ticipación social que haga la Secretaría; 

X. Proponer acciones de capacitación para servidores pú-
blicos de los tres órdenes de gobierno en aspectos relacio-
nados con el desarrollo social; 

XI. Proponer la creación de grupos de trabajo temáticos y
regionales para la atención de asuntos específicos; 

XII. Sugerir las actividades que estime necesarias y conve-
nientes para el funcionamiento adecuado del Sistema Na-
cional, y 

XIII. Las demás que le señale esta Ley.

Capítulo IV 

De la Comisión Intersecretarial de Desarrollo Social 

Artículo 51. La Comisión Intersecretarial será el instru-
mento de coordinación de las acciones del Ejecutivo Fede-
ral para garantizar la integralidad en el diseño y ejecución
de la Política Nacional de Desarrollo Social. Estará inte-
grada por los titulares de las secretarías de Desarrollo So-
cial, quien lo presidirá; Gobernación; Hacienda y Crédito
Público; Educación Pública; Salud; Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales; Energía; Economía; Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; Comunica-
ciones y Transportes; la Función Pública; Trabajo y
Previsión Social; Reforma Agraria y Turismo. Podrán ser
invitados a participar, con derecho a voz, los titulares de
otras dependencias y entidades de la Administración Pú-
blica Federal. El Subsecretario que designe el Titular de la
Secretaría será el Secretario Técnico. La Comisión Interse-
cretarial sesionará cuando menos una vez por bimestre. 

Artículo 52. La Comisión Intersecretarial tendrá las si-
guientes funciones: 

I. Recomendar medidas orientadas a hacer compatibles las
decisiones vinculadas con las Políticas de Desarrollo So-
cial y Económica; 

II. Proponer las partidas y montos del gasto social que se
deban integrar en el Anteproyecto de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación; 

III. Acordar y dar seguimiento a la ejecución del Plan Na-
cional de Desarrollo, de los Programas Nacional de Desa-
rrollo Social, sectoriales, regionales, institucionales y espe-
ciales; 

IV. Recomendar mecanismos para garantizar la correspon-
dencia entre la Política Nacional de Desarrollo Social, con
la de los estados y municipios, y 
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V. Revisar los términos de los convenios de coordinación
entre el Gobierno Federal y las entidades federativas en
materia de desarrollo social y proponer, en su caso, modi-
ficaciones.

Artículo 53. Los acuerdos de la Comisión Intersecretarial
serán obligatorios para las dependencias del Ejecutivo Fe-
deral. Las secretarías de Hacienda y Crédito Público y de
la Función Pública vigilarán su cumplimiento. 

Artículo 54. Los acuerdos de la Comisión Intersecretarial
serán publicados en el Diario Oficial de la Federación. 

Capítulo V 

Consejo Consultivo de Desarrollo Social 

Artículo 55. El Consejo es el órgano consultivo de la Se-
cretaría, de participación ciudadana y conformación plural,
que tendrá por objeto analizar y proponer programas y ac-
ciones que inciden en el cumplimiento de la Política Na-
cional de Desarrollo Social. 

Artículo 56. El Consejo tendrá las funciones siguientes: 

I. Emitir opiniones y formular propuestas sobre la aplica-
ción y orientación de la Política Nacional de Desarrollo So-
cial; 

II. Impulsar la participación ciudadana y de las organiza-
ciones en el seguimiento, operación y evaluación de la Po-
lítica Nacional de Desarrollo Social; 

III. Apoyar a la Secretaría en la promoción ante los go-
biernos estatales y municipales y para el cumplimiento de
la Política Nacional de Desarrollo Social; 

IV. Proponer a la Secretaría los temas que por su impor-
tancia ameriten ser sometidos a consulta pública; 

V. Proponer y propiciar la colaboración de organismos pú-
blicos y privados, nacionales y extranjeros, en el desarrollo
social; 

VI. Proponer la realización de estudios e investigaciones
en la materia; 

VII. Solicitar a las dependencias responsables de la Políti-
ca de Desarrollo Social información sobre los programas y
acciones que éstas realizan; 

VIII. Recomendar la realización de auditorías a programas
prioritarios cuando existan causas que lo ameriten; 

IX. Promover la celebración de convenios con dependen-
cias del Ejecutivo Federal, entidades federativas, munici-
pios y organizaciones, para la instrumentación de los pro-
gramas relacionados con el desarrollo social; 

X. Informar a la opinión pública sobre los aspectos de in-
terés general relativos a la Política Nacional de Desarrollo
Social; 

XI. Integrar las comisiones y grupos de trabajo que sean
necesarios para el ejercicio de sus funciones; 

XII. Expedir su reglamento interno, y 

XIII. Las demás que sean necesarias para el cumplimiento
de su objeto.

Artículo 57. El Consejo estará integrado por un presidente
que será el titular de la Secretaría; un Secretario Ejecutivo
que designará éste, así como por los consejeros invitados
por la Secretaría. El presidente del Consejo será suplido en
sus ausencias por el Secretario Ejecutivo. 

Artículo 58. Los consejeros deberán ser ciudadanos mexi-
canos de reconocido prestigio en los sectores privado y so-
cial, así como de los ámbitos académico, profesional, cien-
tífico y cultural vinculados con el desarrollo social. 

Artículo 59. La Secretaría prestará al Consejo la colabora-
ción necesaria para el ejercicio de sus funciones. 

Artículo 60. El Consejo podrá recibir la colaboración de
otras dependencias y entidades de la Administración Pú-
blica Federal, de los gobiernos estatales y municipales, de
organizaciones civiles y de particulares. 

Capítulo VI 

Participación Social 

Artículo 61. El Gobierno Federal, los de las entidades fe-
derativas y los municipios garantizarán el derecho de los
beneficiarios y de la sociedad a participar de manera acti-
va y corresponsable en la planeación, ejecución, evalua-
ción y supervisión de la política social. 
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Artículo 62. Las organizaciones que tengan como objetivo
impulsar el desarrollo social de los mexicanos podrán par-
ticipar en las acciones relacionadas con el diseño, ejecu-
ción y evaluación de las políticas, programas y acciones
públicas en esta materia. 

Artículo 63. El Gobierno Federal deberá invitar a las or-
ganizaciones, mediante convocatorias públicas que debe-
rán contener los requisitos, objetivos y modalidades de par-
ticipación. 

Artículo 64. Las organizaciones podrán recibir fondos pú-
blicos para operar programas sociales propios, a excepción
de aquéllas en las que formen parte de sus órganos directi-
vos servidores públicos, sus cónyuges o parientes consan-
guíneos hasta el cuarto grado, por afinidad o civiles. 

Artículo 65. Para efectos del artículo anterior, las organi-
zaciones deberán estar formalmente constituidas ante auto-
ridad competente o fedatario público, además de cumplir
con lo que establezca el reglamento respectivo. 

Artículo 66. Las organizaciones estarán sometidas al es-
crutinio de la Secretaría, sin perjuicio de lo que establezcan
las leyes respectivas para el uso de fondos públicos. 

Capítulo VII 

De la Denuncia Popular 

Artículo 67. Toda persona u organización podrá presentar
denuncia ante la autoridad competente sobre cualquier he-
cho, acto u omisión, que produzca o pueda producir daños
al ejercicio de los derechos establecidos en esta Ley o con-
travengan sus disposiciones y de los demás ordenamientos
que regulen materias relacionadas con el desarrollo social. 

Artículo 68. La denuncia popular podrá ejercitarse por
cualquier persona, bastando que se presente por escrito y
contenga: 

I. El nombre o razón social, domicilio y demás datos que
permitan la identificación del denunciante y, en su caso, de
su representante legal; 

II. Los actos, hechos u omisiones denunciados; 

III. Los datos que permitan identificar a la presunta autori -
dad infractora, y 

IV. Las pruebas que en su caso ofrezca el denunciante.

Capítulo VIII 

De la Contraloría Social 

Artículo 69. Se reconoce a la Contraloría Social como el
mecanismo de los beneficiarios, de manera organizada,
para verificar el cumplimiento de las metas y la correcta
aplicación de los recursos públicos asignados a los progra-
mas de desarrollo social. 

Artículo 70. El Gobierno Federal impulsará la Contraloría
Social y le facilitará el acceso a la información necesaria
para el cumplimiento de sus funciones. 

Artículo 71. Son funciones de la Contraloría Social: 

I. Solicitar la información a las autoridades federales, esta-
tales y municipales responsables de los programas de desa-
rrollo social que considere necesaria para el desempeño de
sus funciones; 

II. Vigilar el ejercicio de los recursos públicos y la aplica-
ción de los programas de desarrollo social conforme a la
Ley y a las reglas de operación; 

III. Emitir informes sobre el desempeño de los programas
y ejecución de los recursos públicos; 

IV. Atender e investigar las quejas y denuncias presentadas
sobre la aplicación y ejecución de los programas, y 

V. Presentar ante la autoridad competente las quejas y de-
nuncias que puedan dar lugar al fincamiento de responsa-
bilidades administrativas, civiles o penales relacionadas
con los programas sociales.

TÍTULO QUINTO 

DE LA EVALUACIÓN DE LA POLÍTICA 
DE DESARROLLO SOCIAL 

Capítulo I 

De la Evaluación 

Artículo 72. La evaluación de la Política de Desarrollo So-
cial estará a cargo del Consejo Nacional de Evaluación de
la Política de Desarrollo Social, que podrá realizarla por sí
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mismo o a través de uno o varios organismos independien-
tes del ejecutor del programa, y tiene por objeto, revisar pe-
riódicamente el cumplimiento del objetivo social de los
programas, metas y acciones de la Política de Desarrollo
Social, para corregirlos, modificarlos, adicionarlos, reo-
rientarlos o suspenderlos total o parcialmente. 

Artículo 73. Los organismos evaluadores independientes
que podrán participar serán instituciones de educación su-
perior, de investigación científica u organizaciones no lu-
crativas. Cuando las evaluaciones se lleven a cabo por un
organismo distinto del Consejo, éste emitirá la convocato-
ria correspondiente y designará al adjudicado. 

Artículo 74. Para la evaluación de resultados, los progra-
mas sociales de manera invariable deberán incluir los indi-
cadores de resultados, gestión y servicios para medir su co-
bertura, calidad e impacto. Las dependencias del Ejecutivo
Federal, estatales o municipales, ejecutoras de los progra-
mas a evaluar, proporcionarán toda la información y las fa-
cilidades necesarias para la realización de la evaluación. 

Artículo 75. Los indicadores de resultados que se esta-
blezcan deberán reflejar el cumplimiento de los objetivos
sociales de los programas, metas y acciones de la Política
Nacional de Desarrollo Social. 

Artículo 76. Los indicadores de gestión y servicios que se
establezcan deberán reflejar los procedimientos y la cali-
dad de los servicios de los programas, metas y acciones de
la Política Nacional de Desarrollo Social. 

Artículo 77. El Consejo Nacional de Evaluación, antes de
aprobar los indicadores a que se refiere este artículo, los
someterá a la consideración de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y a la Cámara de Diputados por conducto
de la Auditoría Superior de la Federación, para que emitan
las recomendaciones que en su caso estime pertinentes. 

Artículo 78. La evaluación será anual, definiendo como
período del primero de mayo al treinta de abril y podrá
también ser multianual en los casos que así se determine. 

Artículo 79. Los resultados de las evaluaciones serán pu-
blicados en el Diario Oficial de la Federación y deberán ser
entregados a las Comisiones de Desarrollo Social de las
Cámaras de Diputados y de Senadores del Congreso de la
Unión, y a la Secretaría. 

Artículo 80. De acuerdo con los resultados de las evalua-
ciones, el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de
Desarrollo Social podrá emitir las sugerencias y recomen-
daciones que considere pertinentes al Ejecutivo Federal y
hacerlas del conocimiento público. 

Capítulo II 

De Consejo Nacional de Evaluación de la Política 
de Desarrollo Social 

Artículo 81. El Consejo Nacional de Evaluación de la Po-
lítica de Desarrollo Social es un organismo público des-
centralizado, con personalidad jurídica, patrimonio propio,
autonomía técnica y de gestión de conformidad con la Ley
Federal de las Entidades Paraestatales. Tiene por objeto
normar y coordinar la evaluación de las Políticas y Progra-
mas de Desarrollo Social, que ejecuten las dependencias
públicas, y establecer los lineamientos y criterios para la
definición, identificación y medición de la pobreza, garan-
tizando la transparencia, objetividad y rigor técnico en di-
cha actividad. 

Artículo 82. El Consejo estará integrado de la siguiente
forma: 

I. El titular de la Secretaría de Desarrollo Social, o la per-
sona que este designe; 

II. Seis investigadores académicos, que sean o hayan sido
miembros del Sistema Nacional de Investigadores, con am-
plia experiencia en la materia y que colaboren en institu-
ciones de educación superior y de investigación inscritas
en el Padrón de Excelencia del Consejo Nacional de Cien-
cia y Tecnología, y 

III. Un Secretario Ejecutivo designado por el Ejecutivo Fe-
deral.

Artículo 83. Los investigadores académicos a que se refie-
re el artículo anterior durarán cuatro años en el cargo y po-
drán ser reelectos la mitad de ellos. Serán designados por
la Comisión Nacional de Desarrollo Social a través de una
convocatoria pública cuya responsabilidad será del Secre-
tario Ejecutivo. 

Artículo 84. El Consejo tendrá su sede en la ciudad de Mé-
xico y su patrimonio se integrará con los recursos que le
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sean asignados en el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción, a través de la Secretaría, y con los bienes muebles e
inmuebles que adquiera por cualquier título. 

Artículo 85. La administración del Consejo estará a cargo
de un Comité Directivo, que presidirá el titular de la Se-
cretaría, o la persona que este designe; además estará inte-
grado por las personas a que se refiere la fracción II, del ar-
tículo 82 de esta Ley. Sus decisiones se tomarán por
mayoría. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- El Titular del Poder Ejecutivo Federal expe-
dirá el reglamento de esta Ley en un plazo no mayor de 90
días naturales a partir de su entrada en vigor. 

TERCERO.- En un plazo de 180 días naturales, contados
a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, debe-
rán quedar constituidos e instalados el Consejo Nacional de
Evaluación de la Política de Desarrollo Social, la Comisión
Nacional, la Comisión Intersecretarial y el Consejo Con-
sultivo. 

CUARTO.- Para el cumplimiento de su objeto, el Consejo
Nacional de Evaluación deberá sujetarse a criterios de aus-
teridad y eficiencia. 

QUINTO.- Las comisiones de Desarrollo Social, y de Ha-
cienda y Crédito Público de la Cámara de Diputados debe-
rán revisar la distribución de los fondos relativos al desa-
rrollo social contenidos en el capítulo V de la Ley de
Coordinación Fiscal, en un plazo no mayor a 90 días y, en
su caso, recomendar las modificaciones que se consideren
pertinentes. 

SEXTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente Decreto. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los dieci-
nueve días del mes de noviembre de 2003.— Diputados:
Beatriz Zavala Peniche, Presidenta (rúbrica); Carlos Flo-
res Rico, secretario (rúbrica); Sonia Rincón Chanona, se-
cretaria (rúbrica); Armando Rangel Hernández, secretario
(rúbrica); Julio Boltvinik y Kalinka, secretario (rúbrica);
Ubaldo Aguilar Flores (rúbrica); Francisco Xavier Alva-
rado Villazón (rúbrica); Myriam de Lourdes Arabian Cout-

tolenc (rúbrica); Clara Marina Brugada Molina (rúbrica);
Elpidio Desiderio Concha Arellano (rúbrica); Francisco
Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica); Rafael Flores Mendo-
za (rúbrica); Armando Leyson Castro (rúbrica); Felipe Me-
dina Santos (rúbrica); María del Carmen Mendoza Flores
(rúbrica); Eugenio Mier y Concha Campos (rúbrica); Ge-
rardo Montenegro Ibarra (rúbrica); Gelacio Montiel Fuen-
tes (rúbrica); Mario Moreno Arcos (rúbrica); Juan Carlos
Núñez Armas (rúbrica); Maki Esther Ortiz Domínguez; Mi-
guel Angel Osorio Chong (rúbrica); Martha Palafox Gu-
tiérrez (rúbrica); Juan Fernando Perdomo Bueno (rúbri-
ca); Renato Sandoval Franco (rúbrica); María Guadalupe
Suárez Ponce (rúbrica); José Luis Treviño Rodríguez (rú-
brica); Gerardo Ulloa Pérez (rúbrica); Quintín Vázquez
García (rúbrica); Wintilo Vega Murillo (rúbrica).»

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Es de primera lectura.

DIA INTERNACIONAL DE LA NO VIOLENCIA 
EN CONTRA DE LAS MUJERES

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

El siguiente punto del orden del día es comentarios sobre
el Día Internacional de la No Violencia en Contra de las
Mujeres.

Tiene el uso de la palabra para hablar sobre este tema el
diputado Jaime Miguel Moreno Garavilla, del grupo parla-
mentario del Partido de Convergencia.

El diputado Jaime Miguel Moreno Garavilla:

Muchas gracias, señor Presidente; compañeras y compañe-
ros diputados:

Inmejorable la oportunidad para hacer una reminiscencia
en torno al respeto y en torno también a las actuaciones téc-
nico-jurídicas que requiere nuestro Estado de Derecho.

¿Cuál es el Estado de la modernidad en donde se registran
discriminaciones, abusos y verdaderos flagelos en contra
de la integridad física, psicoanímica o sexual de la mujer?
¿Cuál es ese Estado moderno que orgulloso y jactante se
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luce ante el concierto de las naciones, acusando una retahí-
la de violaciones a los derechos elementales del ser huma-
no en general y en particular de la mujer? ¿Cuáles son las
consideraciones que puede traer a colación una Cámara en
donde se tiene el encargo prístino de legislar para la segu-
ridad, la integridad física y para la salvaguarda del patri-
monio de los seres que a título de gobernados vivimos en
este país?, que es la obligación prioritaria de los órganos de
gobierno del Estado, de cualquier Estado, en cualquier épo-
ca de la historia universal. ¿Cuáles son, entonces, los retos
que un Estado con esta tesitura tiene frente a sí?

Quizá estas consideraciones llevaron a aquel 25 de no-
viembre de 1981 se declarara Día Internacional Contra la
Violencia de la Mujer, a propósito de aquel primer encuen-
tro feminista celebrado en Bogotá. ¿Qué había necesidad
de dejar pasar desde 1960 hasta aquel momento, los efec-
tos del asesinato triple de las hermanas Miraval? ¿Había
que esperar para que el impacto político y social que esto
había acarreado, llevara a la congruencia de los seres el de-
terminar y llevar incluso años después al seno de la Orga-
nización de Naciones Unidas, la propuesta de que se apro-
bara la declaración sobre la Eliminación de la Violencia
Contra la Mujer, lo cual acaece hasta 1993? ¿Qué no es su-
ficiente el impacto humano que nos acarrea, es necesario
advertir en la Declaración aludida de la Organización de
Naciones Unidas que la violencia es el maltrato físico, se-
xual o psicológico, incluso al grado de tentativa?

¿Es necesario documentar, como lamentablemente lo he-
mos visto en las últimas horas en la prensa nacional e in-
ternacional, que en nuestro caso siete de cada 10 mujeres
han sido agredidas por su pareja en nuestra estructura so-
cial, que más de 11 mil mujeres han sido víctimas de la vio-
lencia familiar, que la Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos reporta 263 mujeres asesinadas o más de 4 mil 500
desaparecidas.

¿Qué será realmente ésta la etiqueta de orgullo del Estado
moderno de la aldea global a la que aspiramos? ¿No será
esto efecto de un lamentabilísimo olvido del rescate de
nuestro marco axiológico, aquel que privilegiaba el respe-
to a la mujer, aquel que nos obligaba a cederle el espacio a
la mujer en donde se encontrara?

¿Qué no habrá que poner énfasis en la propuesta como la
de Convergencia, para revisar de raíz nuestro sistema de
justicia y particularmente el penal, para atender privilegia-
damente a la víctima y tomar precisamente como eje de la
sanción la reparación del daño?

Yo creo que son dos puntos que tenemos que recordar: res-
peto a nuestro marco axiológico y también afinar técnica y
jurídicamente los instrumentos del Estado de Derecho me-
xicano.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señor diputado.

Tiene el uso de la palabra para hablar sobre el mismo tema,
el diputado Pedro Vázquez González, del grupo parlamen-
tario del Partido del Trabajo.

El diputado Pedro Vázquez González: 

Con la venia de la Presidencia:

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Adelante.

El diputado Pedro Vázquez González: 

Compañeras y compañeros diputados:

Ni una muerta más en Juárez ni en México, la violencia
contra las mujeres debe ser desterrada para siempre; es una
vergüenza que nuestro país esté en la atención de los orga-
nismos internacionales y del mundo por estos hechos que
horrorizan a la humanidad.

No hemos tenido a lo largo de nuestra historia un prece-
dente siquiera que se acerque a esta vileza y lo más grave
es que se esté extendiendo a lo largo y a lo ancho de nues-
tro territorio. Ahora no son sólo las muertas de Juárez, sino
las del Distrito Federal, las de Cuernavaca y en general, las
de nuestras fronteras, pero detrás de este horror se encuen-
tra la violencia generalizada contra la mujer en sus más di-
versas manifestaciones: violencia intrafamiliar, acoso se-
xual en el trabajo, violaciones, asaltos, abuso policiaco,
entre otros.

Resulta paradójico que justo cuando las mujeres juegan un
rol cada vez más importante en nuestra sociedad, se da esta
ola de violencia contra ellas; nos resistimos a creer que sea
por esta razón; sin embargo, no debemos de descartar nin-
guna opción del análisis de este hecho trágico.

En lo que no nos cabe duda es que la violencia contra las
mujeres y contra los seres humanos, en general, es producto
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del capitalismo neoliberal que conduce a la degradación
social; probado está que el capitalismo salvaje exacerba y
potencia al individualismo el egoísmo, la competencia
desenfrenada, que es el resultado de poner al mercado como
el eje rector de las relaciones humanas.

Lamentablemente los resultados de este horror económico
hace víctimas a los más desvalidos: las mujeres, los niños,
los discapacitados, los jóvenes sin oportunidades y desde
luego, a los más pobres.

Ha pretendido borrar a la mujer como símbolo y parte fun-
damental de nuestra familia, ha roto con los valores esen-
ciales de la convivencia humana, ha desintegrado a la fa-
milia, comercializado a los seres humanos, denigrado a la
mujer, a la que ha estereotipado como objeto sexual consu-
mible.

¿Cómo esperar en este contexto la igualdad y el respeto ha-
cia las mujeres? ¿Cómo detener esta violencia que ha crea-
do la propia sociedad neoliberal y que reproducen delibe-
radamente quienes ven en la mujer una imagen que sólo
sirve para el lucro y los negocios?

Tenemos que recuperar el respeto y la equidad hacia las
mujeres; por esta razón, las mujeres y los hombres que mi-
litamos en el Partido del Trabajo, creemos que para deste-
rrar la violencia contra las mujeres no basta crear institu-
ciones gubernamentales y leyes que mejoren su
desempeño, las cuales son muy necesarias, pero resultan
todavía insuficientes.

Que es urgente que la sociedad desarrolle una política de
Estado que conciba a las mujeres en igualdad y en equidad
de condiciones y oportunidades con los hombres, y que pri-
vilegie a favor de ellas aquellos ámbitos en los cuales haya
desigualdad estructural.

Que conciba a las mujeres como seres humanos, que tienen
la capacidad para aportar, al igual que los hombres, la ri-
queza creadora y reproductiva de nuestra especie.

Esta es la mejor manera de reivindicar la lucha de las mu-
jeres y recordar en este Día Internacional de la No Violen-
cia Contra las Mujeres, que tenemos asignaturas pendien-
tes y que debemos de cubrir y resolver cuanto antes.

Muchas gracias, señor Presidente.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Tiene el uso de la palabra la diputada María Avila Serna,
del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México.

La diputada María Avila Serna: 

Con su venia, señor Presidente; compañeras y compañeros
legisladores:

Hoy, 25 de noviembre es la fecha conmemorativa del Día
Internacional para la Eliminación de la Violencia Contra la
Mujer, la elección de esta fecha se debe al brutal asesinato
de las tres hermanas Mirabal en República Dominicana el
26 de noviembre de 1961, pero no podemos celebrarlo ya
que todavía falta mucho por hacer.

En el mundo cada año ocurren un millón 700 mil muertes
violentas y el 25% de las mujeres son violadas en algún
momento de su vida, dependiendo del país entre un 25 a un
75% de las mujeres son maltratadas físicamente en sus ho-
gares en forma habitual.

Cerca de 120 millones de mujeres han padecido mutilacio-
nes genitales, las violaciones han rebasado mujeres, niñas
y familias en los recientes conflictos en Ruanda, Camboya,
Liberia, Perú, Somalia, Uganda, Irak y la antigua Yugosla-
via, solamente en México sufren de agresión al menos el
20% de las familias mexicanas, de estas cifras la tercera
parte de mujeres reconoce que a lo largo de su vida ha su-
frido algún tipo de agresión por diversas personas cercanas
a ella.

La información oficial emitida por la Secretaría de Salud
señala que en un 1.3 millones de hogares mexicanos se de-
tectó algún tipo de violencia. La violencia aplicada contra
mujeres y niños no es natural, se puede prevenir esta con-
ducta, es un problema social en donde se involucra a varias
instancias públicas y privadas, las cuales deben tener capa-
citación para su adecuada atención y prevención.

Además de las lesiones físicas directas, las víctimas de la
violencia corren mayor riesgo de sufrir problemas síquicos
y comportamientos de muy diversa índole, como depre-
sión, abuso de alcohol, ansiedad y comportamiento suicida,
además de problemas reproductivos como embarazos no
deseados, enfermedades de transmisión sexual y disfuncio-
nes sexuales.
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De acuerdo a la Resolución de la Asamblea General de la
ONU el 25 de noviembre ha sido designado Día Interna-
cional para la Eliminación de la Violencia Contra la Mujer,
esta resolución es el resultado de un creciente movimiento
internacional para acabar con una trágica epidemia que de-
vasta la vida de mujeres y niñas.

Por ello, en el marco del Día Internacional de la No Vio-
lencia Contra la Mujer, el Partido Verde Ecologista de Mé-
xico exhorta a los estados a contribuir a crear condiciones
favorables para la eliminación de la discriminación contra
la mujer y para su plena participación en el proceso de desa-
rrollo social.

Los activistas por los derechos de la mujer han señalado el
día 25 de noviembre como Día Contra la No Violencia des-
de 1981, y durante la pasada década se han celebrado 16
días de activismo contra la violencia de género. Ya fuera el
25 de noviembre o el 10 de diciembre Día Internacional de
los Derechos Humanos.

El Partido Verde Ecologista de México reconoce las múlti -
ples contribuciones de las mujeres a sus sociedades, por lo
que hace un llamado a la población a promover la toma de
conciencia sobre la situación femenina y su lucha por vivir
en un mundo con menos violencia y discriminación, así
como con mayor igualdad en la distribución de oportuni-
dades.

Sin más por el momento, muchas gracias.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señora diputada:

Tiene el uso de la palabra la diputada Marcela Lagarde y de
los Ríos, del grupo parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

La diputada María Marcela Lagarde y de los Ríos: 

Hace una semana identificaron los resto de Neyra Azuce-
na, encontrados el 14 de julio en Ciudad Juárez. Un asesi-
nato más y el feminicidio continúa. ¡Ya basta! exigimos al
Gobierno de la República fin al feminicidio y garantías
para la seguridad y la vida de las mujeres. 

El Día Internacional para Eliminar la Violencia Contra las
Mujeres, es preciso que esta Legislatura con representación
del pueblo y de la Federación, se manifieste sobre la gra-

vedad de la violencia de género en nuestro país y legisle
sobre el feminicidio como uno de los más graves proble-
mas de la nación. 

El feminicidio es la forma extrema de la violencia de gé-
nero; es el genocidio misógino contra mujeres y sucede
cuando se atenta contra la integridad, la salud, las liberta-
des y la vida de las mujeres. Hay feminicidio en condicio-
nes de guerra y de paz, en él coinciden en tiempo y espa-
cio, daños que conducen a la muerte cruel de algunas de las
víctimas. Es feminicidio porque el Estado no da garantías
a las mujeres ni condiciones de seguridad. Por eso el femi-
nicidio es un crimen de Estado, si el Estado falla la delin-
cuencia prolifera y el feminicidio no llega a su fin. 

El PRD apoya a las madres y los familiares de las niñas y
mujeres asesinadas y desaparecidas, en su exigencia para
que el Presidente de la República hable con la verdad y
promueva la justicia; se comprometa para que las investi-
gaciones sean realizadas por profesionales con visión de
género y protocolos internacionales. Porque la valoración
pericial sea confiable; porque se erradique la tortura en las
investigaciones; porque se finquen responsabilidades a los
funcionarios; se garantice la presencia de la Policía Fede-
ral Preventiva sólo en los lugares de riesgo y cesen el hos-
tigamiento, el desprestigio y las amenazas a las familiares,
las abogadas y las organizaciones civiles comprometidas
en esta causa. 

Exigimos al Presidente de la República, desde la tribuna
más alta de la nación, la reparación integral del daño. El
PRD exige también facilidades para que Guadalupe Morfín
Otero, comisionada de la Presidencia de la República, pue-
da contar con las facilidades necesarias para procurar polí-
ticas urgentes y eficaces para enfrentar el feminicidio. Pero
su intervención no es suficiente; la sociedad reclama y el
PRD exige la creación de un ministerio público federal es-
pecializado en el feminicidio, confiable y autónomo, en
que sus miembros no estén involucrados en los hechos; que
aplique las normas internacionales de derechos humanos.
Exigimos saber quiénes violentaron a cada una de las mu-
jeres y justicia en cada uno de los casos. 

Exigimos a las procuradurías General de la República y de
los estados de Chihuahua, Coahuila, Sonora, Guanajuato,
Jalisco, el Estado de México y del Distrito Federal, donde
se reporta feminicidio también, que cumplan su deber en el
establecimiento de políticas públicas en el esclarecimiento
de estos crímenes y en su fin. 
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Exigimos a la Comisión Nacional de Derechos Humanos
consecuencia y que promueva el juicio y el castigo de las
autoridades responsables de la violación de los derechos
humanos de las mujeres.

Finalmente quiero recordar ante esta soberanía, la reflexión
sobre la democracia que hiciera María Zambrano, la entra-
ñable filósofa transterrada en México. La democracia —dijo
María— es la sociedad en la cual no sólo es permitido sino
exigido, el ser persona y ser persona es ser individual, lo
que además insinúa en la mente algo de positivo, algo irre-
ductible por positivo, por ser una más, no sólo una dife-
rencia.

Construimos una nación democrática que asegure la vida,
los derechos humanos y las libertades de las niñas y las
mujeres para que en México, en voz de María Zambrano,
la condición democrática de persona sea la condición de las
mujeres todas.

Por la vida y la libertad de las mujeres, fin al feminicidio.
Democracia ya, patria para todas y para todos. 

Gracias, señor Presidente. 

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señora diputada.

Tiene el uso de la palabra para hablar sobre el mismo tema
la diputada Blanca Eppen Canales, del grupo parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional.

La diputada Blanca Eppen Canales:

Con su permiso, señor Presidente; compañeras y compañe-
ros diputados: 

La violencia contra la mujer ya no es más un tema vedado
sino un asunto de interés público y hoy día se considera
tema prioritario en las agendas de los partidos políticos y
campo importante de acción de los gobiernos nacionales.

La violencia es un problema mundial que afecta tanto a
hombres como a mujeres de todas las culturas, clases so-
ciales y edades.

La Organización Mundial de la Salud reconoce a la violen-
cia como un problema de salud pública en el mundo. Cada

año más de 1 millón 600 mil personas pierden la vida de
manera violenta.

En México y en la mayoría de los países no existe un diag-
nóstico certero de la dimensión del problema, pero según
registros de organizaciones internacionales, dependiendo
del país, de un 25% a un 75% de las mujeres son maltrata-
das físicamente en sus hogares de forma brutal.

Según el INEGI de 1999, arroja que en cada uno de tres ca-
sos en los hogares se sufre algún tipo de violencia y que las
víctimas de maltrato más frecuentes son las hijas e hijos y
la cónyuge.

Sólo 10 de cada 100 mujeres denuncian la violencia a que
es sometida sistemáticamente.

La realidad nos ha hecho ver que la violencia en contra de
las mujeres es un obstáculo para el desarrollo de los países,
tiene efectos sociales y culturales adversos que afectan el
bienestar, la seguridad, la posibilidad de educación y de
desarrollo personal.

De acuerdo con estudios de mujeres, la edad, la identidad
cultural, la discapacidad y la orientación sexual pueden in-
fluir en el desarrollo de la violencia contra las mujeres y los
patrones culturales y los estereotipos sexistas fomentan y
agudizan el problema de la violencia contra las mujeres y
las niñas.

Por ello el 25 de noviembre no es un día sólo para recordar
sino para reflexionar, tomar conciencia y definir propues-
tas de solución para un problema de dimensión social que
nos afecta a todos y no únicamente a las mujeres que están
sufriendo agresiones y malos tratos en la intimidad de su
hogar y fuera de éste.

Es urgente condenar social y legalmente la violencia de gé-
nero en todas sus formas. Redefinir o reconstruir lo que la
cultura propone para las mujeres y hombres es quizá el tra-
bajo más lento y sin embargo, más efectivo que debemos
hacer como legisladores.

Porque es desde esas construcciones genéricas donde se
asientan las jerarquías y la violencia como estrategia para
mantener los privilegios y el derecho a controlar o castigar
a las mujeres.
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Eliminar la violencia contra las mujeres es responsabilidad
de todos nosotros, los hacedores de leyes, el Gobierno, la
sociedad civil y de cada mujer y de cada hombre.

En todos los ámbitos el Partido Acción Nacional tiene pro-
puestas concretas para formar ciudadanos responsables
que, desde el seno familiar, inicien el cambio cultural y el
respeto entre los géneros como de acciones legislativas y
políticas públicas que incidan en el mayor conocimiento,
prevención y sanción de este fenómeno.

Este día y los 16 días de activismo contra la violencia ha-
cia la mujer a los que convoca la Comisión de Equidad y
Género, nos brindan la oportunidad de repensar un nuevo
esquema libre de violencia contra las mujeres y las niñas,
porque ya no hay bases para la tolerancia ni existen excu-
sas ni tiempos tolerables.

Por nuestra larga tradición de compromiso con las mujeres,
las legisladoras y los legisladores de Acción Nacional, te-
nemos la obligación de realizar las acciones que incidan en
garantizar los derechos humanos de las mujeres.

Nos pronunciamos por crear normas legales vigentes a la
realidad de la mujer actual y de impulsar mecanismos so-
ciales de condena hacia la violencia. 

En este asunto no daremos un paso atrás. En su momento
traeremos a la mesa de discusión diversas propuestas, tra-
bajaremos para prevenir problemas de salud pública, cali-
dad de vida y para garantizar el derecho a una vida familiar
sin violencia. Todo con el ánimo de encontrar junto con to-
dos ustedes, el enriquecimiento y aprobación de las mis-
mas.

Acción Nacional, desde la más alta tribuna de la nación,
hace un llamado a los medios masivos de comunicación,
especialmente a la radio y a la televisión, para que asuman
su rol en apoyo a la dignidad de las mujeres y se enfoquen
a trasmitir a la sociedad mexicana una cultura de respeto a
la mujer sin estereotipos, sin denigrar ni menospreciar el
papel que juega la mujer y valorando sus aportaciones a la
sociedad nacional.

Quiero de esta forma dirigirme a las mujeres para que rom-
pan en silencio y denuncien...

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Le ruego concluir, señora diputada.

La diputada Blanca Eppen Canales: 

Concluyo, señor Presidente.

...y denuncien que están siendo víctimas de violencia. No
sigamos encubriendo por más tiempo este flagelo. Hay que
decirle no al miedo y al sentimiento de culpa. Estos deben
superarse para evidenciar esta problemática. Sumemos los
esfuerzos para que juntos, gobierno, sociedad, medios de
información, mujeres, hombres y familias, actuemos para
acabar con la violencia contra las mujeres.

Por su atención, muchas gracias.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señora diputada. 

Tiene el uso de la palabra la diputada María Isabel Maya
Pineda, del grupo parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

La diputada María Isabel Maya Pineda: 

Con su venia, señor Presidente; compañeras y compañeros
diputados: 

En estos tiempos en donde se han visto hechos violentos y
vergonzosos hacia la mujer, la sociedad civil y principal-
mente las diputadas priístas estamos preocupadas por los
aconteceres que día a día se cometen en nuestra nación y
en otros países.

Es lamentable saber mediante los medios de comunicación,
sobre la violencia ejercida hacia el sexo femenino y tal pa-
rece que nuestro Gobierno Federal no ha hecho nada por
disminuir estos hechos delictivos que denigran al ser hu-
mano y en especial a las mujeres.

Institucionalizaron esta fecha para denunciar las diversas
formas de violencia ejercidas contra las mujeres. Se esco-
gió este día en memoria de las tres activistas de República
Dominicana llamadas: Patria, Minerva y María Teresa Mi-
rabál, asesinadas el día 25 de noviembre del año de 1960;
ésto como represalia por su activa oposición a la dictadura
de Rafael Leonidas Trujillo, ya que las Mirabál, como se
les llamaba, representaban una amenaza para el régimen
trujillista. 
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Por tal motivo la Organización de las Naciones Unidas le
dio el carácter del Día Internacional de la No Violencia
Contra las Mujeres. 

Por ello en el año de 1991 el Centro de Liderazgo Global
de las Mujeres inicia la campaña internacional denomina-
da: Dieciséis Días de Activismo Contra la Violencia Hacia
las Mujeres. Campaña que se inicia a partir del 25 de no-
viembre, continúa con la celebración del 1º de diciembre,
Día Internacional de la Lucha Contra el Sida; el 6 de di-
ciembre se conmemora la masacre de Montreal, Canadá, en
la cual 14 estudiantes de ingeniería fueron asesinadas por
ser feministas; en el año de 1989 y termina el 10 de di-
ciembre, Día del Aniversario de la Declaración Universal
de los Derechos Humanos.

La violencia ejercida hacia las mujeres es una realidad en
el mundo que no se puede ocultar. Por lo que la violencia
hacia las mujeres es una violación constante a los derechos
humanos, una violación constante a las libertades indivi-
duales, es una ofensa a la dignidad humana y una manifes-
tación de las relaciones de poder históricamente desiguales
entre mujeres y hombres.

En el año de 1993, a raíz de todo esto, la Comisión de los
Derechos Humanos de las Naciones Unidas, en Viena, me-
diante una resolución acordó integrar los derechos de la
mujer por la importancia de sacar a la luz pública un asun-
to que se consideraba privado, ya que la violencia hacia la
mujer es un obstáculo para la paz social en todo el mundo.

América Latina y el Caribe fue el primer Continente en ob-
tener un instrumento jurídico importante como es la Con-
vención Sobre la Preservación, Erradicación y Sanción a la
Violencia en Contra de las Mujeres, aprobada en el año de
1994 por la Organización de Estados Americanos, firmada
y ratificada por sus 23 países miembros, entre ellos Méxi-
co, en donde se llevan a cabo campañas y programas espe-
ciales como los centros de ayuda médica, legal, sicológica
y las casas de refugio.

En todos los países día con día han ido surgiendo leyes que
enfrentan los delitos de violencia intrafamiliar doméstica y
de violencia sexual. Existen legislaciones que sancionan el
acoso y hostigamiento sexual. Sin embargo, hay un vacío
en cuanto a otras situaciones que no son calificadas como
violencia hacia la mujer, como por ejemplo el maltrato en
los servicios de salud, la violencia en los medios de comu-
nicación, el maltrato sicológico, la violencia económica y
otras.

Es difícil que todas las mujeres encuentren el camino para
hacer efectivos sus derechos, en especial todas aquellas
que carecen de educación formal o cuya información en to-
dos los temas estén limitadas o que estén afectadas por una
situación de violencia subordinación, que no son capaces
de buscar ayuda para ello.

El más claro ejemplo que tenemos de violencia hacia las
mujeres en nuestro país es el caso de las muertas de Ciudad
Juárez, así como también las mujeres muertas por violen-
cia intrafamiliar en Oaxaca, por citar algunos de los casos
más importantes. Es urgente poner un hasta aquí a la injus-
ticia en todas sus expresiones, tales como la marginación,
la impunidad, la corrupción y la ignorancia, para que nues-
tro país esté a la vanguardia.

Por lo que llegamos a la conclusión de hacer un punto de
acuerdo para exhortar al Poder Judicial en todos los esta-
dos, a través del Congreso Federal, y vigilar que los órga-
nos encargados de procurar la justicia lo hagan con apego
a derecho.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Le ruego concluir, señora diputada.

La diputada María Isabel Maya Pineda:

Concluyo, señor Presidente.

Las diputadas priístas pugnamos porque se cree un Institu-
to de Atención a las Mujeres Víctimas del Delito, formular
programas de prevención del maltrato hacia las mujeres.
En ese sentido podremos decir que las mujeres obtendrán
la igualdad de derechos y así poder contribuir en el progra-
ma económico, cultural y social de México para crear me-
jores condiciones de vida y para un mejor desarrollo con
una mejor participación en todos los ámbitos sociales.

Es cuanto, señor Presidente.

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Gracias, señora diputada.

Continúe la Secretaría.
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ORDEN DEL DIA

La Secretaria diputada Amalín Yabur Elías:

Señor Presidente: se han agotado los asuntos en cartera.

Se va a dar lectura al orden del día de la próxima sesión.

«Primer Periodo de Sesiones Ordinarias.— Primer Año.—
LIX Legislatura.

Orden del día

Jueves 27 de noviembre de 2003.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

Del Congreso del estado de Michoacán.

De la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, III Legis-
latura.

Oficio del Gobierno del Distrito Federal

Con el que remite informe y copia de la contestación del
Secretario de Gobierno del Distrito Federal, en relación al
punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados,
sobre la Empresa Comercializadora Metrogas, SA de CV
(Turno a comisión.)

Oficio del gobierno del estado de Puebla

Con el que remite copia de la contestación del Procurador
General de Justicia del estado de Puebla, en relación al
punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados,
sobre el asesinato de Griselda Tirado Evangelio. (Turno a
comisión.)

Oficio de la Secretaría de Gobernación

Con el que remite copia de la contestación del director ge-
neral de Programación y Presupuesto “B” de la subsecreta-
ría de Egresos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, en relación al punto de acuerdo aprobado por la
Cámara de Diputados, en relación a una partida especial en
el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 2004.
(Turno a comisión.)

Minuta

Proyecto de decreto por el que se concede permiso al em-
bajador de México en Colombia, Angel Luis Ortiz Monas-
terio Castellanos, para aceptar y usar las condecoraciones
de la Orden de San Carlos, en grado de Gran Cruz, y de la
Orden de la Democracia Simón Bolívar, en grado de Gran
Cruz Extraordinaria con Placa de Oro, que le confiere el
gobierno de dicho país. (Turno a comisión.)

Dictámenes de primera lectura

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso al ciudadano Jaime Parada Avila,
para aceptar y usar la Condecoración de la Orden del Mé-
rito de la República Federal de Alemania, en grado de Cruz
de Gran Oficial, que le confiere el gobierno de dicho país.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a los ciudadanos: Lidia Elizabeth Ve -
lasco y López, Zandra Luz González Reyes, David Nava-
rrete Martínez y Mónica del Carmen Vázquez Fernández,
para presentar servicios en la Embajada de Alemania en
México.

Dictamen a discusión

De la Comisión de Desarrollo Social, con proyecto de Ley
General de Desarrollo Social.

Y los demás asuntos con los que la Mesa Directiva dé
cuenta.»

REGISTRO DE ASISTENCIA FINAL

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano:

Proceda la Secretaría a abrir el sistema electrónico por seis
minutos, para verificar la asistencia.

La Secretaria diputada Amalín Yabur Elías:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior. Abrase el sistema electrónico por
seis minutos, para verificación de asistencia.
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Ciérrese el sistema electrónico, por favor. De viva voz por
favor, el nombre del diputado. El diputado José Guzmán.

El diputado José Guzmán Santos (desde su curul): 

Diputado José Guzmán, si es tan amable. 

La Secretaria diputada Amalín Yabur Elías: 

El diputado García Tinajero.

El diputado Rafael García Tinajero Pérez 
(desde su curul): 

Diputado Rafael García Tinajero.

La Secretaria diputada Amalín Yabur Elías: 

Señor Presidente, hay una asistencia de 446 diputados, más
los dos que se apuntaron de viva voz. 

CLAUSURA Y CITATORIO

El Presidente diputado Juan de Dios Castro Lozano 
(a las 16:05 horas):

Se levanta la sesión y se cita para la que tendrá lugar el
próximo jueves 27 de noviembre a las 10:00 horas. 

Se les informa que el sistema electrónico estará abierto
a partir de las 8:30 horas.
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración: 4 horas 4 minutos.

• Quórum a la apertura de sesión: 301 diputados.

• Asistencia al cierre de registro: 452.

• Asistencia al final de la sesión: 448.

• Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, aprobado: 1.

• Comisiones reglamentarias y protocolarias: 1.

• Efemérides: 1.

• Oradores en tribuna: 35
PRI-6; PAN-5; PRD-5; PVEM-3; PT-3; PC-3; Secretario de Hacienda y Crédito Público-10.

Se recibió:

• 2 oficios de la Cámara de Senadores, con los que remite acuerdos;

• 5 iniciativas de senadores del PRI;

• 5 iniciativas del PRI;

• 1 minuta con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de las
leyes: de Instituciones de Crédito; de Ahorro y Crédito Popular; de los Sistemas de Ahorro para el
Retiro; Federal de Instituciones de Fianzas; General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Se-
guros; del Mercado de Valores; de Sociedades de Inversión; y de la General de Organizaciones y Ac-
tividades Auxiliares del Crédito;

• 1 minuta con proyecto de Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por Organizaciones
de la Sociedad Civil, para los efectos del inciso e) del artículo 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Dictámenes primera lectura:

• 1 de la Comisión de Desarrollo Social, con proyecto de Ley General de Desarrollo Social.
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• Agundis Arias, Alejandro (PVEM). . . . . . . . . . . . . . .  

• Alarcón Hernández, José Porfirio (PRI). . . . . . . . . . . 

• Arroyo Vieyra, Francisco Agustín (PRI). . . . . . . . . . . 

• Avila Nevárez, Pedro (PRI) (desde curul). . . . . . . . . . 

• Avila Serna, María (PVEM). . . . . . . . . . . . . . .  . . . . 

• Bernal Ladrón de Guevara, Diana Rosalía (PRD). . . .

• Echeverría Pineda, Abel (PRI). . . . . . . . . . . . . . .  . . . 

• Eppen Canales, Blanca (PAN). . . . . . . . . . . . . . .  . . . 

• Flores Hernández, José Luis (PRI). . . . . . . . . . . . . . .  

• González Yáñez, Oscar (PT). . . . . . . . . . . . . . . . .  . . 

• Lagarde y de los Ríos, María Marcela (PRD). . . . . . . 

• Martínez Alvarez, Jesús Emilio (PC). . . . . . . . . . . . . 

• Maya Pineda, María Isabel (PRI). . . . . . . . . . . . . . .  . 

• Moreno Garavilla, Jaime Miguel (PC). . . . . . . . . . . . 

• Osuna Millán, José Guadalupe (PAN). . . . . . . . . . . . 

• Pérez Góngora, Juan Carlos (PRI). . . . . . . . . . . . . . .  

Ley de Ingresos-Presupuesto de Egresos:
26

Ley de Ingresos-Presupuesto de Egresos:
47

Abrogación de leyes: 61

Abrogación de leyes: 67

Día Internacional de la No Violencia en
Contra de las Mujeres: 108

Ley de Ingresos-Presupuesto de Egresos:
30, 33

Ley de Ingresos-Presupuesto de Egresos:
40

Día Internacional de la No Violencia en
Contra de las Mujeres: 110

Ley de Ingresos-Presupuesto de Egresos:
37

Ley de Ingresos-Presupuesto de Egresos:
22, 25

Día Internacional de la No Violencia en
Contra de las Mujeres: 109

Ley de Ingresos-Presupuesto de Egresos:
17, 20

Día Internacional de la No Violencia en
Contra de las Mujeres: 11

Día Internacional de la No Violencia en
Contra de las Mujeres: 106

Ley de Ingresos-Presupuesto de Egresos:
47, 49

Ley de Ingresos-Presupuesto de Egresos:
44

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )
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• Ramírez Cuéllar, Alfonso (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Toscano Velasco, Miguel Angel (PAN). . . . . . . . . . . . 

• Vázquez González, Pedro (PT). . . . . . . . . . . . . . .  . . 

• Velasco Coello, Manuel (PVEM). . . . . . . . . . . . . . .  . 

Ley de Ingresos-Presupuesto de Egresos:
41, 43

Ley de Ingresos-Presupuesto de Egresos:
34, 37

Día Internacional de la No Violencia en
Contra de las Mujeres: 107

Ley de Ingresos-Presupuesto de Egresos:
29



PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Abdala De La Fuente José Manuel ASISTENCIA

2 Adame De León Fernando Ulises ASISTENCIA
3 Aguilar Bueno Jesús ASISTENCIA

4 Aguilar Flores Ubaldo PERMISO 
MESA DIRECTIVA

5 Aguilar Hernández Roberto Aquiles ASISTENCIA

6 Aguilar Iñárritu José Alberto INASISTENCIA
7 Aguirre Maldonado María de Jesús ASISTENCIA

8 Aguirre Rivero Ángel Heladio ASISTENCIA
9 Alarcón Hernández José Porfirio ASISTENCIA

10 Alarcón Trujillo Ernesto ASISTENCIA

11 Alcántara Rojas José Carmen Arturo ASISTENCIA
12 Alcerreca Sánchez Victor Manuel ASISTENCIA

13 Alcocer García Roger David ASISTENCIA
14 Alemán Migliolo Gonzalo ASISTENCIA

15 Amezcua Alejo Miguel ASISTENCIA

16 Anaya Rivera Pablo ASISTENCIA
17 Arcos Suárez Peredo Filemón Primitivo ASISTENCIA

18 Arechiga Santamaría José Guillermo ASISTENCIA
19 Arias Martínez Lázaro ASISTENCIA

20 Arroyo Vieyra Francisco Agustín ASISTENCIA

21 Astiazarán Gutiérrez Antonio Francisco ASISTENCIA
22 Ávila Nevárez Pedro ASISTENCIA

23 Ávila Rodríguez Gaspar ASISTENCIA

24 Badillo Ramírez Emilio ASISTENCIA
25 Bailey Elizondo Eduardo Alonso ASISTENCIA

26 Barbosa Gutiérrez Federico ASISTENCIA
27 Bazan Flores Omar ASISTENCIA

28 Bedolla López Pablo ASISTENCIA

29 Beltrones Rivera Manlio Fabio ASISTENCIA
30 Bitar Haddad Oscar ASISTENCIA

31 Blackaller Ayala Carlos ASISTENCIA
32 Bravo Carbajal Francisco Javier ASISTENCIA

33 Briones Briseño José Luis ASISTENCIA

34 Buendía Tirado Ángel Augusto ASISTENCIA
35 Burgos Barrera Álvaro ASISTENCIA

36 Burgos García Enrique ASISTENCIA
37 Bustillos Montalvo Juan ASISTENCIA

38 Campa Cifrián Roberto Rafael ASISTENCIA

39 Canul Pacab Angel Paulino ASISTENCIA 
COMISIÓN OFICIAL

40 Carrillo Guzmán Martín ASISTENCIA
41 Carrillo Rubio José Manuel ASISTENCIA

42 Castañeda Ortiz Concepción Olivia ASISTENCIA

Año I, Primer Periodo, 25 de noviembre de 2003 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados118

ASISTENCIA

DE CONFORMIDAD CON LO QUE DISPONE EL REGLAMENTO PARA LA TRANSPARENCIA Y EL ACCESO A LA IN-
FORMACION PUBLICA DE LA H. CAMARA DE DIPUTADOS, SE PUBLICA LA LISTA DE ASISTENCIA DE LAS DIPU-
TADAS Y LOS DIPUTADOS, CORRESPONDIENTE A LA SESION DEL MARTES 25 DE NOVIEMBRE DE 2003.

SECRETARIA  GENERAL

ASISTENCIA  DE  LA  SESION  ORDINARIA  DEL  25  DE  NOVIEMBRE  DE  2003

Nota: Las diferencias que existen entre las listas de asistencia y el número de votos pueden variar conforme a los diputados presentes al momento de la votación. 

Dentro de 6 días se publicarán las inasistencias justificadas respecto a la presente lista. 

SECRETARIA GENERAL

REPORTE DE ASISTENCIA



43 Castillo Cabrera Jorge de Jesús ASISTENCIA

44 Castro Ríos Sofia ASISTENCIA
45 Celaya Luría Lino ASISTENCIA

COMISIÓN OFICIAL
46 Cervantes Vega Humberto ASISTENCIA

47 Chávez Dávalos Sergio Armando ASISTENCIA

48 Chuayffet Chemor Emilio ASISTENCIA
49 Collazo Gómez Florencio ASISTENCIA

50 Concha Arellano Elpidio Desiderio ASISTENCIA
51 Córdova Martínez Julio César ASISTENCIA

52 Culebro Velasco Mario Carlos ASISTENCIA

53 Dávalos Padilla Juan Manuel INASISTENCIA
54 David David Sami PERMISO 

MESA DIRECTIVA
55 De las Fuentes Hernández Fernando INASISTENCIA

56 del Mazo González Alfredo ASISTENCIA

57 Del Valle Reyes Guillermo ASISTENCIA
58 Díaz Escarraga Heliodoro Carlos ASISTENCIA

59 Díaz Nieblas José Lamberto ASISTENCIA
60 Díaz Ortega Jesús Angel ASISTENCIA

61 Díaz Rodríguez Homero ASISTENCIA

62 Díaz Salazar María Cristina ASISTENCIA
63 Domínguez Arvizu María Hilaria ASISTENCIA

64 Domínguez Ordoñez Florentino ASISTENCIA
65 Echeverría Pineda Abel ASISTENCIA

66 Escalante Arceo Enrique Ariel ASISTENCIA

67 Félix Ochoa Oscar ASISTENCIA
68 Fernández García Fernando ASISTENCIA

69 Fernández Saracho Jaime ASISTENCIA
70 Figueroa Smutny José Rubén ASISTENCIA

71 Filizola Haces Humberto Francisco ASISTENCIA

72 Flores Hernández José Luis ASISTENCIA
73 Flores Rico Carlos ASISTENCIA

74 Fonz Sáenz Carmen Guadalupe ASISTENCIA
75 Franco Vargas Jorge Fernando ASISTENCIA

76 Frías Castro Francisco Cuauhtémoc INASISTENCIA

77 Galindo Jaime Rafael ASISTENCIA
78 García Ayala Marco Antonio ASISTENCIA

79 García Corpus Teofilo Manuel ASISTENCIA
80 García Cuevas Fernando Alberto ASISTENCIA

81 García López Ady ASISTENCIA

82 García Ortiz José ASISTENCIA
83 Gastélum Bajo Diva Hadamira ASISTENCIA

84 Godínez y Bravo Rebeca ASISTENCIA
85 Gómez Carmona Blanca Estela ASISTENCIA

86 Gómez Sánchez Alfredo ASISTENCIA

87 González Canto Félix Arturo ASISTENCIA
88 González Huerta Víctor Ernesto ASISTENCIA

89 González Orantes César Amín ASISTENCIA
90 González Ruíz Alfonso ASISTENCIA

91 Gordillo Morales Elba Esther ASISTENCIA

92 Gordillo Reyes Juan Antonio ASISTENCIA
93 Grajales Palacios Francisco ASISTENCIA

94 Guerra Castillo Marcela ASISTENCIA
95 Guerrero Santana Enrique PERMISO 

MESA DIRECTIVA

96 Guizar Macías Francisco Javier ASISTENCIA
97 Guizar Valladares Gonzalo ASISTENCIA

98 Gutiérrez Corona Leticia ASISTENCIA 
COMISIÓN OFICIAL

99 Gutiérrez de la Garza Héctor Humberto ASISTENCIA

100 Gutiérrez Romero Marco Antonio ASISTENCIA
101 Guzmán Santos José ASISTENCIA

102 Hernández Pérez David ASISTENCIA
103 Herrera León Francisco ASISTENCIA

104 Herrera Solís Belizario Iram ASISTENCIA

105 Hinojosa Ochoa Baltazar Manuel ASISTENCIA
106 Ibáñez Montes José Angel ASISTENCIA

107 Islas Hernández Adrián Víctor Hugo ASISTENCIA
108 Izaguirre Francos María Del Carmen ASISTENCIA

109 Jiménez Macías Carlos Martín ASISTENCIA 

COMISIÓN OFICIAL
110 Jiménez Merino Francisco Alberto ASISTENCIA

111 Jiménez Sánchez Moisés ASISTENCIA
112 Laguette Lardizábal María Martha ASISTENCIA

113 Larios Rivas Graciela ASISTENCIA

114 Leyson Castro Armando INASISTENCIA
115 Lomelí Rosas J. Jesús ASISTENCIA

116 López Aguilar Cruz ASISTENCIA
117 Lucero Palma Lorenzo Miguel ASISTENCIA

118 Madrigal Hernández Luis Felipe ASISTENCIA

119 Marrufo Torres Roberto Antonio ASISTENCIA
120 Martínez De La Cruz Jesús Humberto ASISTENCIA

121 Martínez López Gema Isabel ASISTENCIA
122 Martínez López Margarita ASISTENCIA

123 Martínez Nolasco Guillermo ASISTENCIA

124 Martínez Rivera Laura Elena ASISTENCIA
125 Maya Pineda María Isabel ASISTENCIA

126 Mazari Espín Rosalina ASISTENCIA
127 Medina Santos Felipe ASISTENCIA

128 Mejía González Raúl José ASISTENCIA

129 Meza Cabrera Fidel René ASISTENCIA
130 Mier y Concha Campos Eugenio ASISTENCIA 

POR CÉDULA
131 Mireles Morales Carlos ASISTENCIA

132 Monárrez Rincón Francisco Luis ASISTENCIA

133 Montenegro Ibarra Gerardo ASISTENCIA
134 Morales Flores Jesús ASISTENCIA

135 Moreno Arcos Mario ASISTENCIA
136 Moreno Arévalo Gonzalo ASISTENCIA
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137 Moreno Cárdenas Rafael Alejandro ASISTENCIA

138 Moreno Ramos Gustavo ASISTENCIA
139 Moreno Valle Rosas Rafael ASISTENCIA

140 Muñoz Muñoz José Alfonso ASISTENCIA
141 Muro Urista Consuelo ASISTENCIA

142 Nava Altamirano José Eduviges INASISTENCIA

143 Nava Díaz Alfonso Juventino ASISTENCIA
144 Nazar Morales Julián ASISTENCIA

145 Neyra Chávez Armando ASISTENCIA
146 Olmos Castro Eduardo ASISTENCIA

147 Orantes López María Elena ASISTENCIA

148 Ortega Pacheco Ivonne Aracelly INASISTENCIA
149 Ortiz Alvarado Jorge ASISTENCIA

150 Osorio Chong Miguel Angel ASISTENCIA
151 Osornio Sánchez Arturo ASISTENCIA

152 Palafox Gutiérrez Martha ASISTENCIA

153 Pano Becerra Carlos Osvaldo PERMISO 
MESA DIRECTIVA

154 Pavón Vinales Pablo ASISTENCIA
155 Pedraza Martínez Roberto ASISTENCIA

156 Pérez Góngora Juan Carlos ASISTENCIA

157 Pérez Magaña Eviel ASISTENCIA
158 Pimentel González Oscar ASISTENCIA

159 Pompa Victoria Raúl ASISTENCIA
160 Ponce Beltrán Esthela de Jesús PERMISO 

MESA DIRECTIVA

161 Posadas Lara Sergio Arturo ASISTENCIA
162 Quiroga Tamez Mayela María de Lourdes ASISTENCIA

163 Ramírez Pineda Luis Antonio ASISTENCIA
164 Ramírez Puga Leyva Hector Pablo ASISTENCIA

165 Ramón Valdez Jesús María ASISTENCIA

166 Ramos Salinas Óscar Martín ASISTENCIA
167 Rangel Espinosa José ASISTENCIA

168 Rincón Chanona Sonia ASISTENCIA
169 Robles Aguilar Arturo ASISTENCIA

170 Rocha Medina Ma. Sara ASISTENCIA

171 Rodríguez Anaya Gonzalo ASISTENCIA
172 Rodríguez Cabrera Oscar ASISTENCIA

173 Rodríguez de Alba María del Consuelo ASISTENCIA
174 Rodríguez Díaz Hugo ASISTENCIA

175 Rodríguez Javier Rogelio INASISTENCIA

176 Rodríguez Ochoa Alfonso ASISTENCIA
177 Rodríguez Rocha Ricardo ASISTENCIA

178 Rojas Gutiérrez Francisco José ASISTENCIA
179 Román Bojórquez Jesús Tolentino ASISTENCIA

180 Romero Romero Jorge ASISTENCIA

181 Rovirosa Ramírez Carlos Manuel ASISTENCIA
182 Rueda Sánchez Rogelio Humberto ASISTENCIA

183 Ruiz González Tomás José ASISTENCIA
184 Ruíz Cerón Gonzalo ASISTENCIA

185 Ruiz Massieu Salinas Claudia ASISTENCIA

186 Saenz López Rosario ASISTENCIA
187 Sagahon Medina Benjamín ASISTENCIA

188 Salazar Macías Rómulo Isael ASISTENCIA
189 Saldaña Villaseñor Alejandro ASISTENCIA

190 Sánchez Hernández Alfonso ASISTENCIA

191 Sánchez López Jacobo ASISTENCIA
192 Sánchez Vázquez Salvador ASISTENCIA

193 Sandoval Figueroa Jorge Leonel ASISTENCIA
194 Sandoval Urbán Evelia ASISTENCIA

195 Scherman Leaño María Esther de Jesús ASISTENCIA

196 Soriano López Isaías ASISTENCIA 
POR CÉDULA

197 Sotelo Ochoa Norma Elizabeth ASISTENCIA
198 Suárez y Dávila Francisco ASISTENCIA

199 Tapia Palacios Paulo José Luis ASISTENCIA

200 Tecolapa Tixteco Marcelo ASISTENCIA
201 Torres Hernández Marco Antonio ASISTENCIA

202 Trujillo Fuentes Fermín ASISTENCIA
203 Uscanga Escobar Jorge ASISTENCIA

204 Utrilla Robles Jorge Baldemar ASISTENCIA

205 Valenzuela García Esteban INASISTENCIA
206 Vázquez García Quintín ASISTENCIA

207 Vega Carlos Bernardo INASISTENCIA
208 Vega Murillo Wintilo ASISTENCIA

209 Vega Rayet Juan Manuel PERMISO 

MESA DIRECTIVA
210 Vega y Galina Roberto Javier ASISTENCIA

211 Velázquez Iribe Abraham INASISTENCIA
212 Vidaña Pérez Martín Remigio ASISTENCIA

213 Villagómez García Adrián ASISTENCIA

214 Villegas Arreola Alfredo INASISTENCIA
215 Vizcarra Calderón Guadalupe de Jesús INASISTENCIA

216 Wong Pérez José Mario ASISTENCIA
217 Yabur Elías Amalin ASISTENCIA

218 Yu Hernández Nora Elena PERMISO MESA DIRECTIVA

219 Yunes Linares Miguel Angel ASISTENCIA
220 Zepahua Valencia Mario Alberto Rafael ASISTENCIA

221 Zorrilla Fernández Guillermo ASISTENCIA
222 Zúñiga Romero Jesús ASISTENCIA

Asistencias: 196
Asistencias por cédula: 2

Asistencias comisión oficial: 4
Permiso Mesa Directiva: 7

Inasistencias justificadas: 0

Inasistencias: 13

Total diputados: 222
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PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

1 Aldaz Hernández Huberto ASISTENCIA

2 Alegre Bojórquez Ricardo ASISTENCIA

3 Alexander Rábago Rubén Maximiliano INASISTENCIA
4 Alonso Díaz-Caneja Angel Juan ASISTENCIA

5 Álvarez Mata Sergio ASISTENCIA
6 Álvarez Monje Fernando ASISTENCIA

7 Álvarez Ramos J. Irene ASISTENCIA

8 Angulo Góngora Julián ASISTENCIA
9 Arabian Couttolenc Myriam De Lourdes ASISTENCIA

10 Aragón Cortés Sheyla Fabiola ASISTENCIA
11 Ávila Camberos Francisco Juan ASISTENCIA

12 Baeza Estrella Virginia Yleana ASISTENCIA

13 Bárcenas González José Juan ASISTENCIA
14 Barrera Zurita Baruch Alberto ASISTENCIA

15 Barrio Terrazas Francisco Javier INASISTENCIA
16 Bermúdez Méndez José Erandi ASISTENCIA

17 Blanco Becerra Irene Herminia ASISTENCIA

18 Cabello Gil José Antonio ASISTENCIA 
COMISIÓN OFICIAL

19 Calderón Centeno Sebastián ASISTENCIA
20 Camarena Gómez Consuelo ASISTENCIA

21 Camarillo Zavala Isidro ASISTENCIA

22 Cárdenas Vélez Rómulo ASISTENCIA
23 Castelo Parada Javier ASISTENCIA

24 Castro Lozano Juan de Dios ASISTENCIA
25 Chavarría Salas Raúl Rogelio ASISTENCIA

26 Chávez Murguía Margarita ASISTENCIA

27 Clouthier Carrillo Tatiana ASISTENCIA
28 Colín Gamboa Roberto ASISTENCIA

29 Contreras Covarrubias Hidalgo ASISTENCIA
30 Córdova Villalobos José Angel ASISTENCIA

31 Corella Manzanilla María Viola ASISTENCIA

32 Corella Torres Norberto Enríque ASISTENCIA
33 Cortés Jiménez Rodrigo Iván ASISTENCIA

34 Cortés Mendoza Marko Antonio ASISTENCIA
35 Cruz García Concepción ASISTENCIA

36 Dávila Aranda Mario Ernesto de Sn. Alberto ASISTENCIA

37 de la Vega Asmitia José Antonio Pablo ASISTENCIA
38 De la Vega Larraga José María ASISTENCIA

39 De Unanue Aguirre Gustavo Adolfo ASISTENCIA
40 Del Conde Ugarte Jaime ASISTENCIA

41 Díaz Delgado Blanca Judith ASISTENCIA

42 Díaz González Felipe de Jesús ASISTENCIA
43 Döring Casar Federico ASISTENCIA

44 Durán Reveles Patricia Elisa ASISTENCIA
45 Elías Loredo Álvaro ASISTENCIA

46 Eppen Canales Blanca ASISTENCIA

47 Escudero Fabre María del Carmen ASISTENCIA
48 Esquivel Landa Rodolfo ASISTENCIA

49 Esteva Melchor Luis Andrés ASISTENCIA
50 Fernández Moreno Alfredo ASISTENCIA

51 Flores Fuentes Patricia ASISTENCIA

52 Flóres Mejía Rogelio Alejandro ASISTENCIA
53 Galindo Noriega Ramón INASISTENCIA

54 Gallardo Sevilla Israel Raymundo ASISTENCIA
55 Gama Basarte Marco Antonio ASISTENCIA

56 Gámez Gutiérrez Blanca Amelia ASISTENCIA

57 García Velasco María Guadalupe ASISTENCIA
58 Garduño Morales Patricia ASISTENCIA

59 Gómez Morín Martínez del Río Manuel ASISTENCIA
60 González Carrillo Adriana ASISTENCIA

61 González Furlong Magdalena Adriana ASISTENCIA

62 González Garza José Julio ASISTENCIA
63 González González Ramón ASISTENCIA

64 González Morfín José ASISTENCIA
65 González Reyes Manuel INASISTENCIA

66 Gutiérrez Ríos Edelmira ASISTENCIA

67 Guzmán De Paz Rocío INASISTENCIA
68 Guzmán Pérez Peláez Fernando Antonio ASISTENCIA

69 Hernández Martínez Ruth Trinidad ASISTENCIA
70 Herrera Tovar Ernesto ASISTENCIA 

COMISIÓN OFICIAL

71 Higuera Osuna Alejandro ASISTENCIA
72 Hinojosa Moreno Jorge Luis ASISTENCIA

73 Jaspeado Villanueva María del Rocío ASISTENCIA
74 Landero Gutiérrez José Francisco Javier ASISTENCIA

75 Lara Arano Francisco Javier ASISTENCIA

76 Lara Saldaña Gisela Juliana ASISTENCIA
77 Lastra Marín Lucio Galileo ASISTENCIA

78 Lemus Muñoz Ledo Francisco Isaias ASISTENCIA
79 Llera Bello Miguel Angel ASISTENCIA

80 Loera Carrillo Bernardo ASISTENCIA

81 López Mena Francisco Xavier ASISTENCIA
82 López Núñez Pablo Alejo ASISTENCIA

83 López Villarreal Manuel Ignacio ASISTENCIA
84 Lugo Barriga Patricia ASISTENCIA

85 Madero Muñoz Gustavo Enrique ASISTENCIA

86 Marquez Lozornio Salvador ASISTENCIA
87 Martínez Cázares Germán ASISTENCIA

88 Méndez Galvez Alberto Urcino ASISTENCIA
89 Mendoza Ayala Rubén ASISTENCIA

90 Mendoza Flores Ma. del Carmen ASISTENCIA

91 Molinar Horcasitas Juan Francisco ASISTENCIA
92 Moreno Morán Alfonso ASISTENCIA

93 Nader Nasrallah Jesús Antonio ASISTENCIA
94 Núñez Armas Juan Carlos ASISTENCIA
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95 Obregón Serrano Jorge Carlos ASISTENCIA

96 Ortíz Domínguez Maki Esther ASISTENCIA
97 Osorio Salcido José Javier ASISTENCIA

98 Osuna Millán José Guadalupe ASISTENCIA
99 Ovalle Araiza Manuel Enrique ASISTENCIA

100 Ovando Reazola Janette ASISTENCIA

101 Palmero Andrade Diego ASISTENCIA
102 Paredes Vega Raúl Leonel ASISTENCIA

103 Pasta Muñuzuri Angel INASISTENCIA
104 Penagos García Sergio ASISTENCIA

105 Pérez Cárdenas Manuel ASISTENCIA

106 Pérez Moguel José Orlando ASISTENCIA
107 Pérez Zaragoza Evangelina ASISTENCIA

108 Preciado Rodríguez Jorge Luis ASISTENCIA
109 Puelles Espina José Felipe ASISTENCIA

110 Ramírez Luna María Angélica ASISTENCIA

111 Rangel Ávila Miguel Ángel ASISTENCIA
112 Rangel Hernández Armando ASISTENCIA

113 Ríos Murrieta Homero ASISTENCIA
114 Rivera Cisneros Martha Leticia ASISTENCIA

115 Rochín Nieto Carla ASISTENCIA

116 Rodríguez y Pacheco Alfredo ASISTENCIA
117 Rojas Toledo Francisco Antonio ASISTENCIA

118 Ruiz del Rincón Gabriela INASISTENCIA
119 Ruíz Esparza Oruña Jorge Roberto ASISTENCIA

120 Sacramento Garza José Julián ASISTENCIA

121 Salazar Diez De Sollano Francisco Javier ASISTENCIA
122 Saldaña Hernández Margarita ASISTENCIA

123 Sánchez Pérez Rafael ASISTENCIA
124 Sandoval Franco Renato ASISTENCIA

125 Saucedo Moreno Norma Patricia ASISTENCIA

126 Sigona Torres José ASISTENCIA
127 Suárez Ponce María Guadalupe ASISTENCIA

128 Talavera Hernández María Eloísa ASISTENCIA
129 Tamborrel Suárez Guillermo Enrique Marcos ASISTENCIA

130 Tiscareño Rodríguez Carlos Noel ASISTENCIA

131 Torres Ramos Lorena ASISTENCIA
132 Torres Zavala Ruben Alfredo ASISTENCIA

133 Toscano Velasco Miguel Ángel ASISTENCIA
134 Trejo Reyes José Isabel ASISTENCIA

135 Treviño Rodríguez José Luis ASISTENCIA

136 Triana Tena Jorge ASISTENCIA
137 Trueba Gracian Tomas Antonio ASISTENCIA

138 Urrea Camarena Marisol ASISTENCIA
139 Userralde Gordillo Leticia Socorro ASISTENCIA

140 Valdéz De Anda Francisco Javier ASISTENCIA

141 Valencia Monterrubio Edmundo Gregorio ASISTENCIA
142 Valladares Valle Yolanda Guadalupe ASISTENCIA

143 Vargas Bárcena Marisol ASISTENCIA
144 Vázquez García Sergio ASISTENCIA

145 Vázquez González José Jesús ASISTENCIA

146 Vázquez Saut Regina ASISTENCIA
147 Vega Casillas Salvador ASISTENCIA

148 Villanueva Ramírez Pablo Antonio ASISTENCIA
149 Yáñez Robles Elizabeth Oswelia ASISTENCIA

150 Zavala Peniche María Beatriz ASISTENCIA

151 Zavala Gómez del Campo Margarita Ester ASISTENCIA

Asistencias: 142
Asistencias por cédula: 0

Asistencias comisión oficial: 2

Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0

Inasistencias: 7

Total diputados: 151

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

1 Agúndez Montaño Narciso ASISTENCIA
2 Alonso Raya Agustín Miguel ASISTENCIA

3 Arce Islas René ASISTENCIA
4 Avilés Nájera Rosa María ASISTENCIA

5 Bagdadi Estrella Abraham ASISTENCIA

6 Bautista López Héctor Miguel ASISTENCIA
7 Bernal Ladrón De Guevara Diana Rosalía ASISTENCIA

8 Boltvinik Kalinka Julio ASISTENCIA
9 Brugada Molina Clara Marina ASISTENCIA

10 Cabrera Padilla José Luis ASISTENCIA

11 Camacho Solís Victor Manuel ASISTENCIA
12 Cárdenas Sánchez Nancy ASISTENCIA 

POR CÉDULA
13 Carrillo Soberón Francisco Javier ASISTENCIA

14 Casanova Calam Marbella ASISTENCIA

15 Chavarría Valdeolivar Francisco ASISTENCIA
16 Chávez Castillo César Antonio ASISTENCIA

17 Chávez Ruiz Adrián ASISTENCIA
18 Cortés Sandoval Santiago ASISTENCIA

19 Cruz Martínez Tomás ASISTENCIA

20 de la Peña Gómez Angélica ASISTENCIA
21 Díaz Del Campo María Angélica ASISTENCIA

22 Díaz Palacios Socorro ASISTENCIA
23 Duarte Olivares Horacio ASISTENCIA

24 Ensastiga Santiago Gilberto ASISTENCIA

25 Espinoza Pérez Luis Eduardo ASISTENCIA
26 Ferreyra Martínez David ASISTENCIA

27 Fierros Tano Margarito ASISTENCIA
28 Figueroa Romero Irma Sinforina ASISTENCIA
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29 Flores Mendoza Rafael INASISTENCIA

30 Franco Castán Rogelio ASISTENCIA
31 Franco Hernández Pablo ASISTENCIA

32 García Costilla Juan ASISTENCIA
33 García Domínguez Miguel Ángel ASISTENCIA

34 García Laguna Eliana ASISTENCIA

35 García Medina Amalia Dolores ASISTENCIA
36 García Ochoa Juan José ASISTENCIA

37 García Solís Iván ASISTENCIA
38 García Tinajero Pérez Rafael ASISTENCIA

39 Garfias Maldonado María Elba ASISTENCIA

40 Gómez Álvarez Pablo ASISTENCIA
41 González Bautista Valentín ASISTENCIA

42 González Salas y Petricoli María Marcela INASISTENCIA
43 Guillén Quiroz Ana Lilia ASISTENCIA

44 Gutiérrez Zurita Dolores del Carmen ASISTENCIA

45 Guzmán Cruz Abdallán ASISTENCIA
46 Hernández Ramos Minerva ASISTENCIA

47 Herrera Ascencio María del Rosario INASISTENCIA
48 Herrera Herbert Marcelo ASISTENCIA

49 Huizar Carranza Guillermo ASISTENCIA

50 Lagarde y de los Ríos María Marcela ASISTENCIA
51 Luna Hernández J. Miguel ASISTENCIA

52 Magaña Martínez Sergio Augusto ASISTENCIA
53 Manzanares Córdova Susana Guillermina ASISTENCIA

54 Manzano Salazar Javier ASISTENCIA

55 Martínez Della Rocca Salvador Pablo PERMISO 
MESA DIRECTIVA

56 Martínez Meza Horacio ASISTENCIA
57 Martínez Ramos Jorge ASISTENCIA

58 Medina Lizalde José Luis ASISTENCIA

59 Mejía Haro Antonio ASISTENCIA
60 Mícher Camarena Martha Lucía ASISTENCIA

61 Montiel Fuentes Gelacio ASISTENCIA
62 Mora Ciprés Francisco ASISTENCIA

63 Morales Rubio María Guadalupe ASISTENCIA

64 Morales Torres Marcos ASISTENCIA
65 Moreno Álvarez Inelvo ASISTENCIA

66 Muñoz Santini Inti ASISTENCIA
67 Nahle García Arturo ASISTENCIA

68 Naranjo Y Quintana José Luis ASISTENCIA

69 Obregón Espinoza Francisco Javier ASISTENCIA
70 Ordoñez Hernández Daniel ASISTENCIA

71 Ortega Alvarez Omar ASISTENCIA
72 Ortiz Pinchetti José Agustín Roberto ASISTENCIA

73 Padierna Luna María De Los Dolores ASISTENCIA

74 Pérez Medina Juan ASISTENCIA
75 Portillo Ayala Cristina ASISTENCIA

76 Ramírez Cuéllar Alfonso ASISTENCIA
77 Ramos Iturbide Bernardino ASISTENCIA

78 Rodríguez Fuentes Agustín PERMISO 

MESA DIRECTIVA
79 Rosas Montero Lizbeth Eugenia ASISTENCIA

80 Salinas Narváez Javier ASISTENCIA 
COMISIÓN OFICIAL

81 Sánchez Pérez Rocío ASISTENCIA

82 Saucedo Pérez Francisco Javier ASISTENCIA
83 Serrano Crespo Yadira ASISTENCIA

84 Serrano Jiménez Emilio ASISTENCIA
85 Sigala Páez Pascual INASISTENCIA

86 Silva Valdés Carlos Hernán ASISTENCIA

87 Suárez Carrera Víctor PERMISO 
MESA DIRECTIVA

88 Tentory García Israel ASISTENCIA
89 Torreblanca Galindo Carlos Zeferino ASISTENCIA

90 Torres Baltazar Edgar ASISTENCIA

91 Torres Cuadros Enrique ASISTENCIA
92 Tovar de la Cruz Elpidio ASISTENCIA

93 Ulloa Pérez Gerardo ASISTENCIA
94 Zebadúa González Emilio ASISTENCIA

95 Zepeda Burgos Jazmín Elena PERMISO 

MESA DIRECTIVA

Asistencias: 85
Asistencias por cédula: 1

Asistencias comisión oficial: 1

Permiso Mesa Directiva: 4
Inasistencias justificadas: 0

Inasistencias: 4

Total diputados: 95

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

1 Agundis Arias Alejandro ASISTENCIA
2 Alvarado Villazón Francisco Xavier ASISTENCIA

3 Alvarez Romo Leonardo ASISTENCIA
4 Argüelles Guzmán Jacqueline Guadalupe INASISTENCIA

5 Ávila Serna María ASISTENCIA

6 Espino Arévalo Fernando ASISTENCIA
7 Fernández Avila Maximino Alejandro INASISTENCIA

8 Fuentes Villalobos Félix Adrián ASISTENCIA
9 González Roldán Luis Antonio ASISTENCIA

10 Kahwagi Macari Jorge Antonio INASISTENCIA

11 Legorreta Ordorica Jorge ASISTENCIA
12 Lujambio Moreno Julio Horacio ASISTENCIA

13 Méndez Salorio Alejandra INASISTENCIA
14 Ochoa Fernández Cuauhtémoc ASISTENCIA
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15 Orozco Gómez Javier ASISTENCIA

16 Piña Horta Raúl INASISTENCIA
17 Velasco Coello Manuel ASISTENCIA

Asistencias: 12

Asistencias por cédula: 0

Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0

Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 5

Total diputados: 17

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Espinosa Ramos Francisco Amadeo INASISTENCIA

2 González Yáñez Alejandro ASISTENCIA
3 González Yáñez Óscar ASISTENCIA

4 Guajardo Anzaldúa Juan Antonio PERMISO 

MESA DIRECTIVA
5 Padilla Peña Joel ASISTENCIA

6 Vázquez González Pedro ASISTENCIA

Asistencias: 4

Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0

Permiso Mesa Directiva: 1
Inasistencias justificadas: 0

Inasistencias: 1

Total diputados: 6

CONVERGENCIA

1 González Schmal Jesús Porfirio ASISTENCIA

2 Maldonado Venegas Luis ASISTENCIA
3 Martínez Álvarez Jesús Emilio ASISTENCIA

4 Moreno Garavilla Jaime Miguel ASISTENCIA

5 Perdomo Bueno Juan Fernando ASISTENCIA 
COMISIÓN OFICIAL

Asistencias: 4

Asistencias por cédula: 0

Asistencias comisión oficial: 1
Permiso Mesa Directiva: 0

Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0

Total diputados: 5
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SECRETARIA GENERAL

REPORTE DE INASISTENCIAS

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

Diputado AI AF

1 Aguilar Iñárritu José Alberto F F

2 Dávalos Padilla Juan Manuel F F
3 De las Fuentes Hernández Fernando Donato F F

4 Frías Castro Francisco Cuauhtémoc F F
5 Leyson Castro Armando F F

6 Nava Altamirano José Eduviges F F

7 Ortega Pacheco Ivonne Aracelly A F
8 Rodríguez Javier Rogelio F F

9 Valenzuela García Esteban F F
10 Vega Carlos Bernardo F F

11 Velázquez Iribe Abraham F F

12 Villegas Arreola Alfredo F F
13 Vizcarra Calderón Guadalupe de Jesús F F

Faltas por grupo: 13

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

Diputado AI AF

1 Alexander Rábago Rubén Maximiliano F F

2 Barrio Terrazas Francisco Javier A F
3 Galindo Noriega Ramón F F

4 González Reyes Manuel F F

5 Guzmán De Paz Rocío F F
6 Pasta Muñuzuri Angel A F

7 Ruiz del Rincón Gabriela F F

Faltas por grupo: 7

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

Diputado AI AF

1 Flores Mendoza Rafael F F

2 González Salas y Petricoli María Marcela F F

3 Herrera Ascencio María del Rosario F F
4 Sigala Páez Pascual F F

Faltas por grupo: 4

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

Diputado AI AF

1 Argüelles Guzmán Jacqueline Guadalupe F F

2 Fernández Avila Maximino Alejandro A F

3 Kahwagi Macari Jorge Antonio F F
4 Méndez Salorio Alejandra F F

5 Piña Horta Raúl A F

Faltas por grupo: 5

PARTIDO DEL TRABAJO

Diputado AI AF

1 Espinosa Ramos Francisco Amadeo F F

Faltas por grupo: 1
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AVISOS

Cambios de turno realizados por la Mesa Directiva, con fun-
damento en el artículo 23, inciso f), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.

PERSPECTIVA DE GENERO

Con fecha 25 de noviembre de 2003, la Mesa Directiva
amplía el trámite dictado a la iniciativa con proyecto de de-
creto, que adiciona los artículos 2 y 4 de la Ley de Planea-
ción y el artículo 15 de la Ley de Información Estadística
y Geográfica, para incorporar la perspectiva de género,
presentada el 18 de noviembre pasado. Se turna a las co-
misiones unidas de Gobernación y de Equidad y Género.

LEY PARA LA RESTAURACION 
Y CONSERVACION DE LAS TIERRAS

Con fecha 25 de noviembre de 2003, la Mesa Directiva
amplía el trámite dictado a la iniciativa con proyecto de
Ley para la Restauración y Conservación de las Tierras,
presentada el 23 de octubre pasado. Se turna a las comi-
siones unidas de Medio Ambiente y Recursos Naturales y
de Agricultura y Ganadería.


